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RESUMEN 

En este documento se realiza una propuesta de modelo de cuidados de larga duración, basada en un sis-

tema universal de servicios públicos que cubran de forma adecuada y suficiente la demanda actual y pre-

vista de cuidados a personas dependientes mayores de 65 años, permitiéndoles suplir su falta de 

autonomía personal. Para ello, en primer lugar se revisan los factores determinantes de la demanda de 

cuidados de larga duración relacionados con la dependencia y se investiga la demanda actual en España 

utilizando diversos enfoques. En segundo lugar, se plantea un cambio radical del modelo de cuidados vi-

gente en España, proponiéndose un modelo que garantice el derecho universal a los cuidados, así como 

los derechos de todas las personas implicadas en el mismo: personas dependientes, trabajadoras y del 

entorno familiar. Asimismo, se estima su coste, atendiendo a los diversos escenarios de demanda y se 

exploran algunas vías para su financiación.  Por último, se analizan los incrementos de recursos necesarios 

para implantar el sistema diseñado y se estiman los retornos, tanto económicos como sociales, esperados 

del modelo propuesto.  

CÓDIGOS JEL: H51, H53, I18, J14 

PALABRAS CLAVE: envejecimiento, dependencia, cuidados de larga duración, cuidados informales, gasto 

público, financiación pública, empleo, servicios sociosanitarios, servicios sociales, política social 
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RESUMEN EJECUTIVO  

1. Motivación 

La atención a la dependencia es una pieza fundamental de los llamados cuidados de larga dura-

ción. Bajo dicha etiqueta se engloban las distintas formas de asistencia y servicios dirigidos a las 

personas que tienen dificultades para realizar de forma autónoma las actividades básicas de la 

vida diaria, debido a alguna una enfermedad crónica o discapacidad física y/o mental. El alarga-

miento de la esperanza de vida ha hecho aumentar ya de forma clara el número de personas que 

precisan recibir este tipo de atención en algún momento de ciclo vital, y las previsiones sugieren 

que la demanda de cuidados seguirá creciendo en el futuro. Estamos, por tanto, ante una nece-

sidad social acuciante, que por su naturaleza no puede ser fácilmente cubierta de forma privada 

por parte de los individuos afectados o sus familiares.  

Organismos internacionales como la OMS o la OCDE han alertado de la necesidad de organizar 

adecuadamente los sistemas nacionales de atención a la dependencia, señalando las conse-

cuencias negativas que la inacción en este ámbito podría tener en términos de eficiencia econó-

mica, nivel de empleo, igualdad de género y bienestar de las personas atendidas. Existe 

consenso en la idea de que los cuidados de larga duración y la atención a la dependencia deben 

formar un “cuarto pilar” del Estado de Bienestar, consolidando un conjunto de derechos sociales 

esenciales en los países avanzados. Para la sociedad es importante conocer que, además del 

derecho a la educación, la sanidad y las pensiones, se garantiza a todos los ciudadanos, sea cual 

sea su situación personal y familiar, el derecho a recibir los cuidados necesarios para mantener 

una vida digna si surgen situaciones en las cuales la persona no puede realizar sin ayuda las 

actividades vitales básicas.  

Las políticas de atención de la dependencia son relevantes para el sector público por la demanda 

de recursos que suponen y por su impacto económico y social. La experiencia internacional 

muestra que existen distintas formas posibles de organizar los cuidados de larga duración, con 

diferente coste presupuestario y distinto grado de efectividad. Para un país como España, que ha 

implantado hace poco más de una década la política pública de atención a la dependencia, es 

fundamental extraer lecciones del contexto comparado, aprovechando su condición de late-

comer para diseñar de forma óptima el nuevo sistema.  

Para ello son necesarios cambios profundos en la forma de abordar socialmente el cuidado de 

las personas dependientes. Como ocurre también en el caso del cuidado a niños pequeños, Es-

paña ha dejado tradicionalmente descansar la responsabilidad de la atención en las familias, 

que han venido asumiendo casi en solitario el coste en tiempo, dinero y oportunidades de las 

tareas de cuidado. Por otra parte, la división de roles dentro del hogar ha supuesto una clara 

asimetría de género, siendo las mujeres, en lo esencial, las que han asumido la carga principal 

de trabajo no remunerado que implican los cuidados. Esta situación, además de contraria al ob-

jetivo de igualdad de género, es económicamente ineficiente y socialmente insostenible, ya que 
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las nuevas generaciones de mujeres, con niveles de formación iguales o superiores a los mascu-

linos, están cada vez menos dispuestas a dejar el mercado laboral para dedicarse al trabajo 

doméstico y las tareas de cuidado a otros miembros del hogar. Paralelamente, las personas 

atendidas requieren muchas veces servicios de cuidado especializados que difícilmente pueden 

ser provistos por los propios familiares con un nivel adecuado de suficiencia y calidad. 

La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía personal y atención a las 

personas en situación de dependencia, asumió el reto de poner en marcha una política social 

capaz de “atender las necesidades de aquellas personas que, por encontrarse en situación de 

especial vulnerabilidad, requieren apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida 

diaria, alcanzar una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de ciu-

dadanía”, y de hacerlo además teniendo en cuenta “los cambios en el modelo de familia” que 

hacen “imprescindible una revisión del modelo tradicional de atención”, tal como se indica en la 

Exposición de Motivos de la ley.  

Pese a las buenas intenciones, la ley de dependencia vigente no garantiza la suficiencia de la 

atención prestada ni define un modelo acertado de provisión del servicio. Ciertos errores de di-

seño, unidos a una implementación “de bajo coste” llevada a cabo en un contexto de crisis 

económica, recortes presupuestarios y baja prioridad política del nuevo programa, han configu-

rado un sistema insuficiente para atender adecuadamente la demanda. Actualmente, España 

está muy por debajo de la media de la OCDE en indicadores como gasto público en dependencia, 

porcentaje de personas atendidas por el sistema o empleados en el sector de cuidados. Los da-

tos generados por el propio Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) 

muestran problemas graves, como la persistencia de una bolsa importante de personas con de-

recho reconocido pero no atendidas en la práctica (al menos un 25% de los dependientes con 

derecho a atención) y el protagonismo de las prestaciones para cuidados en el entorno familiar (a 

finales de 2016 constituían un 36% del total de prestaciones del sistema, y siguen siendo el 32% 

en el momento actual, junio 2018). Detrás de estas cifras existen personas y familias que no han 

visto mejorar significativamente su situación con la nueva política pública, como atestiguan las 

respuestas recabadas por las diversas encuestas que investigan este extremo.  

2. Objetivos y metodología 

En este contexto, el presente trabajo de investigación defiende la necesidad de una profunda 

reorientación del sistema de atención a la dependencia en España y evalúa su coste de provisión 

y los posibles impactos en el empleo y otras variables económicas y sociales. Para ello se parte 

de un diagnóstico de los déficits de cobertura del sistema actual, identificando los servicios 

públicos necesarios para atender de forma adecuada, conforme a los principios de universalidad, 

carácter público y suficiencia, la demanda actual de servicios de atención a la dependencia entre 

la población de 65 y más años, así como los incrementos necesarios para hacer frente a la de-

manda futura prevista. A continuación, se estima el coste de provisión que tendría un sistema 

acorde con los parámetros y estándares predefinidos, evaluando algunos de los principales re-

tornos económicos y sociales. Focalizar el estudio en la población mayor de 65 años permite 
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centrar la discusión en el componente principal del sistema, tanto en la actualidad (más del 70% 

de los usuarios superan esa edad) como en lo que se refiere a los retos futuros derivados del 

proceso de envejecimiento demográfico.  

La metodología aplicada implica el uso de diversas fuentes de datos, supuestos y procedimientos 

de estimación. La parte principal del trabajo hace uso de dos escenarios distintos para estimar la 

demanda y los costes del sistema propuesto. El primero de ellos se basa en el análisis de la de-

manda real de cuidados obtenida a partir de fuentes externas, en particular la Encuesta Europea 

de Salud en España (EESE) y, sobre todo, la Encuesta de Envejecimiento, Salud y Retiro en Euro-

pa (SHARE, por sus siglas en inglés), aplicando el baremo de valoración de la dependencia vigen-

te. El segundo escenario aplica la metodología de la “necesidad comparativa”, que asume que 

las necesidades de servicios en un territorio (en este caso, España) se determinan a partir de la 

utilización efectiva de los mismos en un territorio distinto (en nuestro caso, Suecia, modelo ma-

duro de elevada cobertura elegido como referencia). Para aplicar la metodología citada se han 

utilizado tanto microdatos de encuestas a los hogares (fundamentalmente EESE-2014, SHARE-

2015 y ECV-2016) como datos administrativos procedentes de los sistemas español y sueco de 

atención a la dependencia, referidos a finales del año 2016.  

3.  Los determinantes de la demanda de cuidados de larga duración 

Las tendencias demográficas y los cambios en el estado de salud de la población son los dos 

principales determinantes estructurales de la demanda de cuidados de larga duración. Las pro-

yecciones demográficas publicadas sugieren que la proporción de población con edad superior a 

los 65 años se habrá casi duplicado a mediados del siglo XXI en España, y la de personas que 

superan los 85 puede llegar a cuadruplicarse. Por su parte, aunque el estado de salud de la po-

blación mayor ha tendido a mejorar en la etapa reciente, no está claro que esta “comprensión de 

la morbilidad” se mantenga de forma indefinida o sea suficiente para contrarrestar los efectos 

del envejecimiento demográfico. En cualquier caso, España tiene margen de mejora en el ámbito 

de la salud, dado que, pese a nuestra buena posición en el ranking de la esperanza de vida, mu-

chos países superan al nuestro en el indicador de “esperanza de vida en buen estado de salud” o 

“libre de discapacidad”.  

Junto a estas dos variables fundamentales, existen factores sociales, institucionales e incluso 

tecnológicos que es preciso considerar. El estrechamiento de la parte central de la pirámide de 

población, la incorporación laboral masiva de las mujeres y la reducción en el tamaño medio de 

los hogares son, según diferentes estudios, factores que presionarán al alza sobre la demanda 

de cuidados formales de larga duración, haciendo inviable la figura del cuidador familiar gratuito 

como elemento relevante en el sistema de atención de la dependencia. Por su parte, los cambios 

tecnológicos pueden modificar en cierta medida la forma en que se prestan los cuidados, apor-

tando nuevos elementos de apoyo y soluciones facilitadoras de la autonomía personal hoy inexis-

tentes. 
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4. Cobertura actual de las personas mayores dependientes por el SAAD  

La cuestión de cuántas personas dependientes existen y de qué forma son (o no) atendidas por 

el sistema vigente es fundamental para valorar los cambios y reformas necesarios. El Sistema 

para la Autonomía y la Atención de la Dependencia (SAAD) atendía a finales de 2016 a 624.674 

personas mayores de 65 años  (un 7,2% de la población mayor de 65 años). Otras 269.600 per-

sonas mayores de 65 años estaban en situación de dependencia reconocida con derecho a pres-

tación pero sin recibir servicios (“lista de espera”). En total, eran, por tanto, algo menos de 

900.000 personas con derecho a prestación (el 10,3% de las personas mayores).  

Esta cifra constituye una cota inferior del valor real de demanda de cuidados entre las personas 

mayores, dado que no incluye las situaciones de necesidad en las que no existe derecho recono-

cido, ya sea porque no se ha solicitado la valoración o porque esta ha resultado negativa por no 

llegar a la puntuación mínima, o bien está todavía pendiente de resolución. El informe elaborado 

recientemente (año 2017) por la comisión parlamentaria para el análisis de la situación del sis-

tema de dependencia subraya, en este sentido, la necesidad de disponer de referencias pobla-

cionales externas para conocer el verdadero grado de cobertura del SAAD, ante la evidencia de 

que no todas las personas que necesitan atención la solicitan.  

Además del problema de la insuficiente cobertura, la cartera de servicios del SAAD ha estado 

desde un principio indebidamente sesgada hacia la prestación económica para cuidados en el 

entorno familiar, concebida originalmente como excepcional, sin que las recomendaciones efec-

tuadas por los expertos y las consiguientes modificaciones legislativas hayan conseguido corregir 

claramente la situación. A finales de 2016, un 36% de las prestaciones del sistema a los mayo-

res de 65 años tenían esta forma, mucho más prevalente que la ayuda domiciliaria (24%) o la 

atención residencial (18%). 

Las diversas encuestas a los hogares analizadas permiten concluir que el apoyo recibido resulta 

actualmente insuficiente para un amplio segmento de las personas con limitaciones. Además, el 

protagonismo de los cuidados informales (realizados mayoritariamente por mujeres) sigue siendo 

elevado. Con datos de la EESE-2014, unas 911.000 personas mayores dicen necesitar más ayu-

da de la recibida con las actividades básicas de la vida diaria y 1,7 millones requerirían más ayu-

da con las instrumentales. Por su parte, la ECV-2016 cifra en 928.000 el número de hogares con 

necesidades no cubiertas de ayuda a domicilio, bien por no recibir en absoluto estos servicios, 

bien por no recibir las horas suficientes de atención semanal. Existe, por tanto, clara evidencia de 

una demanda no cubierta de servicios de atención profesional a la dependencia en España. 

El cuidado informal, más barato y menos profesional, impone una carga importante a las fami-

lias, y en particular a las mujeres, que queda patente en los datos plasmados en las encuestas. 

Según la ECV-2016, más de 4 millones de personas atienden habitualmente a una persona que 

requiere cuidados, y más de 2 millones dedican 20 o más horas semanales al cuidado, una in-

tensidad difícilmente compatible con la participación activa en el mercado de trabajo. El perfil de 

los cuidadores no profesionales derivado de la EESE-2014 indica que el grueso de los mismos 

son mujeres de entre 45 y 64 años. El sesgo de género se intensifica, además, conforme se pasa 
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a las situaciones de cuidado más intensivo: la ECV-2016 revela que el grupo que declara cuidar 

simultáneamente a personas de dentro y de fuera del propio hogar, dedicando a ello al menos 20 

horas a la semana, está compuesto por mujeres en un 87%. 

5. Estimación de la demanda de atención a la dependencia entre los mayores de 65 años a 

partir de datos de encuestas 

Las encuestas a los hogares analizadas a lo largo del trabajo de investigación permiten concluir 

que aproximadamente la mitad de las personas mayores de 65 años sufren algún tipo de limita-

ción física, psíquica o sensorial, aunque esta es grave en solo una minoría de los casos (entre el 

10% y el 14% de los mayores, dependiendo de la encuesta y el año examinados). Para cuantificar 

de forma más precisa la demanda potencial de estos servicios, se han utilizado las variables so-

bre el tipo de limitaciones concretas en las actividades básicas e instrumentales de la vida diaria 

que experimentan las personas, recogidas tanto en la Encuesta Europea de Salud en España 

(EESE-2014) como, de forma más amplia y precisa, en la Encuesta de Salud, Envejecimiento y 

Jubilación en Europa (SHARE-2015). A partir de estos datos, se ha generado una escala que re-

produce de la manera más fiel posible el baremo oficial de valoración de la dependencia aplicado 

en España.  

Los resultados muestran que aproximadamente 1,2 millones de personas mayores de 65 años 

presentan dependencia en nivel suficiente para solicitar cuidados en el marco del SAAD. La gran 

dependencia afectaría en torno al 4% de las personas mayores de 65 años, de las cuales más de 

la mitad se situarían en el nivel máximo de la escala (entre 90 y 100 puntos). Estas personas 

necesitan ayuda varias veces al día para realizar varias actividades básicas de la vida diaria, por 

lo que requieren el apoyo indispensable y continuado de una persona cuidadora. Aproximada-

mente un 3,5% de los mayores de 65 años, unas 300.000 personas, sufrirían dependencia seve-

ra, una situación en la cual la persona necesita ayuda para realizar varias actividades básicas de 

la vida diaria dos o tres veces al día, pero sin requerir un apoyo permanente. El resto de las per-

sonas dependientes (algo más de 500.000 personas) lo serían en grado moderado, lo que impli-

ca necesidad de ayuda para realizar varias actividades básicas de la vida diaria de forma más 

intermitente y limitada que en los casos anteriores.  

La estimación realizada supera en unas 300.000 personas a la cifra de dependientes mayores 

de 65 años reconocida por la Administración (algo menos de 900.000 a finales de 2016), y en 

unas 575.000 a la cifra de personas mayores efectivamente atendidos por el sistema. La tasa de 

cobertura real del sistema, teniendo en cuenta a las personas dependientes no afloradas en las 

estadísticas del SISAAD, se situaría aproximadamente un 52% a finales de 2016, muy por debajo 

del 70% resultante de los datos administrativos para la misma fecha. El déficit de cobertura ma-

yor se da entre los dependientes moderados, resultado esperable si tenemos en cuenta el calen-

dario de implantación de la Ley de Dependencia.  
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6. Simulación de la demanda de atención a la dependencia entre los mayores de 65 años 

basada en las tasas de cobertura observadas en Suecia 

Dentro del ámbito de la OCDE, son los países nórdicos los que cuentan con sistemas de atención 

a la dependencia más desarrollados y valorados a nivel internacional, caracterizados por la uni-

versalidad, la financiación pública a través de impuestos y los elevados niveles de cobertura y 

calidad de las prestaciones. Países como Suecia, Holanda, Finlandia o Dinamarca ejercen un 

liderazgo claro en esta política social, compartiendo los primeros puestos en inversión pública, 

cobertura del sistema, calidad de las prestaciones y grado de satisfacción de los usuarios. En 

este trabajo se ha elegido Suecia como modelo maduro de referencia con el que simular un nivel 

de cobertura adecuado al caso español. El gasto público en cuidados de larga duración en este 

país ascendía al 3,2% del PIB en el año 2014, solo superado por Finlandia y Holanda, y muy por 

encima de la media de la OCDE (1,4% del PIB) y de la situación española, donde se invertía solo 

un 0,7% del PIB. Los datos sobre cobertura del sistema y empleo generado en el sector de cuida-

dos profesionales duplican y triplican respectivamente los datos españoles, según las estadísti-

cas de la OCDE. 

El enfoque propuesto aplica la metodología de la “necesidad comparativa”, según la cual las ne-

cesidades de servicios en un territorio se determinan a partir de la utilización efectiva de los 

mismos en un territorio distinto cuya cobertura se considera adecuada. Una vez analizados los 

datos administrativos del sistema sueco, se extrapola para el caso español, asumiendo las mis-

mas pautas de cuidado pero teniendo en cuenta las diferencias demográficas. La comparación 

entre la cobertura actual y la proyectada nos daría (una vez realizados los ajustes pertinentes) 

una medida de la demanda de cuidados que es preciso cubrir en la transición hacia un sistema 

suficiente de atención de la dependencia. 

En el trabajo se ha realizado una simulación conservadora (dado que no se asume un mayor nivel 

de necesidad por el peor estado de salud de la población española) de la cobertura del sistema 

en España aplicando los niveles de protección otorgados en Suecia. El resultado de la simulación 

indica que la cobertura en España debería ampliarse hasta llegar a proteger al 18% de las perso-

nas mayores, aproximadamente 1,6 millones de usuarios, un 78% más de los que actualmente 

tienen derecho reconocido y más del doble de los que de hecho reciben prestaciones del SAAD. 

Además, debería aumentar la intensidad protectora (más servicios por persona beneficiaria) y 

modificarse la estructura del catálogo de prestaciones, sustituyendo las prestaciones monetarias 

por servicios directos a las personas dependientes (atención domiciliaria, atención residencial, 

centros de día, etc.). Los aumentos en la cobertura y la intensidad protectora requeridos son su-

periores entre las personas de edad más avanzada, que constituyen el segmento en el que se 

detectan las mayores diferencias de protección entre los dos sistemas. La implantación de un 

sistema equivalente al sueco supondría proporcionar servicios de atención a 1,2 millones de 

personas de 80 y más años, cuando, en diciembre de 2016 solo se había reconocido el derecho 

a 660.381 personas, de las cuales recibían efectivamente cuidados 471.865.  
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7. Diseño del sistema de cuidados de larga duración: principios básicos 

El sistema de atención a la dependencia debe diseñarse de forma que garantice unos servicios 

de atención a la dependencia ajustados al reconocimiento de dicha atención como un derecho 

subjetivo y universal que se atiende de forma suficiente por parte de los servicios públicos; es 

decir, que garantice la autonomía funcional de las personas dependientes, sin necesidad de re-

currir a personas de la familia. El sistema ha de basarse en servicios prestados directamente por 

el sector público, ha de estar dotado de los recursos económicos necesarios y es fundamental 

que garantice la igualdad de género y la equidad interterritorial. Para ello, es imprescindible una 

transformación radical del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) actual 

y el diseño y financiación de un nuevo sistema que, eliminando todo planteamiento de tipo asis-

tencial, garantice el derecho a la atención a la dependencia como un elemento básico de justicia 

social.  

Para ello, el sistema debe basarse en los principios básicos de: i) carácter público, ii) universali-

dad, iii) cobertura suficiente, iv) prestación directa de servicios, v) empleo público, vi) gratuidad 

del cuidado, vii) equidad de género, y viii) equidad interterritorial. En el sistema vigente, estos 

principios básicos no se respetan en la práctica, pese a que muchos de ellos también se invocan 

en la teoría.  

El sistema propuesto requiere, por ello, aumentar la inversión social y modificar el uso de los 

recursos públicos, para garantizar la universalidad real, aumentar la intensidad protectora y fi-

nanciar con cargo a impuestos, sin copago, los cuidados ofrecidos por el sistema, sin perjuicio de 

la participación de los usuarios en los costes de alojamiento y manutención que entrañan las 

soluciones institucionales (centros de día, residencias, etc.). Paralelamente, es preciso reforzar y 

diversificar la oferta pública de servicios, de forma que los cuidados puedan prestarse directa-

mente por parte de entidades públicas, sin el recurso a empresas privadas. El sistema propuesto 

excluye los pagos monetarios directos a los dependientes y sus cuidadores informales, por tra-

tarse de uno de los elementos del diseño actual que más ha distorsionado su funcionamiento.   

8. Estimación de los servicios necesarios   

Se han estimado los niveles de servicio necesarios para cubrir adecuadamente la demanda ac-

tual de cuidados entre las personas mayores de 65 años, principales beneficiarias de esta políti-

ca. Para ello se han utilizado dos escenarios distintos: por un lado, la cobertura adecuada, con 

supuestos de uso basados en las recomendaciones de los expertos, de la demanda real actual 

estimada a partir de datos de encuestas (SHARE-2015); por otro, la aplicación a España de los 

niveles de uso de los distintos servicios observados en Suecia por parte de los distintos subgru-

pos de sexo y edad de la población mayor dependiente, ajustando por las diferencias demográfi-

cas entre los dos países.  

La simulación basada en SHARE, realizada aplicando el baremo actual de valoración de la de-

pendencia a los datos de la encuesta SHARE-2015, aumentaría el número de personas benefi-

ciarias del sistema a 1,2 millones de personas mayores de 65 años, que serían atendidos en 
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residencias y otros alojamientos colectivos en un 41% de los casos. El resto de las personas ma-

yores dependientes, unas 700.000, serían atendidas en sus domicilios por profesionales de la 

dependencia, con o sin el concurso de los centros de día, dependiendo de las necesidades con-

cretas, y la mayoría recibiría algún servicio complementario (como la teleasistencia). Por su parte, 

la simulación basada en la estructura de servicios y nivel de cobertura vigentes en Suecia extien-

de el número de personas beneficiarias hasta casi 1,6 millones, proporcionándoles en mayor 

medida ayuda domiciliaria, teleasistencia y servicios complementarios. El porcentaje de atención 

residencial de esta población beneficiaria más extensa sería de un 26%, un porcentaje inferior al 

resultante en la simulación SHARE, pero claramente superior al actual. En las dos simulaciones, 

las plazas en residencias para personas mayores dependientes superarían las 400.000, lo que 

permitiría aproximar la cobertura residencial a la recomendada por la Organización Mundial de la 

Salud (el 5% de las personas mayores). 

La proyección hasta el año 2040 de las necesidades de servicios muestra que, pese al grado de 

incertidumbre implícito en este tipo de cálculos, se producirá con toda probabilidad un aumento 

del número y proporción de personas beneficiarias del sistema de dependencia, así como un 

incremento de la edad media de los usuarios. Estos escenarios futuros han de tenerse en cuenta 

a la hora de diseñar un plan de implantación adecuado, capaz de eliminar el déficit de cobertura 

en los próximos años, antes de que aumenten las necesidades ligadas al “envejecimiento del 

envejecimiento”. Por otra parte, es importante mejorar los niveles de salud de la población y pre-

venir mejor las situaciones de dependencia, con el objetivo de rebajar la prevalencia de la disca-

pacidad en las edades avanzadas de la vida, algo que se ha mostrado factible en otros países. 

9. El coste actual del sistema de atención a la dependencia  

La estimación del coste de los servicios de atención a la dependencia no es una tarea sencilla, 

debido, entre otros factores, a las importantes deficiencias en los sistemas de información del 

Estado y las Comunidades Autónomas. Estas deficiencias explican que cuestiones absolutamen-

te básicas, como a cuánto asciende el coste actual del sistema o quién soporta dicho coste, no 

tengan una repuesta clara.  

Estas dificultades son reconocidas explícitamente en el Informe de la Comisión para el análisis 

de la situación del sistema de la dependencia (2017), que revisa las diversas evaluaciones del 

coste realizadas con anterioridad y aplica una metodología concreta para evaluar el coste del 

sistema (con datos de 2016) y la evolución esperada del gasto en dependencia hasta 2020. 

Según sus resultados, el coste del sistema, en el año 2016, sería de 7.986 millones de euros, 

financiados en un 80% por las Administraciones Públicas
1
 y en un 20% por los ciudadanos, según 

las estimaciones del porcentaje promedio de copago. Por otra parte, el Informe eleva a 10.277 

millones el coste del sistema en caso de eliminarse la lista de espera, que serían 11.339 millo-

                                                      
1
  El reparto concreto entre Estado y Comunidades Autónomas es, como es sabido, objeto de polémica, debido a la 

diferente forma de considerar la financiación no finalista recibida por las regiones, pero ese aspecto no es relevante en 

nuestra evaluación.  
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nes de euros en 2020 sin lista de espera y teniendo en cuenta las nuevas incorporaciones. Todo 

ello, manteniendo invariable el diseño del sistema actual, caracterizado por su baja intensidad 

protectora y el gran peso otorgado a las prestaciones de cuidados en el entorno familiar. 

La estimación del coste actual comentada se refiere al conjunto del sistema y no separa el coste 

generado por las personas dependientes mayores y menores de 65 años. Para analizar el incre-

mento presupuestario derivado de la puesta en marcha del sistema propuesto, hemos distribuido 

el coste total estimado para 2016 entre el correspondiente a las personas dependientes meno-

res y mayores de 65 años, bajo el supuesto de que no hay diferencias en el coste medio por per-

sona beneficiaria según su edad. Además, hemos incrementado el resultado en un 2% adicional 

para cubrir el coste de “otros servicios” (como los de prevención y promoción de la autonomía) no 

contemplados explícitamente en el Informe de la Comisión. Así, el coste total estimado de la 

atención a la dependencia en personas mayores de 65 años rondaría los 5.850 millones de eu-

ros a finales de 2016. Descontando el porcentaje medio de copago (una quinta parte del coste), 

atender en 2016 a las personas mayores dependientes supuso para el erario público un gasto 

total estimado de 4.679 millones de euros (el 0,42% del PIB). 

10. Coste total estimado del modelo propuesto  

Combinando la información sobre costes unitarios medios de los servicios y los datos sobre usua-

rios estimados de cada servicio se ha evaluado el coste total del sistema propuesto en los dos 

escenarios manejados a lo largo del trabajo: cobertura adecuada de la demanda real existente, 

aplicando el mismo umbral de entrada al sistema definido por el actual Baremo Oficial de Valora-

ción de la Dependencia (estimación basada en datos SHARE), y cobertura igual a la proporciona-

da en el sistema maduro tomado como modelo de referencia (sistema sueco). En ambos casos, 

el coste total del sistema necesario para atender de forma adecuada a la población dependiente 

mayor de 65 años superaría los 17.000 millones de euros, unas tres veces el coste estimado 

actual.   

El coste medio por persona beneficiaria pasaría de los 9.365 euros actuales a unos 14.700 eu-

ros si se aplicara a la demanda real estimada con datos SHARE-2015 el estándar de servicio 

definido en el modelo propuesto. El incremento del coste por persona beneficiaria respecto al 

modelo actual procedería, sobre todo, de la sustitución de prestaciones económicas para cuida-

dores informales por atención domiciliaria, del aumento de la atención residencial y del incre-

mento en la intensidad horaria de la atención a domicilio. Por otra parte, si se proyecta a España 

el nivel de cobertura existente en Suecia en el año 2016, el sistema atendería a más personas 

(un 18,4% de las personas mayores de 65 años, frente al 13,8% en el primer escenario), aunque 

el porcentaje de atención residencial y el coste medio por persona beneficiaria serían inferiores 

(unos 10.800 euros por usuario y año), al incorporar usuarios con menor nivel de dependencia 

que actualmente no son elegibles según el baremo español y a los que se prestarían servicios de 

menor intensidad.  

Para analizar el impacto sobre el presupuesto del sistema de la dependencia es preciso diferen-

ciar el coste de los cuidados, que sería asumido íntegramente por el sector público sin aplicar 
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ningún copago, de los costes de alojamiento y manutención, que se consideran externos al sis-

tema. De acuerdo con las estimaciones realizadas, los gastos de “manutención y alojamiento” 

supondrían cerca de un 33% del coste total en el escenario SHARE-2015, y alrededor del 28% en 

el caso de simular un sistema tipo “sueco”. Como se ha mencionado, en el sistema propuesto 

estos costes corren directamente a cargo de las personas beneficiarias. No obstante, las perso-

nas beneficiarias con ingresos bajos recibirían prestaciones por parte del sistema de protección 

social para cubrir la totalidad o parte de este coste. Una extensión interesante del trabajo sería 

evaluar la distribución de potenciales personas beneficiarias de este tipo de ayudas y su coste 

presupuestario, teniendo en cuenta las características y nivel de renta de las personas beneficia-

rias de la atención residencial. 

En suma, el gasto público en cuidados de las personas mayores dependientes se situaría en 

unos 12.000 millones de euros (11.901 millones en el escenario basado en SHARE y 12.226 

millones de euros en el escenario basado en la cobertura sueca). Estas cifras supondrían dedicar 

a esta política de protección de las personas mayores dependientes casi un 1,1% del PIB, frente 

al 0,42% actual. Así pues, el incremento presupuestario necesario para financiar un sistema sufi-

ciente de atención a la dependencia de las personas mayores, una vez descontado el “coste 

hotelero” implícito en algunas modalidades de atención, superaría los 7.000 millones de euros 

en cualquiera de los dos escenarios simulados (el incremento sería de 7.222 millones de euros 

en el primer escenario y de 7.587 millones en el segundo, basado en la cobertura sueca).  

11. Vías de financiación del incremento del gasto: el papel de los gastos fiscales  

Aunque en el documento no se analizan de forma exhaustiva las posibles vías de financiación, se 

ha considerado de forma explícita la posibilidad de obtener recursos adicionales eliminando de-

terminados incentivos fiscales asociados a la edad, la discapacidad y la dependencia en el IRPF 

(reducciones en la base imponible, incrementos en los mínimos personales y familiares, deduc-

ciones autonómicas en la cuota y deducciones estatales en la cuota diferencial del impuesto).  

Dichos incentivos han ido aumentando con el tiempo, tanto a nivel estatal como autonómico, y 

suponen en la actualidad una pérdida de recaudación fiscal importante. Además, muchos de 

estos descuentos fiscales concentran sus beneficiarios en las decilas medias o superiores de 

ingresos, beneficiando en menor medida a las familias económicamente vulnerables. 

En una estimación conservadora, el gasto fiscal anual en las diversas reducciones, deducciones y 

mínimos vinculados a la edad o la discapacidad de las personas mayores en el Impuesto sobre la 

Renta de las Personas Físicas (IRPF) asciende a unos 1.700 millones de euros, que podrían dedi-

carse en todo o en parte a financiar el incremento de servicios necesario para atender de forma 

adecuada a la población dependiente. Con ello, y pese a la eliminación del actual copago vincu-

lado a la renta, la financiación del sistema podría resultar globalmente más progresiva que en la 

actualidad, dada la regresividad de los principales beneficios fiscales actualmente vigentes. Todo 

ello sin contar con las prestaciones para sufragar el gasto hotelero (alojamiento y manutención) 

que aumentarían sustancialmente la progresividad al estar sujetos a condición de rentas.  
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12. Efectos sobre el empleo 

Aplicando supuestos razonables sobre los ratios de trabajadores por cada cien usuarios de los 

distintos servicios, se ha calculado el empleo directo a tiempo completo necesario para gestionar 

los servicios prestados en los dos escenarios propuestos. En ambos casos se supera el medio 

millón de empleos (son, en particular, 540.123 empleos para la simulación con los datos SHARE 

y 528.953 en el caso de la estimación basada en la cobertura sueca). Comparado con el empleo 

implícito en el sistema a finales de 2016 (aplicando los mismos ratios, y teniendo en cuenta 

también los servicios financiados con “bonos” a través de la prestación económica vinculada al 

servicio), unos 155.000 empleos, el potencial de generación neta de empleos equivalentes a 

tiempo completo sería de 374.256 según la simulación de la cobertura sueca y de 393.679 en la 

simulación basada en datos SHARE. 

Además de estos efectos directos sobre el empleo, la implantación de un sistema de cuidados de 

larga duración adecuado y suficiente tendría un indudable y deseable impacto positivo sobre la 

brecha laboral de género, permitiendo que mujeres que han abandonado sus empleos para cui-

dar de un familiar dependiente, o que ni siquiera se plantean la posibilidad de trabajar por la 

imposibilidad de compatibilizar las dos funciones, puedan desarrollar su perfil profesional. Los 

datos de la EPA analizados en el trabajo muestran que muchas más mujeres inactivas que hom-

bres declaran no buscar empleo por estar al cuidado de una persona dependiente. Igualmente, 

muchas más mujeres que hombres asumen, por la misma razón, empleos a tiempo parcial.   

13. Otros retornos económicos y sociales 

Además de los retornos directos e indirectos sobre el mercado de trabajo los aumentos del gasto 

público asociado a la atención de la dependencia se compensarán con ahorros por la previsible 

disminución el gasto en prestaciones por desempleo, aumento de ingresos por las cuotas a la 

Seguridad social del empleo generado y aumento de los ingresos procedentes del IVA, Impuesto 

de sociedades, IRPF. Diversos estudios previos han estimado estos retornos en valores que fluct-

úan entre 40 y 65 céntimos por cada euro de dinero público invertido. En este estudio hemos 

utilizado un porcentaje del 39,6% para estimar los retornos financieros del gasto público asocia-

do al modelo de atención propuesto. Si este valor es correcto, se generarían unos ingresos de 

4.718 millones de euros en el caso de la estimación basada en SHARE y de 4.847 millones de 

euros en la simulación que toma como punto de partida del modelo sueco. 

Junto a los retornos económicos y financieros mencionados, y a las ganancias en igualdad de 

género, existen otros efectos sociales positivos más intangibles y difíciles de medir. Distintos 

estudios han mostrado hasta qué punto mejorar el sistema de atención a las personas depen-

dientes puede incidir positivamente en la salud y la calidad de vida de las personas cuidadoras 

(que serían profesionales), además de mejorar la situación y autonomía de las personas cuida-

das. Paralelamente, aumentaría el nivel de cohesión social, al contar todos los grupos sociales 

con un nuevo servicio público universal de gran valor, accesible en función de las necesidades y 

no de los ingresos o la riqueza. Ello contribuiría positivamente a la igualdad de oportunidades en 

uno de los países que sigue destacando por sus niveles de desigualdad en el contexto interna-

cional.  
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14. Consideraciones finales 

La autonomía personal es un objetivo altamente valorado en las sociedades occidentales.  Como 

individuos, la vida humana constituye un viaje hacia la autonomía desde una situación inicial de 

máxima dependencia y vulnerabilidad. En la madurez, asociamos la autonomía física, psíquica y 

económica a metas como la autorrealización y la libertad. A veces, sin embargo, la vida termina 

con un regreso, casi siempre traumático, al estado de dependencia original. Debemos asumir, 

individualmente y como sociedad, que no siempre las personas podrán (podremos) realizar sin 

ayuda las tareas vitales cotidianas (comer, andar, asearse, etc.). Con vidas tan largas como las 

actuales, el riesgo de dependencia aumenta en comparación a otros períodos, y la sociedad debe 

estar preparada para dar una respuesta colectiva a este nuevo reto social. 

En este trabajo de investigación se ha planteado la necesidad de contar con un modelo público 

de cuidados de larga duración que cubra de forma adecuada y suficiente la demanda actual y 

prevista por parte de las personas mayores de 65 años, modificando de forma radical algunos 

aspectos del sistema vigente. El coste de un sistema de atención a la dependencia público, uni-

versal, suficiente y basado en la prestación de servicios es superior al del sistema actual, pero no 

resulta inasumible si se tienen en cuenta los retornos económicos y financieros y se simplifican o 

suprimen los numerosos incentivos fiscales relacionados con la discapacidad y la dependencia 

que actualmente socavan la recaudación fiscal. Además, ha de tenerse en cuenta la sostenibili-

dad social de los distintos modelos posibles de atención a la dependencia, un elemento impor-

tante y a veces postergado. 

En última instancia, es la sociedad, a través del sistema político, la que debe definir qué modelo 

de protección de la dependencia quiere y cuál es el precio que está dispuesta a pagar. En este 

estudio se han barajado dos escenarios distintos, uno basado en la cobertura adecuada de la 

demanda real existente, definida conforme al baremo de valoración del sistema actual, y otro que 

reproduce en España los niveles de cobertura vigentes en el modelo de referencia (Suecia). 

Cualquiera de los dos sistemas, o alguna combinación de ambos, incrementaría de forma eviden-

te la protección otorgada por el sistema actual y mejoraría su funcionamiento, con efectos positi-

vos sobre la calidad de vida de las personas que actualmente cuidan de los mayores, las 

personas cuidadores y cuidadas, así como ganancias en la igualdad social y de género.  

Queremos terminar este resumen aludiendo a la necesidad de mejorar la información disponible 

y aumentar la accesibilidad de los datos relacionados con la dependencia. Como argumentaba 

José Luis Escrivá, director de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF), en 

un artículo reciente, “el desarrollo de políticas basadas en la evidencia (y no en los prejuicios o 

las intuiciones) exige la utilización abierta de los registros administrativos”
2
, que ahora están en 

nuestro país dispersos en distintas administraciones sin posibilidad de ser utilizados de forma 

adecuada. Es preciso poner a disposición de sociedad e investigadores los datos necesarios para 

evaluar los efectos de las políticas de forma rigurosa, protegiendo a la vez su anonimato. Solo así 

podrá España desarrollar, en este y en otros ámbitos, la tan necesaria “cultura del análisis de 

datos” para la evaluación de políticas a que se refiere, en su artículo, el director de la AIReF. 

                                                      

2
  https://elpais.com/elpais/2018/07/12/opinion/1531387051_341065.html  

https://elpais.com/elpais/2018/07/12/opinion/1531387051_341065.html
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ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA EN ESPAÑA. EVALUACIÓN DEL ACTUAL SISTEMA Y ESTUDIO DE 

VIABILIDAD DE UN SISTEMA BASADO EN EL DERECHO UNIVERSAL DE ATENCIÓN SUFICIENTE 

POR PARTE DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

1. INTRODUCCIÓN 

Organizar de forma adecuada el cuidado de las personas dependientes es un reto esencial del 

Estado del Bienestar. Para ello se requiere que el Estado provea un conjunto servicios de aten-

ción capaces de cubrir de forma suficiente y adecuada la demanda actual y futura de cuidados 

de larga duración. Se trata de que los servicios públicos aseguren la autonomía funcional de las 

personas dependientes sin que éstas tengan que recurrir a personas de su entorno. Dado el 

carácter social del riesgo de dependencia y la dificultad de afrontar de forma individual y privada 

el coste de los cuidados, el sistema de atención a la dependencia debe organizarse como una 

política pública universal financiada con impuestos, equiparable en lo esencial a las políticas 

públicas de sanidad y educación.  

El envejecimiento demográfico y los cambios sociales han dado una centralidad creciente a estos 

cuidados. Bajo esta etiqueta se engloban los distintos servicios y asistencia prestados a perso-

nas dependientes, entendiendo por tales aquellas que tienen dificultades para realizar de forma 

autónoma las actividades básicas de la vida diaria, debido a alguna una enfermedad crónica o 

discapacidad. Diversos estudios promovidos por organismos como la Unión Europea o la OCDE 

insisten en la necesidad de que los países adopten un enfoque proactivo en la provisión de estos 

cuidados y alertan de las consecuencias negativas que, en términos de producción, empleo, 

igualdad de género y bienestar de las personas atendidas, supondría carecer de una política 

adecuada de cuidados de larga duración (Social Protection Committe & European Commission, 

2014, Colombo et al. 2011, De La Maisonneuve & Oliveira Martins 2013).  

España comenzó hace más de diez años a articular esta política social, regulando sus aspectos 

básicos en el año 2006 a través de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la 

autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia. En la actualidad, 

cumplidos diez años desde el inicio de la implantación del sistema (y superada la crisis económi-

ca), existe un amplio consenso acerca de la necesidad de reorientar y redefinir un modelo lastra-

do por ciertos errores de diseño y una insuficiente financiación. El sistema español no cumple los 

requisitos de cobertura y calidad deseables, ya que no llega a todas las personas que necesitan 

cuidados y la atención proporcionada es exigua. Además, se ha primado la concesión de ayudas 

económicas para cuidados en el entorno familiar (de escasa cuantía y graduadas de una manera 

compleja en función de los recursos y el patrimonio familiares, debido al mecanismo de copago), 

frente a la alternativa de un modelo universal basado en servicios que asegure derechos a toda 

la población y en el que los cuidados no recaigan en el entorno familiar.  

Con el sistema vigente, ya complejo y heterogéneo, conviven complementos e incentivos fiscales 

relacionados con la discapacidad y la dependencia, especialmente a través del IRPF, de conside-

rable coste y carácter regresivo. Por el contrario, no se han desarrollado de forma suficiente los 
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servicios de atención domiciliaria, residencial y en centros de día que permitirían acercarse al 

objetivo fundamental de la política de atención a la dependencia: facilitar los servicios públicos 

necesarios para asegurar que las personas dependientes puedan desarrollar con el máximo gra-

do de autonomía y de una forma digna las actividades de su vida diaria.  

La parte positiva del desarrollo de la ley de la dependencia es que ha puesto en marcha una polí-

tica social imprescindible. Sin embargo, su desacertado diseño y la implementación “de bajo 

coste” realizada han configurado un sistema inapropiado e insuficiente para atender adecuada-

mente la demanda, con indicadores muy por debajo de la media de los países desarrollados. 

Actualmente, el gasto público en dependencia es aproximadamente un 0,7% del PIB, la mitad de 

la media de la OCDE, y la distancia se acentúa aún más si se considera el gasto por habitante. El 

porcentaje de personas mayores de 65 años atendidas por el sistema roza el 7%, frente a valores 

superiores al 15% en países como Suecia, Dinamarca u Holanda (Jiménez-Martín y Viola, 2017). 

También son muchos menos los trabajadores empleados en el sector de cuidados (en torno al 

4% en España, frente al 12% en Suecia, uno de los países líderes en esta política social). 

La mejora del sistema de atención a la dependencia exige, en primer lugar, conocer los déficits 

que presenta la protección actual, tanto en términos de cobertura como de intensidad y adecua-

ción. Existen indicadores muy visibles de la demanda no atendida que se han utilizado para 

hacer un seguimiento de la cobertura real, como el tamaño del llamado “limbo de la dependen-

cia”, formado por las personas con derecho reconocido a prestaciones que están a la espera de 

recibirlas (todavía unas 320.000 personas a finales de 2017, lo que significa aproximadamente 

una cuarta parte de las personas con derecho a prestación).   

La lista de espera evaluada a partir de los datos administrativos no es, sin embargo, un indicador 

suficiente de la demanda de cuidados no cubierta por el sistema, dado que no tiene en cuenta a 

las personas con expedientes pendientes de valoración, a las calificadas como no dependientes 

aun requiriendo ayuda, por no llegar al umbral establecido por el baremo de valoración, ni a 

aquellas personas dependientes que ni siquiera solicitan la prestación
3
. Por otra parte, tampoco 

contempla aspectos fundamentales como la intensidad protectora o la forma en que se articulan 

los cuidados recibidos, así como los derechos de las personas cuidadoras. 

El presente trabajo se estructura en dos bloques bien diferenciados. En el primero de ellos se 

analiza la demanda de cuidados a la dependencia de las personas mayores de 65 años, eva-

luando el grado de cobertura real del sistema en su actual diseño y la magnitud de la demanda 

                                                      
3
  Estos problemas son expresamente reconocidos por el reciente informe elaborado por la comisión parlamentaria 

encargada de analizar la situación del sistema de atención a la dependencia. Como se señala en dicho informe: “Se 

considera imprescindible disponer de referencias poblacionales para conocer el verdadero grado de cobertura del 

SAAD, puesto que sabemos que no todas las personas que necesitan atención la solicitan. De hecho, el porcentaje de 

solicitudes sobre población varía sustancialmente entre las distintas Comunidades Autónomas (…)”. Así por ejemplo, 

los datos del SISAAD muestran que el porcentaje de personas mayores de 65 años que han solicitado una valoración 

de su grado de dependencia es inferior al 10% en Canarias, Galicia y la Comunidad Valenciana, mientras que roza el 

20% en Andalucía y Extremadura. El promedio nacional arroja un porcentaje del 14%. Véase Comisión para el Análisis 

de la Situación del Sistema de Dependencia (2017: 48). 
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no cubierta. Tras dedicar un epígrafe a revisar las variables que afectan a la demanda de cuida-

dos de larga duración asociados a las situaciones de dependencia, se estima la demanda actual 

en España utilizando tres enfoques diferentes: (i) análisis de los datos administrativos generados 

por el sistema actual de atención a las personas en situación de dependencia; (ii) explotación de 

los datos sobre salud y cuidados existentes en las diversas encuestas a los hogares, y (iii) extra-

polación a la población española las cifras de cobertura e intensidad protectora de un sistema de 

atención a la dependencia maduro y de alta cobertura, como el existente en Suecia.  

En la segunda parte del trabajo se plantea un cambio radical del modelo de cuidados vigente, 

proponiéndose un sistema de atención a la dependencia público, universal y basado en la pres-

tación de servicios. En el primer epígrafe de este segundo bloque se describe el diseño del sis-

tema propuesto, revisando y explicando sus principios generales de funcionamiento y evaluando 

los servicios necesarios para cubrir adecuadamente la demanda estimada de las personas mayo-

res de 65 años, principales beneficiarias de esta política. Para ello se toman como punto de par-

tida dos de los escenarios analizados en la primera parte del trabajo: por un lado, la demanda 

real actual, estimada a partir de datos de encuestas aplicando de la forma más precisa posible el 

baremo de valoración de la dependencia vigente; por otro, la demanda proyectada simulando el 

nivel de cobertura del sistema de atención a la dependencia en Suecia, modelo maduro elegido 

como sistema de referencia. Asimismo, se estudia la demanda prevista de atención a la depen-

dencia en los próximos años.  

En el siguiente apartado de la segunda parte del trabajo se estima el coste del sistema propuesto 

en los dos escenarios analizados, diferenciando el gasto público correspondiente al sistema de 

atención a la dependencia de los costes que serían asumidos por otros agentes, públicos y priva-

dos (por corresponder a gastos colaterales a los servicios de cuidados, como es el caso del gasto 

en alojamiento y manutención en la atención residencial, o por tratarse de prestaciones públicas 

de otra naturaleza, por ejemplo sanidad o política de vivienda). Asimismo se exploran vías alter-

nativas para su financiación. La última parte del trabajo analiza los retornos del sistema propues-

to, evaluando el impacto previsto en términos de empleo directo y otros retornos económicos y 

sociales. Atender de forma adecuada las situaciones de dependencia requiere, como era de es-

perar, dedicar más recursos de los que actualmente dedica España, país cuya inversión en esta 

política está muy por debajo del promedio de la OCDE. Sin embargo, como se verá, el incremento 

presupuestario neto no resulta inasumible si se suprimen determinados beneficios fiscales y se 

tienen en cuenta los retornos vinculados al nuevo empleo creado. El documento se cierra con un 

apartado de síntesis y conclusiones. 
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PRIMERA PARTE. LA DEMANDA DE CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN VINCULADOS A LA DE-

PENDENCIA EN ESPAÑA: UNA ESTIMACIÓN 

2. LA DEMANDA DE CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN: MARCO TEÓRICO Y ESTUDIOS PREVIOS 

2.1. Los determinantes de la demanda de cuidados de larga duración 

El aumento de la demanda de cuidados de larga duración es uno de los efectos previsibles del 

envejecimiento demográfico, dado que las condiciones físicas y mentales que generan depen-

dencia aumentan exponencialmente con la edad. No obstante, existen otros factores importantes 

a tener en cuenta a la hora de estimar la demanda actual de cuidados de larga duración, así co-

mo su evolución prevista. En este apartado se abordan brevemente las principales variables ex-

plicativas destacadas en la literatura especializada. 

a) El envejecimiento demográfico 

El envejecimiento de la población es el principal factor de cambio estructural que elevará previsi-

blemente la demanda de cuidados de larga duración en todos los países del mundo. En la actua-

lidad, aproximadamente un 18% de la población española supera los 65 años, lo que equivale a 

8,7 millones de personas. Las proyecciones demográficas publicadas por el INE indican que ese 

porcentaje se habrá prácticamente duplicado a mediados del siglo XXI. Además, el mayor creci-

miento se concentrará en el grupo de personas de 85 y más años (el llamado “envejecimiento del 

envejecimiento”), con un aumento que implica pasar del 3% actual a algo más del 12% en el año 

2066. 

Naturalmente, las proyecciones demográficas están sometidas a incertidumbre, dado que la es-

tructura de la población depende de factores como la fecundidad o los movimientos migratorios, 

además de los propios cambios en la esperanza de vida. De hecho, los resultados de las proyec-

ciones demográficas a menudo difieren dependiendo de los supuestos adoptados, especialmen-

te cuando se amplía el horizonte temporal. Estas discrepancias en función de los supuestos 

adoptados se dan no solo entre publicaciones de diferentes organismos, como la OCDE o la 

Unión Europea, sino incluso dentro de la misma institución, como es el caso de los diversos Eu-

ropean Ageing Reports
4 publicados en el ámbito de la Unión Europea. Las diferencias se amplían, 

por otra parte, cuando el horizonte temporal se alarga más allá de 2030, como puede apreciarse 

en el Gráfico 1, construido a partir de dos ediciones distintas del informe europeo sobre enveje-

cimiento.  

 

 

                                                      

4  https://ec.europa.eu/info/publications/economy-finance/2018-ageing-report-underlying-assumptions-and-

projection-methodologies_en. 

https://ec.europa.eu/info/publications/economy-finance/2018-ageing-report-underlying-assumptions-and-projection-methodologies_en
https://ec.europa.eu/info/publications/economy-finance/2018-ageing-report-underlying-assumptions-and-projection-methodologies_en
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Gráfico 1 

PROYECCIÓN DE LA POBLACIÓN CON 65 Y MÁS AÑOS EN ESPAÑA (MILLONES DE PERSONAS) 

 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes de Eurostat.  

En cualquier caso, y pese a la incertidumbre sobre las cifras futuras concretas, el envejecimiento 

demográfico constituye uno de los cambios estructurales de mayor impacto actual y futuro sobre 

la estructura social, y existe una clara conciencia de la necesidad de adaptarse a esa nueva rea-

lidad. 

b) El estado de salud 

Tanto o más determinante que el envejecimiento demográfico es el estado de salud de la pobla-

ción y la evolución prevista de la morbilidad, que depende de factores relacionados tanto con la 

evolución de los tratamientos como con la dieta y los estilos de vida de la población. Todos los 

estudios sobre la demanda de cuidados de larga duración aplican supuestos sobre la tasa de 

dependencia y su evolución futura. Recordemos que los cuidados de larga duración se definen 

como aquellos requeridos por personas cuyo reducido grado de autonomía funcional (física o 

cognitiva) hace necesaria la ayuda externa para la realización de las actividades básicas de la 

vida diaria y otras instrumentales durante largos períodos de tiempo. 

Actualmente, no existe un consenso claro entre los especialistas sobre cuál será la evolución 

futura de la prevalencia de la discapacidad y la dependencia (Social Protection Committe & Euro-

pean Commission, 2014: 31). Aunque tanto los datos internacionales como los referidos a Espa-

ña parecen ofrecer evidencia de una tendencia a la “compresión de la morbilidad” (Casado 

2007), no está claro en qué medida dicha mejora será sostenida y tendrá la magnitud suficiente 

para contrarrestar los efectos del envejecimiento demográfico y de otros fenómenos cuya expan-

sión afecta negativamente a la morbilidad (como el sedentarismo, el sobrepeso o la mayor preva-

lencia de ciertas enfermedades potencialmente incapacitantes, como la diabetes o la hiperten-

sión).  
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En términos de comparación internacional, España tiene actualmente la segunda mayor espe-

ranza de vida tras Japón, pero no está en los primeros puestos internacionales cuando se tiene 

en cuenta el estado de salud.  

Según los datos más recientes de Eurostat, la esperanza de vida libre de discapacidad se situó 

en 2015 en 64,1 años para las mujeres españolas y 63,9 en los varones, diez años por debajo 

del país que lidera la clasificación (Suecia)
5
. La esperanza de vida en buena salud a los 65 años 

en España (9,5 años en el caso de los hombres y 8,9 años en el caso de las mujeres), se sitúa en 

torno al promedio de la Unión Europea (UE-28) (ligeramente por debajo en el caso de las muje-

res) aunque es bastante inferior a la de países como Suecia, e incluso Irlanda, Alemania o Dina-

marca. Estas cifras señalan que, en España, del total de años de esperanza de vida a los 65 años 

(18,8 en el caso de los hombres y 22,7 en el de las mujeres) un 50,54% y un 39,3% respectiva-

mente se pasarán en condiciones de buena salud
6
. Estos datos son confirmados por diversas 

encuestas europeas que muestran el relativamente deficiente estado de salud de la población 

española, en concreto de los mayores de 65 años, en el contexto internacional. Todo lo anterior 

debe servir para subrayar la necesidad imperiosa de hacer más hincapié en políticas preventivas 

y de promoción de hábitos de vida saludable que incrementen la esperanza de vida libre de dis-

capacidad en nuestro país, contrarrestando con ello una parte del efecto derivado del envejeci-

miento demográfico.  

Aunque el crecimiento económico, la mejora del nivel educativo, el progreso médico o la aplica-

ción de políticas preventivas más eficaces son factores que pueden jugar positivamente
7
, parece 

arriesgado confiar en que la mejora global de los niveles de salud pueda llegar a compensar el 

aumento de las necesidades de cuidados derivados del envejecimiento demográfico. Esta con-

clusión es válida no solo para España
8,

sino también a nivel internacional. Como se señala en un 

estudio de síntesis reciente, tras revisar los resultados de las diversas investigaciones disponi-

bles, la hipótesis más probable en el momento actual es que el envejecimiento demográfico pro-

vocará un aumento significativo del número de personas mayores con limitaciones funcionales o 

discapacidad (Social Protection Committe & European Commission, 2014: 33). 

 

 

                                                      

5
  http://ec.europa.eu/eurostat/statistics-explained/index.php/Healthy_life_years_statistics.  

6
  Esta medida forma parte del Índice de Envejecimiento Activo elaborado por la Comisión Económica de las Naciones 

Unidas para Europa (UNECE).  

7
  Como señalan ABELLÁN, ESPARZA y PÉREZ (2011: 53), el mero relevo generacional debería jugar a favor de un mejor 

estado de salud entre las personas mayores en España, dada la fuerte correlación inversa entre dependencia y nivel 

de instrucción. 
8
  Véase por ejemplo CASADO (2007), que, utilizando las Encuestas Nacionales de Salud de 1993 y 2001, señala que 

se produjo entre ambas fechas un descenso en el porcentaje de personas mayores de 65 años con problemas de 

dependencia (del 19,4% al 17%), pese a lo cual, en número absolutos, la población mayor dependiente creció en unas 

50.000 personas durante el período.  

http://ec.europa.eu/eurostat/statistics-explained/index.php/Healthy_life_years_statistics
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c) Factores sociales e institucionales 

La demanda de cuidados de larga duración no depende solo de las necesidades objetivas ligadas 

al número de dependientes y su estado de salud, sino también de aspectos sociales e institucio-

nales variables según el contexto y el momento. La estructura de los hogares, las características 

de la población adulta y el modelo de atención vigente son factores potencialmente importantes 

en este sentido. Los estudios que investigan el impacto del envejecimiento demográfico sobre los 

costes de provisión de los cuidados a menudo introducen supuestos sobre elementos como el 

peso relativo del cuidado informal en el seno del hogar o el porcentaje de personas dependientes 

que son atendidas en instituciones o en la propia vivienda (Lipszyc, Sail & Xavier, 2012). 

El estrechamiento de la parte central de la pirámide de población, la incorporación laboral masi-

va de las mujeres y la reducción en el tamaño medio de los hogares son, según diferentes estu-

dios, factores que presionarán al alza sobre la demanda de cuidados formales de larga duración, 

haciendo inviable la figura del cuidador familiar como elemento relevante en el sistema de aten-

ción de la dependencia. Por ello, los sistemas de atención a la dependencia deben diseñarse 

para cubrir de forma profesional la demanda total de servicios y atención a los dependientes, 

evitando que las tareas de cuidado frenen o directamente impidan la participación laboral de los 

allegados. Como alerta la Comisión Europea en un estudio reciente (Social Protection Committe & 

European Commission, 2014:6), las consecuencias negativas de carecer de una política adecua-

da de cuidados se extienden no solo a las propias familias, sino que afectan también a la eficien-

cia económica y a la equidad, general y de género, puesto que la mayoría de los cuidadores 

informales son mujeres a las que se ha desprovisto de derechos laborales y sociales básicos  

d)  La tecnología 

El cambio tecnológico puede modificar hasta cierto punto la demanda de cuidados relacionados 

con la dependencia, aportando nuevas soluciones facilitadoras de la autonomía y modificando 

las condiciones en las cuales se prestan los servicios en formas no siempre fáciles de prever. En 

este sentido hay que tener en cuenta los rápidos desarrollos de la robótica aplicada a la geronto-

logía o los avances en la comunicación y el control remoto de las variables relacionadas con la 

salud, que podrían simplificar los cuidados a personas dependientes. En todo caso, existe todav-

ía gran incertidumbre sobre el impacto potencial de estos cambios en los servicios de atención 

de la dependencia del siglo XXI.  

2.2. Antecedentes y estudios previos 

La estimación de la demanda de servicios de atención a la dependencia no es una tarea sencilla, 

puesto que es preciso combinar información actual y prospectiva, demográfica y de salud con 

aspectos políticos y legales que determinan cuándo una persona se considera dependiente con 

derecho a atención según los baremos de acceso aplicados por el sistema. En general, los estu-

dios existentes, tanto a nivel nacional como internacional, han tomado como punto de partida las 

encuestas sobre salud y discapacidad para estimar la demanda de cuidados y la cobertura de los 

distintos sistemas. Para las proyecciones de la demanda futura, se han utilizado normalmente 
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ejercicios de simulación basados en la fijación de una serie de supuestos básicos, cuyo mayor o 

menor realismo condiciona claramente la bondad de la estimación (Comas-Herrera & Wittenberg 

[eds.], 2003).  

Con carácter previo o simultáneo a la implantación del SAAD, se publicaron numerosos estudios 

que evaluaban las necesidades de atención a la dependencia en España a partir de los datos 

recogidos en las encuestas disponibles, principalmente las Encuesta sobre Discapacidad realiza-

das por el INE en 1986 y 1999, las Encuestas Nacionales de Salud publicadas con carácter bie-

nal (1993, 1995, 1997, 2001, 2003) y otras encuestas específicas realizadas por el IMSERSO
9
. 

Los resultados obtenidos por estos estudios fueron muy diferentes debido no solo a la variedad 

de fuentes usadas, sino también a las distintas definiciones aplicadas para delimitar la situación 

de dependencia, como muestran Palacios, Abellán y Esparza (2008) en su síntesis de los resul-

tados de casi cincuenta estudios publicados entre 1987 y 2007.  

Un estudio particularmente importante fue el conocido como Libro Blanco sobre Atención a las 

Personas en Situación de Dependencia en España, encargado por el gobierno para efectuar el 

diagnóstico de la situación previa al desarrollo de la Ley de Atención a la Dependencia. El estu-

dio, publicado en 2004, empleó los datos de la Encuesta sobre sobre Discapacidades, Deficien-

cias y Estado de Salud 1999, tomando el número de personas con discapacidad severa o total 

para algunas de las actividades básicas de la vida diaria como mejor aproximación al “núcleo 

duro” de las situaciones de dependencia a las que el sistema debería priorizar (Rodríguez-

Castedo [Dir.], 2004: 80). El resultado de este cálculo eran unas 960.000 personas (un 2,4% de 

la población total), de las que siete de cada diez eran mayores de 65 años
10

. La bondad de la 

estimación se analizó con estudios de coherencia interna (correlación con otras variables de la 

propia encuesta) y externa, comparando con el porcentaje de población cubierto por el sistema 

alemán de protección de la dependencia (un 2,3%). Proyectado a 2020, el número de personas 

con derecho a atención se habría elevado a 1.496.226, de los cuales 1.156.604 tendrían 65 o 

más años (Rodríguez-Castedo [Dir.], 2004: 90). Aunque las cifras de personas con dependencia 

reconocida no han alcanzado todavía ese nivel, las proyecciones del Libro Blanco subestimaron 

el peso de las situaciones de dependencia más severa dentro del total: ya en 2010 los depen-

dientes reconocidos de grado III superaban claramente la previsión contenida en el Libro Blanco 

para esa fecha
11. 

La Encuesta de Discapacidades de 2008 (ED-2008) dio lugar también a numerosas estimaciones 

sobre el número de personas dependientes, con resultados igualmente sensibles al umbral utili-

zado para definir la dependencia y sus grados. Así por ejemplo, Abellán et. al (2011) cuantifican 

en 1.462.292 el número de personas mayores con algún tipo de dependencia, aunque solo en 

                                                      

9
  Como por ejemplo, la Encuesta sobre apoyo informal a las personas mayores (1993 y 1994), la Encuesta sobre 

soledad de las personas mayores (1999) o la Encuesta sobre condiciones de vida de las personas mayores (2004). 

10
  Además, otro millón y medio de personas tendría necesidad de ayuda con las tareas domésticas y/o dificultad mo-

derada en las áreas de autocuidado, movilidad, alimentación y funcionamiento mental básico.  
11

  JIMÉNEZ-LARA (2014). 
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un tercio de los casos (unas 465.000 personas) esta sería grave o total
12

. Jiménez Lara (2014), 

por su parte, estima en 1.646.402 el número total de personas dependientes (de todas las eda-

des) en 2014, tras aplicar a los datos de la ED-2008 el baremo oficial de valoración de la depen-

dencia y actualizar según los cambios demográficos entre ambas fechas.   

Los estudios realizados a nivel internacional se han basado, por lo general, en las predicciones 

sobre los niveles de prevalencia de las distintas limitaciones por grupos de edad. En algunos 

casos, se ha hecho un esfuerzo explícito por tener en cuenta las diferencias institucionales que 

afectan al marco regulador de los distintos países, y que determinan distintas reglas de elegibili-

dad (y por tanto, distintos niveles de demanda “efectiva” de cuidados por parte de los servicios 

públicos, Atella et al. 2017). Por su parte, estudios como el 2015 European Aging Report13 anali-

zan las consecuencias sobre el coste de los cuidados de larga duración de diversos escenarios 

demográficos y de dependencia, así como el impacto de algunas variaciones en el diseño de las 

políticas públicas. 

Además del diagnóstico de la situación actual, diversos estudios nacionales e internacionales 

han ofrecido proyecciones sobre la evolución previsible de la demanda de cuidados de larga du-

ración en España. Aunque los resultados son dispares, todos coinciden en señalar una tendencia 

creciente. DURÁN (2006: 72) estimaba, por ejemplo, que en el año 2025 la demanda general de 

cuidados de la población mayor de sesenta y cuatro años habría aumentado un 44% respecto a 

la del año 2001. Paxtot & Costa-Font (2003), por su parte, plantean un modelo básico y analizan 

la sensibilidad de las estimaciones ante cambios en los supuestos iniciales, hallando que, a me-

nos que las tasas de dependencia disminuyan sensiblemente, el número de personas mayores 

dependientes aumentará de forma significativa en la primera mitad del siglo XXI. Por otra parte, 

señalan que es previsible que se incremente a ritmo aún más rápido la demanda de cuidado 

formal y profesional, dada la probable reducción del importante papel actualmente jugado por el 

cuidado informal en España y otros países mediterráneos.  

2.3. Objetivos y metodología del trabajo  

La cuestión de cuántas personas dependientes existen y de qué forma son (o no) atendidas por 

el sistema vigente es fundamental para valorar los cambios y reformas necesarios. Para esta 

tarea, se cuenta actualmente con más fuentes de datos que en el momento de elaborar el Libro 

Blanco de 2004. Además, se añade una fuente de información por entonces no existente, co-

mo son los indicadores generados por el propio sistema de atención a la dependencia, tras sus 

más de diez años de andadura.  

En este documento se evalúa la demanda actual de servicios de atención a la dependencia en la 

población mayor de 65 años. La elección de este grupo de edad obedece al protagonismo de las 

personas mayores tanto en las necesidades actuales como, sobre todo, en la evolución futura de 

                                                      
12

  Estos autores dividen a la población dependiente según cinco niveles de intensidad de su dependencia: insignifi-

cante, leve, moderada, grave y total. 

13
  European Commission (2015). 
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la demanda de protección. Para evaluar la demanda se utilizan tres estrategias diferentes y com-

plementarias: en primer lugar, el análisis de los datos de tipo administrativo sobre discapacidad y 

dependencia; en segundo lugar, la explotación de las encuestas a los hogares sobre salud y dis-

capacidad; y por último, la simulación con datos españoles de la cobertura de un sistema maduro 

de cuidados de larga duración, seleccionado en el contexto internacional.  

La primera estrategia se apoya en el hecho de que el propio sistema de atención de la 

dependencia genera datos administrativos que permiten analizar el perfil de la demanda de los 

distintos servicios, al menos en la medida en que dicha demanda es cubierta (en mejores o 

peores condiciones) con los niveles de regulación y gestión actualmente vigentes. En este 

documento se utilizan a estos efectos los datos publicados por el Instituto de Mayores y Servicios 

Sociales (IMSERSO) a través del Sistema de Información del Sistema para la Autonomía y la 

Atención a la Dependencia (SISAAD), que contiene, entre otros aspectos, estadísticas referentes 

a elementos como el número de solicitudes, las características de los solicitantes, las 

resoluciones, las personas beneficiarias y las prestaciones obtenidas por sexo y edad
14

. 

Asimismo, en su página web se puede recabar información sobre empleo de los profesionales de 

servicios sociales y sobre la financiación del sistema.  

De forma complementaria, existe también la posibilidad de utilizar datos administrativos genera-

dos fuera del sistema, aunque no siempre hay una correspondencia con las situaciones de de-

pendencia. En particular, la Base Estatal de Datos de Personas con valoración del Grado de 

Discapacidad (BEDPD)15  aporta información sobre las características de las personas evaluadas 

a efectos de la calificación de su grado de discapacidad, aunque hay que tener en cuenta que la 

propia web indica que no es un registro oficial de personas discapacitadas. Teóricamente, los 

datos sobre perceptores de pensiones de discapacidad o sobre beneficios fiscales concedidos en 

función del grado de discapacidad en diversos impuestos, fundamentalmente el IRPF, también 

podrían generar información indirecta sobre la prevalencia de situaciones de discapacidad en la 

población, aunque ambas fuentes presentan limitaciones importantes a estos efectos, dados sus 

diferentes objetivos. 

Es importante subrayar que los datos de origen administrativo proporcionan un punto de partida 

inicial y son en todo caso esenciales para elaborar un plan de implantación del modelo de pro-

tección propuesto, pero tienen limitaciones importantes como fuente para estimar la demanda 

real. En primer lugar, hay que considerar que no incluyen las situaciones de necesidad en las que 

no existe derecho reconocido. Ello ocurre cuando las condiciones para acceder a una determina-

da política se fijan de forma demasiado restrictiva. En segundo lugar, tampoco incluyen aquellas 

situaciones en las cuales, aun cumpliendo las condiciones exigibles, no se solicita la valora-

ción/prestación/descuento fiscal (“non take-up”). Ello puede ocurrir por diversos motivos: falta 

de información adecuada, percepción del proceso como demasiado complejo o lento, baja con-

fianza en obtener algún beneficio significativo del proceso, etc.  

                                                      

14
  http://www.dependencia.imserso.es/dependencia_01/documentacion/estadisticas/index.htm. 

15
  http://imserso.es/InterPresent1/groups/imserso/documents/binario/bdepcd_2015.pdf. 

http://www.dependencia.imserso.es/dependencia_01/documentacion/estadisticas/index.htm
http://imserso.es/InterPresent1/groups/imserso/documents/binario/bdepcd_2015.pdf
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La segunda estrategia se basa en la explotación de datos procedentes de encuestas que permi-

ten conocer aspectos relevantes sobre la salud, discapacidades y necesidades de cuidado de la 

población. A partir de estas fuentes externas puede estimarse el porcentaje de personas con 

distintos grados de dependencia, para los distintos grupos de edad y sexo, aunque la precisión 

varía en función de la calidad y detalle de la información disponible sobre las limitaciones para 

las actividades de la vida diaria. Asimismo, aunque también en diferente medida según el tipo de 

encuesta, puede analizarse su relación con otras variables clave, como el nivel educativo, la ca-

tegoría socioeconómica o el nivel de renta.  

Una desventaja del uso de encuestas es que la situación de dependencia debe determinarse a 

partir de variables no siempre lo suficientemente detalladas. Además, las respuestas reflejan la 

autovaloración o percepción del propio entrevistado o de la persona informante, y no el criterio 

objetivo de un técnico externo. Por otra parte, las estimaciones procedentes de encuestas tienen 

un cierto margen de error muestral.  

El tercer enfoque propuesto aplica la metodología de la “necesidad comparativa”, según la cual 

las necesidades de servicios en un territorio se determinan a partir de la utilización efectiva de 

los mismos en un territorio distinto. Este enfoque se apoya en dos premisas básicas: primero, 

que la problemática social que origina la política tiene un alcance similar en ambos territorios, y 

segundo, que el nivel de servicios proporcionado con el segundo territorio es adecuado para cu-

brir la necesidad social (Casado, 2009).  

Para poner en práctica este tercer enfoque se ha partido del análisis de los servicios de atención 

de la dependencia prestados a la población por un sistema “maduro” de elevado nivel de cober-

tura y que puede ser considerado, en distintos aspectos, un “modelo a seguir”. Una vez analiza-

dos los datos administrativos del sistema elegido, se extrapola para el caso español, asumiendo 

las mismas pautas de cuidado pero teniendo en cuenta las diferencias demográficas y (en la 

medida de lo posible) de estado de salud de la población existentes. La comparación entre la 

cobertura actual y la proyectada nos daría (una vez realizados los ajustes pertinentes) una medi-

da de la demanda de cuidados que es preciso cubrir en la transición hacia un sistema suficiente 

de atención de la dependencia. 

Tabla 1  

INDICADORES GLOBALES DE LAS POLÍTICAS DE CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN EN SUECIA Y ESPAÑA 

 Suecia España Año Fuente 

Población total 9.995.153 46.557.008 2016 Statistics  

% Población 65+ años 19,8 18,6 2016 Sweden,  

% Población 80+ años 5,1 6,0 2016 INE 

Gasto en cuidados de larga duración (% 

PIB) 3,2 0,7 2014 OECD(1) 

% mayores de 64 años que reciben cui-

dados de larga duración  17,0 8,5 2015 OECD(2) 

Cuidadores profesionales por cada mil 

habitantes mayores de 64 años 12,0 4,0 2015 OECD(2) 

Notas: (1) http://www.oecd.org/els/health-systems/long-term-care.htm. (2) Health at a Glance 2017.  

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes de la OCDE, el INE y Statistics Sweden. 

http://www.oecd.org/els/health-systems/long-term-care.htm
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El ejercicio de simulación realizado con este último enfoque se basa en el modelo de protección 

existente en Suecia como modelo de referencia, cuyo funcionamiento se expone con cierto grado 

de detalle en el Apéndice II de este documento. Las razones para la elección del sistema sueco 

son diversas. En primer lugar es un sistema altamente valorado en lo que se refiere a su calidad 

y cobertura universal y junto a Holanda encabeza el ranking en gasto público en este sector
16

. 

Como puede apreciarse en la Tabla 1, la inversión en cuidados de larga duración en Suecia su-

pera el 3% del PIB, cuando en España no llega al 1%. Los datos sobre cobertura del sistema y 

empleo generado en el sector de cuidados profesionales duplican y triplican respectivamente los 

datos españoles, según las estadísticas de la OCDE. Por otra parte, nos ha sido posible encontrar 

información con un cierto nivel de detalle necesario para este trabajo. 

3. ANÁLISIS DE LAS NECESIDADES DE PROTECCIÓN A PARTIR DE DATOS ADMINISTRATIVOS  

Discapacidad y dependencia son situaciones protegidas a través de diversas medidas y políticas. 

Puesto que para obtener estos beneficios se precisa una valoración previa de la situación perso-

nal, los registros administrativos y fiscales pueden ser útiles para conocer el tamaño de la pobla-

ción necesitada de ayuda. En la práctica, la coexistencia de diversas administraciones y distintos 

criterios valorativos, en función de la finalidad para la que se solicita la misma (dependencia, 

impuestos, prestaciones, plazas de aparcamiento, etc.) hace que existan varios registros con 

información útil estimar la demanda de cuidados de larga duración.  

En este capítulo se revisan en primer lugar, brevemente, los datos derivados de la valoración 

administrativa de la discapacidad, a través de la estadísticas estatal de grados reconocidos por 

las Comunidades Autónomas. En segundo lugar, y de forma más extensa, se analiza la informa-

ción generada por el propio Sistema para la Autonomía y la Atención de la Dependencia (SISAAD) 

desde su implantación, tanto sobre el número de personas atendidas como sobre las prestacio-

nes y servicios recibidos. 

3.1. Valoración administrativa de la discapacidad 

La Base de Datos de Personas con Discapacidad, elaborada por el IMSERSO, ofrece información 

sobre las personas con algún tipo de discapacidad oficialmente reconocida. Hay que tener en 

cuenta que discapacidad y dependencia son conceptos distintos, aunque relacionados: no todas 

las personas discapacitadas son dependientes, pero la discapacidad es una causa importante de 

dependencia. Según esa base de datos, construida a partir de los datos aportados por las Comu-

nidades Autónomas, las personas con discapacidad reconocida (es decir, con un grado de disca-

pacidad de al menos un 33%) ascenderían en España a 2.998.639, aproximadamente la mitad 

hombres y la otra mitad mujeres (IMSERSO 2016: 7).  

Restringiéndonos a la población de 65+ años, 1.284.487 tendrían en 2015 una discapacidad 

reconocida. En algo más de la mitad de los casos, el grado de discapacidad se sitúa entre el 33% 

                                                      

16
  Véanse por ejemplo LIPSZYC, SAIL & XAVIER (2012), OECD/European Commission (2013) o MUIR (2017). 
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y el 65%, mientras que un 26% está en el tramo 65-74% y el 22% restante supera el 75%. Hay 

que recordar que la ley del IRPF asume que todas las personas con grado de discapacidad igual 

al 65% o superior (y algunas con grado inferior al 65%) requieren la ayuda de terceras personas, 

por lo que tienen derecho a un complemento adicional a la hora de calcular el “Mínimo Personal 

y Familiar”. Las dos causas principales de discapacidad entre las personas mayores son las de 

tipo osteo-articular (36%) y las asociadas a enfermedades crónicas (22%). 

3.2. Valoración administrativa de la dependencia 

3.2.1. Población atendida por el SISAAD 

De acuerdo con los datos de gestión del sistema de atención a la dependencia (SISAAD), había a 

finales de 2016
17

 1.213.873 personas en situación de dependencia reconocida (un 2,6% de la 

población), de las cuales 865.564 percibían alguna prestación o servicio (1,9% de la pobla-

ción)
18

. Las 348.309 restantes eran personas con derecho reconocido (valoradas administrati-

vamente como dependientes) pendientes de recibir prestación (Tabla 2). Ello implica una “lista 

de espera” de casi un 30%, concentrada especialmente en los dependientes de Grado I (43%), 

los últimos en ser incorporados en el proceso de implantación de la ley
19

. A finales de 2017, de 

acuerdo con los últimos datos publicados por el SISAAD en la fecha de redacción de este docu-

mento, la lista de espera era de 320.120 personas, un 25,3% de las personas con derecho a 

prestación. 

La cifra de personas con derecho reconocido está por debajo de las previsiones efectuadas en su 

día en la memoria económica del Libro Blanco de la atención a personas con dependencia en 

España
20

. Hay que tener en cuenta que las personas con derecho existentes en cada momento 

se ven influidas por el grado en que los que realmente necesitan cuidados lo solicitan, así como 

con la rapidez o demora del proceso de valoración y los criterios aplicados para conceder o dene-

gar un grado de dependencia. El análisis de los datos publicados por el SISAAD en su informe de 

diciembre de 2016 muestra que había en esa fecha unas 103.000 solicitudes pendientes de 

valoración. Por otra parte, otras 305.000 habían sido valoradas negativamente (sin grado de 

dependencia).  

                                                      
17

  Tomamos 2016 como año de referencia del análisis para facilitar la comparación con los datos administrativos de 

Suecia que se utilizarán en un apartado posterior. El portal del SAAD ofrece actualmente datos hasta finales de 2017.   

18
  Estas cifras se refieren a la población de cualquier edad. En la mayor parte del documento nos centraremos en las 

personas mayores de 65 años. 

19
  El recientemente publicado informe de la comisión para el análisis de la situación del sistema de dependencia 

incluye una estimación del aumento de servicios y recursos necesarios para eliminar esta lista de espera. En el informe 

se estima que serían necesarios 230.615 servicios o prestaciones vinculadas a servicios adicionales, así como 

117.694 prestaciones más para cuidados en el entorno familiar. El coste total del sistema se incrementaría desde los 

casi 8.000 millones de euros estimados para 2016 (incluyendo el copago de los usuarios) hasta un mínimo de 10.300 

millones de euros (Comisión para el análisis de la situación del sistema de dependencia, 2017: 94).  

20
  UE predecía para 2015 un número de personas beneficiarias del sistema de 1.373.248 (277.000 de grado III, 

472.461 de grado II y 648.442 de Grado I). Véase RODRÍGUEZ CASTEDO [Dir.] (2004: 733). 
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Tabla 2 

PERSONAS CON DEPENDENCIA RECONOCIDA POR EL SISTEMA SEGÚN EDAD Y GRADO, 2016 

 

Personas con 

dependencia 

reconocida 

Personas beneficiarias con y sin pres-

tación 
% Tasa cober-

tura Con prestación(1) Sin prestación(2) 

Población total  1.213.873 865.564 348.309 71% 

Grado I 394.212 167.848 226.364 43% 

Grado II 455.741 377.371 78.370 83% 

Grado III 363.920 320.345 43.575 88% 

Total 65+ años 894.274 624.674 269.600 70% 

Grado I 298.998 130.039 168.959 43% 

Grado II 330.644 267.406 63.238 81% 

Grado III 264.632 227.229 37.403 86% 

65-79 años 233.893 152.809 81.084 65% 

Grado I 89.299 33.203 56.096 37% 

Grado II 85.746 69.231 16.515 81% 

Grado III 58.848 50.375 8.473 86% 

80+ años 660.381 471.865 188.516 71% 

Grado I 209.699 96.836 112.863 46% 

Grado II 244.898 198.175 46.723 81% 

Grado III 205.784 176.854 28.930 86% 

Notas: (1) Personas beneficiarias que reciben prestación (31-12-2106). (2) Personas con dependencia reconocida que 

a fecha 31-12-2016 aún no reciben prestación. 

Fuente: Elaboración propia con datos del SISAAD y el INE. 

Centrándonos en las personas mayores, la tabla muestra que existen en total casi 900.000 per-

sonas de 65 o más años con derecho reconocido, de las cuales 624.674 reciben algún servicio o 

prestación (un 7,2% del grupo de edad) y 269.600 están en la lista de espera. La mayoría de las 

personas usuarias del sistema superan los 80 años, en los que la tasa de cobertura es del 71%. 

Por otra parte, a partir de los 65 años predominan claramente las mujeres: tres de cada cuatro 

usuarios del sistema lo son (Gráfico 2).  
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Gráfico 2  

DISTRIBUCIÓN DE LAS PERSONAS BENEFICIARIAS CON PRESTACIÓN POR SEXO Y GRUPOS DE EDAD 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Notas: Personas beneficiarias que reciben prestación (31-12-2106).  

Fuente: Elaboración propia con datos del SISAAD y el INE. 

La “demanda no atendida” ha sido analizada a veces a través del concepto de “lista de espera”, 

en la que se encontraban unas 350.000 personas a finales de 2016. Esa lista está formada por 

personas valoradas sobre las que se ha emitido un informe con grado reconocido de dependen-

cia, pero que aún no han obtenido resolución de prestación a través del Plan Individualizado de 

Atención (PIA)
21

. Como se observa en el Informe de la Comisión (p. 34), sin embargo, la lista de 

espera mezcla situaciones en las cuales aún no ha transcurrido el plazo legal existente hasta la 

obtención de prestaciones con otras en las cuales dicho plazo ya ha vencido y no se ha obtenido 

el servicio o prestación por causas imputables a la Administración. Por ello, se recomienda depu-

rar la lista clarificando y cuantificando los motivos de exclusión de la misma. 

 La lista de espera, computada de esta forma, es, por otra parte, un indicador insuficiente de la 

demanda de cuidados no cubierta por el sistema. Como se señala en el propio informe de la Co-

misión: “Se considera imprescindible disponer de referencias poblacionales para conocer el ver-

dadero grado de cobertura del SAAD, puesto que sabemos que no todas las personas que 

necesitan atención la solicitan. De hecho, el porcentaje de solicitudes sobre población varía sus-

tancialmente entre las distintas Comunidades Autónomas (…)”
22

.  

                                                      

21
  Existen enormes diferencias entre las CCAA en la magnitud de la lista de espera y, por tanto, en la “tasa de cober-

tura” del sistema medido a través de este indicador (Gráfico AI.1 Apéndice). Las diferencias existen en los tres grados, 

aunque son mayores en los dependientes moderados, los de más reciente incorporación en el sistema. 

22
  Comisión para el análisis de la situación del sistema de dependencia (2017 (2017: 48). Los datos del SISAAD 

muestran que el porcentaje de personas mayores de 65 años que han solicitado una valoración de su grado de de-

pendencia es inferior al 10% en Canarias, Galicia y la Comunidad Valenciana, mientras que roza el 20% en Andalucía y 

Extremadura. El promedio nacional arroja un porcentaje del 14%. 
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El Gráfico 3 muestra la distribución de las 1.216.275 solicitudes de valoración registradas por 

personas mayores de 65 años, según los datos del SISAAD a 31 de diciembre de 2016. Los dos 

primeros escalones muestran las que todavía estaban sin dictaminar o bien recibieron un dicta-

men negativo, unas 320.000 en total. Los tres escalones siguientes representan a las 269.600 

personas mayores dependientes moderadas, severas y grandes dependientes que aún no reci-

ben atención por parte del sistema. Por último, los tres escalones superiores incluyen a las 

624.674 personas mayores dependientes que son efectivamente atendidas por el sistema. Co-

mo se argumentó más arriba, el gráfico no muestra el tamaño del que podríamos denominar 

escalón “-1”, compuesto por personas dependientes que no solicitan valoración y que, por tanto, 

son invisibles en las estadísticas generadas por el sistema. 

Gráfico 3  

DISTRIBUCIÓN DE LAS SOLICITUDES PRESENTADAS POR PERSONAS DE 65 Y MÁS AÑOS SEGÚN ESTADO 

DE RESOLUCIÓN DE LAS MISMAS, 31-12-2016 

 

Fuente: Elaboración propia con datos del SISAAD. 

En las conclusiones del Informe de la Comisión publicado en 2017 (p. 101) se alude de nuevo a 

la necesidad de modificar las estadísticas disponibles para analizar mejor la cobertura, y se pro-

ponen dos indicadores adicionales necesarios: a) Por un lado, el porcentaje de personas benefi-

ciarias con prestación reconocida sobre la población de hecho. De este indicador sí se dispone 

de datos, publicados regularmente por el propio SISAAD (Gráfico AI.2 Apéndice I)
23

, b) Por otro, el 

porcentaje de personas beneficiarias con prestación reconocida sobre población potencialmente 

dependiente. Este indicador, que es el que realmente sería relevante para evaluar la cobertura 

efectiva del sistema, requiere utilizar fuentes externas al propio sistema, que no siempre propor-

cionan información actualizada o suficiente en el grado deseable. Se volverá más adelante sobre 

esta cuestión. En todo caso, y con las limitaciones expuestas, la lista de espera ofrece una prime-

ra estimación de (una parte de) la demanda no cubierta actualmente por el sistema, pero se 

hace necesario calcular con fuentes externas el tamaño de la población potencialmente depen-

diente.  

                                                      

23
  Los porcentajes mayores se dan en Castilla-León, Murcia, Rioja, Andalucía y País Vasco. Los menores, en Asturias, 

Aragón, Galicia, y, sobre todo, la Comunidad Valenciana y Canarias, ambas con valores cercanos al 3%. 
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3.2.2. Servicios proporcionados por el sistema 

Los servicios prestados actualmente a la parte de la demanda “cubierta” por el sistema se resu-

men en la Tabla 3. Las 865.564 personas beneficiarias atendidos han recibido un total de 

1.068.967 servicios, lo que representa una intensidad media de 1,23 prestaciones o servicios 

por cada persona usuaria.  

La prestación económica para cuidados en el entorno familiar es la actuación más frecuente (un 

34% del total de servicios y prestaciones otorgados a 31 de diciembre de 2016)
24

. Es bien sabido 

que el protagonismo alcanzado por esta prestación, concebida en principio como residual, consti-

tuyó uno de los principales elementos de distorsión del sistema en su primera fase de desarrollo. 

Aunque en 2013 se adoptaron diversas medidas para limitar su crecimiento, que han conseguido 

revertir la tendencia en los últimos años, todavía a finales de 2016 sigue siendo la prestación 

más frecuente, muy por encima de la teleasistencia, la ayuda domiciliaria o la atención residen-

cial
25

.  

Tabla 3 

PRESTACIONES TOTALES DEL SAAD POR TIPOS DE SERVICIO Y GRADOS DE DEPENDENCIA 

 

Tipo de servicio Distribución % según grado dependencia 

Nº % I II III Total 

Prevención dependencia/ pro-

moción autonomía 38.854 4 37 37 26 100 

Teleasistencia 164.136 15 23 44 34 100 

Ayuda Domicilio 170.693 16 28 46 26 100 

Centros Día/Noche 85.730 8 34 46 19 100 

Atención Residencial 151.719 14 Nd Nd Nd 100 

Prestación económica vinculada 

a servicio 90.847 8 47 38 15 100 

Prestación económica para 

asistencia personal 5.779 1 38 32 30 100 

Prestación económica para 

cuidados en el entorno familiar 361.209 34 37 49 14 100 

Total servicios 1.068.967 100 Nd Nd Nd 100 

Notas: Según los datos a 31-diciembre-2016.  

Fuente: Elaboración propia a partir de datos publicados en Comisión para el análisis de la situación del sistema de 

dependencia (2017: 85-91). 

                                                      

24  
La descripción del contenido básico de cada servicio se recoge en la Tabla AI.1 del Apéndice I. 

25
  Las estadísticas del SISAAD dejan claro, por otra parte, que el “mix” de servicios y prestaciones con los que ac-

tualmente se cubre la demanda de cuidados varía claramente según la Comunidad Autónoma, que parecen haber 

adoptado, por diversas razones, diferentes “modelos” de atención de la dependencia. En un extremo, Madrid o Castilla 

y León otorgan un peso muy inferior al promedio a la prestación para cuidados en el entorno familiar, mientras que, en 

el lado opuesto, su peso supera el 50% del total de actuaciones en la Comunidad Valenciana, Cantabria, Murcia, Cana-

rias o Baleares. 
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Tabla 4  

PRESTACIONES Y SERVICIOS PRESTADOS A LA POBLACIÓN CUBIERTA POR EL SISTEMA (NÚMERO DE 

SERVICIOS PRESTADOS Y % DE PERSONAS BENEFICIARIAS QUE RECIBE CADA SERVICIO O PRESTACIÓN) 

 
Nº de servicios  % Personas beneficiarias 

65+ 65-79 80+ 65+ 65-79 80+ 

Prevención/promoción 21.765 6.177 15.588  3 4 3 

Teleasistencia 151.233 31.149 120.084  24 20 25 

Ayuda Domicilio 148.049 35.068 112.981  24 23 24 

Centros Día/Noche 37.314 10.901 26.413  6 7 6 

Residencias 113.039 26.498 86.541  18 17 18 

PE servicio 81.244 14.115 67.129  13 9 14 

PE asistencia personal 5.116 797 4.319  1 1 1 

PE cuidados familiares 227.616 63.970 163.646  36 42 35 

        

Total servicios 785.376 188.675 596.701  126 123 126 

Nº Personas beneficia-

rias 

624.674 152.809 471.865  100 100 100 

Notas: Personas beneficiarias que reciben prestación (31-12-2106). Los % de personas beneficiarias suman más de 

100 porque un mismo beneficiario puede recibir simultáneamente más de una prestación o servicio. 

Fuente: Elaboración propia con datos del SISAAD. 

La Tabla 4, por su parte, muestra la información relevante para las personas mayores de 65 

años, en total y para los dos subgrupos de 65-79 años y 80 y más años. Los servicios totales 

recibidos por las 624.674 personas beneficiarias existentes con fecha 31 de diciembre de 2016 

ascendían a 785.376 (lo que representa una intensidad media de 1,26 servicios por usuario). La 

prestación más frecuente es la de cuidados en el entorno familiar (algo más de un tercio). La 

teleasistencia (compatible, con la mayoría de prestaciones y servicios
26

) y la ayuda domiciliaria 

son prestadas a un 24% de las personas mayores dependientes, mientras que un 18% reciben 

atención residencial. Los demás servicios y prestaciones del sistema tienen una importancia 

cuantitativa muy inferior, si bien la prestación económica vinculada al servicio aumenta su prota-

gonismo hasta un 14% entre las personas dependientes que superan los 80 años. 
  

                                                      
26

  El servicio de teleasistencia (art. 22, Ley 39/2006) puede ser independiente o complementario al de ayuda a do-

micilio prestándose a las personas que no reciban servicios de atención residencial y así lo establezca su Programa 

Individual de Atención. Asimismo, la teleasistencia es compatible con las Prestaciones económicas por cuidados en el 

entorno familiar y las prestaciones vinculadas al servicio, excepto cuando la prestación económica esté vinculada a la 

adquisición de un Servicio de Atención Residencial. El servicio de teleasistencia también es compatible con la presta-

ción económica de asistencia personal.  
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Gráfico 4  

DISTRIBUCIÓN DE LOS SERVICIOS PRESTADOS POR EL SISTEMA A PERSONAS BENEFICIARIAS DE 65 Y 

MÁS AÑOS (EXCLUYENDO LA TELEASISTENCIA) 

 

Notas: Según los datos a 31-diciembre-2016. 

Fuente: Elaboración propia con datos del SISAAD. 

El Gráfico 4 permite visualizar más fácilmente la actual composición de la cartera de servicios 

para las personas beneficiarias de 65 o más años. En él se ha eliminado la teleasistencia, por 

tratarse de un servicio generalmente complementario a otros. Puede concluirse de estos datos 

que la mayoría de las personas mayores dependientes son atendidas actualmente en sus domici-

lios, principalmente a través de cuidados familiares (36%) y ayuda domiciliaria (24%). En un 13% 

de los casos se reciben prestaciones vinculadas a la adquisición de un servicio, que pueden cu-

brir la compra de ayuda domiciliaria, centros de día o atención residencial, y el 6% utiliza centros 

de día.  

4. ANÁLISIS DE LA DEMANDA A PARTIR DE LOS DATOS DE LAS ENCUESTAS A LOS HOGARES 

Existen dos tipos de encuestas con información útil para evaluar la demanda de cuidados rela-

cionados con la dependencia. Por una parte, las encuestas generales sobre condiciones de vida 

de los hogares contienen diversas preguntas relacionadas con la salud. Aunque la información 

recogida no es muy detallada, presentan la ventaja de tener una rica información socioeconómi-

ca adicional (sobre, por ejemplo, ingresos, nivel educativo, situación laboral o tipo de hogar). La 

Encuesta de Condiciones de Vida sería la fuente principal de este tipo para el período compren-

dido entre 2004 y la actualidad. Para antes de esa fecha, se dispone de los datos procedentes 

del Panel de Hogares de la Unión Europea (1994-2001), la encuesta predecesora de la ECV en el 

marco de las estadísticas europeas armonizadas sobre renta y condiciones de vida.   

Por otra parte, se cuenta con diversas encuestas específicas sobre salud y discapacidad de la 

población. Su principal ventaja es que la información sobre limitaciones que ofrecen es mucho 

más detallada. Sin embargo, su frecuencia suele ser inferior y las posibilidades de cruce con 
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otras variables socioeconómicas resultan más limitadas. Las encuestas manejadas en este blo-

que son, en particular, la Encuesta Nacional de Salud (2011-12), la Encuesta Europea de Salud 

en España (2014), y la Encuesta de Salud, Envejecimiento y Jubilación en Europa (SHARE, varios 

años).  

No hemos incluido en la lista la Encuesta sobre Discapacidades, Autonomía personal y situacio-

nes de Dependencia del INE (EDAD), que es un estudio destinado específicamente a cubrir las 

necesidades de información sobre los fenómenos de la discapacidad, la dependencia, el enveje-

cimiento y los cuidados de la población residente en España. Actualmente, existen publicados 

microdatos para los años 1986, 1999 y 2008, pero, desafortunadamente, todavía no se han 

puesto a disposición de los investigadores los correspondientes a 2016, que constituirían una 

herramienta clave para evaluar la demanda actual de cuidados de larga duración en España. 

Basamos, por tanto, el análisis en las fuentes mencionadas con anterioridad. 

4.1. Encuesta de Condiciones de Vida 

La “Encuesta de Condiciones de Vida” (ECV) se realiza desde 2004 y está armonizada a nivel 

europeo. Su objetivo principal es disponer de estadísticas comparativas de la distribución de 

ingresos y la exclusión social. El último año con datos publicados en la fecha de redacción de 

este documento (enero 2018) es 201627.  

La información contenida en esta fuente se ha utilizado en numerosos estudios para estimar el 

número de personas dependientes, empleando para ello la cuestión en la que se pregunta si el 

individuo ha tenido durante los seis meses previos limitaciones para realizar las actividades de la 

vida diaria, debido a algún problema de salud y si estas limitaciones son graves o moderadas. Un 

ejemplo importante son los Ageing Reports publicados anualmente por la Comisión Europea para 

estimar el impacto económico del envejecimiento demográfico (European Commission, 2017). 

Hay que tener en cuenta que esta cuestión ofrece una aproximación subjetiva y no muy precisa a 

las necesidades reales de atención. Por otra parte, la muestra de la ECV solo incluye a personas 

que residen en hogares privados, no en instituciones.  

La Tabla 5 muestra las respuestas recogidas entre las personas mayores de 65 años en la ECV-

2016. En total, un 50% de las personas entrevistadas dicen sufrir alguna limitación, y esta es 

grave en un 13% de los casos (aunque el porcentaje se eleva hasta el 31% por encima de los 

ochenta y cinco años). El grado de limitación declarado aumenta por tanto con la edad, y es 

siempre mayor entre las mujeres. Aplicando intervalos de confianza (Tabla AI.2 del Apéndice I), el 

total de personas mayores con alguna limitación se situaría entre 4,1 y 4,4 millones de personas 

en 2016. Si nos restringimos solo a las limitaciones graves, variable que se entiende que aproxi-

                                                      
27

 La ECV proporciona datos a nivel de CCAA, pero es interesante el hecho de que algunas CCAA cuentan con encues-

tas específicas sobre la situación y condiciones de vida de las personas mayores. En concreto en Galicia la “Encuesta 

de condiciones de vida de las familias”, que incorpora un módulo sobre dependencia para el año 2011, la “Encuesta 

de Condiciones de Vida de las Personas Mayores en Andalucía” o el “Estudio sobre las condiciones de vida de las 

personas de 55 y más años” realizado en el País Vasco. 
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ma mejor la necesidad de cuidados de larga duración (European Commission, 2017: 122), la 

estimación se situaría entre 1,0 y 1,2 millones de personas. Este dato es superior al de los países 

europeos con menor prevalencia de las limitaciones graves entre las personas mayores (Suecia, 

Dinamarca, Malta y Holanda están por debajo del 10%), pero inferior al promedio europeo y al de 

países como Reino Unido, Portugal o Italia (con datos superiores al 20%)
28

. Un dato importante es 

que la prevalencia de las limitaciones graves entre la población mayor ha seguido una tendencia 

decreciente entre 2004 y 2016, debido sobre todo a la mejora en los niveles de salud de las per-

sonas con edades comprendidas entre los 65 y los 84 años, como se recoge en el Gráfico AI.3 

del Apéndice I. 

Tabla 5  

DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DE LA POBLACIÓN SEGÚN LA EXISTENCIA DE LIMITACIONES EN EL DESA-

RROLLO DE LA ACTIVIDAD DIARIA DURANTE AL MENOS LOS ÚLTIMOS 6 MESES  

 Gravemente limi-

tado 

Limitado, pero no 

gravemente 

Nada limitado Total 

Total 65+ años 13 37 50 100 

Varones 10 34 56 100 

Mujeres 15 39 46 100 

65-74 años 7 30 63 100 

Varones 5 28 66 100 

Mujeres 8 32 60 100 

75-84 años 15 42 43 100 

Varones 12 39 49 100 

Mujeres 17 44 39 100 

85+ años 31 48 21 100 

Varones 30 44 26 100 

Mujeres 31 50 19 100 

Fuente: Elaboración propia con datos de la ECV-2016. 

La ECV-2016, como novedad respecto a las encuestas de los años precedentes, dedica un módu-

lo especial a investigar el acceso de la población a determinados servicios básicos, como los de 

salud, los educativos o los de cuidados. Para ello, ha incluido una serie de cuestiones que pro-

porcionan información de gran interés para evaluar la demanda insatisfecha de servicios públi-

cos y sociales. En el caso concreto de la dependencia, se añaden varias preguntas referentes al 

acceso a servicios de cuidado en los hogares con personas dependiente.  

La Tabla 6 muestra de quién dicen las personas con limitaciones haber recibido la ayuda princi-

pal para las actividades de la vida diaria en las que se han visto limitados. El resultado más des-

tacable es el enorme protagonismo del cuidado en el entorno familiar: el 80% de los 

dependientes graves y el 74% de los moderados encuentra en la familia la ayuda principal, a 

                                                      

28
  Según cálculos propios realizados con los datos EUSILC-2015. 
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través de la pareja o, sobre todo, otros familiares distintos del cónyuge o pareja. Cabe destacar 

que la ayuda de la pareja como recurso principal es mucho más importante entre los hombres 

que entre las mujeres, tanto en el caso de limitaciones graves como moderadas. El tercer recurso 

en importancia, aunque a mucha distancia, es el de personas contratadas a título particular, que 

son la ayuda principal para un 11% de las personas mayores con limitaciones graves y el 4% de 

las moderadas.  

El personal de los servicios sociales solo representa el apoyo principal para unas 44.000 perso-

nas mayores con limitaciones (el 1% en el caso de las que tienen limitaciones moderadas y el 2% 

en el caso de las gravemente limitadas). Aplicando intervalos de confianza, el margen de la esti-

mación estaría entre 26.000 y 70.000 personas, una cifra claramente inferior a las aproximada-

mente 148.000 personas mayores dependientes que, según la estadística del SISAAD, recibían a 

finales de 2016 ayuda domiciliaria. De donde cabe concluir tentativamente que, como mínimo en 

la mitad de los casos, el servicio de ayuda a domicilio no llega a ser la ayuda principal que recibe 

la persona dependiente.  

Tabla 6 

QUIÉN PRESTA LA AYUDA PRINCIPAL A LAS PERSONAS CON LIMITACIONES, SEGÚN SEXO, EDAD Y 

GRADO DE LIMITACIÓN 

 

Limitación grave Limitación moderada 

Total 

65+ 

Varones 

65+ 

Mujeres 

65+ 

Total 

65+ 

Varones 

65+ 

Mujeres 

65+ 

Nadie/no consta 5 4 5 16 17 16 

La pareja 27 39 20 33 48 24 

Otros familiares 53 45 58 41 27 50 

Amigos o conocidos 1 1 2 1 1 0 

Personas contratadas particular-

mente 11 8 13 4 2 5 

Personal servicios sociales 2 2 2 1 0 1 

Asociaciones de ayuda 0 0 0 0 0 0 

Otra persona 1 1 0 1 1 1 

No ha requerido ayuda 1 1 1 3 4 3 

TOTAL 100 100 100 100 100 100 

Fuente: Elaboración propia con datos de la ECV-2016. 

Todo lo anterior tiene implicaciones para los cuidadores informales. Los datos de la ECV-2016 

muestran que 4,4 millones de personas atienden habitualmente a una persona que requiere 

cuidados por su edad o por tener una dolencia crónica, y que generalmente vive en el propio 

hogar (Tabla 7). Algo más de la mitad de los cuidadores dedican 20 o más horas semanales al 

cuidado, una intensidad difícilmente compatible con la participación laboral. El perfil de los cui-

dadores, por otra parte, tiene un claro sesgo de género, que se acentúa conforme se pasa a las 

situaciones de cuidado más intensivas: el grupo que declara cuidar simultáneamente a personas 
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de dentro y de fuera del propio hogar, dedicando a ello al menos 20 horas a la semana, está 

compuesto por mujeres en un 87%
29

. 

Tabla 7 

PERSONAS QUE CUIDAN HABITUALMENTE A PERSONAS MAYORES O CON DOLENCIAS CRÓNICAS, SEGÚN 

A QUIÉN CUIDAN Y CUÁNTAS HORAS A LA SEMANA DEDICAN AL CUIDADO 

 

Menos de 10 

horas 

Entre 10 y 19 

horas 20 o más horas Total 

Adultos que cuidan 1.220.601 857.626 2.329.102 4.407.329 

   % Varones 47 45 36 41 

   % Mujeres 53 55 64 59 

Cuidan a otros miembros del 

hogar 684.027 479.281 1.863.640 3.026.948 

   % Varones 50 47 39 43 

   % Mujeres 50 53 61 57 

Cuidan a personas de fuera 

del hogar 509.886 359.619 421.568 1.291.073 

   % Varones 43 42 24 37 

   % Mujeres 57 58 76 63 

Cuidan a personas dentro y 

fuera del hogar 26.688 18.726 43.894 89.308 

   % Varones 43 48 13 29 

   % Mujeres 57 52 87 71 

Fuente: Elaboración propia con datos de la ECV-2016. 

Además de los resultados anteriores, obtenidos a partir de las respuestas a los cuestionarios 

individuales contestados por todos los miembros del hogar de 16 o más años, la ECV-2016 in-

vestiga de forma más amplia el acceso a los servicios de cuidados por parte de los hogares. En 

algo más de tres millones de hogares españoles (el 16,4% del total) vivía en 2016 alguna perso-

na necesitada de ayuda por su edad o por alguna dolencia crónica (Tabla AI.3 del Apéndice I).  

El Gráfico 5 muestra la distribución de estos hogares según reciban o no la atención de un cui-

dador remunerado. Puede apreciarse que en un 86% de los hogares no existen cuidados remu-

nerados. Del 14% restante, un 5% recibe menos de 10 horas a la semana, un 3% entre 10 y 19 

horas, y un 6% 20 o más horas semanales. La utilización de estos servicios está claramente vin-

culada al nivel socioeconómico del hogar: un 23,2% de los hogares con personas dependientes 

                                                      
29

  Estos datos avalan una de las conclusiones importantes obtenidas por el informe de la comisión para el análisis de 

la situación del sistema de dependencia (2017: 103): “Es necesario elaborar un profundo análisis desde una perspec-

tiva de género que preste especial atención a la gestión de los cuidados en el entorno familiar, comprobando si en el 

desarrollo de la Ley 39/2006 se están teniendo en cuenta las necesidades específicas de las mujeres cuidadoras, 

tanto profesionales como no profesionales, o por el contrario, si se están reforzando los clásicos roles que por cuestio-

nes de género se asignan en el sistema patriarcal”. 
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en el quintil superior de ingresos dispuso de servicios de cuidado a domicilio, frente al 9,1% de 

las familias situadas en el quintil inferior
30

.  

Gráfico 5  

DISTRIBUCIÓN DE LOS HOGARES CON PERSONAS DEPENDIENTES SEGÚN RECIBAN O NO ATENCIÓN DE 

UNA PERSONA CUIDADORA REMUNERADA  

 

Fuente: Elaboración propia con datos de la ECV-2016. 

Otra cuestión importante es en qué medida el pago de estos cuidados remunerados supone una 

dificultad para los hogares, ya que solo en un 21% de los casos las familias dicen no tener que 

efectuar desembolsos por estos cuidados. El Gráfico 6 muestra las distintas situaciones que se 

dan respecto a este gasto en cuidadores remunerados. Se observa claramente que la gran ma-

yoría de los hogares que reciben estos cuidados remunerados paga por ellos con alguna (37%) o 

mucha (19%) dificultad, un dato que parece sugerir que el sistema de atención a la dependencia 

no ha conseguido universalizar de facto el derecho al cuidado con independencia del nivel de 

renta de las familias.  

  

                                                      

30
  INE (2017: 5). 
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Gráfico 6 

DISTRIBUCIÓN DE LOS HOGARES CON PERSONAS DEPENDIENTES QUE RECIBEN ATENCIÓN DE 

CUIDADORES REMUNERADOS SEGÚN LA DIFICULTAD PARA PAGAR POR ESTOS CUIDADOS 

 

Fuente: Elaboración propia con datos de la ECV-2016. 

Una última cuestión de gran interés que analiza la encuesta es la existencia o no de necesidades 

de cuidado no cubiertas o cubiertas de forma insuficiente, así como la razón principal por la cual 

existe esta insuficiencia. De los 3 millones de hogares con personas necesitadas de cuidados, un 

30,8% (alrededor de 928.000 hogares) afirman tener una necesidad no cubierta de servicios de 

cuidado a domicilio, bien por no recibir en absoluto estos servicios, bien por no recibir las horas 

suficientes de atención semanal. La razón principal para no acceder al nivel de cuidados requeri-

do es económica, ya que unos 640.000 hogares (un 69,3% de los que tienen necesidades no 

cubiertas) declaran no poder permitirse el pago requerido para obtener el nivel adecuado de ser-

vicio. Aunque las demás razones ofrecidas tienen todas ellas menos peso, cabe destacar que 

unos 90.000 hogares indican como causa principal la no disponibilidad de esos servicios, y otros 

12.000 aluden a la falta de calidad de los servicios disponibles. 

En suma, los datos de la ECV-2016 indican una importante demanda de atención a la dependen-

cia no adecuadamente cubierta actualmente por el sistema vigente en España, que, pervirtiendo 

su carácter excepcional, ha convertido en norma los cuidados en el entorno familiar.  

4.2. Encuestas Nacionales y Europeas de Salud 

Las Encuestas de Salud recogen información sanitaria relativa a la población residente en vivien-

das familiares en España (por tanto, no institucionalizada), con el objetivo básico de analizar el 

estado de salud de la población y sus determinantes, así como la utilización de los servicios sani-

tarios. La Encuesta Nacional de Salud (ENS) se realiza quinquenalmente, correspondiendo los 

últimos datos publicados al período 2011/12. Por su parte, la Encuesta Europea de Salud en 

España (EESE) es la parte española de la European Health Interview Survey (EHIS), coordinada 

por Eurostat. Como en el caso de la ENS, se dirige al conjunto de personas de 15 y más años que 

residen en viviendas familiares en todo el territorio nacional y tiene una periodicidad quinquenal, 
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alternándose cada dos años y medio con la Encuesta Nacional de Salud, con la que comparte un 

grupo de variables armonizadas. Los datos de la EESE más recientes en el momento de redactar 

este documento corresponden al año 2014 (el trabajo de campo se realizó entre enero de 2014 

y febrero de 2015).   

Tabla 8  

DEPENDENCIA FUNCIONAL EN LAS PERSONAS MAYORES DE 65 AÑOS  

  Sufre algún tipo de 

limitación funcional 

Sufre limitación funcional 

Para el cuidado 

personal 

Para las labores 

domésticas 

Para la movilidad 

Ambos sexos 47 16 17 17 

   De 65 a 69 años 25 3 4 4 

   De 70 a 74 años 36 9 10 9 

   De 75 a 79 años 50 17 19 19 

   De 80 a 84 años 65 33 35 35 

   De 85 y más años 85 61 66 66 

Hombres 39 10 12 11 

   De 65 a 69 años 23 3 4 3 

   De 70 a 74 años 28 5 17 4 

   De 75 a 79 años 40 11 12 11 

   De 80 a 84 años 58 25 27 26 

   De 85 y más años 78 51 57 54 

Mujeres  52 21 22 23 

   De 65 a 69 años 26 4 5 5 

   De 70 a 74 años 42 12 13 14 

   De 75 a 79 años 56 23 25 26 

   De 80 a 84 años 71 40 42 43 

   De 85 y más años 89 68 72 73 

Fuente: Encuesta Nacional de Salud 2011/2012. 

La Tabla 8 muestra los resultados sobre dependencia funcional en las personas mayores de 65 

años. Casi la mitad de la población mayor de 65 años (el 47%) presenta algún tipo de dependen-

cia funcional (ya sea para realizar tareas de cuidado personal, trabajos domésticas o por proble-

mas de movilidad). La dependencia funcional es menos prevalente en los hombres (39%) que en 

las mujeres (52%), y aumenta de manera muy notable con la edad. Así, el 85% de los mayores de 

85 años es funcionalmente dependiente, ascendiendo el porcentaje al 88% de las mujeres ma-

yores de 85 años y al 78% de los hombres. Si este porcentaje de dependencia funcional se pro-

yecta a la población mayor de 65 años en 2016 resulta una cifra de unos 4 millones de personas 

mayores con algún tipo de limitación para las actividades de la vida diaria o la movilidad, una 

cifra consistente con la que se desprende de la Encuesta de Condiciones de Vida.  
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Un resultado similar se obtiene a partir de la pregunta sobre la existencia de limitaciones en las 

actividades de la vida cotidiana al menos los últimos seis meses contenida en la EESE-2014 (Ta-

bla 9): un 52% de la población de 65 o más años presenta algún tipo de limitación, siendo el 14% 

de los casos graves. Las personas que superan los 85 años son el grupo con mayores limitacio-

nes: un 33% tiene limitaciones graves, y otro 44% moderadas. Nuevamente, estos porcentajes 

resultan similares a los obtenidos a través de la Encuesta de Condiciones de Vida, recogidos en 

la Tabla 5.  

Tabla 9  

LIMITACIONES PARA LAS ACTIVIDADES DE LA VIDA DIARIA EN LA POBLACIÓN MAYOR DE 65 AÑOS Y 85 

Y MÁS AÑOS SEGÚN LA EESE-2014 

 65+ años  85+años 

Número %  Número % 

Limitación grave 1.152.706 14,0  361.577 32,6 

  Física 777.652 9,5  182.773 16,5 

  Mental 70.991 0,9  29.383 2,7 

  Física y mental 304.063 3,7  149.421 13,5 

Limitación moderada  3.097.414 37,7  486.845 43,9 

- Física 2.807.053 34,2  424.187 38,2 

  Mental 93.973 1,1  23.430 2,1 

  Física y mental 196.388 2,4  39.228 3,5 

Total con limitación (grave o moderada) 4.250.120 51,7  848.422 76,4 

Sin limitaciones 3.970.219 48,3  261.648 23,6 

Total 8.220.339 100,0  1.110.070 100,0 

Fuente: Elaboración propia con microdatos de la Encuesta Europea de Salud en España 2014. 

La EESE de 2014 proporciona resultados más detallados sobre las limitaciones concretas que 

sufren las personas mayores, directamente útiles para estimar la demanda de cuidados por parte 

de los servicios de atención a la dependencia. La Tabla 10 muestra los resultados sobre preva-

lencia de las principales limitaciones de la vida diaria e instrumentales en el conjunto de la po-

blación mayor de 65 años (sin desglosar por sexos ni edades). Algo más del 20% de la población 

de 65 y más años tiene alguna limitación para realizar las actividades básicas de la vida diaria 

(actividades de cuidado personal como alimentarse, sentarse y levantarse de una silla o de la 

cama, vestirse y desvestirse, ir al servicio y ducharse). Este porcentaje aumenta al 47% si se con-

sideran las actividades instrumentales, que incluyen tareas domésticas como preparar las comi-

das y realizar y transportar las compras.  
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Tabla 10  

PORCENTAJE DE PERSONAS MAYORES CON LIMITACIONES PARA LAS ACTIVIDADES DE LA VIDA DIARIA 

(BÁSICAS E INSTRUMENTALES), SEGÚN LA EESE-2014 

 
Tiene dificulta-

des 

Grado de dificultad 

Alguna difi-

cultad 

Mucha difi-

cultad 

No puede 

hacerlo 

Actividades Básicas 20,7 9,3 4,2 7,2 

   Alimentarse 5,4 2,5 1,1 1,9 

   Sentarse, levantarse 13,8 7,9 2,6 3,3 

   Vestirse 14,0 7,3 2,7 4,0 

   Ir al servicio 9,9 4,4 2,1 3,5 

   Asearse 17,3 6,8 3,5 7,0 

Actividades Instrumentales 47,1 13,5 12,3 21,3 

   Preparar comidas 15,8 5,3 3,0 7,4 

   Usar el teléfono 13,0 4,2 2,5 6,3 

   Realizar compras 22,2 6,3 4,9 11,0 

   Tomar/administrar medicación 12,9 4,4 2,2 6,4 

   Tareas domésticas ligeras1 25,6 9,3 6,3 10,0 

   Tareas domésticas pesadas2 44,0 12,6 11,8 19,6 

   Administrar la economía doméstica 14,0 3,5 2,3 8,2 

Notas: Se considera que existen limitaciones si la persona que responde que tiene alguna o mucha dificultad para 

realizar alguna de las tareas indicadas sin ayuda, o bien que no puede realizarlas por sí mismo/a.  

(1) Comprar, hacer la colada y similares. (2) Mover muebles, transportar compra, etc.  

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes de la Encuesta Europea de Salud en España 2014.  

En cuanto a las diferencias por sexos (no mostradas en la Tabla 10), los datos de la EESE-2014 

confirman la mayor prevalencia entre las mujeres: un 25% de las que sobrepasan los 65 años 

tienen dificultades para realizar alguna de las actividades básicas de la vida diaria, frente al 15% 

de los varones. En el caso de las actividades instrumentales, los porcentajes son 57% y 34% res-

pectivamente. Por otra parte, las dificultades para las tareas de la vida cotidiana aumentan cla-

ramente en el grupo de 85+ años: más de la mitad tiene dificultades con alguna actividad básica, 

y más de ocho de cada diez con alguna actividad instrumental.  

¿Reciben ayuda las personas mayores que tienen limitaciones funcionales en su vida diaria? ¿Es 

suficiente esta ayuda? La Tabla 11 muestra que, aunque algo más del 75% de las personas ma-

yores con dificultades para realizar las tareas cotidianas cuenta con alguna ayuda habitual, 

técnica o personal, para realizar dichas tareas, aproximadamente la mitad las personas mayores 

con limitaciones tiene necesidades de ayuda no cubiertas, bien sea por no disponer de ayuda o 

por necesitar más ayuda de la que dispone. En particular, el 53,8% de las personas mayores con 

dificultades requeriría más ayuda con las ABVD, y el 44,4% con las AIVD. Los porcentajes son 

siempre más elevados en el caso de las mujeres. 
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Tabla 11 

 SUFICIENCIA DE LA AYUDA RECIBIDA POR LAS PERSONAS CON LIMITACIONES EN LAS ACTIVIDADES DE 

LA VIDA DIARIA, SEGÚN LA EESE-2014 

 Total Hombres Mujeres 

Actividades básicas    

Tiene ayuda para realizar las actividades  79,5 82,6 78,0 

Necesita ayuda o recibir más de la que tiene  53,8 49,6 55,6 

Actividades instrumentales    

Tiene ayuda para realizar las actividades  78,6 77,1 79,4 

Necesita ayuda o recibir más de la que tiene  44,4 38,5 47,0 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes de la Encuesta Europea de Salud en España 2014.  

¿Quién presta la (insuficiente, según hemos visto) ayuda que requieren las personas mayores 

con limitaciones para realizar las tareas de la vida diaria? Las encuestas de salud contienen va-

rias cuestiones que ofrecen información relevante para responder a esta cuestión. Por un lado, 

como queda patente en la Tabla AI.4 del Apéndice I, el acceso por parte de las personas mayores 

a recursos como la atención domiciliaria prestada por enfermeros/as, la ayuda domiciliaria para 

tareas domésticas, las comidas a domicilio o los servicios especiales de transporte era muy resi-

dual en 2011, no superando en ningún caso el 6% de la población de este grupo de edad.   

Por otro lado, tanto la ENS 2011-12 como la EESE-2014 investigan directamente el rol de las 

familias en los cuidados. En particular, los datos de la EESE-2014 muestran que un 11,3% de la 

población adulta (de 15 o más años) cuida habitualmente de alguna persona mayor o enfermo 

crónico. Este cuidado informal, no remunerado, es más frecuente en las mujeres que en los 

hombres, salvo a partir de los 85 años. El Gráfico 7 deja claro que el grueso de los cuidadores 

son mujeres de entre 45 y 64 años: entre un 20% y un 25% de las mujeres de esta franja de 

edad ejercen tareas de cuidado, frente a menos del 15% de los varones.  
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Gráfico 7  

PORCENTAJE DE PERSONAS CUIDADORAS INFORMALES POR SEXO Y GRUPO DE EDAD, 2014. 

 

Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. Tendencias de la salud en 30 indicadores.  

https://www.msssi.gob.es/estadEstudios/estadisticas/EncuestaEuropea/Tend_salud_30_indic.pdf 

Las tareas de cuidados ejercidas por las mujeres son no solo más frecuentes, sino también más 

intensivas. La Tabla AI.5 (Apéndice I) muestra que, cuando existen personas dependientes en 

casa, casi la mitad de las mujeres que viven en esos hogares cuidan en solitario de esa persona 

dependiente de forma habitual (49,4%, frente al 17% de los varones). En este contexto de eleva-

do protagonismo del cuidado familiar informal (altamente feminizado), el papel de los cuidadores 

remunerados por la familia (4,9%) y de los servicios sociales (0,6%) es comparativamente muy 

limitado. 

4.3. Encuesta de Salud, Envejecimiento y Jubilación en Europa (SHARE) 

La Encuesta de Salud, Envejecimiento y Jubilación en Europa (Survey of Health, Ageing and Reti-

rement in Europe, SHARE) es una base de datos micro, longitudinal y multidisciplinar sobre la 

salud, el estado socioeconómico y las redes sociales y familiares de más de 123.000 individuos 

(293.000 entrevistas aproximadamente) de 50 y más años en 20 países europeos (más Israel).  

Once países recogieron datos para el estudio SHARE por primera vez en 2004, y la muestra se ha 

ido ampliando hasta la última ola de la encuesta (2017) que contiene información sobre 28 paí-

ses. Los años de referencia para las diversas olas de la encuesta son 2004 (primera ola), 2006-

07 (segunda ola), 2008 (tercera ola), 2010-11 (cuarta ola), 2012-13 (quinta ola), 2014-15 (sexta 

ola) y 2016-17 (séptima ola). Su objetivo básico es servir como instrumento para el desarrollo de 

políticas públicas más adecuadas en relación con el envejecimiento, para lo cual cuenta con dos 

ventajas importantes en relación con otras encuestas: su carácter longitudinal y la posibilidad de 

analizar las interacciones existentes entre numerosas variables relacionadas con el envejeci-

miento. Esta encuesta es también de gran utilidad para el análisis de la dependencia, ya que 
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contiene cuestiones que permiten, para cada individuo, construir un perfil médico simplificado 

que luego puede cruzarse con las regulaciones referentes a cuidados de larga duración, determi-

nando su elegibilidad o no para dichos programas (Börsch-Supan et al., 2015). En España, el 

trabajo de campo de la sexta ola, última con microdatos publicados, se realizó en 2015. 

Centrándonos en las observaciones correspondientes a personas de 65 y más años, la muestra 

final comprende 3.554 entrevistas, de las cuales 46 fueron realizadas en residencias y el resto 

en hogares privados.   

En consonancia con los resultados de la Encuesta de Condiciones de Vida y las Encuestas de 

Salud analizadas en los apartados anteriores, los datos de SHARE sugieren que aproximadamen-

te la mitad de las personas mayores de 65 años dice tener algún tipo de limitación para realizar 

las actividades de la vida diaria, moderada o grave. Hay que destacar que el porcentaje de per-

sonas mayores que declara verse gravemente limitado (un 10%) es algo inferior al obtenido en 

los apartados anteriores, y también al obtenido para Suecia con la misma fuente de datos (Tabla 

12). 

Tabla 12  

PORCENTAJE DE PERSONAS MAYORES DE 65 AÑOS CON LIMITACIÓN EN SU ACTIVIDAD DEBIDO A 

PROBLEMAS DE SALUD, 2015 

 

España Suecia 

Limitación 

Grave 

Limitación 

Moderada Total 

Limitación 

Grave 

Limitación 

Moderada Total 

65-74 5 30 34 11 29 40 

75-79 8 39 46 16 33 49 

80-84 12 51 63 19 39 59 

85+ 25 47 72 29 39 68 

Total 10 38 48 15 32 48 

Fuente: Elaboración propia con microdatos de SHARE-Ola 6. 

La encuesta investiga la existencia o no de dificultades concretas para realizar de forma inde-

pendiente una serie de 25 actividades, que van desde tareas tan básicas como comer o vestirse 

y desvestirse hasta otras como acarrear pesos superiores a cinco kilos o empujar o tirar de obje-

tos grandes. Los porcentajes de personas mayores que declaran dificultades varían entre un 5% 

para alimentarse y un 43% para subir varios tramos de escaleras (Gráfico AI.4 Apéndice I). Cabe 

destacar que, en casi todas las actividades, las dificultades declaradas por las personas mayores 

son superiores en España en comparación a Suecia.  
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Tabla 13  

PORCENTAJE DE PERSONAS MAYORES DE 65 AÑOS QUE ACUMULAN LIMITACIONES EN CINCO ACTIVIDA-

DES BÁSICAS Y CINCO INSTRUMENTALES, 2015 

 España Suecia 

5 actividades básicas: comer, asearse, vestirse, caminar por la casa, acostarse y levantarse de la cama. 

  1+ limitaciones 18,3 11,8 

  2+ limitaciones 11,9 4,2 

  3+ limitaciones 7,8 2,2 

  4+ limitaciones 5,3 1,2 

  5 limitaciones 3,5 0,6 

5 actividades instrumentales: cocinar, hacer la compra, usar el teléfono, tomar la medicación, administrar el 

dinero. 

  1+ limitaciones 17,7 8,6 

  2+ limitaciones 13,5 4,6 

  3+ limitaciones 9,5 2,3 

  4+ limitaciones 7,6 1,6 

  5 limitaciones 6,1 0,8 

Fuente: Elaboración propia con microdatos de SHARE-Ola 6. 

Esta diferencia se aprecia también en dos de los índices agregados que ofrece la encuesta, ba-

sados respectivamente en cinco actividades básicas y cinco instrumentales (Tabla 13). En el ca-

so de las actividades básicas, un 18,3% de las personas mayores tiene al menos una limitación 

en España, frente al 11,8% en Suecia. Si nos centramos en las instrumentales, la diferencia es 

aún mayor. Además, en los dos índices se amplía la distancia cuando nos centramos en los gru-

pos más reducidos que acumulan al mismo tiempo limitaciones en varias o todas las actividades.  

La encuesta SHARE permite también conocer el tipo de ayuda recibida por las personas mayores 

que tienen limitaciones para realizar las actividades cotidianas. Se distingue entre la ayuda for-

mal personal y/o doméstica, consistente en la ayuda de tipo profesional (sea o no pagada de 

forma particular total o parcialmente por el usuario) y la ayuda informal, prestada por los miem-

bros del propio hogar u otros familiares o amigos externos al mismo.   

Tabla 14  

TIPO DE AYUDA RECIBIDO POR LAS PERSONAS RESIDENTES EN HOGARES PRIVADOS QUE TIENEN AL 

MENOS UNA LIMITACIÓN BÁSICA O INSTRUMENTAL(1)  

 España Suecia 

No recibe ayuda 27 34 

Recibe solo ayuda informal 37 24 

Recibe ayuda profesional 36 43 

   - Solo ayuda profesional 12 11 

   - Ayuda profesional e informal 24 32 

TOTAL 

(Nº personas) 

100 

(1.898.220) 

100 

(257.807) 

Nota: Al menos una limitación de las diez incluidas en la Tabla 13.  

Fuente: Elaboración propia con microdatos de SHARE-Ola 6. 
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En la Tabla 14 se muestran los distintos tipos de ayuda recibidos por las personas residentes en 

hogares privados que tienen al menos una limitación en alguna de las diez actividades (básicas e 

instrumentales) incluidas en la Tabla 13 (un 14% en Suecia y un 22% en España). La diferencia 

más destacable es la relacionada con el mayor porcentaje de personas mayores con limitaciones 

que en España reciben solo apoyo informal (un 37%, frente al 24% en Suecia). Por otra parte, la 

mayor extensión de la ayuda profesional en Suecia (43%) en comparación con España (36%) no 

es en general sustitutiva sino complementaria de la ayuda familiar: el 32% de las personas mayo-

res suecas con alguna limitación recibe simultáneamente ayuda personal y profesional, frente a 

un 24% en España. 

4.4. Síntesis: ¿cuántas personas dependientes existen en España? 

Las diferentes encuestas a los hogares revisadas en los epígrafes anteriores, pese a sus diferen-

cias, nos permiten extraer algunas conclusiones.  

1) En primer lugar, aproximadamente la mitad de las personas mayores de 65 años sufren algún 

tipo de limitación (unos 4 millones de personas). 

2) En segundo lugar, entre un 10% (SHARE-2015) y un 14% (EESE-2014) de las personas mayo-

res declaran tener limitaciones graves a la hora de realizar las actividades de la vida diaria 

(entre y 0,9 y 1,2 millones de personas).  

3) Dos tercios de las personas gravemente limitadas sufren discapacidades físicas, y una cuarta 

parte combina limitaciones físicas y mentales (EESE-2014). Menos de una de cada diez per-

sonas gravemente limitada presenta solo problemas mentales. 

4) Los datos recabados indican que el apoyo recibido resulta actualmente insuficiente para un 

amplio segmento de las personas con limitaciones. Además, el protagonismo de los cuidados 

informales (realizados mayoritariamente por mujeres) sigue siendo elevado. Con datos de la 

EESE-2014, unas 911.000 personas mayores dicen necesitar más ayuda de la recibida con 

las actividades básicas de la vida diaria y 1,7 millones requerirían más ayuda con las instru-

mentales. Por su parte, la ECV-2016 cifra en 928.000 el número de hogares con necesidades 

no cubiertas de ayuda a domicilio, bien por no recibir en absoluto estos servicios, bien por no 

recibir las horas suficientes de atención semanal. 

Existe, por tanto, evidencia de una demanda no cubierta de servicios de atención profesional a la 

dependencia en España. Para cuantificar de forma más precisa la demanda potencial de estos 

servicios en este apartado utilizamos las variables sobre el tipo de limitaciones concretas que 

experimentan las personas, con el objetivo de estimar el número de personas con distintos gra-

dos de dependencia. Para ello, utilizamos la EESE-2014 y SHARE-2015, ya que son las dos úni-

cas encuestas que ofrecen este tipo de datos para el período reciente (a la espera de la 

publicación de la EDAD-2017). La encuesta SHARE-2015 contiene una lista de actividades más 

amplia y detallada que la EESE-2014, si bien recoge solo la existencia o no de dificultades para 

realizar de forma autónoma cada tarea (no el nivel de dificultad).  
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4.4.1. Metodología 

Para determinar el número de potenciales personas beneficiarias del sistema de atención a la 

dependencia es preciso definir un baremo que gradúe la intensidad de las limitaciones sufridas 

por las personas, así como un umbral de entrada al sistema. Esta tarea plantea diversas dificul-

tades. Por un lado, cada encuesta incluye una lista diferente de actividades y plantea las cues-

tiones de forma ligeramente distinta. Por otro lado, la información aportada es mucho menos 

detallada y más subjetiva que la recabada por los servicios encargados de evaluar en la práctica 

las situaciones de dependencia.  

Aún conscientes de estas limitaciones, hemos estimado el número y distribución por grados de 

las personas dependientes aplicando un criterio lo más semejante posible al establecido en el 

baremo oficial de valoración de la dependencia aplicado. El baremo de valoración de la depen-

dencia (BVD) oficial tiene en cuenta el desempeño de la persona en diez actividades básicas e 

instrumentales de la vida diaria, que reciben diferentes ponderaciones en la puntuación global 

(Tabla 15). Si la persona tiene algún problema mental, se añade una actividad más (toma de 

decisiones) y se modifican las ponderaciones de las actividades anteriores, computando las dos 

escalas (con y sin “toma de decisiones”) y asignando a la persona la puntuación más alta de las 

dos obtenidas. Cada actividad consta de una serie de tareas sencillas que se evalúan por sepa-

rado y contribuyen en distintas proporciones a la puntuación global correspondiente a la activi-

dad. Por otra parte, los puntos totales asignados a cada actividad se multiplican, a su vez, por un 

coeficiente de apoyo que varía entre 0,90 y 1,0031. El resultado global de la valoración es una 

cantidad de puntos que puede variar entre 0 y 100, y el umbral de entrada al sistema se fija en 

25 puntos. Entre 25 y 49 puntos se reconoce una dependencia moderada, entre 50 y 74 una 

dependencia severa, y a partir de 75 puntos se considera gran dependencia. 

  

                                                      

31
  Se multiplica por 0,90 si existe necesidad de supervisión o sustitución física parcial, por 0,95 si se requiere susti-

tución máxima o total, y por 1,00 si concurren circunstancias agravantes que requieren un apoyo especial (por ejem-

plo, obesidad mórbida). Las tareas contenidas en cada actividad pueden consultarse en la regulación del baremo, 

disponible en https://www.boe.es/boe/dias/2011/02/18/pdfs/BOE-A-2011-3174.pdf.  

https://www.boe.es/boe/dias/2011/02/18/pdfs/BOE-A-2011-3174.pdf
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Tabla 15  

ACTIVIDADES DE LA VIDA DIARIA UTILIZADAS PARA EVALUAR LA DEPENDENCIA: BAREMO DE 

VALORACIÓN DE LA DEPENDENCIA OFICIAL, SHARE-2015 Y EESE-2014 

BVD Oficial 
Puntos 

SHARE-2015 EESE-2014 
B1 B2 

Comer y beber: Reconocer y alcanzar los ali-

mentos servidos, cortar la comida en trozos, 

usar los cubiertos, acercarse la bebida a la 

boca 

16,8 10 Comer, por ejemplo, 

trocear los alimentos 

Alimentarse sin 

ayuda 

Higiene personal relacionada con la micción y 

defecación: Acudir al lugar adecuado, manipu-

lar la ropa, adoptar la postura, limpiarse 

14,8 7 Usar el aseo, inclu-

yendo sentarse y 

levantarse 

Ir al servicio sin 

ayuda 

Lavarse: Abrir/cerrar grifos, lavarse las manos, 

acceder a bañera o ducha, lavarse parte supe-

rior/inferior del cuerpo 

8,8 8 Bañarse o ducharse Ducharse o bañar-

se  

Realizar otros cuidados personales: Peinarse, 

cortarse las uñas, lavarse el pelo, lavarse los 

dientes 

2,9 2 Levantar o estirar los 

brazos por encima 

de los hombros 

Utilizar el teléfono 

Vestirse: Reconocer/alcanzar ropa y calzado, 

calzarse, abrocharse, vestirse parte supe-

rior/inferior cuerpo 

11,9 11,6 Vestirse, incluyendo 

ponerse los calceti-

nes y los zapatos 

Vestirse y desves-

tirse  

Mantenimiento de la salud: Solicitar asisten-

cia, aplicarse medidas terapéuticas, evitar 

situaciones de riesgo dentro/fuera del domici-

lio, pedir ayuda ante una urgencia 

2,9 11 Tomar la medicación Tomar sus medi-

camentos  

Cambiar y mantener la posición del cuerpo: 

Cambiar de tumbado a sentado, permanecer 

sentado, cambiar de sentado a de pie, perma-

necer de pie, cambiar a sentado, cambiar 

posición del cuerpo mientras se está acostado 

9,4 2 Levantarse o acos-

tarse 

Sentarse, levantar-

se de una silla o de 

una cama, acos-

tarse sin ayuda 

Desplazarse dentro del hogar: Realizar des-

plazamientos para vestirse/comer/lavarse, 

realizar desplazamientos no vinculados al 

autocuidado, realizar desplazamientos entre 

estancias no comunes, acceder a todas las 

estancias comunes del hogar 

12,3 12,1 Andar por una habi-

tación 

Caminar 500 me-

tros sin ayuda 

Desplazarse fuera del hogar: Acceder al exte-

rior, desplazarse alrededor del edificio, des-

plazamientos cercanos en entornos 

conocidos/desconocidos, desplazamientos 

lejanos en entornos conocidos/desconocidos 

12,2 12,9 Salir de casa por sí 

mismo y coger el 

transporte público 

Subir o bajar 12 

escalones 

Realizar tareas domésticas: Preparar comidas, 

hacer la compra, limpiar y cuidar de la vivien-

da, lavar y cuidar la ropa 

8 8 Preparar comidas  Preparar comidas  

Comprar alimentos Realizar compras  

Hacer la colada Realizar tareas 

domésticas ligeras Trabajar en ca-

sa/jardín 

Tomar decisiones: Decidir sobre la alimenta-

ción cotidiana, los hábitos de higiene personal, 

planificar los desplazamientos fuera del hogar, 

decidir sus relaciones con personas conoci-

das/desconocidas, gestionar el dinero del 

presupuesto cotidiano, disponer su tiempo y 

sus actividades cotidianas, resolver el uso de 

servicios a disposición del público) 

- 15,4 Administrar el dinero, 

como por ejemplo, 

pagar las facturas y 

llevar las cuentas 

Administrar su 

propio dinero  

Notas: B1: Puntos asignados en el caso general. B2: Baremo alternativo si existe problema mental. 

Fuente: Elaboración propia a partir de la normativa reguladora del baremo de valoración de la dependencia y de las 

encuestas EESE-2014 y SHARE-2015. 
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Las últimas columnas de la Tabla 15 muestran las variables comparables (o similares) que se 

incluyen las dos fuentes de datos analizadas. En el caso de encuesta SHARE-2015, se registra si 

a la persona le resulta o no difícil llevar a cabo la actividad por problemas físicos, mentales, emo-

cionales o de memoria, excluyendo las dificultades transitorias (que el entrevistado crea que van 

a durar menos de tres meses). La EESE-2014 pregunta, para una lista más limitada de activida-

des, por el nivel de dificultad para realizarlas sin ayuda (las cuatro respuestas posibles son “con 

ninguna dificultad”, “con alguna dificultad”, “con mucha dificultad”, y “no puede hacerlo”). Para 

estimar la demanda de cuidados, hemos considerado únicamente las dos últimas categorías 

(personas que no pueden hacer sin ayuda la actividad o bien declaran poder hacerla con mucha 

dificultad). Dado que la información recogida en las encuestas no permite determinar el coefi-

ciente de apoyo para cada actividad con limitaciones, hemos optado con asignar siempre el co-

eficiente 0,90.  

En el caso de la EESE-2014, existen algunas variables del baremo que no tienen una correspon-

dencia clara en la encuesta, y para las cuales se han tomado proxies. Es el caso de las dificulta-

des para realizar otros cuidados personales, para la que empleamos la variable “utilizar el 

teléfono”, y las variables relacionadas con los desplazamientos tanto dentro como fuera del 

hogar, para los que utilizamos, respectivamente, la información sobre las dificultades para cami-

nar 500 metros y para subir o bajar doce escalones. En el caso de la capacidad para tomar deci-

siones, empleamos como mejor aproximación la capacidad para gestionar el propio dinero, como 

en el caso de la encuesta SHARE.  

Como regla general, se ha usado una única variable para aproximar cada ítem del baremo oficial, 

ya que no existe información detallada sobre las distintas tareas simples que lo componen. Para 

el caso de las tareas domésticas, donde sí es posible identificar, al menos parcialmente, las dis-

tintas tareas que componen la actividad, éstas se han ponderado atendiendo a las proporciones 

contenidas en la regulación del baremo oficial32. 

4.4.2. Resultados 

La Tabla 16 contiene el resultado global de dichas estimaciones. Con ambas fuentes resulta una 

cifra de personas mayores dependientes de 1,2 millones de personas, aproximadamente un 14% 

de la población de 65 o más años. Hay que recordar que la encuesta SHARE, a diferencia de la 

EESE-2014, no excluye (teóricamente) a las personas que viven en residencias, por lo que las 

dos estimaciones (además de referirse a años diferentes) no son estrictamente comparables. En 

todo caso, las estimaciones resultantes están claramente por encima de la cifra de personas 

mayores con dependencia oficialmente reconocidas a finales de 2016 (894.274 personas). Por 

tanto, mejorar la cobertura actual del sistema requeriría no solo proporcionar servicios a las per-

sonas hoy en lista de espera, sino también incluir en el sistema a otras aproximadamente 

300.000 personas mayores dependientes que no tienen actualmente derechos reconocidos. 

                                                      
32

  Las proporciones de las distintas tareas dentro de cada actividad pueden consultarse en el Real Decreto 

174/2011, de 11 de febrero, por el que se aprueba el baremo de valoración de la situación de dependencia estableci-

do por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 

situación de dependencia. 
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Tabla 16  

ESTIMACIÓN DEL NÚMERO DE PERSONAS MAYORES DEPENDIENTES EN ESPAÑA: DISTRIBUCIÓN EN 

GRADOS Y NIVELES 

 

SHARE-2015 

 

EESE-2014 

Nº % Nº % 

Grado I: Dependencia moderada 543.309 6,2  616.111 7,5 

   Nivel 1 (25-39 puntos) 439.830 5,0  478.830 5,8 

   Nivel 2 (40-49 puntos) 103.479 1,2  137.281 1,7 

Grado II: Dependencia severa 303.202 3,5  295.351 3,6 

   Nivel 1 (50-64 puntos) 191.400 2,2  161.359 2,0 

   Nivel 2 (64-74 puntos) 111.802 1,3  133.992 1,6 

Grado III: Gran dependencia 357.716 4,1  295.627 3,6 

   Nivel 1 (75-89 puntos) 113.936 1,3  95.963 1,2 

   Nivel 2 (90-100 puntos) 243.780 2,8  199.664 2,4 

Total dependientes 1.204.227 13,8  1.207.089 14,7 

No dependientes 7.529.726 86,2  7.013.250 85,3 

Total 65+ años 8.733.953 100,0  8.220.339 100,0 

Fuente: Elaboración propia a partir de los microdatos de EESE-2014 y SHARE-2015. 

La estimación global obtenida es consistente con la ofrecida en Jiménez Lara (2014), que calcula 

en 1.646.402 el número total de personas dependientes (de todas las edades) en 2014, tras 

aplicar a los datos de la EDAD-2008 el baremo oficial de valoración de la dependencia y actuali-

zar según los cambios demográficos entre ambas fechas. Teniendo en cuenta la ratio habitual 

entre mayores y menores de 65 años dentro de la población dependiente, resultarían aproxima-

damente 1,2 millones de personas mayores dependientes.  

La distribución por grados y niveles estimada con las dos fuentes se muestra en la Tabla 16. Para 

calcular dicha distribución se han aplicado los puntos de corte del baremo oficial para asignar a 

las personas a los distintos grados, subdividiendo a su vez estos en los dos niveles existentes. 

Según estos resultados, la gran dependencia afectaría en torno a un 4% de las personas mayores 

de 65 años, de los cuales más de la mitad se situarían en el nivel máximo (entre 90 y 100 pun-

tos). Recordemos que se define como gran dependencia la situación en la cual la persona nece-

sita ayuda varias veces al día para realizar varias actividades básicas de la vida diaria, por lo que 

requiere el apoyo indispensable y continuado de otra persona. Aproximadamente un 3,5% de los 

mayores de 65 años, unas 300.000 personas, sufrirían dependencia severa, una situación en la 

cual la persona necesita ayuda para realizar varias actividades básicas de la vida diaria dos o 

tres veces al día, pero sin requerir el apoyo permanente de un cuidador. El resto de las personas 

dependientes (algo más de 500.000 personas) lo serían en grado moderado, lo que implica ne-

cesidad de ayuda para realizar varias actividades básicas de la vida diaria de forma más intermi-

tente y limitada que en los casos anteriores. 
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Gráfico 8  

NÚMERO DE PERSONAS MAYORES DEPENDIENTES SEGÚN EL GRADO DE DEPENDENCIA: ESTIMACIONES 

BASADAS EN DATOS DE ENCUESTA FRENTE A DATOS ADMINISTRATIVOS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de los microdatos de EESE-2014 y SHARE-2015, SISAAD (datos a 31-12-2016). 

El Gráfico 8 compara la distribución por grados estimada a partir de los datos de encuestas con 

la derivada de los datos administrativos que reflejan la situación a finales del año 2016. En esta 

fecha, ya había finalizado teóricamente el proceso de incorporación de los dependientes mode-

rados, por lo que la distribución por grados debería haberse acercado a la que podría considerar-

se definitiva. Los datos del SISAAD muestran que, de los casi 900.000 dependientes 

reconocidos, un 30% lo eran en el grado de grandes dependientes, un 37% tenían reconocido 

una dependencia severa y el 33% restantes eran dependientes moderados.  

Los resultados de las estimaciones basadas en datos de encuestas indican un número similar de 

dependientes de Grado II, cifras algo superiores de dependientes de Grado III y, sobre todo, mu-

chos más dependientes de Grado I. Aunque una parte de la diferencias puede responder a la 

dificultad para replicar el baremo con total fidelidad, los datos sugieren la existencia de una gru-

po significativo de personas dependientes, sobre todo de nivel moderado, que no han accedido al 

sistema, bien por no haber solicitado valoración, bien porque esta no haya sido resuelta todavía o 

lo haya sido negativamente. 

Para terminar, incluimos en la Tabla 17 el desglose por sexo y edades de las tasas de dependen-

cia estimadas a partir de las dos fuentes de datos, dividiendo a la población mayor en cinco gru-

pos de edad.  
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Tabla 17  

% PERSONAS ESTIMADAS DEPENDIENTES POR SEXOS Y GRUPOS DE EDAD 

 

65/69 70/74 75/79 80/84 85+ Total 

EESE-2014       

Hombres 4 5 10 18 29 10 

Mujeres 5 8 16 27 50 18 

Total 4 6 13 23 43 15 

SHARE-2015       

Hombres 3 5 6 17 28 9 

Mujeres 2 8 9 27 45 17 

Total 3 7 8 24 39 14 

Fuente: Elaboración propia a partir de los microdatos de EESE-2014 y SHARE-2015. 

La dependencia, estimada a partir de los datos de las encuestas, es ocho puntos más prevalente 

entre las mujeres que entre los varones, para todos los grupos de edad por encima de los 70 

años. Por otra parte, existe un claro gradiente de edad, tanto para hombres como para mujeres. 

Centrándonos en el grupo que supera los 85 años, casi un 30% de los hombres y aproximada-

mente la mitad de las mujeres están en situación de dependencia, acentuándose, además, el 

peso de las situaciones más graves (no mostrado en la tabla). Este grupo demográfico, formado 

por los mayores de edad más avanzada, es el que, previsiblemente, crecerá más deprisa en un 

futuro próximo, según las previsiones demográficas del INE y otros organismos. De ahí la impor-

tancia de tener en cuenta sus necesidades específicas al rediseñar los aspectos del sistema que 

requieren corrección o ajuste en la actualidad, de forma que se garantice una protección ade-

cuada de las personas mayores dependientes en los años venideros.   

5. PROTECCIÓN “SUECA” DE LA POBLACIÓN ESPAÑOLA 

5.1. Indicadores básicos del sistema de atención a la dependencia en Suecia 

La Tabla 18 muestra algunos indicadores básicos sobre las personas beneficiarias del sistema 

de atención a la dependencia en Suecia
33

. Un 16% de las personas mayores de 65 años recibía 

en Suecia algún servicio de atención de la dependencia a 31 de octubre de 2016. El número de 

usuarios del sistema aumenta muy claramente con la edad de la persona: desde un 4% en la 

franja de mayores jóvenes (65-74 años) hasta el 95% de los que superan los 95 años. En prome-

dio, cada persona beneficiaria del sistema recibía 1,7 servicios, sin grandes diferencias por gru-

pos de edad. 

                                                      

33
  En la Tabla AI.6 del Apéndice I se incluyen los datos básicos sobre la estructura demográfica de la población en 

Suecia y España. 
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Tabla 18  

POBLACIÓN 65+ AÑOS BENEFICIARIA DEL SISTEMA DE ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA EN SUECIA 

 

Población 

Personas beneficiarias de servi-

cios Número medio de servicios  

Nº personas 

beneficiarias % población 

Nº Servi-

cios 

Ratio servicios/ 

beneficiario 

65-74 1.113.177 44.787 4,0 75.092 1,68 

75-79 356.786 42.178 11,8 71.264 1,69 

80-84 247.030 66.032 26,7 111.672 1,69 

85-89 162.745 84.649 52,0 145.283 1,72 

90-94 75.564 58.431 77,3 101.004 1,73 

95+ 21.555 20.414 94,7 34.044 1,67 

Subtotal 65-79 1.469.963 86.965 5,9 146.356 1,68 

Subtotal 80+ 506.894 229.526 45,3 392.003 1,71 

TOTAL 1.976.857 316.491 16,0 538.359 1,70 

Nota: Los datos recogen los servicios prestados a 31-octubre-2016. 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

La Tabla 19 ofrece información sobre los servicios recibidos por la población mayor beneficiaria 

del sistema en Suecia, tanto en número como en porcentaje sobre la población total mayor de 65 

años. El contenido básico de los distintos servicios se explica en la Tabla AII.1 del Apéndice II. 

Tabla 19  

PERSONAS 65+ AÑOS QUE RECIBEN SERVICIOS EN SUECIA, POR TIPO DE SERVICIO 

 

Durante 2016 A 31-Octubre-2016 

Nº individuos 
% Población 
de 65+ años Nº individuos 

% Población de 
65+ años 

Residencias para mayores 106.072 5,4 83.563 4,2 

Ayuda domiciliaria 228.623 11,6 166.323 8,4 

Tele-asistencia 225.560 11,4 177.695 9,0 

Comida a domicilio 70.580 3,6 47.567 2,4 

Acompañamiento 40.205 2,0 26.838 1,4 

Alivio cuidadores 11.958 0,6 7.298 0,4 

Centros de día 17.742 0,9 11.031 0,6 

Alojamiento temporal 38.328 1,9 10.189 0,5 

Persona/familia de contacto 2.177 0,1 1.674 0,1 

Ayuda para personas con pro-
blemas mentales 

3.674 0,2 2.874 0,1 

Otros servicios 5.379 0,3 3.307 0,2 

Total 379.903 19,2 316.491 16,0 

Nota: El total es inferior a la suma de los perceptores de los distintos servicios, ya que hay personas que reciben si-

multáneamente varios servicios. 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
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73,4% 

26,4% 

0,2% 

Vivienda ordinaria Residencia Otras formas de alojamiento 

Un primer rasgo a destacar en el sistema de cuidados en Suecia es que un 26,4% de las perso-

nas mayores dependientes son atendidas en residencias especializadas (special accommoda-

tion) (Gráfico 9), un porcentaje significativamente superior al registrado en el caso español, 

donde solo el 18% de las personas mayores dependientes reciben atención residencial. En por-

centaje sobre el total de personas mayores de 65años, los respectivos porcentajes serían el 4,2% 

(Suecia) frente al 1,3% (España).  

Gráfico 9  

FORMAS DE RESIDENCIA DE LAS PERSONAS MAYORES DEPENDIENTES EN SUECIA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota: Los datos recogen los servicios prestados a 31-octubre-2016. 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

Por otra parte, un 73,4% de las personas mayores dependientes se aloja en viviendas ordinarias 

(ordinary housing), incluyendo esta categoría tanto la propia vivienda como viviendas para perso-

nas mayores. Un pequeño número de usuarios del sistema de cuidados (el 0,2%) vive en otras 

formas de alojamiento distintas de las dos anteriores (viviendas para discapacitados, hostales, 

etc.). El “pack” de servicios recibidos por los dependientes depende, lógicamente, del tipo de 

alojamiento: los que viven en residencias no reciben, en general, servicios adicionales significati-

vos (Tabla 20). Rn el caso de la población dependiente atendida en viviendas ordinarias, los ser-

vicios más frecuentes son la tele-asistencia (39% del total de servicios) y la ayuda domiciliaria 

(38%), seguido de lejos por la comida a domicilio (10%) y el acompañamiento (5%) (Gráfico 10). 

El promedio de servicios recibidos por beneficiario en vivienda ordinaria es de casi dos.  

 

 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
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Tabla 20  

NÚMERO Y TIPO DE SERVICIOS PRESTADOS A LAS PERSONAS MAYORES DEPENDIENTES EN SUECIA, 

SEGÚN LA FORMA DE RESIDENCIA DE LAS MISMAS 

 Viviendas ordi-

narias 

Residencias Otros aloja-

mientos 

Residencias para mayores - 83.563 707 

Ayuda domiciliaria 166.323 - - 

Tele-asistencia 172.547 - 201 

Comida a domicilio 44.190 - 72 

Acompañamiento 23.653 - - 

Alivio cuidadores 7.167 - - 

Centros de día 10.632 376 - 

Alojamiento temporal 9.605 493 92 

Persona/familia de contacto 1.565 102 45 

Ayuda para personas con problemas mentales 2.771 - - 

Otros servicios 3.035 231 41 

Nº total de servicios 441.488 84.765 - 

Nº de personas beneficiarias 232.221 83.563 - 

Nº medio servicios/beneficiario 1,90 1,01 1.64 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

Gráfico 10  

DISTRIBUCIÓN % DE LOS SERVICIOS RECIBIDOS POR LA POBLACIÓN MAYOR DEPENDIENTE ALOJADA EN 

VIVIENDA ORDINARIA EN SUECIA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota: Los datos recogen los servicios prestados a 31-octubre-2016. 

Fuente: Sveriges officiella statistik 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
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A continuación se examinan con mayor detalle los indicadores básicos de los principales servicios 

prestados por el sistema de atención a la dependencia en Suecia. 

1)  Atención residencial 

El porcentaje de mayores dependientes que recibe atención residencial aumenta con la edad, 

acelerándose el incremento a partir de los 85 años, hasta representar casi un 50% entre los que 

superan los 95 años (Tabla 21 y Gráfico 11). 

Tabla 21  

% PERSONAS MAYORES QUE RECIBEN ATENCIÓN RESIDENCIAL EN SUECIA 

  A 31 octubre 2016   Durante 2016 

Ambos sexos Varones Mujeres Ambos sexos Varones Mujeres 

65-74 0,8 0,8 0,7  0,9 1,0 0,8 

75-79 2,6 2,4 2,7   3,1 3,0 3,2 

80-84 6,0 5,0 6,8  7,4 6,4 8,2 

85-89 13,4 10,3 15,3   17,0 13,7 18,9 

90-94 25,9 19,5 28,9  34,0 27,3 37,1 

95+ 44,6 34,2 47,8   61,4 50,9 64,6 

TOTAL 4,2 2,9 5,4   5,4 3,8 6,7 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

Gráfico 11  

% ATENCIÓN RESIDENCIAL ENTRE LAS PERSONAS MAYORES BENEFICIARIAS DEL SISTEMA DE ATENCIÓN 

A LA DEPENDENCIA EN SUECIA, SEGÚN TRAMOS DE EDAD 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota: Los datos recogen los servicios prestados a 31-octubre-2016. 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
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2) Ayuda domiciliaria: 

Un 11,6% de la población sueca mayor de 65 años ha recibido algún servicio de atención domici-

liaria en 2016 (Tabla 22). Centrándonos en la población dependiente, el Gráfico 13 muestra 

cómo algo más del 70% de las personas mayores dependientes atendidas fuera de residencias 

recibe atención domiciliaria (Gráfico 12).  

Tabla 22  

% PERSONAS MAYORES QUE RECIBEN SERVICIOS DE AYUDA DOMICILIARIA EN SUECIA 

  A 31 octubre 2016   Durante 2016 

Ambos sexos Varones Mujeres Ambos sexos Varones Mujeres 

65-74 2,3 2,2 2,4  3,2 3,0 3,4 

75-79 6,5 5,4 7,5   9,1 7,7 10,4 

80-84 14,2 11,1 16,6  19,5 15,9 22,2 

85-89 27,1 21,9 30,2   36,5 31,1 39,8 

90-94 38,8 34,8 40,6  52,7 50,1 53,9 

95+ 41,0 43,2 40,3   58,8 63,9 57,2 

TOTAL 8,4 6,2 10,3   11,6 8,9 13,9 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

Gráfico 12  

PORCENTAJE DE POBLACIÓN MAYOR DEPENDIENTE ATENDIDA EN VIVIENDAS ORDINARIAS QUE RECIBE 

AYUDA DOMICILIARIA POR SEXO Y EDAD EN SUECIA 

Nota: Los datos recogen los servicios prestados a 31-octubre-2016. 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
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Gráfico 13  

DISTRIBUCIÓN DE LA POBLACIÓN MAYOR QUE RECIBE AYUDA DOMICILIARIA EN SUECIA SEGÚN EL 

NÚMERO DE HORAS AL MES RECIBIDAS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota: Los datos recogen los servicios prestados a 31-octubre-2016. 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

El número medio de horas de atención domiciliaria al mes, tomando para el cálculo el punto me-

diano de cada intervalo, sería de unas 35 horas (unas 8,6 horas a la semana). La distribución 

según las horas mensuales de atención es similar en los distintos grupos de edad, salvo en el 

caso de los mayores de 95 años, que tienen proporciones menores de población recibiendo solo 

1-9 horas mensuales de atención domiciliaria (Gráfico 13). 

3)  Tele-asistencia 

Un 9% de las personas mayores suecas recibían servicios de tele-asistencia a 31 de octubre de 

2016, y un 11,4% los recibió en algún momento durante 2016 (Tabla 23). Es un servicio más 

frecuente entre las mujeres y cuya utilización aumenta muy claramente con la edad. Seis de cada 

diez personas mayores de 95 años lo utilizó durante 2016. 

  

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
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Tabla 23  

% PERSONAS MAYORES QUE RECIBEN SERVICIOS DE TELE-ASISTENCIA EN SUECIA 

 

A 31 octubre 2016 

 

Durante 2016 

Tasa rota-

ción 

Ambos 

sexos Varones Mujeres 

Ambos 

sexos Varones Mujeres 

65-74 2,0 1,7 2,1  2,6 2,4 2,8 1,32 

75-79 6,4 4,9 7,8  8,3 6,6 9,7 1,29 

80-84 15,8 10,8 19,6  19,7 14,6 23,7 1,25 

85-89 31,5 22,2 37,1  38,9 29,5 44,6 1,24 

90-94 44,0 36,3 47,6  56,1 49,3 59,1 1,27 

95+ 44,5 43,8 44,8  60,9 62,8 60,3 1,37 

TOTAL 9,0 5,9 11,6  11,4 8,0 14,4 1,27 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

La tele-asistencia es un servicio vinculado a la atención en vivienda ordinaria, es de hecho el 

servicio más frecuentemente recibido en esta modalidad. Como puede apreciarse en el Gráfico 

14, tres de cada cuatro personas mayores atendidas en vivienda ordinaria tenía en octubre de 

2016 acceso a la tele-asistencia. 

Gráfico 14  

PORCENTAJE DE POBLACIÓN MAYOR DEPENDIENTE ATENDIDA EN VIVIENDAS ORDINARIAS QUE RECIBE 

TELE-ASISTENCIA POR SEXO Y EDAD EN SUECIA 

 

 

 

 

Nota: Los datos recogen los servicios prestados a 31-octubre-2016. 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

 

 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2


 ROSA MARTÍNEZ, SUSANA ROLDÁN Y MERCEDES SASTRE 

Atención a la dependencia en España. Evaluación del sistema actual y propuesta de implantación de un sistema ba-

sado en el derecho universal de atención suficiente por parte de los servicios públicos. Estudio de su viabilidad 

económica y de sus impactos económicos y sociales 

Papeles de Trabajo del Instituto de Estudios Fiscales 5/2018 

63 

4) Otros servicios 

Los restantes servicios del sistema de cuidados a personas dependientes tienen una importancia 

residual en el conjunto del sistema, aunque pueden ser importantes para determinados grupos 

(Tabla 24). El servicio más frecuente de este grupo es la comida a domicilio, que recibe un 15% 

de las personas mayores dependientes, seguido del servicio de acompañamiento (un 8%).    

Tabla 24  

% POBLACIÓN MAYOR DE 65 AÑOS DEPENDIENTE QUE RECIBE OTROS SERVICIOS EN SUECIA 

 

Comida a 

domicilio 
Compañía 

Centros 

de día 

Aloja-

miento 

temporal 

Alivio* 

Ayuda pro-

blemas 

mentales 

Persona/ 

familia 

contacto 

Otros 

servi-

cios 

65-74 14 11 5 4 3 4 2 1 

75-79 14 9 5 4 4 1 1 1 

80-84 15 8 4 3 3 0 0 1 

85-89 16 8 3 3 2 0 0 1 

90-94 16 8 2 2 1 0 0 1 

95+ 15 8 1 2 1 0 0 1 

TOTAL 15 8 3 3 2 1 1 1 

Nota*: Programas de “alivio” o apoyo para cuidadores familiares 

Fuente: Sveriges officiella statistik, http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1 y 

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2. 

5.2. Simulación del sistema de atención sueco con datos de España 

La simulación con datos españoles de las cifras de cobertura e intensidad protectora (asumiendo 

en este punto que no existen diferencias en el nivel de necesidad dentro de cada subgrupo de 

sexo y edad
34

) daría los resultados recogidos en la Tabla 25. Esta simulación representa un es-

cenario base no ajustado a las posibles mayores necesidades de cuidado existentes en España a 

causa de los mayores grados de morbilidad y dependencia detectados en diversos estudios,  

usando tanto indicadores subjetivos como otros más objetivos. 

Si España aplicara los mismos estándares de cobertura que existen actualmente en Suecia, el 

número de personas mayores de 65 años atendidas por el sistema se multiplicaría por 2,5, pa-

sando de las 624.674 personas beneficiarias con prestación actuales a casi 1,6 millones de 

usuarios. Ello supondría cubrir con el sistema a un 18,4% de la población mayor, un porcentaje 

algo superior al resultante para Suecia (un 16%) que refleja la estructura algo más envejecida de 

la población española. Por otra parte, el número de servicios prestados debería multiplicarse por 

más de 3 para igualar la intensidad protectora media otorgada en Suecia.   

                                                      

34
  Para realizar la simulación se han tenido en cuenta los siguientes grupos de edad, por separado para varones y 

mujeres: 65-74 años, 75-79 años, 80-84 años, 85-89 años, 90-95 años y 95+ años.  

http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-1
http://www.socialstyrelsen.se/publikationer2017/2017-6-2
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Tabla 25  

Nº DE PERSONAS BENEFICIARIAS Y DE SERVICIOS PRESTADOS EN EL SISTEMA ESPAÑOL ACTUAL Y EN 

UN SISTEMA SIMULADO CON UNA TASA DE COBERTURA IGUAL A LA DEL SISTEMA SUECO 

 

Nº de personas beneficiarias Nº de servicios 

Actual % Simulado % Ratio Actual Simulado Ratio 

65-79 152.809 2,6 361.540 6,1 2,4 188.675 606.570 3,2 

80+ 471.865 16,9 1.230.455 44,0 2,6 596.701 2.100.223 3,5 

Total 65+ 624.674 7,2 1.591.995 18,4 2,5 785.376 2.706.793 3,4 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes del Sveriges officiella statistik, el SISAAD y el INE. 

El esfuerzo de aumento de la cobertura sería superior en la población de 80 y más años, en la 

que se dan las mayores diferencias de cobertura en la actualidad entre Suecia y España. La im-

plantación de un sistema equivalente al sueco supondría proporcionar servicios de atención a 

1,2 millones de personas de 80 y más años, cuando, actualmente, solo se ha reconocido el dere-

cho a 660.381, de las cuales reciben efectivamente cuidados 471.865.  

Paralelamente, tendría que intensificarse el nivel de servicio proporcionado a la población cubier-

ta y modificarse la estructura del catálogo de prestaciones, otorgando un papel muy superior a 

los servicios y eliminando las prestaciones económicas. Los cambios concretos implicados en 

esta reforma, y su coste, se abordan con detalle en la segunda parte de este estudio.  
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SEGUNDA PARTE: UNA PROPUESTA DE SISTEMA UNIVERSAL, PÚBLICO Y SUFICIENTE DE 

CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN A LAS PERSONAS MAYORES DEPENDIENTE: DISEÑO 

ESTIMACIÓN DEL COSTE Y RETORNOS ECONÓMICOS Y SOCIALES 

6. DISEÑO DEL NUEVO SISTEMA 

6.1. Principios básicos  

En este epígrafe se realiza una propuesta de sistema de atención a la dependencia de carácter 

universal con cobertura adecuada y suficiente, es decir, que garantice la autonomía funcional de 

las personas dependientes, sin necesidad de recurrir a personas de la familia. El sistema ha de 

basarse en servicios prestados directamente por el sector público, ha de estar dotado de los re-

cursos económicos necesarios y es fundamental que garantice la igualdad de género y la equi-

dad interterritorial. Para ello, es imprescindible una transformación radical del Sistema para la 

Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) actual y el diseño y financiación de un nuevo sis-

tema que, eliminando todo planteamiento de tipo asistencial, garantice el derecho a la atención 

a la dependencia como un elemento básico de justicia social.  

Al igual que la Ley General de Sanidad de 1986
35 supuso un cambio fundamental en el sistema 

sanitario español, y términos como universalidad del derecho a la asistencia sanitaria o la garant-

ía de la igualdad en cuanto a las prestaciones sanitarias, que suenan hoy familiares, eran com-

pletamente nuevos hace treinta años, es preciso superar la concepción dominante en lo que 

respecta a la atención a la dependencia y avanzar en la construcción de un sistema público que 

garantice dicha atención como un derecho fundamental. En definitiva, que la atención a la de-

pendencia constituya realmente el cuarto pilar del Estado de Bienestar, junto a la educación, la 

sanidad y las pensiones.  

A continuación se explica brevemente el contenido general de los principios mencionados. 

1) Carácter público: El sistema debe estar organizado, regulado y financiado públicamente y ha 

de contar con servicios públicos de cuidado suficientes de carácter universal y gratuito. La 

oferta de servicios, que será provista únicamente por parte de entidades públicas sin nece-

sidad de recurrir a los actuales servicios prestados por entidades concertadas, debe ser 

adecuada y suficiente para atender la demanda actual y prevista.  

2) Sistema universal: El sistema debe garantizar la cobertura adecuada de las necesidades de 

atención a la dependencia a todas las personas que la necesiten, con independencia de su 

trayectoria laboral y de su situación financiera y patrimonial, sin condición de recursos para 

ningún tipo servicio. 

                                                      

35
  Ley General de Sanidad Ley 14/1986, de 25 de abril, art 3.2: “La asistencia sanitaria pública se extenderá a toda 

la población española. El acceso y las prestaciones sanitarias se realizarán en condiciones de igualdad efectiva”. 
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3) Cobertura suficiente: El sistema debe ofrecer una cobertura adecuada y suficiente a todas 

las personas necesitadas de atención. 

4) Sistema basado en servicios: El sistema de atención debe basarse en el desarrollo de una 

estructura adecuada de servicios a las personas dependientes y no en prestaciones econó-

micas o beneficios fiscales. Existen varias razones que justifican esta decisión. Entre ellas, 

cabe destacar la mejor garantía del destino adecuado de los recursos públicos, la mayor ca-

lidad de la atención prestada y el mayor potencial de creación de empleo. Asimismo, un sis-

tema basado en servicios podría evitar las situaciones de gran precariedad en las que se 

encuentran las cuidadoras familiares ocasionadas por las prestaciones económicas por cui-

dados en el entorno familiar.  

5) Empleo público: La atención a los dependientes debe ser prestada por personal empleado 

por las Administraciones Públicas, independientemente del lugar de atención (residencias, 

propio domicilio, otros centros). Con ello, además de mejorar la calidad de la atención recibi-

da, se contribuye positivamente a la generación de más y mejor empleo. 

6) Financiación del sistema: El sistema propuesto requiere delimitar correctamente los costes 

asociados al cuidado de personas dependientes, que se financiarían en su totalidad con 

cargo a los presupuestos públicos, sin ningún tipo de copago por parte de las personas be-

neficiarias, separándolos de otros gastos asociados, como los de alojamiento y manuten-

ción, que correrían a cargo de los usuarios. Asimismo, se defiende la necesidad de vertebrar 

adecuadamente el gasto en discapacidad y dependencia considerando otras prestaciones y 

gastos fiscales que cubren objetivos similares.   

7) Perspectiva de género: El sistema debe estar diseñado de tal modo que contribuya positiva-

mente a la igualdad de género. Para ello es imprescindible que el sistema ofrezca alternati-

vas reales y efectivas al cuidado informal prestado en el seno del hogar, fundamentalmente 

por parte de mujeres de la propia familia (hijas, nueras, etc.), garantizando que dichos cui-

dados no sean necesarios.  

8) Organización del sistema: El sistema propuesto debe contar con un marco estatal de regula-

ción, coordinación y supervisión que garantice la equidad interterritorial fijando unos están-

dares adecuados de atención, así como unos recursos suficientes. Las CCAA y las 

Corporaciones Locales deben ser las entidades encargadas de la planificación y prestación 

efectiva y eficiente de los servicios de cuidado.   

6.2. Descripción del sistema propuesto  

Los principios inspiradores del sistema de atención a la dependencia propuesto son los detalla-

dos en el apartado anterior: un sistema público y universal que garantice una cobertura adecua-

da y suficiente, basado en servicios prestados por entidades públicas, dotado de recursos 

suficientes, financiado a través de impuestos y con altos niveles de calidad. La propuesta supone 

un cambio estructural en la organización y financiación de los cuidados de larga duración del 

actual SAAD, que debe orientarse a la consecución de una mejor calidad de vida y garantizar la 
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autonomía personal de los usuarios, en un marco de efectiva igualdad de oportunidades. Se tra-

taría de un sistema de cuidados gratuito basado en la cobertura adecuada de las necesidades de 

los ciudadanos dependientes y no en su capacidad de pago, con el objetivo de que sea utilizado 

por todos los grupos sociales con independencia de su nivel de renta, como ocurre en los países 

nórdicos
36

.  

Las bases del sistema, sintetizadas en la Tabla 26 con la que se cierra el apartado, serían las 

siguientes: 

1) Un sistema basado en la oferta de servicios de calidad: Se trata de conseguir una amplia 

oferta de servicios públicos de atención y cuidado de calidad adecuados a las necesidades 

de las personas dependientes, eliminando las prestaciones económicas vinculadas a pres-

taciones de servicio (“bonos”) y las prestaciones por cuidados en el entorno familiar. La sus-

titución de un sistema de cuidados como el actual, que recae en buena medida en 

cuidadoras familiares y empleadas en condiciones laborales precarias, por otro que garanti-

ce un empleo público estable y de mayor calidad tendría consecuencias muy positivas tanto 

sobre el bienestar de las personas cuidadoras como sobre el de las personas dependientes, 

contribuiría positivamente a la igualdad de género, y tendría un importante impacto sobre la 

creación de empleo en el sector socio-sanitario, como se analizará en el quinto capítulo del 

trabajo. 

2) Un sistema basado en la producción/provisión pública: Los servicios de atención a la de-

pendencia engloban un conjunto de actuaciones, tanto de carácter sanitario como social, 

que presenta una elevada complejidad. Consideramos fundamental la gestión pública de es-

tos servicios, con personal directamente contratado por los servicios públicos de atención a 

la dependencia, frente a su prestación por parte de empresas u otras entidades, como ocu-

rre con frecuencia en la actualidad
37

. La prestación de estos servicios por parte de entidades 

o empresas privadas podría tener consecuencias perjudiciales tanto para los trabajadores 

como en términos de calidad del servicio
38

.  

                                                      
36

  SIPILÄ (1997), VABØ & SZEBEHELY (2012). 

37
  En la actualidad, los servicios de atención y cuidado provistos por el SAAD se prestan tanto por centros públicos 

como por centros concertados (en el caso de la atención residencial o los centros de día/noche) o por parte de entida-

des o empresas acreditadas, en el caso de la ayuda a domicilio o la teleasistencia. 

38
  Como parecen confirmar los numerosos casos de irregularidades descubiertos en España y otros países, véase por 

ejemplo https://elpais.com/ccaa/2017/06/29/catalunya/1498754914_526225.html. La teoría de los contratos, que 

permite identificar los elementos esenciales a la hora de diseñar distintos tipos de contratos, señala que, en condicio-

nes de información perfecta, se podrían diseñar contratos completos y sería indiferente que los servicios fueran ofreci-

dos/gestionados por el sector público o el privado, ya que la relación entre el Gobierno y la empresa puede ser 

totalmente resuelta en un contrato de incentivos detallado. No obstante, los supuestos en los que se basan estos 

modelos se alejan bastante de la realidad siendo complicado, en muchos casos, especificar en un contrato todas las 

contingencias posibles. Es en esos casos de contratos incompletos (HART, 2003) cuando la prestación por parte del 

sector público o privado es muy relevante y los estudios al respecto (CASTAÑO MARTÍNEZ, 2017) señalan que, en general, 

cuanto mayores sean las consecuencias adversas de la reducción de costes en la calidad, mayor deberá ser la propie-

dad/gestión gubernamental, proporcionando importantes argumentos en contra de la externalización y privatización de 

https://elpais.com/ccaa/2017/06/29/catalunya/1498754914_526225.html
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3) Un sistema basado en la financiación pública: Consideramos que el sistema de atención a la 

dependencia debería equipararse, en lo que respecta a su financiación, a los servicios sani-

tarios y educativos, es decir, tener un carácter gratuito y universal y ser financiado a través 

de impuestos. Nuestra propuesta propugna un sistema en el que los costes asociados al 

cuidado, que constituyen un derecho universal y gratuito, se financien en su totalidad con 

cargo a los presupuestos públicos, al ser el copago incompatible con la concepción de la 

atención a la dependencia como un derecho universal, mientras que los servicios de aloja-

miento y manutención, en residencias u otros centros, deben correr a cargo de los usuarios.  

No existiría condición de recursos para ningún servicio, pero los usuarios con bajas rentas 

podrían recibir prestaciones para cubrir parte de la renta de la vivienda tanto en el caso de 

viviendas particulares como en el caso de residencias. Sería pues necesario articular el sis-

tema de atención a la dependencia en un marco más amplio de reformas en la orientación 

de la política social.  

En el sistema actual, cuyos principales rasgos están descritos en el Apéndice IV, las perso-

nas beneficiarias de las prestaciones de dependencia (tanto en forma de servicios como de 

prestaciones económicas) participan en la financiación de las mismas según el tipo y coste 

del servicio y su capacidad económica personal, a través del denominado copago, que intro-

duce el principio del “quien se beneficia paga” en la financiación de la atención a la depen-

dencia. 

Estimaciones recientes señalan que el modelo de copago en vigor
39

 es regresivo, siendo las 

rentas medias-bajas las que soportan, proporcionalmente, cuotas más importantes que las 

de las rentas medias-altas, manifestándose dicho efecto de forma más contundente cuando 

se incluye el patrimonio en la valoración de la capacidad económica
40

. Así, el objetivo de re-

ducir el gasto público en dependencia incrementando los copagos tendrá un impacto negati-

vo en la demanda de servicios, especialmente en el caso de las personas con rentas medias-

bajas para las que el copago representa una proporción muy importante de su renta. 

Otro argumento en contra de la utilización de mecanismos de copago en el caso de la aten-

ción a la dependencia son los elevados costes de gestión asociados a la determinación de la 

                                                                                                                                                                      

servicios públicos como la sanidad, la educación y las prisiones, así como la atención a la dependencia, debido a la 

bajada en la calidad del servicio.  

39
  Regulado por la Resolución de 13/7/2012. 

40
   Montserrat CODORNIU y Montejo SARRIAS (2012). La inclusión de una renta «no monetaria» derivada de la valoración 

del patrimonio de la persona beneficiaria comporta burocracia adicional y no siempre garantiza un tratamiento más 

equitativo. Así, mientras que para las personas con rentas medias altas –a partir de tres veces el Indicador Público de 

Renta de Efectos Múltiples (IPREM)– la inclusión del patrimonio en la capacidad económica no tienen ningún efecto en 

el importe del copago (ya que estas personas llegan al «tope» de la cuota antes de que pueda actuar el efecto del pa-

trimonio), para aquellas con rentas medias bajas, en cambio, el impacto es importante, especialmente cuando el pa-

trimonio incluye la vivienda habitual de la persona beneficiaria. A esto se une la escasa incidencia que tiene en el 

incremento de recaudación de los copagos. Los autores sugieren que se considere el coste/beneficio de dejar al mar-

gen del copago la inclusión del patrimonio de los usuarios, sugiriendo la afectación del impuesto sobre el patrimonio a 

la financiación de la atención a la dependencia.  
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capacidad económica de los individuos, la asignación del peso que suponen las cargas fami-

liares, la consideración o no del patrimonio del individuo y la fiabilidad de los datos de ingre-

sos y riqueza, entre otros. Todo ello lleva asociada una carga administrativa considerable, 

que puede detraer una parte importante de los recursos que, de no existir el copago, podría 

ser destinada a los costes directos de la atención
41

.  

4) Un sistema de atención a la dependencia coordinado con los servicios sanitarios: Es necesa-

rio el diseño de un Sistema de Atención a la Dependencia adecuadamente coordinado con el 

Sistema Sanitario Público, partiendo de una clara, aunque compleja, delimitación de las 

competencias de cada uno de los sectores, que permita optimizar los recursos públicos
42

. 

Son numerosos los estudios que abordan esta necesidad, así como las dificultades, de dicha 

coordinación
43

, señalando la importancia de contar con sistemas de información que con-

tengan los aspectos relevantes de las necesidades sociales y sanitarias de la persona y que 

permitan ofrecer una continuidad de cuidados que cubra los vacíos existentes entre los hos-

pitales de agudos y las residencias de mayores. En España, varias iniciativas de diferentes 

Comunidades Autónomas muestran el potencial de la acción conjunta de ambos sistemas, 

como por ejemplo la puesta en marcha de las Unidades de Convalecencia Sociosanitaria
44

.  

En nuestra opinión, y pese a las inherentes dificultades de coordinación y/o integración, re-

sulta necesario avanzar en esta dirección. En este sentido, parece cuanto menos inconsis-

tente que el coste del personal sanitario que trabaja en residencias de mayores corra a 

cargo de los servicios sociales y esté sujeto a copago por parte de las personas beneficia-

rias, mientras que los mismos servicios prestados en un centro de atención primaria u hospi-

                                                      
41

  Entre las ventajas esgrimidas a favor del copago estarían una mayor visibilidad de los costes del servicio y una 

mayor racionalización del gasto en las decisiones individuales respecto a la elección de los servicios, con la consiguien-

te tendencia a reducir el exceso de consumo que se puede producir cuando los servicios son gratuitos. En el caso de la 

atención a la dependencia, al ser la demanda de las prestaciones prácticamente inelástica (los servicios se demandan 

en función de la necesidad, y no según el precio), es difícil justificar la idea del copago como elemento racionalizador 

del gasto (Montserrat CODORNIU, 2011),  

42
  GARCÍA MARCIEL y LOBATO BELEIRO (2014: 3) señalan que “sin coordinación sociosanitaria, se puede crear una espiral 

creciente de mayor dependencia y mayor presión asistencial sanitaria. Un colectivo tipo que atendería a este patrón 

sería el de los enfermos crónico-dependientes, siendo necesario definir estrategias combinadas que hagan más efi-

ciente la prestación a través de un canal único de interlocución y de gestión de recursos”.  

43
  Véase por ejemplo OLIVA MORENO (2014) o HERRERA MOLINA (2014). 

44
  Un ejemplo son las “Unidades de Convalecencia Sociosanitaria” existentes en Comunidades Autónomas como Casti-

lla y León. Estas unidades surgen de la coordinación entre las consejerías de Sanidad, Servicios Sociales y en algunos 

casos las corporaciones locales, y dotan a algunas residencias de mayores de una unidad de carácter sociosanitario 

para prestar atención sanitaria adecuada a personas dependientes durante los periodos de convalecencia. Las perso-

nas beneficiarias son personas en situación de dependencia de forma transitoria o definitiva, que por razones de 

carácter social no pueden ser dados de alta o no se puede garantizar la continuidad de los cuidados en su domicilio 

por determinadas causas. El tiempo de permanencia en la unidad será de 2 meses, que puede ser ampliado hasta los 

4 meses. En estos casos la atención sanitaria está financiada al 100% por el sistema Sanitario Público mientras que la 

atención social está financiada por la Gerencia de servicios sociales y la aportación de los usuarios. 

https://www.saludcastillayleon.es/profesionales/es/coordinacion-sociosanitaria/procesos-atencion/ dependencia. 

https://www.saludcastillayleon.es/profesionales/es/coordinacion-sociosanitaria/procesos-atencion/%20dependencia


 ROSA MARTÍNEZ, SUSANA ROLDÁN Y MERCEDES SASTRE 

Atención a la dependencia en España. Evaluación del sistema actual y propuesta de implantación de un sistema ba-

sado en el derecho universal de atención suficiente por parte de los servicios públicos. Estudio de su viabilidad 

económica y de sus impactos económicos y sociales 

Papeles de Trabajo del Instituto de Estudios Fiscales 5/2018 

70 

talario corran a cargo de los servicios públicos de salud y sean totalmente gratuitos para los 

usuarios. Por otra parte sería necesario considerar la inclusión de los gastos estrictamente 

sanitarios recibidos por las personas dependientes dentro de los presupuestos de las dife-

rentes consejerías de Sanidad, como ocurre en países como Suecia y en determinados ca-

sos en el sistema actual
45

.  

5) Un sistema basado en una amplia oferta de servicios que incorpore las propuestas innova-

doras que han resultado satisfactorias: El sistema propuesto aboga por una amplia oferta de 

servicios públicos que satisfaga las necesidades de las personas dependientes, eliminando 

las prestaciones económicas, tanto las vinculadas al servicio como aquellas prestaciones 

por cuidados en el entorno familiar.  

El catálogo de servicios recomendado sigue el esquema del existente: Servicio de prevención 

de las situaciones de dependencia y promoción de la autonomía personal, Teleasistencia, 

Ayuda a Domicilio, Centros de Día y de Noche, Servicios de Atención Residencial y Otros Ser-

vicios. No obstante, hemos considerado deseable que se introduzcan en el diseño de los 

servicios una serie de propuestas innovadoras que se ajustan a las demandas actuales de 

los usuarios y que experiencias piloto o la evidencia internacional han demostrado que 

proporcionan resultados satisfactorios.  

a) Servicios de Teleasistencia: 

Los servicios de teleasistencia deben aprovechar las posibilidades ofrecidas por las tecnologías 

de la comunicación y la información y ofrecer servicios digitales de atención sociosanitaria (tele-

asistencia clínica y social, telemedicina, monitorización y consulta, servicios por internet, etc.). 

Estas tecnologías se podrían aprovechar no solo para detectar situaciones de alarma sino tam-

bién para promover actitudes que mejoren la salud y faciliten la autonomía personal, para reali-

zar un seguimiento de las personas dependientes y hacer más eficaz el trabajo de las personas 

que prestan servicios de cuidado.  

Todo ello requiere un elevado grado de coordinación entre los sistemas sanitarios y sociales, que 

implica importantes desafíos. En este sentido, destaca la posición de liderazgo de los países 

nórdicos, tanto en grado de digitalización de la asistencia como en coordinación y aplicación de 

tecnologías de la información más avanzadas
46

.  

 

 

                                                      

45
  Otro ejemplo lo constituye el hecho de que en determinadas Comunidades Autónomas cierto material sanitario (no 

se incluyen los medicamentos), como material de curas, pañales, etc., es suplido directamente a las residencias de 

mayores por la Consejería de Sanidad. Sin embargo, en la actualidad el personal sanitario de dichas residencias corre 

a cargo de los Servicios Sociales.   

46  Para el caso de Finlandia véase  www.kanta.fi y www.tikesos.fi.  

https://es.wikipedia.org/wiki/Residencia
http://www.kanta.fi/
http://www.tikesos.fi/
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b) Ayuda a Domicilio: 

La propuesta realizada en este trabajo defiende la gestión de este servicio directamente por par-

te de las Administraciones Públicas y la prestación del mismo por parte de empleados/as del 

sector público. Las horas de Ayuda a Domicilio ofrecidas en la actualidad a las personas depen-

dientes son muy escasas y, como se ha mencionado, implican la existencia de una persona “cui-

dadora informal” en el domicilio, que el sistema propuesto descarta explícitamente. Es por tanto 

fundamental adecuar el número de horas de ayuda a domicilio a las necesidades de las perso-

nas dependientes, de manera que se asegure su autonomía funcional sin necesidad de contar 

con el apoyo de familiares para sus actividades de la vida diaria y, en los casos en que sea más 

conveniente, ofrecer servicios de atención residencial.  

c) Centros de Día y de Noche: 

La tipología de centros existente en la actualidad resulta adecuada como punto de partida siendo 

deseable incrementar las alternativas en lo que se refiere a número de horas ofrecidas, días de 

apertura y servicios ofrecidos por los centros. Por otra parte, consideramos interesante estudiar 

la posibilidad de vincular más a estos centros los servicios de prevención de las situaciones de 

dependencia y promoción de la autonomía.  

d) Servicios de atención residencial:  

El modelo de atención residencial en España deriva, en su mayor parte, de una concepción de 

corte muy institucional que en buena medida no se adecúa a la diversidad, cada vez más amplia, 

de la demanda de atenciones.  

Por ello, consideramos necesario reformular los modelos tradicionales de atención residencial 

hacia un nuevo modelo centrado en las personas, con propuestas ya experimentadas con éxito, 

tanto en España como en otros países, y que constituya una alternativa atractiva para los usua-

rios. Dichos modelos se acercan al entorno del hogar privado, en el que las preferencias y hábitos 

de los usuarios ocupan el centro de la atención, y hacen posible la permanencia de estas perso-

nas en un entorno comunitario que se asemeje lo más posible a su ambiente habitual, prestando 

una especial atención a las personas con necesidades más complejas en unidades psicogeriátri-

cas y sociosanitarias.  

Como alternativa a las residencias tradicionales se están implantando en algunas Comunidades 

Autónomas las denominadas “unidades de convivencia”
47

, que se basan en el enfoque de aten-

ción comentado, al ser diseñadas tomando como punto de partida el “modelo hogar”. El proyecto 

                                                      

47
  Estas unidades de convivencia suelen estar integradas por espacios comunes como cocina y sala de estar y estan-

cias individuales para cada uno de los residentes. Tienen una capacidad variada, pero casi nunca sobrepasan las 15 

personas y son gestionadas por profesionales estables, capaces de generar empatía con los usuarios y con conoci-

miento de la historia de vida y las preferencias que presentan.  
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Etxean Ondo (“En casa o como en casa, bien”)
48

, constituye uno de los ejemplos satisfactorios en 

este ámbito. En la misma línea, la Junta de Castilla y León ha desarrollado una experiencia piloto, 

con resultados muy prometedores, bajo la denominación de “Proyecto «en mi casa»”. Este nuevo 

modelo de atención se articula a través de las denominadas “unidades de convivencia” que 

agrupan a entre 12 y 15 personas mayores que comparten un espacio común de convivencia 

basado en parámetros similares a los de un hogar
49

. 

Este tipo de alojamientos, con denominaciones diversas, está extendido especialmente en los 

países del Norte de Europa, mostrando la evidencia las posibilidades que ofrecen respecto a las 

residencias de “modelo asistencial tradicional”, en relación con la independencia y el bienestar 

de los residentes, la satisfacción de las familias y la de los trabajadores (Verbeek et al., 2010, 

Zimmerman et al., 2014). En nuestro país, el peso de estos alojamientos todavía es escaso al 

margen de experiencias localizadas como las citadas, sin embargo, los beneficios derivados de la 

residencia en los mismos los convierte en una alternativa de gran valor que ha de considerarse. 

Adicionalmente a las mencionadas “unidades de convivencia” existen diversas alternativas de 

alojamiento que tratan de dar respuesta a las necesidades de personas mayores con importan-

tes niveles de autonomía personal y que pueden constituir una pieza clave en la medida en que 

la mayoría de dichos alojamientos se configuran como un paso intermedio entre la vida indepen-

diente y la residencia. En definitiva, se trata de erradicar los recelos que existen en España sobre 

las residencias para personas mayores y ofrecer servicios residenciales atractivos para este co-

lectivo, a manera de los existentes en los países nórdicos, en especial en Dinamarca. 

Se trata de diversos tipos de alojamiento constituidos en general por apartamentos o viviendas 

independientes que cuentan con servicios comunes (restaurante, gimnasio, fisioterapia, pelu-

quería, salas de actividades, etc.) además de servicios médicos y de cuidados para quienes sean 

necesarios y que dan alojamiento a personas mayores con una situación psico-física y social que 

no precisa de recursos de mayor intensidad.  Es decir, alojamientos que permiten independencia 

pero también la participación en actividades comunitarias y que están insertos en la comunidad 

                                                      

48
  SANCHO CASTIELLO y DÍAZ VEIGA (2018). El proyecto Etxean Ondo tiene como objetivo “la consecución de ambientes 

hogareños, confortables, seguros y accesibles, que faciliten la vida cotidiana de las personas residentes, integrando 

sus preferencias, costumbres y actividades significativas. Para ello, se han incorporado modificaciones tanto en los 

entornos como de carácter organizativo, así como en los contenidos y desarrollo de la vida cotidiana con el fin de favo-

recer el mantenimiento de relaciones sociales y de convivencia en estas personas, evitando y retrasando situaciones 

de aislamiento” (http://www. matiainstituto.net/es/proyectos-de-investigacion/proyectos/proyecto-etxean-ondo-

residencias-modelo-de-atencion-centrado-en). 

49  Algunas características de este proyecto en el ámbito arquitectónico son la preferencia por habitaciones individua-

les y un diseño que facilite la organización en unidades de convivencia, primando las preferencias y necesidades de las 

personas mayores frente a las de la organización y habilitando espacios donde se realicen actividades propias del 

quehacer diario del hogar. El personal se adscribe con carácter permanente a una unidad de convivencia, lo que per-

mite una mayor interrelación, además se incorpora en su funcionamiento ordinario la participación activa de los fami-

liares. También se produce un cambio de imagen general de las instalaciones, para crear “ambiente de hogar”, 

promoviendo que los usuarios se rodeen de los muebles, pertenencias y/o recuerdos que les han acompañado duran-

te su vida. Los buenos resultados de la experiencia piloto han llevado a extender progresivamente este modelo. 

http://www.fundacionpilares.org/docs/2015/ paravivirbienencasa/paravivirbienencasa_07_CRP.pdf  

http://www.fundacionpilares.org/docs/2015/%20paravivirbienencasa/paravivirbienencasa_07_CRP.pdf
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local. Entre estos alojamientos podemos mencionar las “viviendas con servicios para personas 

mayores” gestionadas por el Ayuntamiento de Barcelona
50

 o los apartamentos tutelados en 

Guipúzcoa
51

.  

Apuntamos por último algunos aspectos importantes a tener en cuenta en lo que respecta a la 

atención residencial: (i) sería conveniente que los recursos de los servicios de atención residen-

cial a las personas mayores dependientes (actividades de día, restaurante, actos sociales, insta-

laciones para rehabilitación o gimnasia, etc.) puedan beneficiar también a otras personas del 

entorno, (ii) sería deseable que estos centros se ubiquen en los cascos históricos, por la elevada 

tasa de personas mayores que concentran, o en áreas dotadas de transporte público y de los 

correspondientes servicios y equipamientos comunitarios, para favorecer la integración con otros 

colectivos, y (iii) los servicios residenciales deben garantizar que las personas residentes en los 

mismos pueden participar en la vida social y ciudadana. 

En definitiva, es necesario apostar por un nuevo modelo de atención residencial con una amplia 

variedad de opciones que erradique los prejuicios existentes en la actualidad en España sobre 

las residencias para personas mayores y, siguiendo la pauta de los países nórdicos, haga atracti-

va esta opción para la población.    

e)  Otros servicios:  

El objeto de estos servicios sería potenciar la autonomía e incrementar la calidad de vida de las 

personas mayores dependientes, facilitando su permanencia en su entorno social habi-

tual. Existen experiencias exitosas de varios servicios que contribuyen a los objetivos citados y 

que sería conveniente implementar a mayor escala y promover su coordinación con los servicios 

de Ayuda a Domicilio. En concreto:  

Servicio de comida a domicilio: consiste en ofrecer una dieta saludable y adaptada a las necesi-

dades de personas mayores dependientes en su propio domicilio. Existe en países como Suecia y 

en numerosos municipios españoles, y su gestión corre a cargo en algunos casos de los propios 

ayuntamientos y en otros de las CCAA
52

. Este servicio puede ser sustitutivo de determinados tipos 

de Ayuda a Domicilio, en especial los servicios relacionados con la atención de las necesidades 

domésticas como cocina y limpieza, y pueden contribuir a mejorar la nutrición de las personas 

mayores en situación de dependencia. 

                                                      

50
  Son viviendas de protección oficial de alquiler destinadas a personas mayores, adaptadas respecto a movilidad y 

accesibilidad y que proporcionan servicios (sanitarios, de cuidado, limpieza, alimentación, etc.), y cuentan con diferen-

tes espacios comunitarios (salas polivalentes, espacios, exteriores, etc.). Los usuarios pagan un canon en función de 

sus ingresos. https://w30.bcn.cat/APPS/portaltramits/portal /channel/default.html?&stpid=20100000 

398&style=ciudadano&language=es. 

51
 

https://www.gipuzkoa.eus/documents/1932270/1932598/Apartamentos+tutelados+para+personas+mayores.pdf/0

0944125-f6a6-fee0-e38d-34700c7c790e.  

52
  Por ejemplo, el programa “Menjar a casa” de la Generalitat Valenciana. En este caso el coste del servicio es finan-

ciado en un 42% por la CCAA y en un 24% por el ayuntamiento correspondiente, mientras que las personas beneficia-

rias contribuyen con un 34% del coste. http://www.inclusio.gva.es /es/web/mayores/-menjar-a-casa-a18. 

https://w30.bcn.cat/APPS/portaltramits/portal%20/channel/default.html?&stpid=20100000%20398&style=ciudadano&language=es
https://w30.bcn.cat/APPS/portaltramits/portal%20/channel/default.html?&stpid=20100000%20398&style=ciudadano&language=es
https://www.gipuzkoa.eus/documents/1932270/1932598/Apartamentos+tutelados+para+personas+mayores.pdf/00944125-f6a6-fee0-e38d-34700c7c790e
https://www.gipuzkoa.eus/documents/1932270/1932598/Apartamentos+tutelados+para+personas+mayores.pdf/00944125-f6a6-fee0-e38d-34700c7c790e
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Servicio de lavandería a domicilio: consiste en la recogida, lavado, planchado y entrega periódica 

de la ropa de uso personal y del hogar de las personas mayores dependientes. También existe en 

algunos municipios y un porcentaje de su financiación corre a cargo del usuario. Al igual que el 

servicio de comida a domicilio puede ser sustitutivo de determinados tipos de Ayuda a Domicilio y 

en general los usuarios muestran un alto grado de satisfacción con el mismo53. No obstante, es 

necesario remarcar que tal y como está diseñada en la actualidad y dada su escasa intensidad 

horaria, la Ayuda a Domicilio proporcionada por el SAAD requiere contar con una persona “cuida-

dora informal”, que nuestra propuesta descarta, de manera que estos datos relativos a la satis-

facción de los usuarios deben mirarse desde la perspectiva del sistema actual.  

Tabla 26  

PROPUESTA DE SAAD COMPARADA CON EL SISTEMA ACTUAL   

 Sistema Actual  Propuesta  

Principios 
básicos 

 Derecho subjetivo (en teoría)  

 Público y privado 

 Escasa cobertura  

 Claramente insuficiente 

 

 Derecho subjetivo (real) 

 Público 

 Universal 

 Suficiente 

Servicios  Teleasistencia 

 Prevención y promoción  

 Ayuda a Domicilio  

 Centros de Día y Noche  

 Otros servicios (comida y 
lavandería a domicilio) 

 

 Teleasistencia 

 Prevención y promoción  

 Ayuda a Domicilio  

 Centros de Día y Noche  

 Otros servicios (comida y lavandería a 
domicilio)  

 Amplia oferta con propuestas innovadoras que 
satisfagan las necesidades de los usuarios  

Prestaciones 
económicas 

 Vinculadas al servicio, por cuidados 
en el entorno familiar, por 
asistencia personal 

 Desaparecen  

 

Tipo de Empleo  Alta precarización 

 Empresas privadas 

 Empleo público y de calidad 

 

Provisión/ 

Producción 

 Cuidadoras familiares 

 Pública  

 Privada 

 Centros concertados  

 Empresas  acreditadas  

 Producción pública a cargo de Comunidades 
Autónomas y Corporaciones Locales  

 

Financiación  Administraciones Públicas 

 Personas beneficiarias: copago por 
servicios de cuidado y alojamiento 
y manutención 

 Administraciones Públicas 

 Personas beneficiarias: corren exclusivamente 
con los costes de alojamiento y manutención 

 Las personas beneficiarias con rentas bajas 
pueden recibir subvenciones o prestaciones 
para financiar esa parte del gasto  

Fuente: Elaboración propia. 

                                                      
53

  En el caso del servicio gestionado por el ayuntamiento de Madrid, más del 66% de los usuarios son también perso-

nas beneficiarias del servicio doméstico de ayuda a domicilio. El perfil que solicita este servicio tiene dificultad funcio-

nal o poca habilidad para poner la lavadora o planchar. Para el 92% de los mayores el servicio cubre las expectativas 

que esperaban y para más del 80% ha supuesto una mejora en su calidad de vida. El 95% de los atendidos reconocen 

que este servicio les permite seguir viviendo en su domicilio en mejores condiciones y evitar su ingreso en una resi-

dencia en el 48,5% de los casos. 

https://sede.madrid.es/portal/site/tramites/menuitem.1f3361415fda829be152e15284f1a5a0/?vgnextoid=31b76a

38d1bed010VgnVCM2000000c205a0aRCRD&vgnextchannel=61eba38813180210VgnVCM100000c90da8c0RCRD

&vgnextfmt=default  

https://sede.madrid.es/portal/site/tramites/menuitem.1f3361415fda829be152e15284f1a5a0/?vgnextoid=31b76a38d1bed010VgnVCM2000000c205a0aRCRD&vgnextchannel=61eba38813180210VgnVCM100000c90da8c0RCRD&vgnextfmt=default
https://sede.madrid.es/portal/site/tramites/menuitem.1f3361415fda829be152e15284f1a5a0/?vgnextoid=31b76a38d1bed010VgnVCM2000000c205a0aRCRD&vgnextchannel=61eba38813180210VgnVCM100000c90da8c0RCRD&vgnextfmt=default
https://sede.madrid.es/portal/site/tramites/menuitem.1f3361415fda829be152e15284f1a5a0/?vgnextoid=31b76a38d1bed010VgnVCM2000000c205a0aRCRD&vgnextchannel=61eba38813180210VgnVCM100000c90da8c0RCRD&vgnextfmt=default
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6.3. Principales parámetros del sistema  

En este apartado se cuantifican los principales parámetros del sistema de atención a la depen-

dencia propuesto, focalizando el análisis en la población mayor de 65 años, que constituye el 

grupo principal de personas beneficiarias y el objeto principal de la investigación.  

6.3.1. Población atendida  

Para que el sistema de atención a la dependencia se ajuste a la demanda real de cuidados debe 

extender su cobertura hasta prestar servicios a todas las personas dependientes. Como se ar-

gumenta en la primera parte de este trabajo, ello exige no solo eliminar la actual “lista de espera” 

(más de 300.000 dependientes con derecho reconocido que no reciben prestaciones)
54

, sino 

atender a otras muchas personas que, aun teniendo necesidad de cuidado, no forman parte de 

la lista de espera por no haber sido valorados, por haber sido calificados como no dependientes 

aun requiriendo ayuda, o bien por ni siquiera haber solicitado la valoración como dependientes
55

. 

Por ello, se han utilizado fuentes externas, como las últimas encuestas a los hogares disponibles, 

y simulaciones basadas en la cobertura de un sistema maduro de referencia (el sistema vigente 

en Suecia) para estimar el número de personas que requieren actualmente
56

 cuidados de larga 

duración en España, entre la población de 65 y más años.  

En particular, las encuestas manejadas en este bloque son la “Encuesta Europea de Salud en 

España” (EESE), que es la parte española de la European Health Interview Survey (EHIS), coordi-

nada por Eurostat y cuyos datos publicados más recientes corresponden al año 2014 y la “En-

cuesta de Salud, Envejecimiento y Jubilación en Europa” (Survey of Health, Ageing and 

Retirement in Europe, SHARE). Esta última encuesta es de gran utilidad para el análisis de la 

dependencia, ya que contiene cuestiones que permiten, para cada individuo, construir un perfil 

médico simplificado que luego puede cruzarse con las regulaciones referentes a cuidados de 

larga duración, determinando su elegibilidad o no para dichos programas. En España, el trabajo 

de campo de la sexta ola de SHARE se realizó en el año 2015. 

Frente a las 624.674 personas mayores de 65 años atendidas por el sistema a finales de 2016 

(el 72,17% del total de personas atendidas) y a las casi 894.274 con derecho reconocido, la es-

timación del número de personas mayores dependientes realizada por Sastre, Martínez y Roldán 

(2018) se sitúa en torno a 1,2 millones de personas (un 14% del grupo de edad) si se replica el 

baremo de valoración actualmente vigente con datos procedentes de las encuestas de salud y 

                                                      

54 
 Desde el inicio de la aplicación de la Ley de Dependencia ha existido una bolsa importante de dependientes con 

derechos reconocidos que no reciben prestaciones (el llamado “limbo de la dependencia”), lo que supone un grave 

problema que es preciso solucionar. 

55
  Los estudios de comparación internacional muestran que hay un elevado número de dependientes que no solicitan 

la valoración, ya sea por desconocimiento del sistema, o por las dificultades del mismo. Sería por tanto necesaria 

articular los mecanismos adecuados para incorporar dicha población al sistema. 

56  El año de referencia más reciente de las estimaciones realizadas es 2016, debido a la disponibilidad de datos. 
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envejecimiento (EESE-2014 y SHARE-2015)
57

, y en aproximadamente 1,6 millones si proyecta-

mos a España las tasas de cobertura del sistema sueco (Tabla 27 y Gráfico 15).  

Tabla 27  

ESTIMACIÓN DE LA DEMANDA REAL DE CUIDADOS ENTRE LA POBLACIÓN MAYOR DE 65 AÑOS 

 Nº personas % población 65+ años 

Población atendida (diciembre 2016)  624.674 7,2 

Población con derecho (diciembre 2016) 894.274 10,3 

Estimaciones de la demanda   

   - EESE-2014 1.207.089 14,7 

   - SHARE-2015 1.204.227 13,8 

   - Proyección cobertura sueca (2016) 1.591.995 18,4 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes de SISAAD (Sistema de Información del Sistema para la Autonomía y 

Atención a la Dependencia), EESE-2014, SHARE-2015 y Sveriges officiella statistik. 

Gráfico 15  

PERSONAS BENEFICIARIAS MAYORES DE 65 AÑOS A DICIEMBRE DE 2016 Y PERSONAS BENEFICIARIAS 

POTENCIALES DEL SISTEMA DE ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA. SHARE 2015 Y SIMULACIÓN SUECIA 

2016 

 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes de SISAAD (Sistema de Información del Sistema para la Autonomía y 

Atención a la Dependencia), SHARE-2015 y Sveriges officiella statistik. 

                                                      

57  Hemos optado por utilizar en este documento la información derivada de la Encuesta SHARE por ser algo más 

reciente que la EESE (2015 frente a 2014) y por tener un universo muestral más amplio, que abarca hogares privados 

e instituciones, además de variables más detalladas sobre limitaciones de la vida diaria. Los resultados obtenidos a 

partir de la Encuesta EESE-2014 nos sirven para reforzar las estimaciones al no ser muy diferentes a los obtenidos a 

partir de SHARE-2015. 
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Por tanto, el sistema debería, como mínimo, duplicar su cobertura para resultar suficiente, au-

mentando no solo los 3 puntos porcentuales necesarios para eliminar la lista de espera, sino 

otros 4 puntos adicionales para incorporar a personas dependientes que actualmente están, por 

diversas razones, fuera del sistema (Tabla 27). Por otra parte, aplicar en España un grado de 

cobertura equiparable al sueco en el ejercicio 2016
58

 requeriría extender la atención a otro 4% 

de las personas mayores, de forma que el sistema llegase a proteger al 18,4% de la población 

mayor de 65 años. 

Los datos utilizados para estimar la demanda real de cuidados permiten conocer datos relevan-

tes (aunque incompletos) sobre la población potencialmente beneficiaria de los servicios de 

atención a la dependencia. La Tabla 28 muestra la estructura por grupos de edad y sexo estima-

da a partir de SHARE-2015, así como la obtenida proyectando las tasas de cobertura del sistema 

sueco. La diferencia principal entre las dos estimaciones afecta a las personas de más edad: si la 

cobertura se igualara a la vigente en Suecia, el sistema prestaría servicios a 1,2 millones de per-

sonas de 80 y más años, casi 350.000 más de las estimadas como dependientes aplicando el 

actual baremo en ese grupo de edad con los datos de la encuesta SHARE. Recordemos que en la 

fecha de referencia (diciembre de 2016) el SAAD solo había reconocido el derecho a 660.381 

personas mayores de 80 años, de las cuales recibían efectivamente cuidados 471.865. El Gráfi-

co 16 muestra, de forma más visual, los incrementos de cobertura necesarios en los dos escena-

rios propuestos, por sexo y grandes grupos de edad, a partir de la situación actual del sistema 

(dependientes atendidos por el sistema en diciembre de 2016). 

Tabla 28  

ESTRUCTURA POR EDAD Y SEXO DE LA POBLACIÓN DEPENDIENTE MAYOR DE 65 AÑOS: ESTIMACIÓN 

BASADA EN SHARE-2015 Y PROYECCIÓN BASADA EN LA COBERTURA SUECA (2016).  

 Estimación SHARE-2015  Proyección Suecia 2016  

 Varones Mujeres Total Varones Mujeres Total 

65-74 81.633 105.537 187.170 77.847 95.701 173.548 

75-79 47.639 84.104 131.743 67.926 120.066 187.992 

Total 65-79 129.272 189.641 318.913 145.773 215.767 361.540 

80-84 89.888 248.628 338.516 117.860 268.096 385.957 

85-89 89.471 230.854 320.325 126.060 339.182 465.242 

90-94 30.091 151.517 181.608 71.028 215.297 286.325 

95+ 15.272 29.593 44.865 19.568 73.364 92.932 

Total 80+ 224.722 660.592 885.314 334.516 895.939 1.230.455 

TOTAL 65+ 353.994 850.233 1.204.227 480.289 1.111.706 1.591.995 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes del Sistema de Información del Sistema para la Autonomía y Aten-

ción a la Dependencia (SISAAD), SHARE-2015 y Sveriges officiella statistik. 

                                                      

58
  Es decir, que tenga los mismos porcentajes de personas beneficiarias de algún servicio o prestación para los distin-

tos grupos de edad y sexo.  
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Gráfico 16  

COBERTURA A DICIEMBRE DE 2016 Y COBERTURA NECESARIA POR GRANDES GRUPOS DE EDAD Y SEXO: 

ESTIMACIÓN BASADA EN SHARE-2015 Y PROYECCIÓN BASADA EN LA COBERTURA SUECA EN 2016 (Nº 

DE PERSONAS BENEFICIARIAS DEL SISTEMA). PERSONAS BENEFICIARIAS MAYORES DE 65 AÑOS 

 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes del Sistema de Información del Sistema para la Autonomía y Aten-

ción a la Dependencia (SISAAD), SHARE-2015 y Sveriges officiella statistik. 

La Tabla 29 muestra la distribución de la población potencialmente beneficiaria por grados y 

niveles de dependencia, obtenida a partir de los datos de las encuestas SHARE-2015 y EESE-

2014. El Gráfico 17 compara, para cada grado, las cifras de personas mayores de 65 años que 

son personas beneficiarias del SAAD en diciembre del año 2016 con las cifras de personas ma-

yores dependientes estimadas a partir de los datos de dichas encuestas. 

Tabla 29  

ESTIMACIÓN DEL NÚMERO DE PERSONAS MAYORES DE 65 AÑOS DEPENDIENTES EN ESPAÑA: DISTRI-

BUCIÓN EN GRADOS Y NIVELES 

 

SHARE-2015 

 

EESE-2014 

Número % Número % 

Grado I: Dependencia moderada 543.309 6,2  616.111 7,5 

   Nivel 1 (25-39 puntos) 439.830 5,0  478.830 5,8 

   Nivel 2 (40-49 puntos) 103.479 1,2  137.281 1,7 

Grado II: Dependencia severa 303.202 3,5  295.351 3,6 

   Nivel 1 (50-64 puntos) 191.400 2,2  161.359 2,0 

   Nivel 2 (65-74 puntos) 111.802 1,3  133.992 1,6 

Grado III: Gran dependencia 357.716 4,1  295.627 3,6 

   Nivel 1 (75-89 puntos) 113.936 1,3  95.963 1,2 

   Nivel 2 (90-100 puntos) 243.780 2,8  199.664 2,4 

Total dependientes 1.204.227 13,8  1.207.089 14,7 

No dependientes 7.529.726 86,2  7.013.250 85,3 

Total 65+ años 8.733.953 100,0  8.220.339 100,0 

Fuente: Elaboración propia a partir de los microdatos de EESE-2014 y SHARE-2015. 
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Gráfico 17  

PERSONAS MAYORES DE 65 AÑOS ESTIMADAS COMO DEPENDIENTES Y BENEFICIARIAS DEL SAAD POR 

GRADOS DE DEPENDENCIA 

Fuente: Elaboración propia a partir de los microdatos de EESE-2014 y SHARE-2015 y del Sistema de Información del 

Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SISAAD).  

Ambas fuentes muestran con claridad un importante déficit de cobertura en los dependientes 

moderados (Grado I), lo que es coherente con su tardía e incompleta incorporación al sistema. Es 

evidente la importancia de prestar atención a este tipo de dependientes, que ya necesitan ayuda 

en diversos grados para realizar las tareas de la vida diaria. Además, su incorporación tendría 

efectos beneficiosos al prevenir el agravamiento de muchas situaciones de dependencia. Entre 

los dependientes de mayor grado, es preciso mejorar más la cobertura en el caso de la gran de-

pendencia que en el de la dependencia severa, sobre todo entre los mayores de 80 años. 

Tabla 30  

AYUDA CON LAS ACTIVIDADES DE LA VIDA DIARIA RECIBIDA POR LAS PERSONAS MAYORES DE 65 

AÑOS: DISTRIBUCIÓN % SEGÚN EL TIPO DE AYUDA RECIBIDA EN CADA GRADO DE DEPENDENCIA 

 Solo ayuda 

informal 

Solo ayuda 

profesional 

Ayuda informal 

y profesional Sin ayuda Total 

Dependencia moderada 40 18 22 20 100 

Dependencia severa 38 14 39 10 100 

Gran dependencia 29 20 42 9 100 

Total dependientes 36 17 32 14 100 

No dependientes 10 6 4 79 100 

Total 14 8 8 70 100 

Fuente: Elaboración propia a partir de los microdatos de SHARE-2015. 

La Tabla 30, por último, muestra el tipo de ayuda recibida por las personas mayores de 65 años 

según su grado de dependencia, estimado a partir de los datos de SHARE-2015. Solo un 17% de 
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las personas dependientes recibe exclusivamente atención profesional, de financiación pública o 

privada (la encuesta menciona las residencias, la ayuda domiciliaria para cuidados personales, la 

ayuda doméstica, las comidas a domicilio y otros servicios). Casi un tercio de los dependientes 

(un 32%) combina ayuda profesional con apoyo informal, con un aumento muy claro cuando se 

agrava el nivel de dependencia. Pero el hecho más destacable es, sin duda, que un 36% de las 

personas mayores dependientes reciben solo ayuda informal: un 40% de los moderados, un 38% 

de los severos y un 29% de los grandes dependientes no cuentan para asistirles más que con el 

apoyo de la familia o los vecinos. Son, por tanto, unas 430.000 las personas mayores dependien-

tes que no reciben ninguna atención profesional, ni a través del SAAD ni adquirida a título priva-

do
59

. 

6.3.2. Servicios asignados  

Estimar las cantidades de servicios que permitan cubrir de forma adecuada y suficiente la de-

manda de atención a la dependencia es una tarea compleja que ha de apoyarse en diversos su-

puestos acerca de los cuidados concretos requeridos por las personas dependientes. En este 

apartado presentamos el resultado de dos enfoques distintos. El primero toma como punto de 

partida la distribución por grados y niveles de dependencia derivada de los datos de SHARE-

2015, y estima los servicios necesarios aplicando diversos supuestos de intensidad de uso de los 

distintos servicios. El segundo enfoque asume que las necesidades de las personas dependien-

tes pueden cubrirse de forma adecuada con una estructura de servicios equiparable a la que 

conforma el sistema sueco de cuidados de larga duración para personas mayores, explicado con 

detalle en la primera parte de este trabajo. A continuación se exponen los resultados de estas 

dos vías de análisis.  

 a) Escenario 1: Estimación basada en los datos de SHARE-2015 

 La Tabla 31 muestra en la primera columna el número de personas dependientes que deberían 

ser cubiertas por el sistema, según la estimación basada en los datos SHARE-2015, y su distribu-

ción por grados de dependencia. Para realizar esta distribución se ha replicado lo más fielmente 

posible, utilizando las variables contenidas en SHARE, el baremo de valoración de la dependen-

cia actualmente vigente, incluyendo la división en niveles que inicialmente se empleó dentro de 

cada grado
60

. Por tanto, estas cifras son una estimación de la demanda real de servicios de 

atención a la dependencia basada en fuentes externas al Sistema de Atención a la Dependencia 

español, pero manteniendo los parámetros de valoración vigentes. Si esta estimación es correc-

ta, la verdadera cobertura actual del sistema se situaría no muy por encima del 50%. 

                                                      

59  Los datos suministrados por otras encuestas apuntan en la misma dirección indicando que el apoyo recibido resul-

ta actualmente insuficiente para un amplio segmento de las personas con limitaciones. Además, el protagonismo de 

los cuidados informales (realizados mayoritariamente por mujeres) sigue siendo elevado. Con datos de la EESE-2014, 

unas 911.000 personas mayores dicen necesitar más ayuda de la recibida con las actividades básicas de la vida diaria 

y 1,7 millones requerirían más ayuda con las instrumentales. Por su parte, la Encuesta de Condiciones de Vida de 

2016 cifra en 928.000 el número de hogares españoles con necesidades no cubiertas de ayuda a domicilio, bien por 

no recibir en absoluto estos servicios, bien por no recibir las horas suficientes de atención semanal. 

60
  Esta diferenciación dejó de aplicarse a partir de la reforma de 2012, como se explica en el Apéndice IV. 



 ROSA MARTÍNEZ, SUSANA ROLDÁN Y MERCEDES SASTRE 

Atención a la dependencia en España. Evaluación del sistema actual y propuesta de implantación de un sistema ba-

sado en el derecho universal de atención suficiente por parte de los servicios públicos. Estudio de su viabilidad 

económica y de sus impactos económicos y sociales 

Papeles de Trabajo del Instituto de Estudios Fiscales 5/2018 

81 

Tabla 31  

PERSONAS BENEFICIARIAS POTENCIALES BASADOS EN SHARE-2015 (POBLACIÓN 65+ AÑOS) Y SUPUES-

TOS SOBRE % DE UTILIZACIÓN DE LOS DISTINTOS SERVICIOS, SEGÚN GRADO Y NIVEL DE DEPENDENCIA 

 
 

Personas benefi-

ciarias 

% Usuarios del servicio 

Atención 

residencial 

Ayuda domici-

liaria 

Centros de 

día/noche 

Tele-

asistencia 

Otros 

servicios 

Grado I 543.309 5% 75% 10% 50% 10% 

   -Nivel 1 439.830 5% 75% 10% 50% 10% 

   -Nivel 2 103.479 5% 75% 10% 50% 10% 

Grado II 303.202 43% 57% 19% 57% 10% 

   -Nivel 1 191.400 25% 75% 75% 15% 10% 

   -Nivel 2 111.802 75% 25% 25% 25% 10% 

Grado III 357.716 95% 5% 5% 5% 2% 

   -Nivel 1 113.936 85% 15% 15% 15% 7,5% 

   -Nivel 2 243.780 100% 0% 0% 0% 0% 

Total  1.204.227 41% 49% 11% 38% 8% 

Fuente: Elaboración propia (a partir de datos de SHARE-2015 en el caso de la primera columna). 

La distribución en grados y niveles es importante porque cada grupo puede asociarse a un perfil 

diferenciado de demanda de servicios. A continuación se explica brevemente el perfil de necesi-

dades de cada grado, los servicios que reciben actualmente
61

 y los servicios asignados en el sis-

tema propuesto, justificando los supuestos adoptados al realizar la simulación. 

i) Los dependientes moderados (Grado I) son personas que necesitan ayuda para realizar va-

rias actividades básicas de la vida diaria (ABVD) al menos una vez al día, o tienen necesidades de 

apoyo intermitentes o limitadas para su autonomía personal. Un ejemplo de dependiente mode-

rado puede ser una persona sin demencia cuyos problemas de movilidad le impiden realizar las 

tareas domésticas o salir de casa sin ayuda, pero que puede realizar por sí solo actividades bási-

cas como comer, asearse, vestirse o ir al servicio, con necesidad de supervisión o ayuda parcial 

para desplazarse por dentro del hogar. 

Actualmente, las personas mayores con dependencia moderada son atendidas casi exclusiva-

mente en sus domicilios a través del servicio de ayuda a domicilio (32%), con un máximo de 20 

horas al mes, prestaciones de cuidados en el entorno familiar (26%), centros de día (6%), presta-

ciones vinculadas al servicio (10%) o de asistencia personal (1%). Por otro lado, el 42% tienen 

                                                      

61
  Es importante matizar que, hasta donde sabemos, el desglose de los servicios recibidos por grupos de edad y gra-

dos de dependencia no está disponible en las estadísticas del Sistema de Información del Sistema para la Autonomía y 

Atención a la Dependencia (SISAAD), por lo que se ha procedido a estimar la distribución por grados de los servicios 

que reciben las personas de 65 y más años, teniendo en cuenta tanto la distribución de servicios por grados en el 

conjunto de la población como las diferencias en la proporción de personas dependientes de cada grado entre la po-

blación mayor de 65 años y la población total. En el Apéndice II se recoge el detalle del cálculo y los supuestos aplica-

dos. 
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servicio de teleasistencia y un 5% reciben servicios de prevención/promoción. En cuanto al servi-

cio de atención residencial, no desglosado por grados en la información disponible, suponemos 

que llega en la actualidad aproximadamente al 5% de las personas mayores con dependencia 

moderada
62

. 

La asignación de servicios propuesta para este grupo, mostrada en la Tabla 31, es la siguiente:  

˗ Un 75% de los dependientes moderados recibirían algún tipo de ayuda domiciliaria, cubrien-

do por esta vía el apoyo que ahora se presta en buena parte de los casos a través de pagos 

a las cuidadoras familiares así como ciertos apoyos de respiro. La intensidad media de la 

ayuda estimada sería de 22 horas al mes, ligeramente por encima del máximo actual (supo-

niendo que los dependientes de nivel 1 reciben 20 horas/mes (1 hora al día, 5 días por se-

mana) y los de nivel 2 (menos numerosos) reciben 30 horas (1,5 horas al día, cinco días por 

semana).  

˗ Un 10% sería usuario de algún centro de día, casi el doble del porcentaje actual. Este tipo de 

centros puede resultar la mejor opción de cuidado en determinadas circunstancias, permi-

tiendo mayor intensidad horaria de atención y el acceso a recursos especializados.   

˗ Por último, estimamos que aproximadamente un 5% de las personas mayores con depen-

dencia moderada recibiría atención residencial. Aunque la atención residencial es un recurso 

más necesario cuando se trata de organizar el cuidado de las personas mayores con grados 

de dependencia elevado, en el modelo propuesto los centros pueden acoger también a per-

sonas sin dependencia o con dependencia moderada que, por distintas razones, prefieran 

esta opción residencial. El coste por usuario para el sistema público sería inferior al de los 

dependientes de mayor grado, al requerir los internos con dependencia moderada menos 

cuidados y al correr a cargo de las personas beneficiarias los costes de manutención y alo-

jamiento.  

˗ Se proporcionaría servicio de teleasistencia aproximadamente a la mitad (50%) de las per-

sonas mayores dependientes moderadas, ya que es un servicio relativamente poco costoso 

que puede resultar útil para la mayoría de las personas mayores que son atendidas en sus 

domicilios. Seguiría siendo un servicio complementario a otros, como regla general. 

˗ Por último, estimamos que un 10% de los dependientes moderados recibirían otros servicios 

distintos de los anteriores, definidos en función de sus necesidades concretas (servicios de 

prevención, rehabilitación, comidas a domicilio, etc.).  

                                                      
62

  “El servicio de atención residencial no se encuentra incluido dentro del Catálogo de servicios y prestaciones para el 

Grado I. No obstante, hasta el 31 de diciembre de 2013, a las personas a las que se hubiera reconocido el grado I de 

dependencia moderada y que a fecha 28 de octubre de 2010 estuvieran recibiendo el servicio de Atención Residen-

cial, se les podrá ofrecer esta prestación como la modalidad de intervención más adecuada en el proceso de consulta 

para el establecimiento del programa individual de atención”. http://sepad.gobex.es/es/ley-de-dependencia/servicio-

de-atencion-residencial 

http://sepad.gobex.es/es/ley-de-dependencia/servicio-de-atencion-residencial
http://sepad.gobex.es/es/ley-de-dependencia/servicio-de-atencion-residencial
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ii) Los dependientes severos (Grado II) necesitan ayuda para realizar varias actividades de la 

vida diaria dos o tres veces al día. Tienen necesidad de un apoyo extenso para su autonomía 

personal, aunque no requieran la ayuda permanente de un cuidador. Un posible perfil de depen-

dencia severa sería una persona con problemas de movilidad más graves que en el caso anterior 

y que no puede hacer por sí sola las tareas que implican desplazamientos dentro o fuera del 

hogar, requiriendo supervisión o ayuda parcial para determinadas tareas de cuidado personal, 

como el aseo. Otro perfil sería, por ejemplo, una persona con algún tipo de demencia o pérdida 

de capacidad mental que no tiene problemas de movilidad, pero necesita supervisión o ayuda 

parcial, y a veces sustitución directa, para tomar decisiones sobre todas o la mayoría de las acti-

vidades básicas de la vida diaria, desplazarse fuera de casa, etc. 

Actualmente, según nuestra estimación, la atención residencial es minoritaria dentro del grupo 

de las personas mayores con dependencia severa: entre un 17% (mínimo) y un 28% (máximo, en 

el caso de que todos los casos de prestación vinculada a un servicio fueran por atención residen-

cial). Los mayores dependientes de Grado II son atendidos, en primer lugar, por familiares que 

reciben la prestación de cuidados en el entorno familiar (un 41%), seguida a bastante distancia 

por la Ayuda Domiciliaria (25%) y los Centros de Día/Noche (6%). Un 24% tiene teleasistencia y 

un 3% recibe servicios de prevención/promoción. La horquilla de horas de atención domiciliaria 

que garantiza el sistema está entre 21 y 45 horas al mes (es decir, como máximo 2,25 horas al 

día durante 5 días a la semana, o bien 1,5 al día todos los días de la semana). 

La Tabla 31 muestra la asignación de servicios propuesta para las personas mayores con de-

pendencia severa: 

 Atención residencial en un 43% de los casos (un 25% en nivel 1 dentro del grado II y un 75% 

para los de nivel 2, que presentan mayor severidad). Ello requeriría un aumento de las pla-

zas en residencias con recursos para atender los diversos tipos de dependencia severa.  

 El 57% restante recibiría ayuda domiciliaria (un 75% en nivel 1 y un 25% en nivel 2), con una 

intensidad horaria media de 71 horas/mes (60 horas/mes para nivel 1 y 90 horas/mes para 

el nivel 2). Ello implica que los dependientes severos recibirían en promedio 3,5 horas dia-

rias de ayuda cinco días a la semana, o bien 2,5 horas diarias los siete días de la semana. 

 Además, en un 19% de los casos las horas de ayuda domiciliaria se reforzarían con el cuida-

do en un centro de día (se estima un 15% de personas beneficiarias en esta situación dentro 

del nivel 1 y un 25% en el caso del nivel 2).  

 Todas las personas mayores con dependencia severa atendidas en sus domicilios tendrían 

además servicio de teleasistencia (un 57%) y un 10% recibiría algún otro servicio adicional. 

iii) Los grandes dependientes (Grado III) son personas que necesitan ayuda para realizar varias 

actividades de la vida diaria varias veces al día, por su pérdida total de autonomía física, mental, 

intelectual o sensorial. Necesitan el apoyo indispensable y continuo de otra persona, ya que re-

quieren ayuda para realizar los actos más esenciales de la vida, como vestirse, desplazarse, co-

mer o ir al baño. Podría corresponder a un perfil de falta de movilidad como el descrito en el 
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ejemplo anterior cuando la necesidad de supervisión o ayuda afectan a todas o la gran mayoría 

de las actividades de la vida diaria, por tener, por ejemplo, problemas con las tareas que exigen 

motricidad fina (p.e. abrocharse botones) o un mínimo de movilidad muscular (p.e. levantar los 

brazos para lavarse el pelo). En el caso de la discapacidad mental, se alcanzaría el grado de gran 

dependencia si, por ejemplo, la persona no es capaz de tomar decisiones por sí sola acerca de 

las actividades de la vida diaria (alimentación, higiene, desplazamientos, etc.), además de reque-

rir supervisión o ayuda parcial para su ejecución. 

En la actualidad, son atendidos en residencia entre un 28% (mínimo) y un 44% (si todas las pres-

taciones económicas vinculadas a servicio fueran por servicio de residencia) de las personas 

mayores con gran dependencia. Por tanto, más de la mitad son atendidos en sus domicilios ya 

sea por cuidadoras familiares que reciben una pequeña prestación económica por cuidados en el 

entorno familiar (37%), por cuidadoras familiares (sin prestación) o cuidadoras informales y con 

un pequeño complemento de ayuda domiciliaria, (17%), y/o centros de día/noche (6%). Además, 

un 14% recibe teleasistencia y un 3% servicios de prevención/promoción. Las horas de ayuda 

domiciliaria para un gran dependiente van de 46 a 70 horas al mes (entre 11,5 y 17,5 horas por 

semana).  

La asignación de servicios propuesta para este grupo se detalla en la Tabla 31 y es la siguiente: 

˗ Atención residencial para el 95% de las personas mayores en situación de Gran Dependen-

cia (85% para el nivel 1 y 100% para el nivel 2). Esta sería la forma de atención prioritaria 

para este grupo, debido a la posibilidad de concentrar recursos asistenciales y al mayor cos-

te-efectividad.  

˗ Residualmente, un 5% de las personas mayores con dependencia de Grado III podrían, debi-

do a distintas razones particulares, ser atendidas en sus domicilios. Para ello contarían con 

teleasistencia y apoyo formal de intensidad máxima (centro de día/noche y 4 horas diarias 

de ayuda domiciliaria, en promedio). La mitad de este grupo recibiría también algún servicio 

complementario.  

La Tabla 32 muestra el resultado de la simulación basada en los supuestos anteriores, aplicada 

a la cifra total de personas dependientes estimada a partir de los de la encuesta SHARE-2015. El 

número total de servicios prestados a los 1,2 millones de personas mayores dependientes sería 

de casi 1,8 millones, lo que supone una intensidad media de casi 1,5 servicios por beneficiario 

(frente al valor actual de 1,3). A nivel global, el cambio mayor es la sustitución de las más de 

300.000 prestaciones económicas por servicios directos a las personas dependientes, lo que 

exigiría multiplicar por un factor situado entre 3 y 4 los servicios de residencia, centro de día, 

ayuda domiciliaria, teleasistencia y otros, para absorber tanto el aumento de la cobertura global 

del sistema (que se duplicaría, pasando aproximadamente del 7% al 14% de los mayores de 65 

años) como el cambio de estructura e intensificación del cuidado ofrecido por el sistema. 
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Tabla 32  

PORCENTAJE Y NÚMERO DE PERSONAS BENEFICIARIAS A DICIEMBRE DE 2016 Y SIMULADOS (SHARE-2015) DE LOS DISTINTOS SERVICIOS ENTRE LAS 

PERSONAS DEPENDIENTES MAYORES DE 65 AÑOS 

 

Grado I Grado II Grado III Total 

 Actual Simulado Actual Simulado Actual Simulado Actual Simulado 

 Dic. 2016  Dic. 2016  Dic. 2016  Dic. 2016  

% Personas beneficiarias          

Atención residencial 5 5 17 43 28 95 18 41 

Ayuda domiciliaria 32 75 25 57 17 5 24 49 

Teleasistencia 42 50 24 57 14 5 24 38 

Centros de día/noche 6 10 6 19 6 5 6 11 

Otros servicios 5 10 3 10 3 2 3 8 

PE Servicio 10 0 11 0 17 0 13 0 

PE Personal 1 0 1 0 1 0 1 0 

PE Cuidado Familiar 26 0 41 0 37 0 36 0 

Nº Personas beneficiarias         

Atención residencial 6.067 27.165 44.395 131.702 62.576 340.626 113.039 499.493 

Ayuda domiciliaria 41.727 407.482 67.076 171.501 39.246 17.090 148.049 596.073 

Teleasistencia 54.527 271.655 65.107 171.501 31.599 17.090 151.233 460.245 

Centros de día/noche 7.736 54.331 17.036 56.661 12.543 17.090 37.314 128.082 

Otros servicios 6.151 54.331 7.866 30.320 7.749 8.545 21.765 93.196 

PE Servicio 13.391 0 30.095 0 37.758 0 81.244 0 

PE Personal 1.621 0 1.631 0 1.864 0 5.116 0 

PE Cuidado Familiar 33.868 0 110.370 0 83.378 0 227.616 0 

Total servicios 157.768 814.964 346.346 561.683 281.262 400.442 785.376 1.777.089 

Total personas beneficiarias 130.039 543.309 267.406 303.202 227.229 357.716 624.674 1.204.227 

Fuente: Elaboración propia con datos a diciembre de 2016 procedentes del Sistema de Información del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SISAAD) y de la 

encuesta SHARE-2015.9 



 ROSA MARTÍNEZ, SUSANA ROLDÁN Y MERCEDES SASTRE 

Atención a la dependencia en España. Evaluación del sistema actual y propuesta de implantación de un sistema ba-

sado en el derecho universal de atención suficiente por parte de los servicios públicos. Estudio de su viabilidad 

económica y de sus impactos económicos y sociales 

Papeles de Trabajo del Instituto de Estudios Fiscales 5/2018 

86 

Por servicios, cubrir de forma suficiente la demanda actual exigiría contar con plazas de atención 

residencial para casi 500.000 usuarios. Actualmente (diciembre de 2016), se atiende en resi-

dencias a 113.000 personas mayores dependientes, cifra que podría ascender hasta casi 

195.000 en la hipótesis de que todas las prestaciones vinculadas al servicio cubrieran residen-

cias (que, con toda probabilidad, no es el caso). 

La atención domiciliaria se tendría que reforzar para llegar a casi la mitad de las personas de-

pendientes, en lugar de hacerlo a una de cada cuatro personas. Adicionalmente a la necesidad 

de incrementar la intensidad horaria de la ayuda a domicilio, ello exige incorporar a esta modali-

dad de cuidados a las más de 225.000 personas mayores dependientes que hoy en día son 

atendidas por una cuidadora familiar que recibe una pequeña prestación económica por cuida-

dos en el entorno familiar.  

Por último, los centros de día serían el otro gran recurso que parece oportuno reforzar, como al-

ternativa de cuidado aplicable sobre todo a las personas con dependencia moderada y severa 

que son atendidas en su domicilio. A nivel global, su uso pasaría del 6% actual al 11%, lo que 

implica la creación de unas 90.000 nuevas plazas.  

 b) Escenario 2: Estructura de servicios equiparable a la aplicada en Suecia 

En este caso, la estimación de los servicios necesarios se ha realizado tomando como punto de 

partida los datos sobre el porcentaje de personas beneficiarias de los distintos servicios en la 

población sueca. Para la asignación de servicios se ha trabajado con seis grupos de edad (65-74 

años, 75-79 años, 80-84 años, 85-89 años, 90-94 años y 95 y más años), desglosados por 

sexos. Los porcentajes de personas beneficiarias se han extrapolado a la población española de 

los mismos grupos de sexo y edad. Las Tablas 33 y 34 recogen los porcentajes de utilización de 

servicios resultantes y la comparación con los servicios recibidos actualmente del SAAD (total, y 

para los dos grandes grupos de edad que se diferencian en las estadísticas del SAAD, 65-79 

años y 80 y más).  

Tabla 33  

PORCENTAJES DE UTILIZACIÓN DE LOS DISTINTOS SERVICIOS EXTRAPOLANDO A ESPAÑA EL SISTEMA 

SUECO DE ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA, EN COMPARACIÓN CON EL USO A DICIEMBRE DE 2016. 

POBLACIÓN MAYOR DE 65 AÑOS 

 65-79 80+ Total 65+ 

 

Actual Simulado Actual Simulado Actual Simulado 

Atención residencial 17 20 18 28 18 26 

Ayuda domiciliaria 23 56 24 51 24 52 

Teleasistencia 20 51 25 58 24 57 

Centros de día/noche 7 5 6 3 6 3 

Otros servicios1 4 14 3 15 3 15 

Prestaciones económicas2 52 0 50 0 50 0 

Total servicios 123 146 126 156 126 154 

Total personas beneficiarias 100 100 100 100 100 100 
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Notas: 1 En Suecia muchos personas beneficiarias reciben diversos servicios complementarios, muchos de los cuales 

son compatibles entre sí. Para la simulación hemos proyectado a España tan solo el porcentaje de personas beneficia-

rias del servicio de comida a domicilio, que es el más frecuente de los recibidos por las personas suecas dependientes. 
2 Prestaciones económicas por cuidados en el entorno familiar, por asistencia personal o vinculadas a la compra de un 

servicio. 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes de Sveriges officiella statistik 2016 y del SISAAD (Sistema de Infor-

mación del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia) a diciembre de 2016. 

Si aplicamos a la población española los mismos porcentajes de atención residencial que en 

Suecia en el año 2016, el número total de personas dependientes que viven en residencias pa-

saría de los entre 113.039 y 195.000 (entre el 1,3% y el 2,2% de la población mayor de 65%) a 

420.101 (un 4,8% del grupo de edad, un ratio próximo al estándar recomendado por la Organiza-

ción Mundial de la Salud). Por tanto, habría no solo que incorporar la actual lista de espera (unas 

50.000 personas, según el Informe de la Comisión
63

), sino dotar unas 250.000 plazas adiciona-

les. Este incremento se explicaría tanto por el mayor uso de la atención residencial para atender 

a la población dependiente (se pasaría del 18,1% actual a un 26,4%, sobre el total de personas 

mayores dependientes atendidas) como al incremento en el número total de personas beneficia-

rias del sistema (aumento de la tasa de cobertura). Asumimos que estas personas serían atendi-

das íntegramente en las residencias, por lo que el consumo de servicios adicionales sería 

marginal. 

Tabla 34  

SERVICIOS PRESTADOS A DICIEMBRE DE 2016 Y EXTRAPOLANDO A ESPAÑA EL SISTEMA SUECO DE 

ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA. POBLACIÓN MAYOR DE 65 AÑOS 

 65-79 80+ Total 65+ 

 

Actual Simulado Actual Simulado Actual Simulado 

Residencias 26.498 73.336 86.541 346.764 113.039 420.101 

Ayuda domiciliaria 35.068 203.962 112.981 630.016 148.049 833.979 

Teleasistencia 31.149 185.242 120.084 718.232 151.233 903.475 

Centros de día 10.901 16.884 26.413 37.713 37.314 54.597 

Otros servicios1 6.177 49.001 15.588 190.391 21.765 239.392 

PE Servicio 14.115 0 67.129 0 81.244 0 

PE Personal 797 0 4.319 0 5.116 0 

PE Cuidado Familiar 63.970 0 163.646 0 227.616 0 

Total servicios 188.675 528.425 596.701 1.923.116 785.376 2.451.544 

Total personas benefi-

ciarias 152.809 361.540 471.865 1.230.455 624.674 1.591.995 

Nota: 1 En Suecia muchos personas beneficiarias reciben diversos servicios complementarios, muchos de los cuales 

son compatibles entre sí. Para la simulación hemos proyectado a España tan solo el porcentaje de personas beneficia-

rias del servicio de comida a domicilio, que es el más frecuente de los recibidos por las personas suecas dependientes. 

Fuente: Elaboración propia con datos del SISAAD (Sistema de Información del Sistema para la Autonomía y Atención a 

la Dependencia) a diciembre de 2016 y del Sveriges officiella statistik 2016. 

                                                      
63

  Informe de la Comisión para el análisis de la situación del sistema de dependencia (2017). Este informe es el re-

sultado del trabajo de la Comisión creada por Acuerdo del Consejo de Ministros de 10 de febrero de 2017 a fin de 

estudiar la situación de la atención a la dependencia en España. 
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El resto de las personas mayores dependientes (casi tres de cada cuatro) serían atendidas fun-

damentalmente en sus domicilios. Para ello sería necesario reforzar muy claramente el servicio 

de ayuda domiciliaria. En particular, algo más de la mitad (un 52,4%) de las personas dependien-

tes recibirían atención domiciliaria, en lugar del 23,7% actual. En términos absolutos, y supo-

niendo que se alcanzara la misma cobertura que en Suecia, el sistema de ayuda domiciliaria 

pasaría a tener 833.979 personas beneficiarias. En la actualidad, solo 112.981 personas mayo-

res dependientes reciben esta clase de apoyo, mientras que otras 163.646 son atendidas a 

través de la prestación para cuidados en el entorno familiar. 

El incremento de los servicios de teleasistencia, aplicando el estándar sueco, sería de una magni-

tud similar al mostrado para la ayuda domiciliaria: duplicaría al menos su peso relativo (pasando 

del 24% al 57%) y más que quintuplicaría su peso absoluto (en términos del número de personas 

beneficiarias). Por último, los centros de día jugarían un papel menor en términos relativos dentro 

de la cesta global de servicios (serían usados por el 3,4% de las personas mayores dependientes, 

frente al 6% actual), si bien el número de plazas debería aumentar en términos absolutos en 

unas 18.000, debido al incremento en el número total de personas atendidas por el sistema.  

 c) Resultados globales 

Para terminar este apartado, la Tabla 35 compara los servicios prestados actualmente a la po-

blación de 65 y más años beneficiaria del SAAD (primera columna) con las cantidades de servi-

cios necesarios para cubrir de forma suficiente la demanda de cuidados de larga duración, bajo 

las dos metodologías aplicadas: estimación basada en los datos de la encuesta SHARE-2015 

(segunda columna) y proyección a España de las tasas de cobertura observadas en Suecia en el 

año 2016 para cada servicio, por grupos de edad y sexo (tercera columna). 

Tabla 35  

NECESIDADES DE SERVICIOS DE ATENCIÓN A LA POBLACIÓN DEPENDIENTE MAYOR DE 65 AÑOS EN LOS 

DOS ESCENARIOS SIMULADOS Y COMPARACIÓN CON LA COBERTURA A DICIEMBRE DE 2016  

  Cobertura actual (diciembre 

2016) 

Simulación SHARE-

2015 

Simulación Suecia 

2016 

Residencias 113.039 499.493 420.101 

Ayuda domiciliaria 148.049 596.073 833.979 

Teleasistencia 151.233 460.245 903.475 

Centros de día 37.314 128.082 54.597 

Otros servicios 21.765 93.196 239.392 

PE Servicio 81.244 0 0 

PE Personal 5.116 0 0 

PE Cuidado Familiar 227.616 0 0 

Total servicios 785.376 1.777.089 2.451.544 

Total personas beneficiarias 624.674 1.204.227 1.591.995 

Fuente: Elaboración propia con datos del SISAAD (Sistema de Información del Sistema para la Autonomía y Atención a 

la Dependencia) a diciembre de 2016, SHARE-2015 y del Sveriges officiella statistik. 
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La simulación basada en SHARE, realizada aplicando el baremo actual de valoración de la de-

pendencia a los datos de la encuesta SHARE-2015, aumentaría el número de personas benefi-

ciarias del sistema a 1,2 millones de personas mayores de 65 años, que serían atendidos en 

residencias en un 41% de los casos. Por su parte, la simulación basada en la estructura de servi-

cios y nivel de cobertura vigentes en Suecia extendería el número de personas beneficiarias has-

ta casi 1,6 millones, proporcionándoles en mayor medida ayuda domiciliaria, teleasistencia y 

servicios complementarios. El porcentaje de atención residencial de esta población beneficiaria 

mucho más extensa sería de un 26%, inferior al resultante en la simulación SHARE pero superior 

al actual. En las dos simulaciones, las plazas de atención residencial para personas mayores 

dependientes superan las 400.000
64. 

6.3. Proyecciones para el horizonte 2018-2040 

Una vez se ha estimado el número de personas mayores de 65 años que requieren cuidados de 

larga duración en España en la actualidad, basándonos en diversos supuestos, es necesario 

plantearse las necesidades de atención que dicha población tendrá en el futuro. No obstante, 

son muchos los factores que afectan tanto a la tendencia demográfica de un país como a la evo-

lución de los niveles generales de salud y, por ende, a la incidencia de la dependencia, resultan-

do extremadamente compleja tanto la estimación de la estructura de edad de la población para 

un momento futuro como la evaluación de las necesidades de atención por parte de la población 

mayor de 65 años. Pese a estas dificultades, la mayoría de los informes sugieren que el supuesto 

más probable es que el envejecimiento demográfico provocará un aumento significativo del 

número de personas mayores con limitaciones funcionales o discapacidad
65.

  

En este epígrafe presentamos los resultados obtenidos en base a las proyecciones realizadas por 

el Instituto Nacional de Estadística Español (INE)66 suponiendo que no se producirán cambios en 

la estructura de “dependencia” por grupos de edad, dado que en la actualidad no existe un con-

senso claro entre los especialistas sobre cuál será la evolución futura de la prevalencia de la 

discapacidad y la dependencia (Social Protection Commitee & European Comission, 2014:31)
67.  

                                                      

64
  El importante incremento necesario en la oferta plazas de atención residencial  hará necesario un aumento en las 

infraestructuras que podría solventarse, en principio de manera temporal, a través del alquiler de las instalaciones de 

empresas u otras entidades privadas que en la actualidad prestan dichos servicios. Estos contratos de alquiler de las 

instalaciones presentan una menor complejidad que los contratos de prestación de servicios.  

65
  Véase por ejemplo Social Protection Commitee & European Comission (2014). 

66 Nos basaremos en las “Proyecciones de población 2016-2066” del INE, últimas disponibles en el momento de re-

dactar este documento (http://www.ine.es/jaxi/Tabla.htm?path=/t20/p278/p01/2016-

2066/l0/&file=01001.px&L=0).  

67
  Aunque tanto los datos internacionales como los referidos a España parecen ofrecer evidencia de una tendencia a 

la “compresión de la morbilidad” (CASADO, 2007), no está claro en qué medida dicha mejora será sostenida y tendrá la 

magnitud suficiente para contrarrestar los efectos del envejecimiento demográfico y de otros fenómenos cuya expan-

sión afecta negativamente a la morbilidad (como el sedentarismo, el sobrepeso o la mayor prevalencia de enfermeda-

des potencialmente incapacitantes, como la diabetes o la hipertensión).  

http://www.ine.es/jaxi/Tabla.htm?path=/t20/p278/p01/2016-2066/l0/&file=01001.px&L=0
http://www.ine.es/jaxi/Tabla.htm?path=/t20/p278/p01/2016-2066/l0/&file=01001.px&L=0
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Estas estimaciones, pese a la cautela con la que han de ser tomadas dadas las grandes dificul-

tades de realizar proyecciones de población a más de 20 años vista, apuntan hacia un importan-

te envejecimiento de la población para los próximos años. Como se muestra en la Tabla 36 las 

proyecciones del INE señalan que mientras que en el año 2018 algo menos del 19% de la pobla-

ción residente en España supera los 65 años (el 16,3% de los hombres y el 20,8% de las muje-

res), el porcentaje ascenderá al 20% en 2030 y a casi el 25% en 2040. En el último año incluido 

en las últimas proyecciones de población a largo plazo publicadas del INE, el 2066 (no incluido 

en la tabla), la tasa de envejecimiento demográfico se situaría en el 34,6%.   

Tabla 36  

PROYECCIONES DE POBLACIÓN 2018-2040. % POBLACIÓN DE 65 Y MÁS AÑOS 

 

2018 2020 2030 2040 

Varones  16,3 17,1 17,7 22,7 

Mujeres 20,8 21,5 22,1 27,1 

Total 18,6 19,3 20,0 24,9 

Fuente: INE. Proyecciones de población 2016-2066. 

El desglose por grupos de edad dentro del colectivo de mayores de 65 años apunta en la misma 

dirección, un envejecimiento de las personas mayores. Como puede observarse en la Tabla 37, 

mientras disminuye el peso demográfico de las personas entre 64 y 75 años, aumenta de mane-

ra considerable el peso de los mayores de 75 años y especialmente el de los mayores de 85 

años. Este grupo de edad pasa del 16,5% de las personas mayores en el año 2018 a casi el 18% 

en el año 2040. Por su parte, las personas mayores de 95 años, que apenas suponían un 1,3% 

de los mayores en el año 2018, casi duplicarán su peso demográfico en el año 2040, con 

las consiguientes implicaciones en lo que respecta a las necesidades de atención a la 

dependencia. 

Tabla 37  

PROYECCIONES DE POBLACIÓN POR GRUPO DE EDAD Y SEXO. ESTRUCTURA PORCENTUAL POR SUB-

GRUPOS DE EDAD DE LA POBLACIÓN MAYOR DE 65 AÑOS, 2018-2040 

  2018 2020 2030 2040 

Ambos sexos     

   65-74 años 50,5 50,1 50,5 47,2 

   75-79 años 17,2 19,0 18,3 19,7 

   80-84 años 15,8 13,9 15,1 15,3 

   85-89 años 10,6 10,8 9,5 10,0 

   90-94 años 4,5 4,8 4,4 5,5 

   95 y más años 1,3 1,5 2,2 2,4 

   Total 100,0 100,0 100,0 100,0 
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  2018 2020 2030 2040 

Varones     

   65-74 años 54,8 54,2 53,9 50,3 

   75-79 años 17,5 19,4 18,6 20,0 

   80-84 años 14,8 13,0 14,4 14,8 

   85-89 años 8,9 9,1 8,4 8,9 

   90-94 años 3,2 3,4 3,3 4,4 

   95 y más años 0,8 0,9 1,4 1,7 

   Total 100,0 100,0 100,0 100,0 

Mujeres     

   65-74 años 47,2 46,9 47,7 44,6 

   75-79 años 16,9 18,7 18,1 19,4 

   80-84 años 16,6 14,5 15,6 15,7 

   85-89 años 11,9 12,1 10,5 10,8 

   90-94 años 5,5 5,8 5,3 6,5 

   95 y más años 1,8 2,0 2,8 2,9 

   Total 100,0 100,0 100,0 100,0 

Fuente: INE. Proyecciones de población 2016-2066. 

¿Qué necesidades futuras de atención a personas dependientes auguran estas proyecciones 

demográficas? La Tabla 38 muestra la evolución de la demanda de cuidados estimada en los dos 

escenarios tomados como referencia: la estimación de la demanda real a partir de los datos de 

salud contenidos en la encuesta SHARE-2015 y la simulación con datos españoles de la cobertu-

ra del sistema vigente en Suecia en 2016. En ambos casos, las proyecciones para el período 

2018-2040 asumen como constantes los porcentajes de acceso al sistema para cada uno de los 

doce subgrupos de edad y sexo considerados en el trabajo
68

. Naturalmente, los posibles aumen-

tos o descensos futuros en estos valores tendrían como consecuencia una modificación al alza o 

a la baja del número de usuarios que reciben cuidados. Los resultados se muestran en tres for-

matos: millones de personas atendidas (primera columna), porcentaje que suponen sobre la po-

blación mayor de 65 años (segunda columna) y porcentaje que suponen sobre la población total 

(tercera y última columna). 

  

                                                      

68
  Los grupos de edad utilizados son los siguientes: 65-74 años, 75-79 años, 80-84 años, 85-89 años, 90-94 años y 

95 y más años, diferenciando en cada caso por sexo.  
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Tabla 38  

EVOLUCIÓN ESTIMADA DE LA DEMANDA DE CUIDADOS ENTRE LA POBLACIÓN DE 65 Y MÁS AÑOS EN LOS 

DOS ESCENARIOS DE ANÁLISIS: PERÍODO 2016-2040  

  Millones de personas 

% Población de 65 y 

más años 

% Población 

total 

Población atendida (2016) 0,6 7,2 1,3 

Población con derecho (2016) 0,9 10,3 1,9 

Evolución estimada de la demanda: 

estimación basada en SHARE    

   Año 2016 1,2 13,8 2,6 

   Año 2018 1,3 13,9 2,7 

   Año 2020 1,3 13,9 2,8 

   Año 2030 1,6 13,9 3,5 

   Año 2040 2,1 14,6 4,5 

Evolución estimada de la demanda: 

simulación cobertura sueca    

   Año 2016 1,6 18,4 3,4 

   Año 2018 1,7 18,7 3,6 

   Año 2020 1,7 18,8 3,7 

   Año 2030 2,1 18,6 4,6 

   Año 2040 2,8 19,9 6,2 

Fuente: Elaboración propia con datos del SAAD, Sveriges officiella statistik y las proyecciones demográficas del INE 

para el período 2016-2066. 

Los resultados de la Tabla 38 nos dan una idea de la posible evolución de la población beneficia-

ria en los dos escenarios proyectados. En comparación con la población con derecho a presta-

ciones en el año 2016, un sistema equiparable al sueco, que es el que proporciona servicios a 

una parte más amplia de la población, implicaría multiplicar por 3,1 el número de personas bene-

ficiarias mayores de 65 años en el año 2040.  Si se partiera de un sistema con cobertura sufi-

ciente en 2016, la evolución demográfica implicaría multiplicar por 1,75 el número de personas 

atendidas por el sistema en el año 2040.  En el caso de la simulación basada en SHARE, habría 

que multiplicar el número de personas con derecho a prestaciones por 2,3, en comparación con 

la población con derecho a prestaciones en el año 2016, o por 3,5 si se considera la población 

que recibe prestaciones.  

Para terminar este apartado, incluimos en la Tabla 39 un análisis de la evolución prevista de las 

necesidades de los distintos tipos de servicios en los dos escenarios considerados. 
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Tabla 39 

PROYECCIÓN DE SERVICIOS EXTRAPOLANDO A ESPAÑA EL SISTEMA SUECO DE ATENCIÓN A LA DEPEN-

DENCIA Y SIMULACIÓN BASADA EN SHARE-2015. POBLACIÓN MAYOR DE 65 AÑOS 

 Simulaciones 

 Situación 

Diciembre 

2016 

2016 2018 2020 2030 2040 

  Evolución estimada de la demanda: simulación cobertura sueca 

Residencias 113.039 420.101 433.768 457.337 578.222 775.092 

Ayuda domicilia-

ria 

148.049 833.979 854.311 890.741 1.101.633 1.454.677 

Tele-asistencia 151.233 903.475 924.515 963.531 1.186.740 1.573.194 

Centros de día 37.314 54.597 55.489 57.435 70.637 91.932 

Otros servicios1 21.765 239.392 246.199 257.575 320.074 426.749 

PE Servicio 81.244 0 0 0 0 0 

PE Personal 5.116 0 0 0 0 0 

PE Cuidado Fa-

miliar 

227.616 0 0 0 0 0 

Total servicios 785.376 2.451.544 2.514.283 2.626.619 3.257.306 4.321.645 

Total personas 

beneficiarias 

624.674 1.591.995 1.631.996 1.704.155 2.114.813 2.799.205 

  Evolución estimada de la demanda: estimación basada en SHARE 

Residencias 113.039 494.933 519.263 533.600 660.965 854.178 

Ayuda domicilia-

ria 

148.049 590.631 619.666 636.775 788.767 1.019.339 

Tele-asistencia 151.233 456.043 478.461 491.672 609.029 787.061 

Centros de día 37.314 126.913 133.151 136.828 169.487 219.032 

Otros servicios1 21.765 92.345 96.885 99.560 123.324 159.374 

PE Servicio 81.244 0 0 0 0 0 

PE Personal 5.116 0 0 0 0 0 

PE Cuidado Fa-

miliar 
227.616 0 0 0 0 0 

Total servicios 785.376 1.760.866 1.847.426 1.898.435 2.351.572 3.038.983 

Total personas 

beneficiarias 
624.674 1.193.2342 1.251.890 1.286.456 1.593.520 2.059.337 

Notas: 1En Suecia muchos personas beneficiarias reciben diversos servicios complementarios, muchos de los cuales 

son compatibles entre sí. Para la simulación hemos proyectado a España tan solo el porcentaje de personas beneficia-

rias del servicio de comida a domicilio, que es el más frecuente de los recibidos por las personas suecas dependientes. 

Este dato no coincide exactamente con el de las tablas del trabajo porque está hecho sobre la población de 2016, no 

sobre la de SHARE-2015. 

Fuente: Elaboración propia con datos del SAAD y del Sveriges officiella statistik, SHARE-2015  y proyecciones del INE. 
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En definitiva, el SAAD no solo ha de hacer frente a importantes necesidades de Cuidados de Lar-

ga Duración no cubiertas en la actualidad, sino que las proyecciones demográficas, pese a las 

dificultades señaladas sobre su realización, apuntan a considerables aumentos en la demanda 

de servicios de cuidado por parte de la población mayor de 65 años en un futuro no muy lejano. 

En este sentido, adicionalmente a atender adecuadamente la demanda presente y futura de cui-

dados de este colectivo, serían necesarias medidas orientadas a prevenir y reducir las tasas de 

dependencia en la población mayor. 

7. ESTIMACIÓN DEL COSTE 

7.1. Fuentes y dificultades para el análisis del coste de los servicios de atención a la 

dependencia 

La estimación del coste de los servicios de atención a la dependencia no es una tarea sencilla, 

debido, entre otros factores, a las importantes deficiencias en los sistemas de información del 

Estado y las Comunidades Autónomas. Los datos sobre costes proporcionados por el Sistema de 

Información del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SISAAD) que publica el 

IMSERSO se limitan a la aportación de la Administración General del Estado (AGE) al nivel mínimo 

garantizado en el período 2017-2013 y al nivel acordado de protección (2007-2011)
69

. 

Estas dificultades son reconocidas explícitamente en el Informe de la Comisión para el análisis 

de la situación del sistema de la dependencia (2017). Este informe revisa las diversas evaluacio-

nes del coste realizadas con anterioridad, en particular las efectuadas por Prada y Borge (2014, 

2016), y cuantifica el coste actual del sistema (con datos de 2016), así como la evolución espe-

rada del gasto en dependencia hasta 2020
70

. 

Los datos del coste medio de cada uno de los servicios que se emplean en el citado Informe de la 

Comisión figuran en la Tabla 40. Son cifras referidas al año 2012, que es el primero en el cual 

empezó a calcularse el coste total del sistema por esta metodología, y representan los valores 

promedio de cuatro servicios (teleasistencia, ayuda a domicilio, centros de día/noche y atención 

residencial) estimados a partir de los datos recabados de tres fuentes de información distintas: 

(i) las medias obtenidas a partir de los datos de empresas del sector privado, (ii) los datos obte-

nidos en el informe “Los Servicios Sociales destinados a las personas mayores en España a 31 

de diciembre de 2012”, elaborado y publicado por el IMSERSO, y (iii) la media de los datos pro-

porcionados por las Comunidades Autónomas
71

. La Tabla muestra también los costes anteriores 

                                                      

69
  El artículo 7 de la Ley 39/2006 establece la existencia de tres niveles de protección: un nivel mínimo de protec-

ción, establecido y financiado por la Administración General del Estado (AGE); un nivel de protección acordado (que se 

encuentra suspendido desde 2012), entre la AGE y las diferentes Comunidades Autónomas; y finalmente un nivel de 

protección adicional que las comunidades que así lo estimen oportuno decidan implantar.  

70 
 En ambos informes el coste total de los diferentes servicios y prestaciones viene determinado por el tipo de presta-

ción, el número de prestaciones, el grado de dependencia y el coste unitario de cada prestación o servicio. 

71  Los datos contenidos en la tabla anterior constituyen una primera aproximación para el cálculo del coste del siste-

ma, pero como promedios que son esconden la variabilidad debida a la diferente intensidad o calidad de las presta-
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actualizados al año 2016, utilizando alternativamente el IPC y la variación del Salario Mínimo 

Interprofesional entre las dos fechas. En ambos casos, la variación resulta escasa, dado el relati-

vo estancamiento de precios y salarios durante el período 2012-2016. 

Tabla 40   

COSTE MEDIO DE LOS SERVICIOS Y PRESTACIONES DEL SISTEMA PARA LA AUTONOMÍA Y LA ATENCIÓN A 

LA DEPENDENCIA EN 2012 Y 2016  

 

Coste medio 

2012 

Coste medio 2012 actualizado a 2016 

Según la variación de 

la media anual del IPC 

Según la variación del 

Salario Mínimo Inter-

profesional 

Teleasistencia (€/mes) 20,67 20,78 21,11 

Ayuda a domicilio (€/hora) 15,35 15,43 15,68 

Centros día/noche (€/mes) 869,01 873,75 887,71 

Atención residencial  (€/mes) 1.994,30 2.005,17 2.037,21 

Prestación económica vinculada al 

servicio  (€/mes) 508,77 511,54 519,72 

Prestación económica cuidados en el 

entorno familiar  (€/mes) 319,64 321,38 326,52 

Prestación económica para asisten-

cia personal  (€/mes) 494,57 497,27 505,21 

Fuente: Informe de la Comisión para el análisis de la situación del Sistema de Dependencia (2017). La actualización se 

ha elaborado utilizando datos del INE, Serie Índice de Precios de Consumo, base 2016, medias anuales 

(http://www.ine.es/jaxiT3/Datos.htm?t=22553) y del Boletín Oficial del Estado 

(https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2011-20645 y https://www.boe.es/boe/dias/2015/12/ 

30/pdfs/BOE-A-2015-14273.pdf). 

Respecto a los costes medios estimados para cada servicio, el Informe de la Comisión
72

 señala 

que los valores obtenidos para teleasistencia, ayuda a domicilio y centros de día/noche se pue-

den tomar como muy sólidos. Aun así, el Informe 2016 sobre las personas mayores en España 

(Vidal et al., 2017) muestra una cierta variabilidad en función de la comunidad autónoma o (para 

los centros de día) del tipo de plaza, pública o concertada. El citado Informe reconoce una hete-

rogeneidad aún mayor en los precios suministrados por las distintas fuentes para la atención 

residencial
73.  

                                                                                                                                                                      

ciones dependiendo de las CCAA. Por otra parte, los servicios de ayuda a domicilio, centros de día y residencias tienen 

costes diferentes según los territorios (BARRIGA, 2010).  

72
  Informe de la Comisión para el análisis de la situación del sistema de dependencia (2017:73). 

73
  Datos suministrados por el sector de residencias, informes del IMSERSO sobre el uso de los Servicios Sociales por 

las personas mayores e información sobre costes enviados por las Comunidades Autónomas. Fuentes del sector eva-

luaban en 1.500 euros al mes el precio de una plaza en una residencia estándar de mayores, pero el precio se incre-

mentaba a 2.000 euros en plazas para personas con discapacidad y a 2.700 en plazas destinadas a personas con 

necesidades especiales. Por su parte el estudio realizado por PriceWaterHouseCoopers (2010) estima el coste medio 

de una plaza residencial en España bajo un régimen de propiedad en 2.129 € al mes, con variaciones hasta del 20% 

sobre la media en función de la CCAA.  

http://www.ine.es/jaxiT3/Datos.htm?t=22553
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2011-20645
https://www.boe.es/boe/dias/2015/12/%2030/pdfs/BOE-A-2015-14273.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2015/12/%2030/pdfs/BOE-A-2015-14273.pdf
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Una cuestión importante respecto al coste del servicio de atención residencial es la necesidad de 

diferenciar los costes directos de atención (a cargo de las Administraciones Públicas y gratuitos 

para las personas beneficiarias en el modelo propuesto) de los costes “hoteleros” de manuten-

ción y alojamiento, que deberían ser objeto de pago por parte de las personas beneficiarias, sin 

perjuicio de que se subsidie por otras vías, siguiendo la línea de países como Suecia (Szebehely 

& Trydegård, 2012) o Dinamarca (Schulz, 2010)
74.  

Tabla 41  

ESTRUCTURA DE COSTES DE LA ATENCIÓN RESIDENCIAL EN BASE A DATOS DEL SECTOR NO LUCRATIVO EN LA 

COMUNIDAD VALENCIANA  

Concepto % coste 

Manutención 14,2 

Limpieza y lavandería 9,8 

Mantenimiento y  jardinería  4,3 

Costes generales: amortización edificios e instalaciones, suministros, seguros y arrendamientos  12,2 

Costes generales (resto)* 3,1 

Dirección y administración (50%) 3,8 

Coste hotelero  47,43 

Costes generales (resto)* 3,1 

Dirección y administración (50%) 3,8 

Resto de personal de atención directa** 35,9 

Coste no hotelero 42,83 

Coste sanitario: Atención directa sanitaria (médicos y enfermeras) 9,73 

TOTAL 100,0 

Notas: *Incluye gastos financieros, amortización de otros elementos, material sanitario y de animación, transporte, 

mensajería, tributos y cuotas **Incluye psicólogos, fisioterapeutas, auxiliares, gerocultores, trabajadores sociales, 

técnicos de animación sociocultural y resto del personal.  

Fuente: Elaboración propia a partir de Tortosa, Fuenmayor y Granell (2011). 

La tarea de asignar un precio a los servicios de manutención y alojamiento que proporcione un 

promedio válido para evaluar el coste del sistema reviste cierta complejidad. La Tabla 41 mues-

tra un desglose tentativo de los distintos tipos de gastos de atención residencial a partir del es-

tudio de Tortosa, Fuenmayor y Granell (2011)
75

. Como se refleja en dicha tabla, los costes de 

                                                      

74
  Igualmente sería conveniente considerar la conveniencia o no de que los servicios sanitarios, que fuera del ámbito 

de la dependencia están cubiertos por el sistema nacional de salud, se presten también de forma gratuita en el caso 

de las personas dependientes, corriendo la factura a cargo del sistema sanitario. 

75
  Se trata de un estudio sobre residencias de mayores representativas del sector no lucrativo o solidario de la Comu-

nidad Valenciana. El total de los 21 centros de la muestra pertenece casi en su totalidad a órdenes religiosas y ofrece 

1.161 plazas residenciales para mayores, con un tamaño medio de 55 residentes por centro. Respecto al grado de 

dependencia de los residentes, los perfiles de los distintos centros son muy variados. Como promedio, el 13% de los 

usuarios de las residencias de la encuesta son válidos, el 17% presentan un grado I de dependencia, el 44% un grado 

II y el 26% un grado III. Hay que tener en cuenta que en la medida en que la estructura de costes de estos centros 

difiera de la del resto de residencias, tanto de titularidad privada con fines lucrativos como de titularidad pública, o 
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alojamiento y manutención ascenderían al 47% del total, los de cuidados directos se situarían en 

torno al 43% y el coste de atención sanitaria directa (considerando únicamente servicios presta-

dos por personal médico y de enfermería) al 10%
76.   

7.2. Estimaciones disponibles del coste actual del sistema 

¿Cuánto cuesta el actual sistema de dependencia? ¿Quién lo paga? Como se explicó en el apar-

tado anterior, no es posible responder de forma precisa a estas cuestiones tan básicas, debido, 

en buena medida, a las deficiencias del sistema de recogida de información. Las estimaciones 

disponibles para el período 2012-2015 se muestran en el Gráfico 18. Estaríamos hablando de 

unos 7.400 millones de euros en el año 2015, financiados en un 80% por las Administraciones 

Públicas y en un 20% por los ciudadanos, según las estimaciones del porcentaje promedio de 

copago. 

Gráfico 18  

DISTINTAS ESTIMACIONES DEL COSTE TOTAL DE LA ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA EN EL PERÍODO 2012-

2015 (MILLONES DE EUROS) 

Fuente: Comisión para el Análisis de la Situación del Sistema de Dependencia (2017), Prada y Borge (2014, 2016). 

El Informe de la Comisión actualiza el cálculo del coste para los años 2016 y 2017, analizando el 

impacto de eliminar la lista de espera en estos dos años, y efectúa proyecciones para el período 

2018-2020 (suponiendo en este caso la eliminación progresiva de la lista de espera a lo largo de 

los tres años). En el año 2016, el coste total del sistema se cuantifica en 7.986 millones de eu-

                                                                                                                                                                      

existan diferencias territoriales en la estructura de costes, las estimaciones podrían no siempre resultar representati-

vas. 

76
  Así, partiendo de los 1.994 euros de coste medio de atención residencial estimado por el Informe de la Comisión, 

tendríamos que el coste hotelero medio estaría en torno a los 940 euros, el de atención directa a la dependencia as-

cendería en promedio a unos 857 euros, y los 200 euros restantes corresponderían al coste medio sanitario. 
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ros, cifra que se elevaría a 10.277 millones si se absorbe la lista de espera. En 2017, el coste 

(teniendo en cuentas las nuevas incorporaciones y sin lista de espera, lo que implicaría cubrir a 

1.171.205 personas beneficiarias) se estima en casi 11.000 millones de euros. El sistema llegar-

ía a costar 11.339 millones de euros en 2020 si la eliminación del “limbo de la dependencia” se 

repartiese entre varios años (Tabla 42). Todo ello, manteniendo invariable el diseño del sistema 

actual, caracterizado por su baja intensidad protectora y el papel desproporcionado de las pres-

taciones de cuidados en el entorno familiar. 

Tabla 42  

COSTE TOTAL DEL SISTEMA ESTIMADO POR LA COMISIÓN PARA EL PERÍODO 2016-2020, BAJO DISTIN-

TOS ESCENARIOS DE ELIMINACIÓN DE LA LISTA DE ESPERA (MILLONES DE EUROS) 

 Coste total estimado  

2016  

- Con personas beneficiarias actuales 7.986 

- Eliminando la lista de espera 10.277 

2017  

- Con personas beneficiarias actuales 8.262 

- Eliminando la lista de espera 10.864 

2018* 9.309 

2019* 10.192 

2020* 11.339 

Nota: (*) Teniendo en cuenta las nuevas incorporaciones y eliminando progresivamente la lista de espera.  

Fuente: Comisión para el Análisis de la Situación del Sistema de Dependencia (2017). 

Las estimaciones de coste presentadas se refieren al conjunto del sistema y no separan el coste 

generado por las personas dependientes mayores y menores de 65 años. En la Tabla 43 presen-

tamos una estimación de dicho coste basada en las cifras de personas beneficiarias mayores de 

65 años de cada servicio o prestación a finales de 2016, obtenidas del SAAD. El supuesto implí-

cito en esta tabla es que no hay diferencias en el coste medio por beneficiario según su edad. De 

este modo, el coste destinado a las personas dependientes mayores de 65 años asciende a 

5.735 millones de euros, que representaría un 72% del coste total del sistema. Si incrementa-

mos este valor en un 2% para cubrir el coste de “otros servicios” (como los de prevención y pro-

moción de la autonomía) no contemplados explícitamente en el Informe de la Comisión, el coste 

total de la atención a la dependencia destinado a las personas mayores de 65 años rondaría los 

5.850 millones de euros
77. 

 

                                                      

77
  La atención residencial representa aproximadamente la mitad del coste total, pese a que solo un 18% de las per-

sonas mayores dependientes son cuidadas en residencias (no obstante, el porcentaje real podría ser superior al 18%, 

dado que existen unas 81.000 personas beneficiarias de prestaciones económicas vinculadas al servicio, que pueden 

en parte cubrir el uso de residencias). Por otra parte, el coste medio por beneficiario de la ayuda domiciliaria implícito 

en la estimación del Informe de la Comisión es de 7.007 euros. Dado el coste/hora de unos 15 euros por hora refleja-
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Tabla 43 

 ESTIMACIÓN DEL COSTE ACTUAL DEL SISTEMA DE ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA PARA LA POBLACIÓN 

DE 65 Y MÁS AÑOS. 2016 

 

Nº personas beneficiarias 

Coste total estimado (millones 

de euros) 

Atención residencial 113.039 2.824,2 

Ayuda domiciliaria 148.049 1.037,4 

Teleasistencia 151.233 36,8 

Centros de día 37.314 405,2 

PE Servicio 81.244 494,8 

PE Personal 5.116 24,8 

PE Cuidado Familiar 227.616 911,9 

Otros servicios1 Nd 114,7 

TOTAL  624. 674 5.849,8 

Nota: 1Añadimos un 2% de la suma de los restantes gastos para cubrir otros servicios complementarios prestados a las 

personas beneficiarias no incluidos explícitamente en el cálculo de costes del Informe de la Comisión, como los de 

prevención/promoción de la autonomía o los servicios de comidas y lavandería a domicilio prestados por algunos Ayun-

tamientos y CCAA. 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del SISAAD y del Informe de la Comisión para el análisis de la situación del 

Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (2017).  

7.3. Cálculo del coste total del sistema propuesto 

En este apartado se estima el coste total del sistema propuesto, suponiendo que fuera aplicado 

a la situación existente en diciembre de 2016, que seguimos manteniendo como referencia. Es 

importante destacar que las cifras estimadas se circunscriben a la población dependiente mayor 

de 65 años, objeto de este estudio. Además, la valoración se refiere al coste asociado a la aten-

ción directa a las personas dependientes. No se incorporan, por tanto, los costes de valoración y 

gestión, el coste de los servicios de información y transparencia del sistema, tampoco el coste de 

infraestructuras y servicios generales, ni las aportaciones de inversión que realizan la Adminis-

tración General del Estado y las Comunidades Autónomas. Por último, tampoco se incluye la fi-

nanciación de ayudas técnicas y adaptaciones de vivienda. 

La Tabla 44 muestra el coste total resultante aplicando a los usuarios de cada servicio los costes 

unitarios de 2012 actualizados por el IPC al año 2016, incluidos en la segunda columna de la 

Tabla 40 anterior en los dos escenarios de referencia (simulación de la demanda real a partir de 

los datos de SHARE-2015 y simulación basada en la cobertura del sistema sueco del ejercicio 

2016, proyectada a España). En ambos casos, el coste total del sistema necesario para atender 

a la población dependiente mayor de 65 años superaría los 17.000 millones de euros, unas tres 

veces el coste actual.  

                                                                                                                                                                      

do en la Tabla 15 anterior, ello correspondería a una intensidad media de unas 38 horas al mes (9,5 horas a la sema-

na).  
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5.850 

17.709 17.106 

9.365 

14.706 

10.745 

Sistema actual Simulación basada en datos 

SHARE 

Simulación cobertura sueca 

Coste total (millones de €) Coste anual por persona beneficiaria (€) 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

Tabla 44  

EVALUACIÓN DEL COSTE TOTAL DEL SISTEMA PROPUESTO. PERSONAS BENEFICIARIAS: DEPENDIENTES 

MAYORES DE 65 AÑOS 

 

Simulación datos SHARE 

 

Simulación sistema sueco 

Número de perso-
nas beneficiarias 

Coste total1  

(millones €) 
Número de perso-
nas beneficiarias 

Coste total1 (mi-
llones €) 

Residencias 499.493 12.019  420.101 10.108 

Ayuda domiciliaria2 596.073 4.093  833.979 6.008 

Teleasistencia 460.245 115  903.475 225 

Centros de día 128.082 1.343  54.597 572 

Otros servicios3 93.196 140  127.360 191 

Total 1.204.227 17.709  1.591.995 17.106 

Notas: 1Se han empleado los costes unitarios de 2012 actualizados por el IPC al año 2016, incluidos en la segunda 

columna de la Tabla 40 anterior. 2El coste anual de la ayuda domiciliaria se ha calculado suponiendo una intensidad 

horaria promedio de 37,1 horas al mes, que es la resultante de la asignación de servicios realizada a los dependientes 

de distintos grados en la estimación basada en datos SHARE. Este número de horas promedio es también el utilizado 

en la simulación basada en el sistema sueco, ya que es compatible con los datos de Suecia recabados (Tabla 38). 
3Para cubrir el coste de otros servicios complementarios se ha supuesto un coste anual promedio de 1.500 euros por 

beneficiario. 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes de SHARE-2015 y Sveriges officiella statistik 2016. 

Gráfico 19  

COMPARACIÓN ENTRE EL COSTE ESTIMADO DEL SISTEMA PROPUESTO Y EL COSTE ACTUAL (DICIEMBRE 

DE 2016) 

 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes de SHARE-2015 y Sveriges officiella statistik. 

El coste por beneficiario (Gráfico 19) pasaría de los 9.365 euros actuales a unos 14.700 euros si 

se aplicara a la demanda estimada con datos SHARE-2015 el estándar asistencial definido en el 

apartado II.3 anterior. El incremento del coste por beneficiario respecto al modelo actual proce-

dería, sobre todo, de la sustitución de prestaciones económicas para cuidadores informales por 

atención domiciliaria, del aumento del porcentaje de atención residencial y del incremento en la 
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intensidad horaria de la atención a domicilio. Hay que tener en cuenta, como se verá en el si-

guiente apartado, que una parte de este coste debe considerarse externo al sistema, por cubrir 

gastos de alojamiento y manutención y no de cuidados. Por otra parte, si se proyecta a España el 

nivel de cobertura existente en Suecia en el año 2016, el sistema atendería al 18,4% de las per-

sonas mayores de 65 años, aunque el porcentaje de atención residencial y el coste medio por 

beneficiario serían inferiores (unos 10.800 euros por usuario y año) a los obtenidos en la simula-

ción basada en datos de SHARE, al incorporar usuarios con menor nivel de dependencia que 

actualmente no son elegibles según el baremo español y a los que se prestaría servicios de me-

nor intensidad.  

Como se ha expuesto con anterioridad, la propuesta de sistema de cuidados de larga duración 

realizada en este trabajo requiere delimitar de manera adecuada los costes asociados al cuidado 

de las personas dependientes, que se financiarían en su totalidad con cargo a los presupuestos 

públicos, sin ningún tipo de copago por parte de las personas beneficiarias, separándolos de 

otros gastos asociados, como los de alojamiento y manutención, que correrían a cargo de los 

usuarios. En la Tabla 45 se realiza una estimación del coste de dichos gastos de alojamiento y 

manutención para el caso de la atención residencial y los centros de día basándonos en diversos 

estudios que han analizado estos aspectos.  

Tabla 45  

ESTIMACIÓN DEL COSTE (MILLONES DE EUROS) EN ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA CON EL SISTEMA 

PROPUESTO. PERSONAS BENEFICIARIAS: DEPENDIENTES MAYORES DE 65 AÑOS. AÑO 2016 

 Coste total Atención residencial Centros Día Resto servicios % 

Simulación datos SHARE-
2015 

     Coste total 17.709 12.019 1.343 4.347 100% 

Coste "Hotelero" (a) 5.807 5.701 106 0 33% 

Coste "Sanitario" (b) 1.169 1.169 0 0 7% 

Coste "Cuidados" (c) 10.732 5.148 1.237 4.347 61% 

Coste "Público" (b+c) 11.901 6.317 1.237 4.347 67% 

Simulación cobertura 
sueca-2016 

     Coste total 17.106 10.108 572 6.426 100% 

Coste "Hotelero" (a) 4.840 4.794 45 0 28% 

Coste "Sanitario" (b) 984 984 0 0 6% 

Coste "Cuidados" (c) 11.282 4.329 527 6.426 66% 

Coste "Público" (b+c) 12.266 5.313 527 6.426 72% 

Notas: (a) El coste “hotelero” medio (alojamiento y manutención) de la atención residencial se estima a partir del traba-

jo de Tortosa, Fuenmayor y Granell (2011) en un 47,4% (ver Tabla 41). El coste de manutención en los Centros de Día 

se ha obtenido de Díaz (2012: 111), que parte del coste de 3,4€ por comida, asumiendo 20 comidas al mes y 12 

meses al año. El dato se ha actualizado con el IPC del período 2012-2018, e implica un 7,9% del coste total de los 

Centros de Día. (b) El coste sanitario de la atención residencial es estima a partir de Tortosa et al. (2011) en un 9,7% 

del coste total (ver Tabla 41). (c) El coste de “cuidados” se ha obtenido por diferencia entre el coste total y el resto de 

costes. (b+c) El coste para las AA.PP de los distintos tipos de servicios se calcula como la suma del coste sanitario y de 

cuidados. 

Fuente: Elaboración propia con datos procedentes de SHARE-2015 y Sveriges officiella statistik. 
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El procedimiento seguido para la estimación de los gastos de alojamiento y manutención ha sido 

el siguiente. En el caso de la atención residencial nos hemos basado en el estudio realizado por 

Tortosa, Fuenmayor y Granell (2011), en base al cual los costes hoteleros (es decir, de alojamien-

to y manutención) supondrían un 47,4% del coste de la atención residencial, mientras que los 

costes sanitarios ascenderían al 9,7% (los resultados se muestran con detalle en la Tabla 41 

anterior). Estos porcentajes se han aplicado al coste total estimado para los dos escenarios pro-

puestos (Simulación con datos SHARE y Simulación de la cobertura sueco), obteniéndose por 

diferencia el “coste de cuidados” a las personas dependientes.  

En el caso de los centros de día, se parte del trabajo de Díaz (2012), que estima en 3,4 euros el 

precio de una comida diaria. Hemos asumido que las personas beneficiarias de Centros de Día 

realizan en los mismos 20 comidas al mes los 12 meses al año. El dato se ha actualizado con el 

IPC del período 2012-2018 (4,6%), e implica un 7,9% del coste total de los Centros de Día. De 

nuevo, el coste de cuidados se ha obtenido por diferencia entre el coste total y el coste de manu-

tención.  

Al ser las prestaciones sanitarias en el sistema sanitario español un servicio público y gratuito, se 

ha calculado el coste para las AA.PP. de los distintos tipos de servicios de atención a la depen-

dencia como la suma de los costes sanitarios y los costes de cuidados. Otro aspecto a valorar 

sería el tipo de administración pública que ha de hacerse cargo de dichos gastos, las administra-

ciones públicas sanitarias o los servicios públicos de atención a la dependencia. No obstante, 

pese a su relevancia, no entramos a considerar estos aspectos, dado que ambos deben finan-

ciarse con cargo a los presupuestos públicos. 

De acuerdo con las estimaciones realizadas, los gastos de “manutención y alojamiento” supondr-

ían cerca de un 33% del coste total del SAAD en el escenario SHARE-2015, y alrededor del 28% 

en el caso de simular un sistema tipo “sueco”.  Como se ha mencionado, en el sistema propuesto 

estos costes corren directamente a cargo de las personas beneficiarias. No obstante, las perso-

nas beneficiarias con bajas rentas recibirían prestaciones por parte del sistema de protección 

social para cubrir la totalidad o parte de este coste.  

Una vez estimado el coste del SAAD propuesto en las dos simulaciones consideradas (SHARE-

2015 y “modelo sueco”), así como la parte de dichos costes que correría a cargo de las personas 

beneficiarias del mismo, pasamos a estimar los incrementos necesarios en la financiación para 

que el sistema cubra de forma suficiente y adecuada la demanda actual de Cuidados de Larga 

Duración por parte de las personas dependientes mayores de 65 años.  

Partiendo de los costes del SAAD a diciembre de 2016 estimados a partir del Informe de la Comi-

sión (2017), la Tabla 46 recoge de manera resumida los incrementos absolutos de gasto que 

deberían producirse en los dos escenarios simulados. En el caso de la simulación basada en 

SHARE-2015 sería necesario un aumento en el gasto total del SAAD de unos 12.000 millones de 

euros, de los cuales unos 7.000 correrían a cargo de las Administraciones Públicas y el resto a 

cargo de las personas beneficiarias (serían los costes de alojamiento y manutención). Las cifras 

en el caso de la simulación del sistema sueco ascienden a un incremento total en el coste del 
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sistema de 11.256 millones de euros, siendo el incremento para las arcas públicas de unos 

7.600 millones de euros. Puestas en perspectiva, estas cuantías supondrían gastar en las perso-

nas mayores dependientes cerca del 1,1% del PIB, frente al 0,42% del PIB que suponía en 2016 

el presupuesto público dedicado a dicha atención
78

.  

Tabla 46  

ESTIMACIÓN DEL COSTE DE LA ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA PARA LAS PERSONAS MAYORES DE 65 

AÑOS, ACTUAL Y CON LOS DOS ESCENARIOS PROPUESTOS PARA EL AÑO 2016 (MILLONES DE €) 

 Coste total 

Gasto público en 

dependencia Gasto privado 

Sistema actual (2016)    

Coste actual  5.850 4.679 1.170 

Simulación SHARE 

   Coste estimado 17.709 11.901 5.807 

Incremento respecto a coste actual  11.859 7.222 4.637 

Simulación cobertura sueca 

   Coste estimado 17.106 12.266 4.840 

Incremento respecto a coste actual 11.256 7.587 3.670 

Nota: 1Estimado a partir de los datos ofrecidos en el Informe Comisión (2017). 

Fuente: Informe de la Comisión para el Análisis de la Situación del Sistema de Dependencia (2017) y elaboración pro-

pia con datos del SAAD, SHARE-2015 y del Sveriges officiella statistik. 

7.4. Financiación del modelo propuesto  

Hemos cuantificado cómo una adecuada y suficiente atención a la demanda de cuidados por 

parte de las personas mayores dependientes hace necesario importantes incrementos en los 

recursos públicos destinados al SAAD, aunque su cuantía no resulta inasumible, especialmente si 

se eliminaran los beneficios fiscales existentes en el sistema tributario español ligados a la dis-

capacidad, dependencia y cuidados de larga duración. En la actualidad existen diversas presta-

ciones y gastos fiscales que cubren objetivos similares al SAAD
79,

por lo que defendemos la 

necesidad de vertebrar adecuadamente el gasto en discapacidad y dependencia de manera que 

todos esos recursos se integren en la financiación de un SAAD como el propuesto. 

                                                      
78

  Según la Contabilidad Nacional de España Base 2010, el PIB en el año 2016 a precios corrientes ascendió a 

1.118.522 millones de euros (http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid= 

1254736165950&menu=ultiDatos&idp=1254735576581).  

79
  Otra partida ligada al gasto público en dependencia son las pensiones por gran invalidez, que se reconocen a las 

personas que padecen una enfermedad o lesión que no les permite realizar ningún trabajo y que además necesitan de 

otra persona para realizar los actos más elementales de su vida diaria. En general están formadas por el importe de la 

pensión que corresponda por incapacidad permanente (total o absoluta) incrementada con un complemento destinado 

a remunerar a la persona que atienda al beneficiario. No obstante, salvo algunas excepciones, solo puede solicitarse si 

no se ha accedido a la jubilación ordinaria (65 años), por lo que no se consideran en este estudio.  

http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=%201254736165950&menu=ultiDatos&idp=1254735576581
http://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=%201254736165950&menu=ultiDatos&idp=1254735576581
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En el sistema tributario español los beneficios fiscales relacionados con la dependencia, la dis-

capacidad y la edad avanzada están presentes en numerosos impuestos, desde el IVA al IRPF o 

el Impuesto de Sucesiones y Donaciones (véase el Apéndice V para una explicación más detalla-

da). No obstante, los más relevantes y los que resultan relativamente más sencillos de estimar 

son los gastos fiscales del IRPF español. Estos gastos fiscales representan una menor recauda-

ción para la Hacienda Pública, lo que les hace equivalentes a partidas de gasto público directo, 

de ahí su denominación.  

Para la estimación de los gastos fiscales del IRPF asociados a la dependencia y los cuidados de 

larga duración hemos utilizado el microsimulador del IRPF del Instituto de Estudios Fiscales. Para 

ello, se ha aplicado la normativa del ejercicio 2016 sobre la muestra de declarantes del ejercicio 

2011, última disponibles en el momento de realizar este estudio. En el Apéndice V se explica con 

detalle la estimación realizada.   

En el IRPF español los gastos fiscales relacionados con la dependencia, la vejez y los cuidados de 

larga duración se pueden agrupar en cuatro tipos: (i) reducciones en la base imponible, (ii) míni-

mos personales y familiares, (iii) deducciones autonómicas, y (iv) deducciones en la cuota dife-

rencial del impuesto, que tienen la característica de ser impuestos negativos, pudiéndose 

solicitar el cobro anticipado de dichas cuantías. Hemos estudiado el impacto de cada una de las 

partidas por separado sobre la recaudación para ver posteriormente su impacto conjunto. No 

obstante, como se explica en el Apéndice V, la información disponible en la muestra hace que 

algunas partidas no puedan ser simuladas.  

En la Tabla AV.1 del Apéndice V se muestran los resultados de la simulación de los gastos fisca-

les asociados a las diversas partidas relacionadas con la discapacidad y dependencia. Depen-

diendo de las partidas incluidas el gasto fiscal total estaría entre los 1.400 millones de euros (si 

no se incluyen los incrementos en los mínimos personales y familiares de los que se benefician 

los contribuyentes mayores de 65 y 75 años y aquellos con ascendientes mayores de 65 años) y 

los 2.400 millones de euros anuales. Hemos de advertir que este sería un límite inferior al gasto 

fiscal dadas las dificultades de estimar el gasto fiscal asociado a determinadas exenciones y 

deducciones.  

Asimismo, se ha de tener en cuenta que algunas de las partidas estimadas tienen en cuenta 

situaciones de dependencia y discapacidad cualquiera que sea la edad de los individuos. Por 

tanto, hemos de ajustar dichas cuantías para tratar de aislar aquellas destinadas a las personas 

mayores de 65 años, lo cual no siempre resulta sencillo. La metodología que hemos aplicado es 

relativamente simple y se basa en aplicar al gasto fiscal el porcentaje de personas mayores de 

65 años atendidas por el SAAD en el año 2016, que según los datos del IMSERSO es el 72,17%.  

Se ha estimado mediante este criterio el gasto fiscal asociado a las reducciones en la base im-

ponible del IRPF por aportaciones a sistemas de previsión social y a patrimonios protegidos de 

personas con discapacidad, a las deducciones autonómicas por discapacidad y cuidados de larga 

duración, así como al mínimo por discapacidad del contribuyente. En el caso del mínimo por dis-

capacidad por ascendientes y el impuesto negativo por discapacidad de ascendientes se ha op-

tado por considerar que todos los ascendientes superan los 65 años. 
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Tabla 47  

ESTIMACIÓN DEL GASTO FISCAL EN IRPF ASOCIADO A PARTIDAS RELACIONADAS CON LA DEPENDENCIA 

(MILLONES DE EUROS) 

  

Total (2011) 
Estimación Mayores 

65 años (2011) 

Estimación 

Mayores 65 

años (20161) 

Reducción por aportaciones a sistemas de previsión 

social de discapacitados.             10.104 7.292 7.565 

Reducción por aportaciones a patrimonio protegido 

de discapacitados.             4.019 2.900 3.009 

Mínimo discapacidad contribuyente 873.629 630.498 654.079 

Mínimo discapacidad ascendientes 39.443 39.443 40.918 

Mínimo incremento edad mayores de 65 y mayores 

75 años (contribuyentes y ascendientes) 897.432 897.432 930.996 

Impuesto negativo discapacidad ascendientes 40.884 40.884 42.413 

Deducciones autonómicas por discapacidad  43.292 31.244 32.413 

TOTAL  1.865.510 1.649.693 1.711.391 

Nota: 1Actualización con la evolución de la recaudación por IRPF del Informe Anual de Recaudación Tributaria publica-

do por la Agencia Tributaria.  

Fuente: Simulador IRPF del Instituto de Estudios Fiscales. Normativa IRPF 2016 aplicada a la muestra de declarantes 

2011.  

La simulación realizada muestra que el gasto fiscal asociado a la dependencia, la edad avanzada 

y los cuidados de larga duración destinado a las personas mayores de 65 años, pese a las limita-

ciones resultantes de la simulación, tiene una cuantía considerable ligeramente superior a los 

1.700 millones de euros anuales. Como se señala en el Apéndice V, y por regla general, tanto el 

número de personas beneficiarias de estos gastos fiscales como la ganancia media crece con la 

renta, lo que muestra su carácter eminentemente regresivo, incluso si no se tienen en cuenta 

que los individuos en situación de dependencia que no tienen obligación de tributar por el IRPF 

no se benefician en modo alguno de dichos gastos fiscales.  

Tabla 48  

ESTIMACIÓN DEL INCREMENTO NECESARIO EN GASTO PÚBLICO EN ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA DES-

TINADO A LOS MAYORES DE 65 AÑOS BAJO DIVERSOS ESCENARIOS PARA EL AÑO 2016 (MILLONES €) 

  SHARE-2015 Simulación Suecia 

Gasto público total 11.901 12.266 

Incremento de gasto público respecto a situación actual1  7.222 7.587 

Incremento de gasto público respecto a situación actual1 

eliminando gastos fiscales en IRPF2 5.510 5.875 

Nota: 1La situación actual representa un gasto público estimado de 4.679 millones de euros (véase Tabla 46 anterior). 
2Los gastos fiscales asociados a la discapacidad y la dependencia estimados ascienden a 1.711,4 millones de euros. 

Fuente: Simulador IRPF del Instituto de Estudios Fiscales. Normativa IRPF 2016 aplicada a la muestra de declarantes 

2011 y elaboración propia con datos del SAAD, SHARE-2015 y del Sveriges officiella statistik. 
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Las estimaciones del Gasto fiscal en el IRPF realizadas nos permiten concluir, como resume la 

Tabla 48, que el incremento presupuestario neto anual necesario para financiar un sistema uni-

versal y suficiente como el propuesto, ascendería a algo más de 5.500 millones de euros, cuantía 

cercana al 0,5% del PIB. En resumen, un sistema de atención a la dependencia de las personas 

mayores, como el propuesto en este trabajo para España requiere realizar un esfuerzo económi-

co ligeramente superior al 1,5% del PIB, de los cuales cerca el 1% correría a cargo de los presu-

puestos públicos. Los datos más recientes mostrados en las tablas anteriores sitúan el gasto 

público en atención a la dependencia de las personas mayores en el año 2016 en torno al 0,42% 

del PIB, con lo cual el incremento necesario en el gasto público sería de unos 0,6 puntos porcen-

tuales de PIB.  

Este esfuerzo presupuestario, que aunque importante no resulta inasumible si se consideran los 

retornos directos e indirectos asociados al sistema propuesto en términos de creación de em-

pleo, permitiría que el SAAD español atendiera de forma adecuada y suficiente a la demanda 

existente de atención a la dependencia y cuidados de larga duración por parte de las  personas 

mayores de 65 años, y acercaría a España a los niveles de países con sistemas maduros de 

atención a la dependencia como los nórdicos, entre los que destacan Suecia, que según los da-

tos de la OECD
80

 dedicó en el año 2015 un 3,2% del PIB a los cuidados de larga duración a per-

sonas de todas las edades, o Dinamarca y Noruega donde el porcentaje asciende al 2,5% del PIB. 

8. IMPACTOS Y RETORNOS ECONÓMICOS Y SOCIALES  

Un sistema de atención a la dependencia universal, basado en el desarrollo de una estructura 

adecuada de servicios públicos a las personas dependientes, tendría sin duda efectos positivos 

sobre el empleo. No olvidemos que la atención a las personas dependientes se basa en cuidados 

personales muy intensivos en mano de obra. Por otra parte, y adicionalmente a los efectos direc-

tos sobre el empleo, que pueden medirse teniendo en cuenta las horas de trabajo remuneradas 

necesarias para prestar los servicios requeridos, también existirá un impacto positivo sobre la 

actividad y carrera laboral de los familiares, fundamentalmente mujeres, que en la actualidad 

reducen su participación en el mercado de trabajo por la obligación de cuidar a un familiar.  

Junto a los efectos sobre el empleo, que son importantes en sí mismos, existen otros retornos 

financieros y sociales que es preciso tener en cuenta. Los primeros se derivan principalmente de 

la previsible disminución en las prestaciones por desempleo y el aumento de las cuotas a la Se-

guridad Social como consecuencia del empleo generado. Además, la mayor actividad económica 

lleva aparejados aumentos potenciales en la recaudación procedente del IVA, IRPF e Impuesto de 

Sociedades. Entre los retornos sociales, ha de destacarse la contribución positiva al objetivo de 

igualdad de género, así como la mejora en la calidad de vida tanto de las personas cuidadoras 

como de las que reciben los cuidados. Todos estos retornos, importantes para evaluar las venta-

jas del cambio de sistema, resultan difíciles de cuantificar con precisión en la práctica. Dedica-

                                                      
80

  Ver Apéndice III. Datos de Gasto Público y en seguros obligatorios en cuidados de larga duración (sanitario y social) en el año 

2015. OECD Health at a Glance 2017.  
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mos este apartado del documento a esbozar y en lo posible evaluar, utilizando supuestos senci-

llos, los principales retornos, aun conscientes de la necesidad de investigar esta cuestión con 

herramientas más complejas.  

8.1. Estimación del empleo potencial 

El Libro Blanco de la Dependencia de 2004
81

 ya señaló que la atención a la dependencia gene-

raría nuevos empleos en los ámbitos público y privado, permitiría aflorar empleo sumergido o 

irregular e incorporaría a la vida laboral a personas apartadas del mercado de trabajo por estar a 

cargo del cuidado de personas dependientes. El potencial de generación de empleos brutos 

equivalentes a jornada completa en el sistema de atención a la dependencia fue cifrado por el 

Libro Blanco en 301.464 y 352.235 para los años 2005 y 2010 respectivamente. Descontando 

los empleos en cuidados ya existentes en ambas fechas, ello implicaba la creación de 211.764 y 

262.735 nuevos empleos, en los años 2005 y 2010. Sin embargo, estas expectativas se vieron 

truncadas
82

 por el uso generalizado de las prestaciones económicas en la atención a la depen-

dencia, ante la falta de vertebración de servicios para atender las necesidades de la población 

dependiente.  

Partiendo de la estimación realizada de servicios necesarios para cubrir de forma adecuada y 

suficiente la demanda de atención a la dependencia (Tablas 32 y 34), es posible calcular el em-

pleo potencial generado, mediante la aplicación de ratios de empleo. Dichos valores muestran el 

personal necesario para atender a las personas dependientes según el tipo de servicio, en térmi-

nos de empleos a jornada completa
83

 y teniendo en cuenta las diferentes necesidades horarias 

de cada servicio.  

En el caso de la atención residencial la ratio usada para la simulación SHARE es de 0,5 personas 

empleadas por cada usuario con grado I de dependencia y primer nivel del grado II, 0,55 perso-

nas empleadas por cada usuario para el segundo nivel del grado II, y 0,60 personas empleadas 

por cada usuario para el Grado III. En el caso de la simulación de servicios equiparable a la de 

Suecia, al no existir grados se aplica 0,55 a todos los usuarios. El ratio aplicado para la teleasis-

tencia es el usado habitualmente por la literatura sobre el tema: una persona empleada por cada 

100 usuarios (Rodríguez Castedo [dir.] 2004).  

                                                      
81

  RODRÍGUEZ CASTEDO [dir.] (2004). 

82
  Como señala JIMÉNEZ LARA (2012), que, utilizando datos de la EPA, cifra el incremento del número de ocupados en 

actividades de Servicios Sociales en unas 110 mil personas entre el primer trimestre de 2008 y el primer trimestre de 

2012. 

83
  El artículo 37 del VI Convenio Marco Estatal de Servicios de atención a las personas dependientes y desarrollo de 

la promoción de la autonomía personal establece actualmente una jornada máxima anual de 1.792 horas de trabajo 

efectivo, ya sea en turno partido o continuo, a excepción del servicio de ayuda a domicilio, cuya jornada máxima será 

de 1.755 horas. La jornada podrá ser distribuida por la empresa de forma irregular en un porcentaje del 10% (BOE 18 

de Mayo de 2012). 
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En el caso de la ayuda a domicilio, calculada para una intensidad de 38,1 horas, se aplica el cri-

terio de la AEDGSS (0,33 personas empleadas por cada 100 usuarios), cifra consistente con la 

del Libro Blanco de la Dependencia
84

.  

Para los centros de día se toma como referencia el valor de los informes de la AEDGSS y las me-

dias establecidas
85

 sobre criterios comunes de acreditación para garantizar la calidad de los cen-

tros y servicios del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (Tabla 50).  

Tabla 49  

RATIOS DE EMPLEO A TIEMPO COMPLETO ESTIMADOS SEGÚN EL TIPO DE SERVICIO Y EL GRADO DE 

DEPENDENCIA 

Personas empleadas por cada 100 usuarios 

Atención residencial1   

   - Grado I y Grado II (nivel 1) 50 

   - Grado II (nivel 2) 55 

   - Grado III 60 

Ayuda a Domicilio  33 

Teleasistencia 1 

Centros de Día 25 

Nota: 1En el caso de la simulación de servicios equiparable a la de Suecia, al no existir grados se aplica 0,55 a todos 

los usuarios. 

Fuente: Elaboración propia. 

Tabla 50  

RATIOS DE EMPLEO A TIEMPO COMPLETO (PERSONAS EMPLEADAS POR CADA 100 USUARIOS) 

ACTUALES MEDIOS Y MÁXIMOS EXIGIDOS POR LAS CCAA EN SUS SISTEMAS DE ACREDITACIÓN PARA 

GARANTIZAR LA CALIDAD DE LOS CENTROS Y SERVICIOS DEL SAAD, EXCLUIDOS LOS VALORES 

EXTREMOS DE AQUELLAS 

 

Medio Máximo 

Residencia mayores dependientes 41 54 

Centros de día y noche mayores dependientes 23 25 

Residencia personas con discapacidad física 57 72 

Residencia personas con discapacidad intelectual 52 75 

Centros de día y noche personas con discapacidad física 28 33 

Centros de día y noche personas con discapacidad intelectual 29 35 

Fuente: BOE 17-12-2008, de la Secretaría de Estado de Política Social, Familias y Atención a la Dependencia y a la 

Discapacidad.  

                                                      

84 Aunque el Libro Blanco establece tres valores (0,21, 0,51 y 0,7, según el grado de dependencia) calculando la media 

ponderada con la estimación de distribución de personas beneficiarias por grado de dependencia, las ratios de ambas 

fuentes son homogéneas. 

85 Resolución de 2 de diciembre de 2008, publicada en BOE de 17 de diciembre de 2008 de la Secretaría de Estado de 

Política Social, Familias y Atención a la Dependencia y a la Discapacidad, por la que se publica el Acuerdo del Consejo 

Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, sobre criterios comunes de acreditación para 

garantizar la calidad de los centros y servicios del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia. 
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La Tabla 51 indica los empleos a tiempo completo necesarios para cubrir la demanda estimada 

de atención a la dependencia en los dos escenarios contemplados: 548.376 empleos a tiempo 

completo para la simulación basada en SHARE y de 528.953 empleos en el caso de la estima-

ción realizada a partir del sistema sueco. Estas cifras constituyen una estimación del potencial de 

generación de empleo público y no una previsión de los nuevos empleos que efectivamente se 

generarán, dado que es preciso tener en cuenta las personas que trabajan actualmente en el 

sistema de dependencia. 

Tabla 51  

EMPLEOS A TIEMPO COMPLETO ESTIMADOS EN LOS DOS ESCENARIOS PROPUESTOS   

 

Atención 

residencial 

Ayuda  

domiciliaria 

Centros 

de día 

Tele-

asistencia Total 

Simulación SHARE 288.001 196.189 60.730 3.454 548.376 

Simulación cobertura sueca 231.056 275.213 9.035 13.649 528.953 

Fuente: Elaboración propia con datos del SAAD, SHARE-2015 y Sveriges officiella statistik. 

Para determinar la generación neta de empleo del sistema propuesto en este trabajo en primer 

lugar es necesario determinar los empleos equivalentes a tiempo completo que genera el SAAD 

en el año 2016. Para ello, se multiplican las personas beneficiarias reales del SAAD por las ratios 

establecidas para cada uno de los servicios suministrados (atención residencial, ayuda domicilia-

ria, centros de día y teleasistencia). Dado que el SAAD no suministra el detalle exacto de los ser-

vicios en que se concreta la prestación económica vinculada a servicio
86

, es preciso estimar a 

qué servicios destinan los dependientes esa prestación. Para ello se ha supuesto que lo harán en 

el mismo porcentaje que las personas beneficiarias de las prestaciones públicas directas, calcu-

lando de esta manera el porcentaje que representa cada servicio (por rango de edad) y aplicán-

dolo a las personas beneficiarias de la prestación económica vinculada a servicio. De esta forma, 

la prestación económica queda distribuida en los tres servicios, siendo aplicable el mismo siste-

ma de ratios de empleo que al resto de los casos.  

Tabla 52  

EMPLEOS EQUIVALENTES A TIEMPO COMPLETO GENERADOS POR EL SAAD PARA EL AÑO 2016. ESTIMA-

CIÓN BASADA EN LAS PERSONAS BENEFICIARIAS REALES DE SERVICIOS 

 

Atención 
residencial 

Ayuda domici-
liaria 

Centros 
de día Tele-asistencia Total 

Nº de empleos 62.171 48.856 9.329 1.512 121.868 

Empleo adicional asociado a 
la prestación económica 
vinculada al servicio 17.013 13.357 2.459 0 32.829 

Total empleo 79.184 62.213 11.787 1.512 154.697 

Fuente: Elaboración propia con datos del SAAD. 

                                                      
86

  La función de la prestación económica vinculada a servicio es contribuir a la financiación del coste de servicios 

como centros de día, el servicio de ayuda a domicilio o la atención residencial, en centros privados acreditados y con-

forme a lo establecido en el Pan Individual de Atención. 
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Con este método, estimamos que el SAAD generó en el año 2016 unos 154.697 empleos a 

tiempo completo. Por tanto, considerando que las simulaciones realizadas para España en los 

dos escenarios considerados (simulación SHARE y simulación con la cobertura sueca) generarían 

548.376 y 528.953 empleos a tiempo completo respectivamente (Tabla 51), el potencial de ge-

neración neta de empleo del sistema propuesto se situaría en torno a los 400.000 empleos 

(374.256 según la simulación del caso sueco y de 393.679 empleos en el caso de la simulación 

SHARE). 

El perfil de los empleos generados pertenece a 5 grupos definidos por el Libro Blanco de la De-

pendencia: el relacionado con la atención directa y los cuidados, el vinculado a funciones de hos-

telería en centros de día o residencias, al mantenimiento de centros y servicios, el personal 

especializado (médicos, trabajadores sociales…) y el relacionado con la administración y gestión 

de los centros. Además de estos empleos directos, se generarían previsiblemente otros efectos 

sobre el empleo debidos a las siguientes razones: (i) Necesidad de ampliar y adaptar la red de 

infraestructuras necesarias para suministrar los servicios de forma adecuada y suficiente, (ii) 

empleos indirectos en empresas proveedoras de productos relacionados con la actividad hotele-

ra o de actividades relacionadas con la rehabilitación y cuidados de salud, (iii) afloración de em-

pleo sumergido, al convertirse empleo privado precario en empleo público. También hay que 

señalar el efecto que un aumento en la renta disponible de determinadas familias tendría sobre 

el consumo y la demanda de empleo. Por otra parte, el hecho de que la mayor parte de las cui-

dadoras sean mujeres (como se muestra con datos en el siguiente apartado), y su posible incor-

poración al mercado laboral, independientemente de su cuantificación, tiene una importancia 

fundamental en la configuración de un sistema de cuidados que contribuya positivamente a la 

igualdad entre hombres y mujeres.  

Aunque no es el propósito del presente apartado, no podemos dejar de mencionar que para lo-

grar una adecuada calidad de la atención y el buen ajuste de los servicios a las necesidades del 

dependiente habría que aumentar la calidad del empleo, a través de mejoras en las condiciones 

laborales de los trabajadores y un incremento de la cualificación y formación de los mismos. 

8.2. Equidad de género 

Numerosos estudios y encuestas muestran como las tareas de cuidado tienen un claro sesgo de 

género: las mujeres son las cuidadoras informales por excelencia tanto de la infancia como de 

las personas dependientes. Este sesgo supone una importante pérdida de capital laboral, de 

manera que el creciente nivel formativo de las mujeres no siempre se ve acompañado por posibi-

lidades reales de progreso profesional debido al desigual reparto de las tareas domésticas y de 

cuidados en el seno del hogar.  

De hecho, y pese a los avances en la igualdad, las mujeres de todas las edades siguen teniendo 

tasas de actividad inferiores a las masculinas, con diferencias que se agudizan en las edades 

centrales de la vida. Asimismo, una mayor proporción de mujeres que de hombres trabaja a 

tiempo parcial (Gráfico 20). Esta brecha laboral es una de las causas importantes de desigualdad 

económica entre hombres y mujeres, y explica en buena parte los diferenciales de género obser-

vados en salarios, ingresos y pensiones. 
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Gráfico 20  

TASA DE ACTIVIDAD LABORAL Y OCUPACIÓN A TIEMPO PARCIAL. DIFERENCIAS POR SEXOS Y GRUPOS 

DE EDAD. AÑO 2016 

 

 

 

Fuente: Encuesta de Población Activa EPA. Variables de submuestra. 

La implantación de un sistema de cuidados de larga duración como el propuesto tendría un in-

dudable y deseable impacto positivo de género, permitiendo que mujeres que han abandonado 

sus empleos para cuidar de un familiar dependiente, o que ni siquiera se plantean la posibilidad 

de tener un empleo por la imposibilidad de compatibilizar las dos funciones, puedan desarrollar 

su perfil profesional. 
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Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) son muy ilustrativos de la magnitud del pro-

blema. Las personas que alegan no buscar empleo por estar cuidando de un dependiente seña-

lan en un porcentaje muy elevado que su situación se debe a que no existen, o no pueden 

costear, los servicios de cuidado adecuados. Por su parte, la evolución representada en el Gráfi-

co 21 muestra el efecto de la implantación del Sistema Nacional de Atención a la Dependencia, 

de manera que el número de personas inactivas por cuidar de un familiar dependiente fue dis-

minuyendo progresivamente hasta el año 2012. A partir de ese año comienza de nuevo a subir el 

número de personas inactivas que no buscan empleo por la razón mencionada, pasando de 

74.300 en el 2012 a 107.100 en el año 2017. No parece demasiado aventurado relacionar es-

tos cambios con los recortes presupuestarios en la atención a la dependencia que se introduje-

ron en el año 2012.  

Gráfico 21  

PERSONAS INACTIVAS (MILES) QUE NO BUSCAN EMPLEO PORQUE CUIDAN A PERSONAS DEPENDIENTES 

Y/O A LA FALTA DE SERVICIOS PARA EL CUIDADO DE LAS PERSONAS DEPENDIENTES 

Fuente: Encuesta de Población Activa. Variables de submuestra. 

Además de las personas inactivas que no buscan empleo por cuidar de una persona dependiente 

(487.300 en 2016, según los datos de la EPA), cuando analizamos la situación de la persona 

que cuida del dependiente desde la perspectiva del mercado de trabajo existen otras dos situa-

ciones en las que el denominador común es un coste de oportunidad significativo en términos de 

inserción en el mercado de trabajo y proyección laboral: por un lado, las personas que trabajan a 

tiempo parcial por estar cuidando a una persona dependiente (280.900 en 2016, según la mis-

ma fuente); por otro lado (aunque mucho menos importante en términos cuantitativos), las per-

sonas desempleadas que han dejado sus empleos por cuidar de una persona dependiente 

(20.700 personas en 2016).  
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En lo que respecta a las personas inactivas que no buscan empleo por cuidar de una persona 

dependiente, la Tabla 53 muestra datos relevantes desde la perspectiva de género: quienes 

cambian su vida laboral por el cuidado, a cualquier edad, son fundamentalmente mujeres 

(458.800 mujeres frente a 28.500 hombres, unas 16 veces más). En el año 2016, para el rango 

de edad de 16 a 44 años, una etapa que suele coincidir con la de mayor impulso profesional hay 

291.100 cuidadoras mujeres frente a 5.000 hombres.  

Tabla 53  

INACTIVIDAD Y PARCIALIDAD LABORAL VINCULADAS AL CUIDADO DE PERSONAS DEPENDIENTES POR 

SEXO Y GRUPOS DE EDAD. AÑO 2016 

 

Inactivos que no buscan 

empleo porque cuidan a 

personas dependientes 

(miles) 

% sobre total 

de inactivos 

Ocupados a tiempo 

parcial porque cuidan a 

personas dependientes 

(miles) 

% sobre total de 

ocupados a 

tiempo parcial 

Total 487,3 3,1 280,9 10,1 

   16-44 años 296,1 7,5 242,0 13,4 

   45-54 años 106,1 9,3 33,0 5,3 

   55-64 años 85,2 3,7 5,9 1,8 

Varones 28,5 0,4 14,5 1,9 

   16-44 años 5,0 0,3 13,1 2,4 

   45-54 años 13,5 4,1 0,7 0,5 

   55-64 años 10,0 1,1 0,6 0,9 

Mujeres 458,8 5,0 266,5 13,2 

   16-44 años 291,1 12,9 228,9 18,3 

   45-54 años 92,5 11,4 32,3 6,6 

   55-64 años 75,2 5,4 5,3 2,1 

Fuente: Encuesta de Población Activa. 

El patrón se repite para el caso del empleo a tiempo parcial: 266.500 mujeres tienen empleos a 

tiempo parcial por tener que cuidar a una persona dependiente frente a 14.500 hombres, con-

centrándose la mayor parte de los casos en el tramo de edad de entre 16 y 44 años (228.900 

mujeres y 13.100 hombres). Esta situación tendrá probablemente consecuencias negativas para 

las mujeres en el mercado laboral, ya que, en general, una empleada a tiempo parcial no podrá 

competir laboralmente con personas empleadas a tiempo completo en una etapa decisiva para 

el desarrollo de su perfil profesional, lo cual limitará potencialmente la proyección de su carrera 

laboral. Si tenemos en cuenta que el nivel formativo de las mujeres es cada vez mejor, se está 

produciendo claramente una pérdida de capital laboral. 

Destaquemos, para terminar, que el escaso desarrollo del Sistema de Atención a la Dependencia 

español parece haber ejercido una influencia en el número de personas inactivas por estar cui-

dando de un dependiente y no disponer de un sistema de cuidados adecuado. A la vista de los 

datos, las mujeres son las más perjudicadas desde el punto de vista del desarrollo de su carrera 

profesional.  
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En definitiva, el desarrollo de un sistema de atención a la dependencia basado en los servicios 

públicos, como el planteado en este estudio, daría la posibilidad a las mujeres de incorporarse al 

mercado laboral y desarrollar puestos de responsabilidad acordes a su formación en condiciones 

similares a los hombres, con los consiguientes retornos económicos y de justicia social.  

8.3. Otros retornos económicos y sociales 

Adicionalmente a los retornos directos e indirectos sobre el mercado de trabajo y el efecto positi-

vo que el modelo propuesto tendría sobre la igualdad de género, los aumentos del gasto público 

asociados al cambio de sistema se compensarán en parte con ahorros por la previsible disminu-

ción el gasto en prestaciones por desempleo, el aumento de ingresos por Cotizaciones Sociales 

asociadas al empleo generado, así como el aumento de los ingresos procedentes de impuestos 

(como IVA, IRPF o Impuesto de sociedades). Los escasos estudios realizados sobre los retornos 

del sistema nacional de dependencia coinciden en señalar que la atención a la dependencia, 

además de un reto, supone una oportunidad, al tratarse de una inversión productiva generadora 

de actividad económica y empleo. Los retornos financieros globales calculados en los distintos 

estudios oscilan entre el 40 y el 65 por ciento, según los autores (Herce et al., 2006, Rodríguez 

Castedo y Jiménez Lara, 2010, o AEDGSS 2011). 

Por su parte el XVIII Dictamen de la AEDGSS
87

 de 2018 señala la sorprendente capacidad del 

sistema de atención a la dependencia para generar empleo y para obtener retornos por cotiza-

ciones e impuestos directos, así como una ratio de empleos directos por millón de gasto público 

de 36,1. El dictamen apunta que, si se atendiera ya a las 310.120 personas en espera, se gene-

rarían más de 75.000 nuevos empleos directos. La tasa de retorno del sistema se estima en un 

39,7%, es decir, casi un 40% del gasto público en dependencia retorna al sector público en forma 

de cotizaciones sociales y recaudación impositiva. Aplicar ese mismo porcentaje
88

 al gasto públi-

co estimado para el modelo de atención propuesto en los dos escenarios considerados, generar-

ía unos retornos de 4.717,8 millones de euros en la estimación basada en SHARE-2015 y de 

4.847,3 millones de euros para la simulación basada en la cobertura sueca (Tabla 54). 

Tabla 54  

RETORNOS ESTIMADOS DEL GASTO PÚBLICO EN EL SISTEMA DE ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA. 

MILLONES DE EUROS  

 Simulación SHARE- 2015 Simulación cobertura sueca 

Gasto público anual 11.901 12.266 

Retorno estimado 4.712,8 4.857,3 

Fuente: Elaboración propia con datos del SAAD, SHARE-2015 y del Sveriges officiella statistik. 

Nota: Aplicando una tasa de retorno del 39,6% 

                                                      
87

  AEDGSS: Asociación Estatal de Directoras y Gerentes en Servicios Sociales. Disponible en 

https://www.directoressociales.com/prensa/427-xviii-dictamen-del-observatorio-de-la-dependencia.html 

88
  Otros estudios estiman que ese retorno podría llegar a alcanzar el 65% (Herce et al., 2006: 30, 80). Sin embargo, dado que esa 

cifra depende del periodo de implantación del modelo, la coordinación de distintas administraciones y la adecuada financiación del 

sistema, entre otras variables, consideramos que a corto plazo el 40% sería más representativo de la situación actual. 
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Junto a los retornos económicos y financieros mencionados, y a las ganancias en igualdad de 

género, existen otros efectos sociales positivos más intangibles que es preciso al menos mencio-

nar. Uno de ellos afecta a la salud de las personas cuidadoras. Está demostrado que las perso-

nas que cuidan a dependientes en el seno del hogar sufren consecuencias no solo laborales, 

sino también físicas y psicológicas, debido a la dureza de la tarea desempeñada y la imposibili-

dad de compatibilizar su labor con otros ámbitos de la vida personal. Mejorar el sistema de aten-

ción a las personas dependientes, por tanto, mejoraría no solo la situación de las personas 

cuidadas, sino también la calidad de vida y los niveles de salud física y mental de las personas 

cuidadoras, mujeres en la mayoría de los casos, que hoy en día abordan en solitario y casi sin 

apoyos la difícil tarea de atender a un familiar que no puede valerse por sí solo. 

9. CONCLUSIONES 

Las políticas públicas de atención a las personas dependientes están llamadas a conformar en el 

presente siglo, según numerosos expertos y organismos internacionales, el “cuarto pilar” del Es-

tado de Bienestar, junto con la sanidad, la educación y las pensiones. Con ello, se completa un 

paquete de servicios públicos de importancia crucial para el bienestar en sociedades cuyos ciu-

dadanos viven vidas mucho más largas que en épocas no muy lejanas. La proporción creciente 

de personas de edad avanzada hace necesarios servicios de cuidado efectivos que permitan 

mantener el máximo grado de autonomía a las personas que necesitan ayuda para realizar las 

actividades básicas de la vida diaria, así como políticas de envejecimiento activo y prevención de 

la dependencia. 

La atención a las personas dependientes ha recaído tradicionalmente en España sobre las fami-

lias, ante la práctica inexistencia de servicios públicos relacionados con los cuidados de larga 

duración. La aprobación de la Ley 30/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía 

personal y atención a las personas en situación de dependencia, supuso un primer reconoci-

miento de la necesidad de instrumentar un marco estable de protección de las personas que 

requieren de auxilio o asistencia para poder llevar a cabo una vida digna y autónoma. Para ello, 

se estableció un nuevo derecho subjetivo en el que la atención solo está condicionada a que la 

persona se encuentre en alguna de las situaciones de dependencia previstas legalmente, 

además de residir en territorio español. 

Pese a la puesta en marcha en 2006 de un sistema de atención a la dependencia, el deficiente 

diseño del mismo y su insuficiente financiación han hecho que, transcurridos más de diez años 

desde el inicio de su implantación, no se haya configurado una política capaz de resolver real-

mente las necesidades de la población dependiente. El sistema actual no permite cubrir adecua-

damente los objetivos de universalidad, igualdad, carácter público y atención integral 

reconocidos en el artículo 3 de la propia ley, tal como se desprende del análisis de los indicado-

res del sistema y como han alertado numerosos observadores.  

La baja cobertura real del sistema, la insuficiente intensidad protectora y el papel otorgado a los 

cuidados proporcionados en el entorno familiar son algunos de los problemas básicos que deben 
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ser resueltos de forma urgente. Por otra parte, la insuficiencia del servicio y su orientación tiene 

un impacto negativo sobre la igualdad de género, dado que no se ofrecen las alternativas reales 

de atención profesional de calidad necesarias para garantizar la autonomía de las personas de-

pendientes sin el concurso necesario de los cuidados informales, precarios y altamente femini-

zados, en el seno del hogar.  

El presente documento se estructura en dos bloques bien diferenciados. En una primera parte se 

investiga, utilizando diferentes fuentes de datos y enfoques, la demanda de cuidados asociados 

a la dependencia de las personas mayores (65 y más años) en España, evaluando el grado de 

cobertura real del sistema en su actual diseño y la magnitud de la demanda no cubierta. Para 

ello se han utilizado fundamentalmente tres vías de aproximación: en primer lugar, el examen de 

los datos administrativos generados por el propio sistema; en segundo lugar, el análisis de los 

datos procedentes de las encuestas generales y de salud disponibles; y en tercer lugar, la pro-

yección de la cobertura proporcionada por un sistema maduro (Suecia) aplicada a la población 

española, bajo supuestos conservadores.  

En la segunda parte de este documento se ha formulado una propuesta de diseño alternativo del 

sistema, cuyas principales señas de identidad son la sustitución de prestaciones económicas por 

una cartera de servicios capaz de proporcionar la atención requerida en cada caso, el carácter 

público de la provisión de cuidados y la eliminación del mecanismo de copago para los servicios 

de cuidados a la dependencia, configurando una política realmente universal. Tras exponer y 

justificar los principios básicos del modelo propuesto y sus rasgos generales de funcionamiento, 

el documento evalúa los principales parámetros del mismo teniendo en cuenta las necesidades 

de atención a la población dependiente mayor de 65 años en el año 2016, fecha tomada como 

referencia para las estimaciones. Tomando como punto de partida el análisis de la demanda 

realizado, se ha calculado la población beneficiaria potencial en dos escenarios distintos (de-

manda real actual estimada a través de fuentes externas, utilizando el baremo de valoración 

vigente, por un lado, y proyección a España de las tasas de cobertura vigentes en Suecia, por 

otro). Además, se han estimado los servicios necesarios para proporcionar una atención suficien-

te, evaluando su coste y explorando tentativamente los retornos esperados y algunas posibles 

vías de financiación. A continuación se destacan las principales conclusiones obtenidas. 

1. El Sistema para la Autonomía y la Atención de la Dependencia (SAAD) atendía a finales de 

2016 a 624.674 personas mayores (un 7,2% de la población mayor). Otras 269.600 personas 

mayores estaban en situación de dependencia reconocida con derecho a prestación pero sin 

recibir servicios (“lista de espera”). En total, eran, por tanto, casi 900.000 personas con derecho 

a prestación (el 10,3% de las personas mayores). Esta cifra constituye un límite inferior del valor 

real de demanda de cuidados entre las personas mayores, dado que no incluye las situaciones 

de necesidad en las que no existe derecho reconocido, ya sea porque no se ha solicitado la valo-

ración o porque esta ha resultado negativa por no llegar a la puntuación mínima, o bien está to-

davía pendiente de resolución. El informe elaborado recientemente (año 2017) por la comisión 

parlamentaria para el análisis de la situación del sistema de dependencia subraya, en este senti-

do, la necesidad de disponer de referencias poblacionales externas para conocer el verdadero 
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grado de cobertura del SAAD, ante la evidencia de que no todas las personas que necesitan 

atención la solicitan. 

2. Este trabajo ha estimado el número de personas mayores dependientes en el período 2014-

15 utilizando la información sobre limitaciones concretas en las actividades básicas e instrumen-

tales de la vida diaria contenida en la Encuesta Europea de Salud en España (EESE-2014) y la 

Encuesta de Salud, Envejecimiento y Jubilación en Europa (SHARE-2015). Para ello, se ha 

generado una escala que reproduce, dentro de las posibilidades abiertas por las variables dispo-

nibles, el baremo oficial de valoración de la dependencia aplicado en España. Los resultados 

muestran que aproximadamente 1,2 millones de personas mayores de 65 años presentan ac-

tualmente dependencia en nivel suficiente para solicitar cuidados en el marco del SAAD, con 

mayor prevalencia entre las mujeres mayores (en torno al 18%) que entre los hombres del mismo 

grupo de edad (hacia el 10%). Esta estimación supera en unas 300.000 personas a la cifra de 

dependientes de 65 o más años reconocida por la Administración (unos 900.000 a finales de 

2016), y en unas 575.000 a la cifra de personas mayores efectivamente atendidos por el siste-

ma. La tasa de cobertura real del sistema, teniendo en cuenta a las personas dependientes no 

afloradas en las estadísticas del SISAAD, se situaría aproximadamente en un 52%, muy por deba-

jo del 70% resultante de los datos administrativos. Por tanto, aun eliminado de golpe la “lista de 

espera” existente, la cifra de personas mayores atendidas por el sistema resultaría inferior al 

número de personas dependientes estimado a partir de las mejores encuestas actualmente dis-

ponibles. Un dato a favor de la viabilidad financiera de eliminar este déficit protector es que la 

mayoría de las personas dependientes no cubiertas lo son todavía en grado moderado. A la vez, 

debe subrayarse la importancia de proporcionar a esta población desprotegida unos servicios 

adecuados a su situación que permitan monitorizar y, en la medida de lo posible, prevenir en 

fase temprana el agravamiento de su situación.   

3. La limitada cobertura del sistema sigue implicando un protagonismo excesivo de las propias 

familias en el cuidado de las personas dependientes y una necesidad no cubierta de atención. La 

ECV-2016 muestra que el 80% de las personas mayores con limitaciones graves y el 74% de las 

que tienen limitaciones moderadas son cuidados de forma principal por su pareja o, sobre todo, 

por otros familiares. El personal de los servicios sociales solo representa el apoyo principal para 

unas 44.000 personas mayores, de donde cabe concluir que como mínimo en la mitad de los 

casos de atención domiciliaria el servicio no llega a ser la ayuda principal que recibe la persona 

dependiente. Desde la perspectiva de los hogares, los datos de la ECV-2016 revelan también que 

unas 928.000 familias, casi un tercio de las que tienen a su cargo alguna persona mayor o en-

ferma crónica que requiere cuidados, afirman tener necesidades no cubiertas de servicios de 

cuidado a domicilio, bien por no recibir en absoluto estos servicios, bien por no recibir las horas 

suficientes de atención semanal. En el mismo sentido, la EESE-2014 revela que un 54% de las 

personas mayores con dificultades requeriría más ayuda con las actividades básicas de la vida 

diaria (ABVD) y un 44% con las actividades instrumentales (AIVD). 

4. Además del problema de la insuficiente cobertura, la cartera de servicios del SAAD ha estado 

sesgada hacia la prestación económica para cuidados en el entorno familiar, presentada como 

excepcional en la redacción de la ley, sin que las recomendaciones efectuadas por los expertos y 
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las consiguientes modificaciones legislativas hayan conseguido corregir la situación. A finales de 

2016, un 29% de las prestaciones del sistema a los mayores de 65 años tenían esta forma, mu-

cho más prevalente que la ayuda domiciliaria (19%) o la atención residencial (14,4%). No obstan-

te, si nos centramos en las personas beneficiarias más que en las prestaciones, en esa fecha, 

más de un tercio de la personas mayores de 65 años cubiertas por el sistema (un 36% según los 

datos de la Tabla 4) recibían prestaciones por cuidados en el entorno familiar, porcentaje muy 

superior al de personas beneficiarias de la atención residencial (18%) o  la ayuda a domicilio 

(24%). El cuidado informal, más barato y menos profesional, impone una carga importante a las 

familias, y en particular a las mujeres, que queda patente en los datos plasmados en las encues-

tas. Según la ECV-2016, más de 4 millones de personas atienden habitualmente a una persona 

que requiere cuidados, y más de 2 millones dedican 20 o más horas semanales al cuidado, una 

intensidad difícilmente compatible con la participación activa en el mercado de trabajo. El perfil 

de los cuidadores no profesionales derivado de la EESE-2014 indica que el grueso de los mismos 

son mujeres de entre 45 y 64 años. El sesgo de género se intensifica, además, conforme se pasa 

a las situaciones de cuidado más intensivo: la ECV-2016 revela que el grupo que declara cuidar 

simultáneamente a personas de dentro y de fuera del propio hogar, dedicando a ello al menos 20 

horas a la semana, está compuesto por mujeres en un 87%. 

5. El trabajo realiza una simulación conservadora (dado que no se asume un mayor nivel de ne-

cesidad por el peor estado de salud de la población española) de la cobertura del sistema en 

España aplicando los niveles de protección otorgados en Suecia, elegido como sistema de refe-

rencia por tratarse de uno de los más desarrollados y profesionales de Europa. El resultado de la 

simulación indica que la cobertura en España debería ampliarse hasta llegar a proteger al 18% 

de las personas mayores, aproximadamente 1,6 millones de usuarios, un 78% más de los que 

actualmente tienen derecho reconocido y más del doble de los que de hecho reciben prestacio-

nes del SAAD. Además, debería aumentar la intensidad protectora (más servicios por beneficia-

rio) y modificarse la estructura del catálogo de prestaciones, eliminando las prestaciones 

monetarias y sustituyéndolas por servicios directos a las personas dependientes (atención domi-

ciliaria, atención residencial, centros de día, etc.). Los aumentos en la cobertura y la intensidad 

protectora requeridos son superiores entre las personas de edad más avanzada, que constituyen 

el segmento en el que se detectan las mayores diferencias de protección entre los dos sistemas. 

6. Aunque la estructura de servicios propuesta en este  trabajo para atender de forma suficiente 

la demanda varía según el escenario utilizado (la demanda estimada a partir de datos de encues-

tas a los hogares y la demanda proyectada simulando el nivel de cobertura del sistema de aten-

ción a  la dependencia en Suecia) en ambos casos aumentaría, en términos tanto absolutos 

como relativos, la atención residencial de las personas dependientes, cuyo coste-efectividad es 

mucho mayor cuando el grado de dependencia crece. En el caso de la proyección basada en el 

sistema sueco, por ejemplo, se proporcionaría atención residencial a un 4,8% de las personas 

mayores (unas 420.000 plazas), un porcentaje próximo al estándar recomendado por la Organi-

zación Mundial de la Salud. Como se explica en el documento, para atender adecuadamente esta 

demanda se hace preciso contar con un sistema público de atención residencial mucho más 

amplio y diversificado que el actual, capaz de garantizar una calidad de vida adecuada a los resi-
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dentes ofreciendo a la vez modelos de alojamiento colectivo novedosos más ajustados a las pre-

ferencias de los usuarios. Por otra parte, la capacidad de las personas dependientes para sufra-

gar los costes de alojamiento y manutención, que no forman parte del coste del sistema de 

atención a la dependencia, debería ser garantizada a un nivel básico por las políticas de vivienda 

y/o garantía de ingresos mínimos, en el contexto de una política social inclusiva.  

7. Para atender de forma adecuada al resto de personas dependientes sería necesario reforzar 

de forma importante el servicio de ayuda domiciliaria, así como los servicios complementarios 

proporcionados a través de la teleasistencia, los centros de día/noche y otros servicios (como 

prevención/promoción de la autonomía, lavandería o comidas a domicilio, entre otros). Este con-

junto de servicios debería contar con oferta pública suficiente para cubrir los cuidados actual-

mente contratados mediante “bonos” a suministradores privados, así como las situaciones 

atendidas a través de cuidados en el entorno familiar. Ello exige, por ejemplo, proporcionar ayuda 

domiciliaria y/o centro de día a las más de 225.000 personas mayores dependientes (un 36% de 

las personas beneficiarias) que eran en 2016 atendidas por un familiar (generalmente una mu-

jer) a cambio de una pequeña prestación económica. 

8. Se ha estimado el coste total del sistema propuesto en los dos escenarios de análisis incluidos 

en el estudio, utilizando la mejor información disponible sobre costes unitarios o medios de los 

distintos servicios. El coste total del sistema, con datos del año 2016, pasaría de los 5.850 mi-

llones de euros que actualmente se gastan para cubrir a las personas mayores de 65 años a una 

cifra algo superior a los 17.000 millones de euros, en los dos escenarios. El coste por beneficia-

rio aumentaría desde los 9.365 euros actuales a 10.745 euros en el escenario de cobertura sue-

ca de la población española (cobertura poblacional más amplia, pero de menor coste medio, al 

incorporar una parte mayor de casos de dependencia moderada) y a 14.706 en el escenario ba-

sado en datos SHARE (cobertura plena según el baremo actual, con mayor intensidad protecto-

ra). Estas cifras indican el gasto total asociado a la atención a personas dependientes, 

incluyendo los gastos de manutención y alojamiento de las personas que son atendidas en resi-

dencias, que no formarían parte del coste a financiar por el sistema de la dependencia (sino por 

los propios usuarios o, en caso de insuficiencia de renta, por otras políticas públicas). Eliminando 

esta parte del coste, al igual que la parte estimada de copago en la financiación del sistema ac-

tual, el gasto público en dependencia pasaría de unos 4.700 millones de euros (modelo actual) a 

cerca de 12.000 millones (sistema propuesto, en cualquiera de los dos escenarios). Este importe 

incluye unos 1.000 millones de gasto que se estima que corresponden a atención sanitaria pres-

tada a usuarios del sistema de la dependencia, y que podría, para mayor claridad, ser asumida 

por el sistema sanitario público.  

9. El incremento presupuestario neto para el sistema de atención a la dependencia asociado al 

cambio de modelo sería, en un ejercicio de estática comparativa, de entre 7.200 y 7.600 millo-

nes de euros, según el escenario elegido (algo menos de un 0,7% del PIB del año 2016). Aunque 

en el documento no se analizan de forma exhaustiva las posibles vías de financiación, sí se han 

considerado mínimamente los retornos esperados del gasto en dependencia, así como la posibi-

lidad de obtener recursos adicionales eliminando determinados incentivos fiscales asociados a la 

edad, la discapacidad y la dependencia en el IRPF. En una estimación conservadora, el gasto 
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fiscal anual en las diversas reducciones, deducciones y mínimos vinculados a la edad o la disca-

pacidad de las personas mayores en el Impuesto sobre la Renta asciende a unos 1.700 millones 

de euros, que podrían dedicarse en todo o en parte a financiar el incremento de servicios nece-

sario para atender de forma adecuada a la población dependiente. Con ello, y pese a la elimina-

ción del actual copago vinculado a la renta, la financiación del sistema podría resultar 

globalmente más progresiva que en la actualidad, dada la regresividad de los principales benefi-

cios fiscales actualmente vigentes. Por otra parte, hay que tener en cuenta los retornos financie-

ros del sistema, que podría ser de hasta el 40% si tenemos en cuenta la recaudación adicional y 

reducción de prestaciones asociadas al empleo creado. 

10. Las proyecciones de población realizadas por diversas instituciones, pese a las complejida-

des que implican y las cautelas con las que han de ser tomadas, apuntan a un importante enve-

jecimiento de la población en los próximos años, en especial a un “envejecimiento del 

envejecimiento”, y hacia un aumento del número de personas mayores con problemas de de-

pendencia y, por tanto, necesitadas de cuidados de larga duración. Un ejercicio básico, basado 

simplemente en aplicar la tasa de cobertura actual (año 2016) a la población mayor de 65 años 

que se estima existirá en España en el año 2040, sin eliminar la lista de espera ni aumentar la 

intensidad de los servicios, requeriría multiplicar por 1,6 el número de personas beneficiarias 

actuales. Por su parte, y tomando como base la población española mayor de 65 años con dere-

cho a prestaciones en el año 2016, proporcionar un nivel de cobertura similar al sueco a la po-

blación española del año 2040 exigiría triplica el número de personas beneficiarias de servicios 

en el año 2040 (el número de personas beneficiarias se multiplicaría por 1,8 si se partiera ya en 

2016 de un sistema con cobertura adecuada). En definitiva, el SAAD no solo ha de hacer frente a 

importantes necesidades de Cuidados de Larga Duración no cubiertas en la actualidad, sino a 

considerables aumentos en la demanda de servicios de cuidado por parte de la población mayor 

de 65 años en un futuro no muy lejano. En este sentido, adicionalmente a atender adecuada-

mente la demanda presente y futura de cuidados de este colectivo, serían necesarias medidas 

orientadas a prevenir y reducir las tasas de dependencia en la población mayor.  

11. Además de los retornos financieros comentados, el modelo de atención a la dependencia 

tendría importantes efectos positivos sobre el empleo y la equidad de género. Según los cálculos 

realizados, el sistema propuesto emplearía a algo más de 500.000 personas, frente a las 

aproximadamente 150.000 actuales (en términos de empleos a tiempo completo en ambos ca-

sos), desplegando por fin plenamente su potencial como yacimiento de empleo. El efecto positivo 

sobre la igualdad entre hombres y mujeres es un rédito potencialmente importante, aunque re-

sulte difícil de medir. Todas las fuentes de datos disponibles muestran con claridad un impacto 

negativo de las tareas de cuidado en la participación laboral de las mujeres de mediana edad, 

con muchos casos de abandono del mercado del trabajo o de parcialidad indeseada debidos a la 

necesidad de cuidar a un familiar dependiente. Contrariamente a la situación actual, proporcio-

nar servicios públicos de atención suficientes y adecuados permitiría a las mujeres mantener su 

carrera laboral. Con ello, se reduciría la brecha salarial y de empleo durante la vida activa, así 

como el diferencial de género en la percepción de pensiones, una vez superada la edad de jubi-

lación. Y por último, pero no menos importante, más mujeres tendrán, al caer en situaciones de 
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dependencia, el dinero suficiente para sufragar los gastos de alojamiento y manutención en resi-

dencias capaces de proporcionales la asistencia deseada, sin necesidad de recurrir a prestacio-

nes no contributivas o imponer obligaciones de cuidado a otros familiares.       
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APÉNDICE I 

TABLAS Y GRÁFICOS COMPLEMENTARIOS 

Gráfico AI.1 

PORCENTAJE DE PERSONAS MAYORES DE 65 AÑOS CON DEPENDENCIA RECONOCIDA QUE NO RECIBEN 

NINGUNA PRESTACIÓN O SERVICIO DEL SAAD.  

Notas: Personas de 65 o más años con dependencia reconocida que a fecha 31-12-2016 no reciben servicios o pres-

taciones del SAAD, dividido entre el total de personas mayores de 65 años en cada Comunidad. 

Fuente: Elaboración propia con datos del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD). 

Gráfico AI.2  

PORCENTAJE DE PERSONAS MAYORES DE 65 AÑOS BENEFICIARIAS DE SERVICIO O PRESTACIÓN DEL 

SAAD POR COMUNIDAD AUTÓNOMA (DATOS A 31 DE DICIEMBRE 2016) 

Fuente: Elaboración propia con datos del SISAAD.
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Tabla AI.1  

DESCRIPCIÓN DEL CATÁLOGO DE PRESTACIONES Y SERVICIOS DEL SISTEMA PARA LA AUTONOMÍA Y ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA (SAAD). 

SERVICIO CONTENIDO BÁSICO SEGÚN LEY DEPENDENCIA 

Prevención de la de-

pendencia y promoción 

de la autonomía perso-

nal 

Habilitación y terapia ocupacional, atención temprana, estimulación cognitiva, promoción, mantenimiento y recuperación de 

la autonomía funcional, habilitación psicosocial para personas con enfermedad mental o discapacidad intelectual, apoyos 

personales y cuidados en alojamientos especiales. Es un servicio compatible con otros servicios. 

Grado III. En general, 8 horas/mes. 

Grado II: En general, un mínimo de 12 horas/mes. 

Grado I: Mínimo de 6 horas/mes. 

Teleasistencia Atender a las personas beneficiarias mediante el uso de tecnologías de la comunicación y de la información, observando las medi-

das de accesibilidad adecuadas para cada caso, y apoyo de los medios personales necesarios, en respuesta inmediata ante situa-

ciones de emergencia, o de inseguridad, soledad y aislamiento y con el fin de favorecer la permanencia de las personas usuarias 

en su medio habitual. Es un servicio complementario de otros en todos los grados de dependencia. 

Ayuda Domicilio Ayuda para la realización de las actividades de la vida diaria y cobertura de las necesidades domésticas (que deben prestarse con-

juntamente con los de atención, salvo excepción justificada). El número de horas de ayuda está en función del grado de dependen-

cia:  

Grado III. Gran dependencia: entre 46 y 70 horas mensuales. 

Grado II. Dependencia severa: Entre 21 y 45 horas mensuales. 

Grado I. Dependencia moderada: Máximo 20 horas mensuales. 

Centros Día/Noche Atención integral durante el periodo diurno o nocturno a las personas en situación de dependencia, con el objetivo de mejorar o 

mantener el mejor nivel posible de autonomía personal y apoyar a las familias o cuidadores. En particular, cubre, desde un enfoque 

biopsicosocial, las necesidades de asesoramiento, prevención, rehabilitación, orientación para la promoción de la autonomía, habi-

litación o atención asistencial y personal. La tipología de centros incluirá Centros de Día para menores de 65 años, Centros de Día 

para mayores, Centros de Día de atención especializada por la especificidad de los cuidados que ofrecen y Centros de Noche, que 

se adecuarán a las peculiaridades y edades de las personas en situación de dependencia. 

Mínimo 15 horas semanales. 
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Atención residencial Atención integral y continuada, de carácter personal, social y sanitario, que se prestará en centros residenciales, públicos o acredi-

tados, teniendo en cuenta la naturaleza de la dependencia, grado de la misma e intensidad de cuidados que precise la persona. 

Puede tener carácter permanente, cuando el centro residencial sea la residencia habitual de la persona en situación de dependen-

cia, o temporal, cuando se atiendan estancias temporales de convalecencia o durante vacaciones, fines de semana y enfermeda-

des o períodos de descanso de los cuidadores no profesionales. 

Se excluyen los dependientes moderados. La intensidad se fija en función de los servicios del centro que precisa la persona, de 

acuerdo con su PIA. 

Prestación económica 

vinculada al servicio 

La prestación económica, que tendrá carácter periódico, se reconocerá, en los términos que se establezca, únicamente cuando no 

sea posible el acceso a un servicio público o concertado de atención y cuidado, en función del grado de dependencia y de la capa-

cidad económica del beneficiario, de acuerdo con lo previsto en el convenio celebrado entre la Administración General del Estado y 

la correspondiente comunidad autónoma. La prestación vinculada al servicio tendrá carácter subsidiario frente a las plazas propias 

o concertadas de la administración concedente. 

Prestación económica 

para asistencia perso-

nal 

Cuantía económica mensual que se asigna al beneficiario para contribuir a la contratación de un asistente personal profesional. 

Desde la publicación del Real Decreto ley 20/2012, de 13 de julio, pueden acceder a esta prestación las personas reconocidas en 

situación de dependencia, sea cual sea el grado. 

Prestación económica 

para cuidados en el 

entorno familiar 

Excepcionalmente, cuando el beneficiario esté siendo atendido por su entorno familiar, y se reúnan las condiciones establecidas en 

el artículo 14.4, se reconocerá una prestación económica para cuidados familiares. 

Fuente: Elaboración propia. 
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Tabla AI.2  

ESTIMACIÓN DEL NÚMERO DE PERSONAS MAYORES DE 65 AÑOS CON LIMITACIONES PARA LA VIDA 

DIARIA SEGÚN LA ECV-2016 (ESTIMACIÓN CENTRAL E INTERVALOS DE CONFIANZA DEL 95%) 

 Proporciones Número de personas 

Edad Mean SE Min Max Nº Min Max 

Limitado (moderada o gravemente) 

65+ Total 0,495 0,009 0,477 0,512 4.288.811 4.138.440 4.439.181 

65+ Varones 0,440 0,012 0,416 0,463 3.812.440 1.545.731 1.722.851 

65+ Mujeres 0,537 0,010 0,517 0,557 4.657.513 2.553.582 2.752.379 

80+ Total 0,692 0,014 0,664 0,720 6.000.954 1.855.590 2.010.718 

80+ Varones 0,646 0,023 0,601 0,690 5.601.607 611.291 701.582 

80+ Mujeres 0,719 0,016 0,688 0,751 6.238.419 1.212.323 1.323.472 

Gravemente limitado 

65+ Total 0,128 0,005 0,117 0,138 1.106.640 1.016.489 1.196.790 

65+ Varones 0,103 0,007 0,090 0,116 895.973 335.314 432.846 

65+ Mujeres 0,146 0,007 0,132 0,161 1.269.693 652.016 794.450 

80+ Total 0,236 0,012 0,213 0,259 2.043.848 593.787 723.027 

80+ Varones 0,219 0,019 0,182 0,256 1.900.152 185.413 259.934 

80+ Mujeres 0,246 0,015 0,217 0,274 2.129.294 382.455 483.061 

Nota: SE= Standard error. 

Fuente: Elaboración propia con datos de la ECV-2016. 

Gráfico AI.3  

PREVALENCIA DE LAS LIMITACIONES GRAVES ENTRE LAS PERSONAS MAYORES DE 65 AÑOS, 2004-2016 

Fuente: Elaboración propia con datos de las Encuestas de Condiciones de Vida, 2004-2016. 
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Tabla AI.3 

ACCESO A LOS SERVICIOS DE CUIDADOS POR PARTE DE LOS HOGARES CON PERSONAS MAYORES O 

ENFERMOS CRÓNICO QUE REQUIEREN ATENCIÓN 

 

Nº hogares 

Total de hogares 18.408.288 

Hogares con personas dependientes 3.010.671 

¿Reciben o no la atención de un cuidador remunerado?  

No reciben la atención de un cuidador remunerado 2.577.267 

Sí reciben atención de un cuidador remunerado 433.404 

   Cuidado remunerado < 10 horas/semana 151.374 

   Cuidado remunerado 10-19 horas/semana 100.177 

   Cuidado remunerado 20+ horas/semana 181.853 

Pagos del hogar por esos cuidados  

No tienen que pagar por el cuidado 90.822 

Sí tienen que pagar por el cuidado 342.582 

Grado de dificultad para realizar los pagos:  

   1= Con mucha dificultad 81.940 

   2= Con dificultad 76.696 

   3= Con cierta dificultad 83.832 

   4= Con cierta facilidad 69.146 

   5= Con facilidad 29.222 

   6= Con mucha facilidad 1.746 

Necesidad no cubierta de cuidado remunerado  

Hogares con una necesidad no cubierta de cuidado remunerado 927.789 

Razón para no recibir el nivel de cuidado requerido:  

  1= No puede permitírselo 642.695 

  2= La persona que los necesita los rechaza 33.150 

  3= No están disponibles esos servicios 90.783 

  4= La calidad de los servicios ofrecidos no es satisfactoria 11.647 

  5= Otras razones 149.514 

Fuente: Elaboración propia con datos de la ECV-2016. 
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Tabla AI.4  

UTILIZACIÓN DE DISTINTOS TIPOS DE SERVICIOS ASISTENCIALES DOMICILIARIOS POR PERSONAS 

MAYORES EN LOS ÚLTIMOS 12 MESES. POBLACIÓN DE 65 Y MÁS AÑOS 

  Total Varones Mujeres 

Atención domiciliaria prestada por enfermero/a  5,0 3,5 6,1 

Ayuda domiciliaria para las tareas domésticas o para 

las personas mayores 5,7 3,7 7,3 

Comidas a domicilio para personas mayores 0,6 0,8 0,4 

Servicios especiales de transporte a domicilio 3,6 3,3 3,9 

Otros servicios de asistencia domiciliaria 3,0 2,0 3,8 

Fuente: Encuesta Nacional de Salud 2011/2012. 

Tabla AI.5  

FORMA EN QUE ORGANIZAN LOS CUIDADOS LOS ADULTOS QUE VIVEN EN HOGARES EN LOS QUE EXISTEN 

PERSONAS CON ALGUNA LIMITACIÓN QUE LES IMPIDE CUIDARSE POR SÍ MISMAS  

 Total Varones Mujeres 

Cuida a la persona con limitación él/ella solo/a 34,6 16,6 49,4 

Cuida a la persona con limitación compartiéndolo 

con otra persona 53,9 71,2 39,7 

Cuida a la persona con limitación otra persona re-

munerada por ello que no reside en el hogar 4,9 4,8 5,0 

Cuida a la persona con limitación los servicios socia-

les 0,6 0,3 0,8 

Otra situación 6,0 7,1 5,1 

TOTAL 100,0 100,0 100,0 

Fuente: Encuesta Nacional de Salud 2011/2012. 
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Gráfico AI.4  

PORCENTAJE DE PERSONAS MAYORES DE 65 AÑOS CON DIFICULTAD PARA REALIZAR CADA TAREA EN 

ESPAÑA, 2015 

Fuente: Elaboración propia con microdatos de SHARE-2015 (Ola 6). 

Tabla AI.6  

ESTRUCTURA PORCENTUAL DE LA POBLACIÓN EN ESPAÑA Y SUECIA (2016) 

 
Total Varones Mujeres 

España Suecia España Suecia España Suecia 

<65 años 81,4 80,2 83,7 81,8 79,2 78,6 

65+ años 18,6 19,8 16,3 18,2 20,8 21,4 

80+ años 6,0 5,1 4,4 3,9 7,4 6,2 

Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 

Fuente: INE y Statistics Sweden. 
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APÉNDICE II 

EL SISTEMA SUECO DE ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA
89

 

El sistema de atención a la dependencia sueco, al igual que el del resto de los países nórdicos, 

se caracteriza por su carácter universal, su financiación pública a través de impuestos y sus altos 

niveles de calidad. Es un sistema basado en la necesidad de los ciudadanos y no en su capaci-

dad de pago. Asimismo es utilizado por todos los grupos sociales con independencia de su nivel 

de renta (Sipilä, 1997, Vabø & Szebehely, 2012). Los datos de la OCDE señalan a Suecia como 

uno de los países con mayor intensidad protectora para el colectivo de personas que necesitan 

cuidados de larga duración, ascendiendo el gasto público en este tipo de cuidados al 3,2% del 

PIB, solo superado por Finlandia y Holanda, y muy por encima de la media de la OCDE (1,4% del 

PIB) y de la situación española, donde este tipo de gasto no alcanza el 1% del PIB (0,7%).  

Gráfico AII.1  

GASTO PÚBLICO EN CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN (SANITARIO Y SOCIAL) COMO % DEL PIB, AÑO 2014 

Fuente: OECD. Health at a Glance 2017.  

Existen tres niveles de gobierno implicados en el sistema de atención a la dependencia sueco: 

Central, Regional y Local. El Gobierno Central se encarga de la legislación básica y las transferen-

cias a las regiones, así como la supervisión del sistema a través del Socialstyrelsen y otras agen-

cias. Por su parte, los 21 gobiernos regionales (landsting) son responsables de la mayoría de las 

prestaciones sanitarias. En el nivel local, las 290 municipalidades existentes (kommun), que var-

ían en tamaño y características, tienen la obligación legal de proporcionar servicios de atención 

domiciliaria y residencial para cualquiera que tenga necesidad de los mismos, independiente-

mente de su edad. Las autoridades locales tienen un alto grado de autonomía frente al gobierno 

                                                      

89
  Este Apéndice se basa fundamentalmente en MEAGHER y SZEBEHELY [eds.] (2013), en especial en su capítulo 2.  
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central en el ámbito de la dependencia, incluyendo el derecho de establecer impuestos locales 

dentro de los límites legales. Esto ocasiona que existan importantes diferencias entre municipios 

en lo que se refiere a la atención a los mayores y a los dependientes, así como en el grado de 

mercantilización del sistema.  

La atención pública a las personas mayores está regulada en la Ley de Servicios Sociales de 

1980, modificada en varias ocasiones
90

 y que desde 2002 se denomina Socialtjänstlag. Esta ley 

garantiza un derecho general a recibir asistencia si las necesidades no pueden satisfacerse de 

otra manera. No obstante, la legislación no detalla ni otorga el derecho a recibir servicios especí-

ficos. Todas las personas tienen el derecho a exigir servicios y apoyo en todas las etapas de la 

vida y las autoridades locales la responsabilidad de satisfacer dichas necesidades proporcionan-

do una asistencia que asegure un nivel de vida razonable. Una persona entra en el sistema de 

atención cuando un gestor de servicios sociales, en general un trabajador/a social empleado por 

el municipio, evalúa sus necesidades y decide si la persona tiene derecho a recibir asistencia y, si 

es así, el tipo (dentro del hogar, residencial, etc.) y la cantidad de ayuda requerida. En caso de 

disconformidad, la persona solicitante puede recurrir dicha evaluación ante un tribunal adminis-

trativo.  

La siguiente tabla detalla el contenido básico de los servicios existentes en Suecia. 

                                                      
90

  Entre las reformas destaca la denominada “Ädel reform” de 1992, cuando la responsabilidad sobre las residencias 

de mayores se transfirió del sector sanitario (nivel regional) a los servicios sociales municipales, pasándose de un 

modelo “médico” a un modelo de asistencia “social”. 
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Tabla AII.1  

DESCRIPCIÓN DE LOS PRINCIPALES SERVICIOS DE ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA EN SUECIA  

Servicios Contenido básico 

Atención residencial  

(Special accommoda-

tion) 

Alojamiento en residencias que prestan servicios especiales y rehabilitación. La ley de servicios sociales establece qué personas 

mayores de 65 años necesitan servicios especiales. 

Alojamiento temporal  

(Short-term housing) 

Asistencia en forma de alojamiento temporal fuera del propio hogar para acceder a vigilancia y cuidado continuos (las 24 horas del 

día). El alojamiento se combina con tratamiento, rehabilitación y alivio de familiares.  

Centros de día  

(Day time activities) 

Asistencia en forma de empleo, comunidad, tratamiento o rehabilitación fuera de la propia residencia.  

Tele-asistencia  

(Security alarm) 

Dispositivo de emergencia al que puede llamar una persona en caso de necesidad. 

Ayuda domiciliaria  

(Home-help services) 

Incluye asistencia personal, alivio de cuidadores familiares, acompañamiento. Hay dos tipos de ayuda domiciliaria: 

Ayuda domiciliaria para cuidados personales (personal care): Servicios de ayuda a domicilio para comer, beber, vestirse, moverse, 

aseo y otras actividades necesarias para romper el aislamiento o para que los individuos se sientan a salvo y seguros en sus pro-

pias casas. 

Ayuda domiciliara para servicios instrumentales (instrumental services): Servicios de ayuda a domicilio en actividades de gestión y 

limpieza de la casa, compras, correo, bancos, preparación de comidas y distribución de comidas ya preparadas. 

Comida a domicilio  

(Food distribution) 

Distribución de comida preparada al individuo en su residencia o vivienda. 

 

Ayuda para personas con 

problemas mentales 

(Living support-practical 

or social) 

Asistencia en forma de ayuda en la vida diaria dirigida a individuos con discapacidad mental en su propio domicilio. Puede ser ayu-

da tanto social como práctica, encaminada a reforzar la capacidad persona para lidiar con la vida diaria en la vivienda y la socie-

dad. 

Persona/familia de con-

tacto (Contact per-

son/family) 

Familia designada por el Social Council para recibir niños para estancias regulares y estar disponibles para el niño y sus parientes 

cercanos.  

Persona designada por el Social Council para ayudar al individuo y sus parientes cercanos con sus asuntos personales. 

Fuente:  Sveriges officiella statistik
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Según los datos suecos oficiales
91

, en el año 2012, el 9% de la población de más de 64 años 

recibió servicios de atención domiciliaria y el 5% se alojó en residencias. La cobertura de ambos 

tipos de servicios ha caído mucho en las últimas décadas, incluso en los grupos de mayor edad, y 

en la actualidad es considerablemente más baja en Suecia que en Dinamarca y Noruega, aunque 

similar a la de Finlandia (según los datos de NOSOSCO Nordic Social Protection Statistics)
92

. No 

obstante, la intensidad de los servicios (ratio de personal en las residencias y el número de horas 

de cuidado por usuario en el caso de la atención domiciliaria) son relativamente altas, y de 

acuerdo con la OCDE Suecia es uno de los países del mundo más generosos en lo que se refiere 

a atención a los mayores. 

Aproximadamente un 85% de la financiación del sistema de atención a las personas mayores 

procede de los impuestos locales, y cerca de un 10% de los impuestos estatales, mientras que 

los usuarios pagan únicamente un pequeño porcentaje de los costes del sistema (5-6%). Inde-

pendientemente de que los servicios sean proporcionados por entidades públicas o privadas, los 

usuarios pagan la misma cuota o copago a la autoridades locales, no al proveedor del servicios. 

La cuota depende de la renta del usuario y, en el caso de los servicios residenciales, se paga de 

manera separada el alojamiento y la manutención. No existe condición de recursos para ningún 

servicio, pero los usuarios con bajas rentas están exentos del pago de cuotas y pueden recibir 

prestaciones o subsidios para cubrir parte de la renta de la vivienda, tanto en el caso de vivien-

das particulares como en el caso de residencias (Szebehely & Trydegård 2012). 

Las cuotas varían notablemente entre municipios, desde 77 a 435 coronas suecas por hora en el 

año 2010 (entre 7,8 y 44 euros al cambio de febrero de 2018). Los municipios tienen competen-

cias para establecer las cuotas hasta el límite nacional establecido por la reforma del 2002, que 

introdujo cuotas máximas tanto en servicios de atención domiciliaria como en residencias. En el 

año 2013 la cuota máxima ascendió a 1.780 coronas suecas por mes, unos 205€.  

El sector público fue prácticamente el único suministrador de servicios de atención a las perso-

nas mayores hasta finales de los años ochenta. A partir de ese momento se introdujeron refor-

mas influenciadas por las ideas de la “Nueva Gestión Pública” (New Public Management) 

reflejadas en la “Nueva Ley de los Gobiernos Locales”, aprobada por el gobierno socialdemócrata 

en la primavera de 1991, que introdujo mecanismos de los mercados privados en el sector públi-

co93. El nuevo gobierno conservador elegido a finales de ese mismo año proclamó “la revolución 

de la libertad de elección” y presentó un proyecto de ley de “Mejora de la competencia en las 

actuaciones municipales”, abogando por la libertad de elección por parte de los usuarios y la 

externalización de los servicios e introduciendo mayor competencia entre proveedores.  

                                                      

91
  Datos proporcionados por “Socialstyrelsen”, el Consejo Nacional Sueco de Salud y Bienestar Sueco 

http://www.socialstyrelsen.se/english 

92
  http://www.edac.eu/indicators_desc.cfm?v_id=205 

93 
 BLOMQVIST, P. (2004): “The Choice Revolution: Privatization of Swedish Welfare Services in the 1990s”, Social Policy 

and Administration, Vol. 38, Issue 2.  
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Dichos cambios, no exentos de polémica, supusieron una reorganización del sector, de manera 

que a partir de ese momento se separó la evaluación de las necesidades, realizada por los muni-

cipios, de la provisión de servicios, realizada tanto por entidades sin ánimo de lucro como por 

parte de empresas. Suecia fue el primer país nórdico en introducir esta división, que constituye 

una forma de modelo comprador-vendedor, y que en el año 1993 se utilizaba en el 10% de los 

municipios, ascendiendo el porcentaje al 80% en el año 2003. 

Cuando un municipio decide externalizar la asistencia, la ley requiere que se lleve a cabo un pro-

ceso de licitación competitiva con ofertas confidenciales, haciéndose la selección sobre la base 

de una combinación de precio y calidad. La financiación y regulación de los servicios continua 

siendo municipal y únicamente la provisión es externalizada. Los requisitos del proveedor son 

establecidos a nivel municipal, y pueden incluir el nivel de formación de los trabajadores. En al-

gunos casos el precio viene fijado por las autoridades locales y los potenciales proveedores com-

piten en términos de calidad, mientras que en otros casos se fijan los criterios de calidad y la 

competencia se basa en los precios, siendo también habituales combinaciones de precio y cali-

dad
94

.  

El procedimiento concluye con un acuerdo entre la entidad ganadora del contrato, que tiene que 

hacerse cargo de los trabajadores y usuarios del anterior proveedor, y el municipio. En el caso de 

las residencias, las instalaciones continúan siendo de propiedad pública, aunque una entidad 

privada puede ser la titular de las instalaciones y “vender camas” a las autoridades dentro de un 

convenio. Los contratos tienen una duración máxima de 4 años y las autoridades locales son 

responsables del seguimiento y control de la calidad de los servicios. Según señalan Meagher y 

Szebehely (2013), la externalización ha tendido a beneficiar a las empresas de mayor tamaño, al 

requerir los procesos de licitación y contratación recursos más difíciles de conseguir para las 

pequeñas entidades.  

En los últimos años se han introducido modelos de “Elección del Consumidor” (basados en la 

“Ley de Elección en el Sector Público” de 2009 aprobada por el gobierno de centro-derecha), 

como alternativa y/o complemento a la externalización comentada anteriormente. En este caso, 

las autoridades locales firman acuerdos marco con varios proveedores (en general de prestación 

de servicios domiciliarios, pero a veces también de servicios residenciales), entre los cuales los 

usuarios pueden elegir a través de un sistema de bonos o vales, siendo la idea que los usuarios 

tengan influencia sobre los servicios recibidos dada su capacidad de cambiar de proveedor si 

dichos servicios no son satisfactorios, promoviéndose así la competencia entre los distintos pro-

veedores. Este sistema se utiliza ampliamente para la mayoría de los servicios con la excepción 

de los diversos servicios residenciales, donde su utilización es menor.  

                                                      

94
  Una parte central de las reformas del sistema de atención a la dependencia sueco, bajo la influencia de la “Nueva 

Gestión Pública”, es la preocupación por la medición de los resultados y la evaluación de la eficiencia, que ha llevado a 

la implementación de sistemas de seguimiento de la calidad y la eficiencia de los programas financiados con fondos 

públicos.  
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El gobierno central trata de fomentar que los gobiernos locales introduzcan este sistema, ofre-

ciéndoles incentivos financieros. En el caso de los usuarios que no eligen un proveedor, las auto-

ridades locales eligen la alternativa. Asimismo, las autoridades tienen el deber de informar sobre 

los diversos proveedores de manera objetiva, relevante, accesible, comparable y fácil de enten-

der.  

A diferencia del modelo de externalización, en este caso los proveedores no tienen asegurado un 

nivel determinado de usuarios. Por otra parte, los proveedores privados pueden ofrecer servicios 

suplementarios que los usuarios pueden comprar a precios de mercado, mientras que las autori-

dades locales no pueden ofrecer esos servicios adicionales.  

Tabla AII.2  

DISTRIBUCIÓN DE LA PROVISIÓN PRIVADA DE SERVICIOS DE ATENCIÓN A LAS PERSONAS MAYORES 

FINANCIADA CON FONDOS PÚBLICOS. SUECIA 1993-2012 (%)  

 1993 2000 2005 2012 

Horas de cuidado en el hogar 4 7 10 23 

Plazas en residencias 5 12 14 21 

Fuente: Konkurrensverket 2007:45 (años 1993-2005); Socialstyrelsen 2013f (año 2012), tomado de Meagher,G.yM. 

Szebehely [eds.] (2013). 

Uno de los temas controvertidos en el sistema sueco es si los proveedores públicos y privados 

compiten en igualdad de condiciones. Por una parte está la cuestión de si los gerentes de servi-

cios sociales son neutrales o tienden a favorecer la producción pública en su apoyo en la toma de 

decisiones, especialmente en el caso de los individuos más vulnerables. La evidencia empírica 

no parece apoyar estas afirmaciones. Por otra parte, se alega que son los proveedores públicos 

los que están en situación de desventaja, ya que, a diferencia de los proveedores privados, no 

pueden ofrecer servicios adicionales a los garantizados en el proceso de evaluación de necesi-

dades, servicios por los que los usuarios pagan de su propio bolsillo subvencionados en un 50% 

por las deducciones fiscales existentes
95

. 

En el año 2007, el gobierno conservador introdujo una deducción fiscal por la adquisición de 

servicios domésticos
96

, consistente en una deducción del 50% del precio (coste laboral) de di-

chos servicios hasta un límite de 100.000 coronas suecas (unos 11.800 euros por persona y 

año), que equivale a un ahorro impositivo máximo de unos 6.000 euros por individuo y año. Des-

de el año 2009 el funcionamiento es el siguiente: la empresa que presta los servicios cobra al 

usuario el coste de los materiales y el 50% del coste laboral, y reclama la cantidad restante a la 

administración tributaria.  

                                                      

95
  Ver Socialstyrelsen 2007 y MEAGHER & SZEBEHELY 2010, citado en MEAGHER & SZEBEHELY 2013. 

96
  Lag 2007:346 om skattereduktion för hushållsarbete. La desgravación tiene como objetivo principal hacer aflorar 

la economía sumergida y es aplicable para el coste laboral de las siguientes actividades consideradas trabajo domésti-

co: reparaciones y mantenimiento, limpieza, lavandería, jardinería, cuidado de menores y otros.  
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La desgravación no está sujeta a la evaluación de necesidades por parte de las autoridades loca-

les, lo que implica que todos los individuos pueden beneficiarse de la misma. Por otro lado, los 

servicios no están regulados por las autoridades y pueden desarrollarse tanto en el hogar del 

comprador como en el hogar de sus ascendientes. Se puede obtener tanto por la adquisición de 

servicios domésticos como de asistencia personal. Como resultado de esta deducción, en mu-

chos municipios resulta más económico para los individuos de rentas altas comprar servicios en 

el mercado privado que hacerlo en el sistema público, que requiere la evaluación de las necesi-

dades, al menos en el caso de necesidades reducidas. Así, el crédito fiscal reduce a la mitad el 

coste para el individuo de los servicios que un proveedor privado (pero no uno público) puede 

ofrecer para suplementar los servicios derivados de la evaluación de necesidades por parte de 

las autoridades municipales (Meagher & Szebehely 2013, p. 72). 

El coste de la deducción fiscal por atención domiciliaria se ha quintuplicado, pasando de los 450 

millones de coronas en 2008 a 2,2 billones en 2012. Además hay evidencia de un claro gradien-

te económico en el uso de esta deducción. En el año 2011, el 13% de las personas con una renta 

anual mayor de 400.000 coronas se benefició de esta reducción impositiva, comparado con el 

4% de los individuos con menores ingresos. En el año 2011, la cuantía media de la deducción 

para las personas mayores fue de unas 3.000 Coronas (unos 350 €), lo que corresponde a una 

media de 20 horas por año.  
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APÉNDICE III 

LA ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA EN EL CONTEXTO DE LA OCDE 

La información de este Apéndice ha sido extraída de la publicación de la OCDE Health at a Glan-

ce (2017), en concreto de su capítulo 11 dedicado al envejecimiento y a los cuidados de larga 

duración, y nos proporciona una visión general, principalmente en términos cuantitativos, de la 

situación de los sistemas de atención a la dependencia en los países de nuestro entorno. No 

obstante hay que ser consciente de las dificultades de medición y comparabilidad entre los dis-

tintos países.  

Gráfico AIII.1  

GASTO PÚBLICO Y EN SEGUROS OBLIGATORIOS EN CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN (SANITARIO Y SO-

CIAL) EN EL AÑO 2015 (O AÑO DISPONIBLE MÁS RECIENTE) COMO % DEL PIB 

Fuente: OECD. Health at a Glance 2017.  

Nota: Según el sistema de cuentas de salud (SHA) el componente sanitario se refiere a atención de enfermería y servi-

cios de cuidado personal (ayuda con las actividades de la vida diaria) incluyendo cuidados paliativos y cuidados sumi-

nistrados tanto en el hogar como en instituciones. Por su parte el componente social se refiere a la asistencia en 

actividades instrumentales de la vida diaria. La media de la OCDE incluye únicamente los 15 países para los que se 

tiene información de los dos componentes (sanitario y social). 

El gráfico AIII.1 muestra las importantes diferencias en los recursos públicos que los distintos 

países dedican a los cuidados de larga duración. Encabezan el ranking Holanda y los países 

nórdicos, situándose España a la cola al dedicar únicamente un 0,8% del PIB a este tipo de cui-

dados, un porcentaje 4 veces menor que el sueco.  
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Gráfico AIII.2  

GASTO PÚBLICO Y EN SEGUROS OBLIGATORIOS EN CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN (SANITARIO Y SO-

CIAL) EN EL AÑO 2015 (O AÑO DISPONIBLE MÁS RECIENTE) SEGÚN EL MODO DE PROVISIÓN 

 
Fuente: OECD. Health at a Glance 2017.  

La forma en que se organizan la atención a la dependencia en los diversos países condiciona el 

nivel de gasto. En promedio, en los países de la OCDE aproximadamente dos tercios de este tipo 

de gasto se dedica a personas que residen en instituciones, porcentaje similar al sueco y al es-

pañol. Aunque en países como Finlandia, Polonia, Dinamarca, Austria y Alemania el gasto en cui-

dados domiciliarios asciende a más del 50% del total.  

Gráfico AIII.3  

TASA DE CRECIMIENTO EN GASTO PÚBLICO Y EN SEGUROS OBLIGATORIOS EN CUIDADOS DE LARGA 

DURACIÓN (SANITARIO Y SOCIAL) EN TÉRMINOS REALES 2005-2015 (O AÑO DISPONIBLE MÁS 

RECIENTE)  

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: OECD. Health at a Glance 2017.  

Pese a que en la última década se han producido importantes incrementos en el gasto en cuida-

dos de larga duración en los países de la OCDE (4,6% de crecimiento en términos reales para el 

promedio de la OCDE-25) existen divergencias importantes en la tendencia seguida por los distin-

tos países. En algunos países con sistemas maduros, como algunos países nórdicos, el creci-

miento ha sido inferior al promedio, mientras que en España el sistema, que partía de niveles 

realmente bajos, ha crecido de manera notable en los últimos diez años, aunque todavía se en-

cuentra muy por debajo de los países más avanzados en esta política social.  
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Gráfico AIII.4  

PORCENTAJE DE INDIVIDUOS MAYORES DE 64 AÑOS QUE RECIBEN CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN. 

2005 Y 2015 (O EL AÑO DISPONIBLE MÁS CERCANO)  

 

Notas: 1 Para estos países solo se incluye atención residencial.  

Fuente: OECD. Health at a Glance 2017.  

Las importantes diferencias en los niveles de gasto (como porcentaje del PIB) se reflejan en el 

porcentaje de mayores que reciben cuidados de larga duración (Gráfico AIII.4). Así en España, un 

8,5% de los mayores de 64 años reciben cuidados de larga duración, porcentaje que asciende al 

13% para el promedio de los 18 países de la OCDE incluidos en el gráfico y al 17% en Suecia, 

porcentaje que duplica al español.  

Gráfico AIII.5  

TRABAJADORES DEL SECTOR DE CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN POR CADA 100 PERSONAS MAYORES 

DE 64 AÑOS. 2015 (O EL AÑO DISPONIBLE MÁS CERCANO) 

Notas: 1 En Noruega, Suecia y España no es posible diferenciar entre los que trabajan en instituciones y en atención 

domiciliaria y por ello no se han considerado para calcular la media de la OCDE. 

Fuente: OECD. Health at a Glance 2017.  
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Gráfico AIII.6  

NÚMERO DE CAMAS DESTINADAS A CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN (EN INSTITUCIONES Y HOSPITALES) 

POR CADA 1.000 PERSONAS MAYORES DE 64 AÑOS. 2015 (O EL AÑO DISPONIBLE MÁS CERCANO) 

Fuente: OECD. Health at a Glance 2017. 

El Gráfico AIII.5 refleja el peso que alcanzan los cuidados de larga duración en cuanto a la crea-

ción de empleo se refiere. Así, en Suecia, por cada 100 mayores de 64 años existen 12 trabaja-

dores del sector, porcentaje que desciende a 4 trabajadores para España. Estos datos muestran 

el importante potencial del sector como creador de empleo, un empleo que es en la mayoría de 

los países principalmente femenino. Los datos muestran que para la media de 12 países de la 

OCDE considerados en el estudio Health at a Glance, el 88,9% de dichos trabajadores son muje-

res. También existen importantes diferencias en el número de camas destinadas a estos cuida-

dos (Gráfico AIII.6). Por cada 1.000 mayores de 64 años hay 66,4 camas en Suecia, dato que 

desciende a 47,3 en España.  
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APÉNDICE IV 

EL SISTEMA ESPAÑOL PARA LA AUTONOMÍA Y ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA: ASPECTOS 

BÁSICOS Y ESTIMACIÓN DEL USO ACTUAL POR PARTE DE LAS PERSONAS MAYORES DE 65 

AÑOS 

AIV.1. Introducción 

La Ley 39/2006 de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 

personas en situación de dependencia (LAPAD), establece la creación de un “Sistema para la 

Autonomía y Atención a la Dependencia” (SAAD), que estará integrado por el conjunto de servi-

cios y prestaciones económicas destinados a la promoción de la autonomía personal, la atención 

y protección a las personas en situación de dependencia, a través de servicios públicos y priva-

dos concertados debidamente acreditados, con el objetivo de contribuir a la mejora de las condi-

ciones de vida de los ciudadanos”. La ley establece que “Las prestaciones y servicios 

establecidos en esta Ley se integran en la Red de Servicios Sociales de las respectivas Comuni-

dades Autónomas en el ámbito de las competencias que las mismas tienen asumidas”. 

En la actualidad el reconocimiento de los derechos se inicia a instancia de la persona que pueda 

estar afectada por dependencia o sus representantes.  La valoración, la prescripción de servicios 

y prestaciones y su gestión se realizan directamente por la Administración (Comunidades Autó-

nomas) que establece un Programa Individual de Atención (PIA) en el que se determinan las mo-

dalidades de intervención con la participación del beneficiario, y elección entre las alternativas 

propuestas. 

AIV.2. Los grados de dependencia  

El Real Decreto-ley 20/2012, de 30 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presu-

puestaria y de fomento de la competitividad, estableció medidas de racionalización del sistema 

de dependencia, desarrolladas en el Acuerdo del Consejo Territorial del SAAD (resolución de 

13/7/2012)
97

. Como parte de esta reforma, se modificó la estructura de grados y niveles para la 

determinación del grado de dependencia contenido en la ley 39/2006, estableciendo una única 

división en 3 grados y desapareciendo la anterior subdivisión de dichos grados en niveles: 

˗ Grado I. Dependencia moderada: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias ac-

tividades básicas de la vida diaria
98

, al menos una vez al día o tiene necesidades de apoyo 

intermitente o limitado para su autonomía personal. 

                                                      
97

 Resolución de 13 de julio de 2012, de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad, por la que se publica 

el Acuerdo del Consejo Territorial del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia para la mejora del siste-

ma para la autonomía y atención a la dependencia. http://www.boe.es/ diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2012-10468.  

98
  Como tales el artículo 2.3 de la Ley 39/2006 señala aquellas que permiten a la persona desenvolverse con un 

mínimo de autonomía e independencia, tales como: el cuidado personal, las actividades domésticas básicas, la movili-

dad esencial, reconocer personas y objetos, orientarse, entender y ejecutar órdenes o tareas sencillas. 

http://www.boe.es/%20diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2012-10468
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˗ Grado II. Dependencia severa: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias activi-

dades básicas de la vida diaria dos o tres veces al día, pero no quiere el apoyo permanente 

de un cuidador o tiene necesidades de apoyo extenso para su autonomía personal. 

˗ Grado III. Gran dependencia: cuando la persona necesita ayuda para realizar varias activida-

des básicas de la vida diaria varias veces al día y, por su pérdida total de autonomía física, 

mental, intelectual o sensorial, necesita el apoyo indispensable y continuo de otra persona o 

tiene necesidades de apoyo generalizado para su autonomía personal. 

AIV.3. El catálogo de prestaciones 

El sistema actual establecido en la Ley de Dependencia está integrado por un catálogo formado 

por cinco grupos de servicios y por tres tipos de prestaciones económicas
99

,
,100

. A continuación se 

describe brevemente su contenido básico: 

a) Catálogo de servicios:  

1) Servicio de la prevención de las situaciones de dependencia y promoción de la autonomía 

personal (art. 21, Ley 39/2006). Su finalidad es prevenir la aparición o el agravamiento de 

enfermedades o discapacidades y de sus secuelas, mediante el desarrollo coordinado, entre 

los servicios sociales y de salud, de actuaciones de promoción de condiciones de vida salu-

dables, programas específicos de carácter preventivo y de rehabilitación dirigidos a las per-

sonas afectadas por procesos de hospitalización complejos
101

.  

                                                      

99
  Las prestaciones económicas serán incompatibles con los servicios del catálogo establecido en la Ley 39/2006, 

salvo con los servicios de prevención de las situaciones de dependencia, de promoción de la autonomía personal y de 

teleasistencia. Igualmente serán incompatibles las prestaciones económicas entre sí. Los servicios serán incompati-

bles entre sí, a excepción del servicio de teleasistencia que será compatible con el servicio de prevención de las situa-

ciones de dependencia, de promoción de la autonomía personal, de ayuda a domicilio, y de centro de día y de noche. 

No obstante lo anterior, se podrá establecer la compatibilidad entre las prestaciones para apoyo y atención domiciliaria 

a la persona dependiente, de tal forma que la suma de estas prestaciones no sea superior, en su conjunto, a las inten-

sidades máximas reconocidas a su grado de dependencia. A los efectos de la asignación del nivel mínimo, establecida 

en el artículo 9 de la Ley, tendrán la consideración de una única prestación. 

100
  Ver http://www.dependencia.imserso.es para una información más detallada.  

101
 Entre estas actuaciones podrían incluirse las “Unidades de Convalecencia Sociosanitaria” existentes en Comunida-

des Autónomas como Castilla y León. Estas unidades surgen de  la coordinación entre las consejerías de Sanidad, 

Servicios Sociales y en algunos casos las corporaciones locales, con el fin de dotar a las residencias de mayores de 

una unidad de carácter sociosanitario para prestar atención sanitaria adecuada a sus necesidades y vigilancia durante 

la convalecencia y la atención social correspondiente a las necesidades de cada caso. Se trata de personas en situa-

ción de dependencia de forma transitoria o definitiva (Índice de Barthel<50: dependencia moderada), que por razones 

de carácter social no pueden ser dados de alta o no se puede garantizar la continuidad de los cuidados en su domicilio 

por las siguientes causas: a) La intensidad de los cuidados que requiere la persona excede la capacidad del cuidador. 

b) El cuidador no puede seguir atendiéndolo por enfermedad / fallecimiento / claudicación. c)  La vivienda presenta 

barreras arquitectónicas que impiden la accesibilidad y/o hacen imposible la prestación de cuidados o se encuentra en 

situación que impide la habitabilidad. El tiempo de permanencia en la unidad será de 2 meses. Este tiempo puede ser 

ampliado por periodos no superiores a 1 mes, completando un total de 4 meses. 

https://www.saludcastillayleon.es/profesionales/es/coordinacion-sociosanitaria/procesos-atencion /dependencia.  

http://www.dependencia.imserso.es/
https://www.saludcastillayleon.es/profesionales/es/coordinacion-sociosanitaria/procesos-atencion%20/dependencia
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2) Servicio de teleasistencia (art. 22, Ley 39/2006). Facilita asistencia mediante el uso de tec-

nologías de la comunicación y de la información, con apoyo de los medios personales nece-

sarios, en respuesta inmediata ante situaciones de emergencia, o de inseguridad, soledad y 

aislamiento. Puede ser independiente o complementario al de ayuda a domicilio. Se prestará 

a las personas que no reciban servicios de atención residencial y así lo establezca su Pro-

grama Individual de Atención. 

3) Ayuda a domicilio (art. 23, Ley 39/2006). Conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 

domicilio de las personas en situación de dependencia con el fin de atender sus necesida-

des de la vida diaria, prestadas por entidades o empresas acreditadas. Podrán ser los si-

guientes: 

 Servicios relacionados con la atención personal, en la realización de las actividades de 

la vida diaria. 

 Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del hogar: lim-

pieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse conjuntamente con 

los señalados en el apartado anterior102.  

La intensidad en horas/mes para el servicio de Ayuda a Domicilio (para las personas que in-

gresen en el SAAD a partir de la entrada en vigor de la resolución de 13 de julio de 2012) 

será la siguiente: 

 Grado III: Entre 46 y 70 horas/mes. 

 Grado II: Entre 21 y 45 horas/mes. 

 Grado I: Máximo de 20 horas/mes. 

4) Centros de día y de noche (art. 24, Ley 39/2006). Pueden ser para mayores, menores de 65 

años o de atención especializada. Ofrecen una atención integral durante el periodo diurno o 

nocturno a las personas en situación de dependencia, con el objetivo de mejorar o mantener 

el mejor nivel posible de autonomía personal y apoyar a las familias o cuidadores. En particu-

lar, cubre, desde un enfoque biopsicosocial, las necesidades de asesoramiento, prevención, 

rehabilitación, orientación para la promoción de la autonomía, habilitación o atención asis-

tencial y personal
103

. 

                                                      

102
 Excepcionalmente y de forma justificada, los servicios señalados en los apartados anteriores, podrán prestarse 

separadamente, cuando así se disponga en el Programa Individual de Atención. La Administración competente deberá 

motivar esta excepción en la resolución de concesión de la prestación. 

103
 El Decreto 1051/2013, regulador de las prestaciones del SAAD establecidas en la Ley 39/2006 establece un 

mínimo de 15 horas semanales para el caso de la Dependencia moderada de Grado I.  En general la intensidad del 

servicio se adecuará a las peculiaridades y edad de la persona en situación de dependencia. No obstante, existen 

diferencias entre Comunidades Autónomas. Para los Grados II y III, las CCAA generalmente asignan 40h/semana en 5 

días, con un mínimo de 15 horas semanales. En la Comunidad de Madrid se establece la atención diurna intensiva: 

entre 4 y 5 días a la semana y la no intensiva: entre 2 y 3 días a la semana. En Andalucía por ejemplo los centros de 

día garantizan una asistencia mínima de 39 horas semanales, 5 días a la semana y 11 meses al año. 
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5) Servicio de atención residencial (art. 25, Ley 39/2006). Residencias de personas mayores en 

situación de dependencia y centros de atención a personas en situación de dependencia, en 

razón de los distintos tipos de discapacidad. Pueden tener carácter temporal o permanente, y 

se prestan por las Administraciones públicas en centros propios o concertados.  

b) Catálogo de prestaciones económicas:  

1) Prestaciones económicas por cuidados en el entorno familiar (art. 18, Ley 39/2006). Las 

principales características de esta prestación son su carácter excepcional y la finalidad de 

mantener al beneficiario en su domicilio atendido por cuidadores no profesionales, siempre 

que se den condiciones adecuadas de convivencia y de habitabilidad de la vivienda. Se re-

conocen, a propuesta de los servicios sociales, cuando no es posible un servicio más ade-

cuado a las necesidades de la persona dependiente y cuando se acredita que los cuidados 

derivados de la situación de dependencia se estaban prestando en el entorno familiar con 

anterioridad de, al menos un año, estableciéndose requisitos para ser cuidador no profesio-

nal
104

,
105

. Estas prestaciones solo son compatibles con la teleasistencia y los servicios de 

prevención. 

2) Prestaciones económicas vinculadas al servicio (art. 17, Ley 39/2006). Son prestaciones de 

carácter periódico, cuyo objetivo es cubrir los gastos del servicio previsto en el Programa In-

dividual de Atención (PIA) y que se reconocen únicamente cuando no es posible el acceso a 

un servicio público o concertado de atención y cuidado, estando por tanto vinculadas a la 

adquisición de dicho servicio. El usuario es el encargado de elegir la entidad privada debi-

damente acreditada que le va a prestar el servicio (prestaciones para ayuda a domicilio, cen-

tros de día y atención residencial)
106

. La cuantía económica se establece en función 

                                                      

104
 Básicamente ser mayor de edad, no tener reconocida dependencia y ser cónyuge o pariente por consanguinidad o 

adopción hasta el tercer grado y haber convivido con la persona dependiente en el mismo domicilio y prestándole 

cuidados durante al menos el año anterior a la solicitud. Se entienden como situaciones asimiladas a la relación fami-

liar las parejas de hecho, tutores y personas designadas, administrativa o judicialmente, con funciones de acogimiento. 

105
 Las personas cuidadoras pueden suscribir un “Convenio especial de cuidadores no profesionales de personas en 

situación de dependencia” (R.D. 615/2007) con la Tesorería General de la Seguridad Social mediante el cual quedan 

incluidas en el campo de aplicación del Régimen General de la Seguridad Social, en situación asimilada al alta. No 

obstante a partir del 15 de julio de 2012 (fecha de entrada en vigor del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio) la 

suscripción del convenio tiene carácter voluntario para las personas cuidadores no profesionales (con anterioridad a 

esa fecha era obligatorio y el Estado pagaba las cotizaciones de todos los que habían suscrito convenio antes del 15 

de julio de 2012). En caso de suscribirlo, las cotizaciones a la Seguridad Social corren a cargo exclusivamente de la 

persona cuidadora. Comprende las prestaciones de jubilación, incapacidad permanente y muerte y supervivencia, 

derivadas de accidente, cualquiera que sea su carácter, o de enfermedad, con independencia de su naturaleza. Por 

tanto, no quedan comprendidas en esta acción protectora las prestaciones por incapacidad temporal ni por desem-

pleo. 

106
 El modelo de gestión de estas prestaciones en determinas Comunidades Autónomas, como es el caso de Madrid, 

toma la forma de “cheque servicio”, siguiendo su tramitación los siguientes pasos: (1) La persona reconocida en situa-

ción de dependencia recibe la Resolución de reconocimiento de la Prestación Vinculada al Servicio y elige el centro o 

entidad prestadora del servicio que prefiere y solicita el alta del Cheque Servicio, (2) El centro o entidad prestadora del 

servicio da de alta en la aplicación al beneficiario de la prestación y confirma a la Administración los cheques con el 

https://es.wikipedia.org/wiki/Residencia
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del grado de dependencia y de la capacidad económica del beneficiario. Las prestaciones 

vinculadas al servicio solo son compatibles con el servicio de teleasistencia, excepto cuando 

la prestación económica esté vinculada a la adquisición de un Servicio de Atención Residen-

cial, y el servicio de Ayuda a Domicilio  cuando la prestación esté vinculada a la adquisición 

de un Servicio de Centro de Día, en los casos que determina la normativa y con carácter 

complementario.  

3) Prestaciones económicas para asistencia personal
107

 (art. 19, Ley 39/2006). Son prestacio-

nes destinadas a contribuir a la cobertura de los gastos derivados de la contratación de un 

asistente personal que, bajo la dirección de la persona en situación de dependencia, realiza 

por ella determinadas tareas básicas de su vida diaria y/o le acompaña para facilitar su ac-

ceso al empleo, la formación, ocio y la participación social. Para tener derecho a esta presta-

ción económica es necesario tener reconocida la situación de dependencia en cualquier 

grado y tener capacidad para determinar los servicios que requiere, definir el perfil de su 

asistente, ejercer control e impartir instrucciones a la persona encargada de su asistencia. 

Los servicios se recibirán mediante contrato con una empresa especializada o directamente 

con la persona encargada de la asistencia personal, que deberá acreditar el cumplimiento 

de las obligaciones de afiliación y alta en el correspondiente Régimen de la Seguridad Social 

cuando la relación con la persona en situación de dependencia esté basada en un contrato 

de prestación de servicio. La cuantía de las prestaciones económicas se establecen anual-

mente en función del grado de dependencia reconocido. El importe se determinará aplican-

do a dicha cuantía un coeficiente calculado de acuerdo a la capacidad económica de la 

persona en situación de dependencia
108

. También se tendrá en cuenta en la determinación 

de la cuantía la dedicación horaria de los cuidados, si es completa, media o parcial. La pres-

tación económica de asistencia personal sólo es compatible con el servicio de teleasistencia.  

Como se ha mencionado, el Real Decreto-ley 20/2012, de 30 de julio, de medidas para garanti-

zar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, introdujo importantes modi-

ficaciones en el SAAD. Por una parte simplificó a tres categorías la clasificación por grados de 

dependencia, eliminando los dos niveles existentes en cada grado, asimismo amplió los plazos 

de aplicación progresiva de la Ley para la efectividad del derecho a las prestaciones, con el apla-

zamiento hasta el 1 de julio de 2015 de la incorporación de los valorados como dependientes 

moderados sin prestación reconocida y, por último, fijó las cuantías máximas de las prestaciones 

económicas, de forma que se mantienen las cuantías preestablecidas correspondientes a cada 

grado y nivel y se fijan las cuantías máximas de cada uno de los tres grados, sin distinción de 

                                                                                                                                                                      

gasto realizado, siendo la ayuda fiscalizada y aprobada por la Comunidad, (3) El usuario recibe en su cuenta corriente 

la cuantía de la prestación, (4) El centro debe justificar mensualmente el gasto del usuario e informar de telemática-

mente de las bajas y modificaciones que puedan producirse.  

107
 Estas prestaciones son residuales en el caso de las personas mayores de 65 años. 

108
 El Real Decreto-ley 20/2012 extiende esta figura a todos los dependientes en cualquiera de sus grados (hasta 

entonces se dirigía solo a las personas con gran dependencia) (art. 19 LD). 
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niveles, de forma que resulten equivalentes a la media ponderada de las cuantías de los niveles 

suprimidos
109.  

Las cuantías máximas para los solicitantes de prestaciones económicas aplicables con efectos 

de 1 de agosto de 2012
110

, para quienes no tuvieran grado y nivel reconocido en fecha anterior al 

15-07-2012, así como a los nuevos solicitantes, se resumen en la Tabla AI.1.  

Tabla AIV.1  

CUANTÍA MENSUAL MÁXIMA DE LAS PRESTACIONES ECONÓMICAS RECONOCIDAS POR EL SISTEMA DE 

AUTONOMÍA Y ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA (EN EUROS), AÑO 2012 

 

Prestación vinculada 

al servicio 

Prestación para 

cuidados en el en-

torno familiar 

Prestación de asis-

tencia personal 

Grado III. Gran dependencia 715,07 387,64 715,07 

Grado II. Dependencia severa  426,12 268,79 426,12 

Grado I. Dependencia moderada 300,00 153,00 300,00 

Fuente: https://boe.es/boe/dias/2018/01/04/pdfs/BOE-A-2018-135.pdf. 

La redacción de la ley prioriza las prestaciones de servicios del catálogo frente a las prestaciones 

económicas. Estos deberán prestarse a través de la oferta pública de la Red de Servicios Socia-

les de cada Comunidad Autónoma, mediante centros y servicios públicos o privados concertados 

acreditados. Únicamente en los casos en que no sea posible la atención en alguno de estos ser-

vicios, se incorporará la prestación económica vinculada al servicio, destinada a la cobertura de 

los gastos del servicio previsto en el Programa Individual de Atención, y solo excepcionalmente se 

puede recibir prestación económica para ser atendido por cuidadores no profesionales, siempre 

que se den las condiciones adecuadas.  

En la actualidad, y pese a lo establecido en la ley, dicha excepcionalidad se ha convertido en la 

norma y cerda del 53% de las prestaciones del sistema son “prestaciones económicas”, desta-

cando aquellas prestaciones para cuidados en el entorno familiar (Tabla AIV.2). Si excluimos la 

teleasistencia, concebida generalmente como servicio complementario, el 49% de los beneficia-

rios del sistema reciben este tipo de prestaciones.  

                                                      

109
 Como excepción, y atendiendo a su carácter excepcional, la prestación económica por cuidados en el entorno fami-

liar experimenta una reducción del 15%, aplicable también a las prestaciones reconocidas con anterioridad, con el 

consiguiente ahorro en el gasto de la dependencia. 

110
 La evolución de las cuantías se puede ver en https://boe.es/boe/dias/2018/01/04/pdfs/BOE-A-2018-135.pdf..  

https://boe.es/boe/dias/2018/01/04/pdfs/BOE-A-2018-135.pdf
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Tabla AIV.2  

DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DE LOS SERVICIOS PRESTADOS POR EL SISTEMA A BENEFICIARIOS DE 65 Y 

MÁS AÑOS (EXCLUYENDO LA TELEASISTENCIA), DICIEMBRE 2016 

 Número de benefi-

ciarios 

Porcentaje (%) 

Prevención y promoción de la dependencia  21.765 3,4 

Ayuda Domiciliaria 148.049 23,4 

Centros de Día/Noche 37.314 5,9 

Residencias 113.039 17,8 

Prestación económica vinculada al servicio 81.244 12,8 

Prestación económica de asistencia personal 5.116 0,8 

Prestación económica cuidados en el entorno familiar 227.616 35,9 

Total  634.143 100,0 

Fuente: Elaboración propia con datos del SISAAD. 

AIV.4. Financiación del SAAD 

La Ley 39/2006 reconoce la atención a la dependencia como un derecho universal condicionado 

a que la persona se encuentre en alguna de las situaciones de dependencia previstas legalmen-

te
111

, aparte del requisito de residencia en territorio español. El sistema se financia con cargo a 

tres fuentes a las que aluden los artículos 32 y 33 de la citada Ley: 

1) Los créditos que anualmente se fijan en los Presupuestos Generales del Estado: La Adminis-

tración General de Estado financia el llamado “Nivel Mínimo” y un “Nivel Acordado” a través 

de convenios con las CCAA que lleva suspendido desde el año 2012.  

2) Los presupuestos de cada Comunidad Autónoma: La aportación de la Comunidad Autónoma 

tiene que ser como mínimo igual, para cada ejercicio, a la que realice la Administración Ge-

neral del Estado
112

. La Comunidad Autónoma puede establecer de forma voluntaria un nivel 

adicional
113

 de protección que tiene un carácter complementario a los niveles mínimo y 

acordado de protección recogidos en la Ley. 

3) Las aportaciones de las personas usuarias de los servicios (copago). En caso de recibir pres-

tación económica, se aplica dicho “copago” en forma de descuento. 

                                                      

111
 La exposición de motivos de dicha ley señala: “De este modo, configura un derecho subjetivo que se fundamenta 

en los principios de universalidad, equidad y accesibilidad, desarrollando un modelo de atención integral al ciudada-

no”. No obstante, la aplicación práctica de la ley está muy alejada del cumplimiento de dichos objetivos. Dentro de las 

regulaciones legales que operan en este sentido destaca el Real Decreto Ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas 

para garantizar la estabilidad presupuestaria. 

112
 En concepto de garantía del mínimo o en virtud de los compromisos de colaboración alcanzados, si bien estos últi-

mos actualmente están suspendidos en virtud de la disposición adicional 91 de la Ley 3/2017, de 27 de junio. 

113
 Recogido en el artículo 11.2 de la Ley 39/2006 
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AIV.5. Participación de los usuarios en la financiación del SAAD 

La Ley 39/2006 establece un modelo de financiación mixto de colaboración pública-privada en el 

que intervienen las administraciones públicas y los usuarios
114

. Las personas beneficiarias de las 

prestaciones de dependencia (tanto en forma de servicios como de prestaciones económicas) 

participarán en la financiación de las mismas según el tipo y coste del servicio y su capacidad 

económica personal. La Ley 20/2012 y la resolución de 13/7/2012 del Acuerdo del Consejo 

Territorial del SAAD establece los criterios específicos para la determinación de la capacidad 

económica y la participación de las personas beneficiarias en el coste de las prestaciones, desta-

cando que nadie quedará fuera de la cobertura del Sistema por no disponer de recursos econó-

micos.  

Según dicho acuerdo, la capacidad económica personal de los beneficiarios del SAAD, en cómpu-

to anual, se determinará en atención a su renta y su patrimonio. La capacidad económica perso-

nal del beneficiario será la correspondiente a su renta, incrementada en un 5 por ciento de su 

patrimonio neto a partir de los 65 años de edad, en un 3 por ciento de los 35 a los 65 años y en 

un 1 por ciento a los menores de 35 años. Solo se tendrá en cuenta la vivienda habitual para el 

cálculo de la capacidad económica personal cuando la prestación que reciba el beneficiario sea 

de atención residencial a través de la Red de Servicios Sociales Pública, concertada o mediante 

una prestación vinculada a este servicio. 

El mínimo exento de participación económica de la persona beneficiaria vendrá referenciado a la 

cuantía mensual del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM), excluida la aten-

ción residencial, y también se incluye una garantía de mínimos de disponibilidad por la persona 

dependiente. Por otra parte, incluirá la garantía del patrimonio protegido de las personas con 

discapacidad. Una vez determinada la capacidad económica de los beneficiarios, la aportación 

de estos al coste de la atención por los servicios y prestaciones que reciben se determinará de 

forma progresiva mediante la aplicación de un porcentaje en función de su capacidad económica 

hasta alcanzar el 90% del coste de referencia del servicio y se tendrá en cuenta la naturaleza de 

la prestación de dependencia reconocida, según se trate de un servicio o de una prestación 

económica. 

Al tratarse de unos requisitos de mínimos, las Comunidades Autónomas podrán, asimismo, esta-

blecer medidas complementarias que aumenten la aportación del beneficiario en el coste de los 

servicios y de las prestaciones económicas. A continuación se describen los rasgos básicos del 

copago en cada modalidad de servicio: 

                                                      

114 La Ley 39/2006 fija los criterios generales para la participación de los beneficiarios en el coste de las prestaciones, 

tanto en las prestaciones de servicios como en las prestaciones económicas, (art 33) y delega al Consejo Territorial la 

determinación del modelo específico de copago, que en última instancia es competencia de las CCAA. Los elementos 

comunes establecidos en la Ley 39/2006 y los principios incluidos en la Resolución de 2/12/2008 hacen referencia a 

la determinación de la capacidad económica de los usuarios y a los criterios de participación económica del beneficia-

rio. El acuerdo del Consejo Territorial de 10 de julio de 2012 (Resolución de 13 de Julio de 2012) introduce cambios 

sustanciales en los anteriores modelos de copago aprobando criterios y contenidos sobre capacidad económica y 

participación del beneficiario en el coste de las prestaciones del SAAD. No obstante, al tratarse de un acuerdo de 

mínimos, las CCAA pueden establecer una mayor participación del beneficiario en el coste de los servicios y prestacio-

nes. 
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a) Servicio de atención residencial: 

La participación económica de la persona beneficiaria en el coste de este servicio se establecerá 

en función de la capacidad económica del beneficiario (CEB) y del coste del servicio. Para fijar la 

participación del beneficiario  (artículo 33.3 de la Ley 39/2006), y a los solos efectos de determi-

nar la participación económica de las personas en situación de dependencia, se fija entre 1.100 

y 1.600 euros mensuales como referencia del coste del servicio residencial. Estos costes de refe-

rencia, fijados en relación con los precios de concertación de plazas, serán actualizados anual-

mente con el IPREM y podrán incrementarse hasta en un 40% en el caso de que este servicio 

implique una mayor intensidad de atención o cuidados.  

La participación económica de la persona beneficiaria irá destinada en primer lugar a financiar 

los gastos de manutención y hoteleros, en parte o en su integridad en función de su capacidad 

económica. La determinación de la participación económica de la persona beneficiaria se reali-

zará mediante la aplicación de la siguiente fórmula que garantiza la progresividad en la participa-

ción.  

Participación Económica del Beneficiario = Capacidad Económica del Beneficiario – 

Cantidad Mínima para gastos personales (referenciada al 19% del IPREM mensual)
115

 

Si la cuantía resultante de la aplicación de la fórmula es negativa, la persona beneficiaria no par-

ticipará en el coste del servicio de atención residencial. Los costes manutención y hoteleros se 

garantizarán a quienes carezcan de ingresos suficientes. 

b) Servicio de ayuda a domicilio: 

El coste de referencia del servicio se fija en 14 euros por hora, para los servicios relacionados 

para la atención personal y en 9 euros por hora para los servicios relacionados con la atención 

de las necesidades domésticas o del hogar. La participación del beneficiario en el coste (por 

hora) del servicio se determinará mediante la aplicación de las siguientes fórmulas, que garanti-

zan la disminución proporcional del coste en función del número de horas de atención y la capa-

cidad económica, siendo CH el “Coste por hora del servicio de ayuda a domicilio”, y CEB la 

“Capacidad Económica de la persona Beneficiaria”. 

1º. Intensidad horaria de 21 a 45 horas mensuales (Dependientes Grado II): 

Participación Económica del Beneficiario = ((0,4 x CH x CEB) / IPREM) – (0,3 x CH) 

2º. Intensidad horaria de 46 a 70 horas mensuales (Dependientes Grado III): 

Participación Económica del Beneficiario = ((0,3333 x CH x CEB) / IPREM) – (0,25 x  CH)  

 

                                                      

115
 No obstante las Comunidades Autónomas podrán establecer cuantías inferiores a esta cantidad de referencia.  
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La persona beneficiaria participará en el coste del servicio, en todo caso, con 20 euros, si la 

cuantía obtenida en la aplicación de la fórmula resulta negativa o inferior a esta cantidad. 

c) Centros de día y noche: 

El coste de referencia del servicio de centro de día y de noche, sin incluir los gastos de manuten-

ción y transporte, será de 650 euros mensuales, y está en relación con el precio de concertación 

de plazas en centros de iniciativa privada. Este coste podrá incrementarse hasta en un 25% en el 

caso de que este servicio implique una mayor intensidad de atención o cuidados. Las cuantías 

previstas en este apartado serán actualizadas anualmente de conformidad con el IPREM. 

La determinación de la participación económica de la persona beneficiaria se realizará mediante 

la aplicación de la siguiente fórmula: 

Participación Económica del Beneficiario = (0,4 x CEB) – (IPREM / 3,33)  

Si la capacidad económica de la persona beneficiaria es igual o inferior al IPREM mensual, ésta 

no participará en el coste del servicio. 

d) Servicio de teleasistencia: 

La persona beneficiaria participará en el coste del servicio de teleasistencia según su capacidad 

económica de conformidad con los siguientes intervalos: 

 Menos del IPREM mensual: sin participación. 

 Entre el IPREM mensual y el 1,5 del IPREM mensual: participación del 50%. 

 Más del 1,5 del IPREM mensual: participación del 90%. 

e) Participación de los usuarios en el coste de las prestaciones económicas
116

:  

En el caso de la prestación económica vinculada al servicio y la de asistente personal117, la cuant-

ía mensual se establece en función del coste del servicio y de la capacidad económica, de con-

formidad con la siguiente fórmula: 

Cuantía de la prestación económica = Coste del servicio + CM – Capacidad Económica 

del Beneficiario  

                                                      

116
 La cuantía de la prestación económica reconocida será del 100% de la cantidad máxima establecida en el real 

decreto que fije las cuantías anuales, cuando la capacidad económica de la persona beneficiaria sea igual o inferior al 

IPREM mensual. 

117
 La cuantía establecida en el contrato suscrito por la persona beneficiaria, en concepto de contraprestación del 

asistente personal o para la adquisición del servicio, a cuyo pago irá destinada el 100% de la prestación económica 

vinculada al servicio, no podrá ser inferior a la cuantía máxima establecida reglamentariamente para la respectiva 

prestación. 
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Siendo CM la cantidad mínima
118

 para gastos personales de la persona beneficiaria para cada 

tipo de servicio, referenciada al 19% del IPREM mensual. 

En el caso de la prestación económica de cuidados en el entorno familiar y apoyo a cuidadores 

no profesionales, la cuantía mensual se establece en función de la capacidad económica de la 

persona beneficiaria y proporcionalmente al mayor grado de dependencia, de conformidad con la 

siguiente fórmula: 

Cuantía de la prestación económica = (1.33 x Cmax) – (0,44 x Capacidad Económica del 

Beneficiario x Cmax) / IPREM  

Siendo Cmax la cuantía máxima de la prestación económica. Ante la misma capacidad económi-

ca de la persona dependiente, la cuantía resultante de esta prestación no podrá ser superior a la 

que correspondiera por prestación vinculada al servicio. 

Si el beneficiario de alguna prestación económica del sistema percibiera cualquier otra presta-

ción de naturaleza análoga a las citadas en el artículo 31 de la Ley 39/200 el importe de estas 

se deducirá de la cuantía inicial de aquellas. 

AIV.6. Estimación del uso actual de los servicios del SAAD por parte de los beneficiarios de 65 

y más años 

El Informe de la Comisión para el análisis de la situación del sistema de la dependencia de 2017 

informa sobre el número total de usuarios de cada servicio (por grado de dependencia), para 

todas las edades (Tabla AIV.3)
119

. En el caso de los datos de atención residencial, que no apare-

cen desglosados por grado de dependencia, hemos supuestos que un 5% de las plazas son ocu-

padas por dependientes moderados, un 45% por dependientes severos y el 55% restante por 

grandes dependientes de donde resultan los valores en cursiva señalados en la Tabla.  

  

                                                      
118

 La cantidad mínima para gastos personales se incrementará en un 25% para las personas en situación de depen-

dencia por razón de su discapacidad, en atención a su edad y mayores apoyos para la promoción de su autonomía 

personal. 

119
 Hemos de tener en cuenta que la prestación vinculada al servicio puede cubrir tanto ayuda domiciliaria como el 

acceso a un centro de día o atención residencial, según los casos. Por ello, no es posible conocer el uso real de los 

distintos servicios a partir de los datos recopilados por el SISAAD.  
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Tabla AIV.3  

BENEFICIARIOS TOTALES DE LOS DISTINTOS SERVICIOS Y PRESTACIONES DEL SAAD POR GRADOS DE 

DEPENDENCIA, A 31 DE DICIEMBRE DE 2016 

 

I II III Total  

Prevención dependencia/ promoción autonomía 10.228 14.301 14.325 38.854 

Teleasistencia 55.127 71.968 37.041 164.136 

Ayuda Domicilio 44.815 78.764 47.114 170.693 

Centros Día/Noche 16.556 39.863 29.311 85.730 

Atención Residencial1 7.586 60.688 83.445 151.719 

Prestación económica vinculada a servicio 13.949 34.274 42.624 90.847 

Prestación económica para asistencia personal 1.706 1.876 2.197 5.779 

Prestación económica cuidados entorno familiar 50.066 178.385 132.758 361.209 

Total servicios1 200.033 480.119 388.815 1.068.967 

Total beneficiarios (Nº) 167.848 377.371 320.345 865.564 

Total beneficiarios (%) 19% 44% 37% 100% 

Nota: 1Los datos en cursiva son estimados. Distribución por grados de dependencia basada en el siguiente supuesto 

de distribución de las plazas de atención residencial: 5% ocupadas por dependientes moderados, 40% por dependien-

tes severos y el 55% restante por grandes dependientes.  

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos ofrecidos por Comisión para el análisis de la situación del sistema de 

dependencia (2017) y SISAAD. 

También existe información sobre el número de usuarios mayores de 65 años de los distintos 

servicios y prestaciones del sistema, pero sin desglosar por grado de dependencia, así como so-

bre la distribución por grados de dependencia del total de beneficiarios del SAAD mayores de 65 

años (Tabla AIV.4).  

Tabla AIV.4  

BENEFICIARIOS MAYORES DE 65 AÑOS DE LOS DISTINTOS SERVICIOS Y PRESTACIONES DEL SAAD, A 31 

DE DICIEMBRE DE 2016 

 

Nº beneficiarios % beneficiarios 

Servicios y prestaciones   

Prevención dependencia/ promoción autonomía 21.765 3 

Teleasistencia 151.233 24 

Ayuda Domicilio 148.049 24 

Centros Día/Noche 37.314 6 

Atención Residencial 113.039 18 

Prestación económica vinculada a servicio 81.244 13 

Prestación económica para asistencia personal 5.116 1 

Prestación económica por cuidados en el entorno familiar 227.616 36 

Total servicios 785.376 126 

Total beneficiarios 624.674 100 

Grado I 130.039 21 

Grado II 267.406 43 

Grado III 227.229 36 

Fuente: Comisión para el análisis de la situación del sistema de dependencia (2017) y SISAAD. 
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A partir de estos datos se ha estimado el número de usuarios mayores de 65 años de cada pres-

tación o servicio por grados de dependencia (Tabla AIV.5), aplicando al total de servicios o pres-

taciones (última columna) el mismo porcentaje por grados observado en la población general 

(Tabla AIV.1), reescalando el resultado para tener en cuenta las diferencias en el porcentaje de 

beneficiarios de cada grado existentes entre la población dependiente mayor de 65 años y la 

población dependiente total. 

Tabla AIV.5  

ESTIMACIÓN DEL NÚMERO DE BENEFICIARIOS MAYORES DE 65 AÑOS DE LOS DISTINTOS SERVICIOS Y 

PRESTACIONES DEL SAAD POR GRADOS DE DEPENDENCIA, A 31 DE DICIEMBRE DE 2016 

  I II III Total 

Prevención dependencia/ promoción autonomía 6.151 7.866 7.749 21.765 

Teleasistencia 54.527 65.107 31.599 151.233 

Ayuda Domicilio 41.727 67.076 39.246 148.049 

Centros Día/Noche 7.736 17.036 12.543 37.314 

Atención Residencial 6.067 44.395 62.576 113.039 

Prestación económica vinculada a servicio 13.391 30.095 37.758 81.244 

Prestación económica para asistencia personal 1.621 1.631 1.864 5.116 

Prestación económica cuidados entorno familiar 33.868 110.370 83.378 227.616 

Total servicios 157.768 346.346 281.262 785.376 

Total beneficiarios 130.039 267.406 227.229 624.674 

Nota: Los datos en cursiva son estimados. Distribución por grados de dependencia aplicando la misma distribución 

porcentual observada en la población dependiente total, ajustada por las diferencias en la proporción de dependientes 

de cada grado en la población mayor de 65 años.  

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos ofrecidos por Comisión para el análisis de la situación del sistema de 

dependencia (2017) y SISAAD. 
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APÉNDICE V 

ESTIMACIÓN DE LOS GASTOS FISCALES ASOCIADOS A LA DEPENDENCIA, LOS CUIDADOS DE 

LARGA DURACIÓN Y LA EDAD AVANZADA EN EL IRPF 

V.1. Los gastos fiscales asociados a la dependencia, los cuidados de larga duración y la edad 

avanzada en el IRPF  

En primer lugar se detallan los gastos fiscales asociados a la dependencia, la vejez y los cuidados 

de larga duración en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) español
120

, seña-

lando en su caso aquellos que, por distintas razones, no han podido ser incluidos en la simula-

ción realizada en el trabajo. Estas partidas se pueden agrupar en cuatro tipos: (i) reducciones en 

la base imponible, (ii) mínimos personales y familiares, (iii) deducciones autonómicas, (iv) deduc-

ciones en la cuota diferencial del impuesto que tienen la característica de ser impuestos negati-

vos, al poderse solicitar el cobro anticipado de dichas cuantías. 

                                                      

120
 Existen otros beneficios fiscales relacionados con la dependencia en el sistema tributario español cuyo coste no se 

tienen en cuenta en este estudio. En el caso del IVA están exentas las prestaciones de servicios de educación especial 

y asistencia a personas con discapacidad (incluidos servicios de alimentación, alojamiento o transporte), efectuadas 

por Entidades de Derecho Público o entidades privadas de carácter social. También están exentas de IVA la cesión de 

personal realizadas por entidades religiosas para la educación especial y asistencia a personas con discapacidad. Por 

otra parte, el IVA aplica el tipo reducido del 7% a las prestaciones de servicios de asistencia social consistentes en la 

educación especial y asistencia a personas con discapacidad cuando no sea efectuada por una entidad de Derecho 

Público o por una entidad o establecimiento privado de carácter social, a los aparatos y complementos susceptibles de 

destinarse, esencial o principalmente, a suplir deficiencias físicas (gafas, lentes de contacto, aparatos complementa-

rios de movilidad y comunicación, etcétera). El tipo del 4% del IVA se aplica a la adquisición de vehículos adaptados, 

sillas de ruedas, prótesis, órtesis e implantes internos. Por su parte el Impuesto de Sociedades tiene en cuenta las 

situaciones de discapacidad mediante el establecimiento de incentivos fiscales a las sociedades y entidades jurídicas 

sometidas al mismo que inciden favorablemente en la contratación de trabajadores con discapacidad. Asimismo, el 

Impuesto de Sucesiones y Donaciones exime de gravamen a las aportaciones realizadas a Planes de Pensiones a favor 

de personas con discapacidad (grado de minusvalía igual o superior al 65%). En las adquisiciones "mortis causa" las 

personas con discapacidad, además de las que les pudiera corresponder en función del grado de parentesco con el 

causante, podrán aplicar determinadas reducciones. Adicionalmente, estarán exentas del Impuesto sobre transmisio-

nes patrimoniales y actos jurídicos documentados las asociaciones declaradas de utilidad pública dedicadas a la pro-

tección, asistencia o integración social de personas con discapacidad y, en La Rioja se aplicará el tipo de gravamen del 

5 % a las adquisiciones de viviendas que vayan a constituir la vivienda habitual de personas con un grado de minusval-

ía igual o superior al 33%. Los vehículos de personas de movilidad reducida no están sujetos al impuesto especial 

sobre determinados medios de transporte (impuesto de matriculación) ni al impuesto de circulación siempre que se 

cumplan determinadas condiciones.  En lo que respecta al Impuesto sobre el Patrimonio, las Comunidades Autónomas 

de Aragón, Asturias y Cataluña aplican bonificaciones a los patrimonios especialmente protegidos de contribuyentes 

con discapacidad.  
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(i) Reducciones en la Base Imponible del IRPF relacionadas con la discapacidad. Comprenden 

los siguientes incentivos: 

1. Reducción por aportaciones y contribuciones a sistemas de previsión social constituidos 

a favor de personas con discapacidad (Arts. 53 Ley IRPF y 50 y 51 Reglamento)
121

. 

2. Reducción por aportaciones a patrimonio protegido de discapacitados (Arts. 54 Ley IRPF 

y 71 Reglamento)
122

.  

                                                      
121

 Los sistemas de previsión social deben estar constituidos a favor de: a) Personas afectadas de un grado de disca-

pacidad física o sensorial igual o superior al 65%, b) Personas afectadas de un grado de discapacidad psíquica igual o 

superior al 33%, c) Personas cuya incapacidad haya sido declarada judicialmente, con independencia de su grado. 

Pueden efectuar las aportaciones: a) La propia persona con discapacidad partícipe, que podrá reducirse su base impo-

nible, b) Quienes tengan con la persona con discapacidad una relación de parentesco directa o colateral hasta el tercer 

grado inclusive, así como el cónyuge o aquellos que le tuviesen a su cargo en régimen de tutela o acogimiento, siempre 

que la persona con discapacidad sea designada beneficiaria de manera única e irrevocable para cualquier contingen-

cia. El límite máximo de las aportaciones y, en su caso, el exceso de aportaciones realizadas y no reducidas en los 

ejercicios 2012 a 2016, con derecho a reducción de la base imponible general es: a) 24.250 euros anuales para las 

aportaciones realizadas por las personas con discapacidad partícipes. b)  10.000 euros anuales para las aportaciones 

realizadas por cada una de las personas con las que el partícipe con discapacidad tenga relación de parentesco, por el 

cónyuge o por los que le tuvieren a su cargo en régimen de tutela o acogimiento. c)  24.250 euros anuales, computan-

do tanto las aportaciones realizadas por la persona con discapacidad como las realizadas por todas aquellas otras que 

realicen aportaciones a favor del mismo partícipe con discapacidad. Las aportaciones realizadas a sistemas de previ-

sión social constituidos a favor de personas con discapacidad que, por insuficiencia de base imponible, no hubieran 

podido reducirse en las declaraciones correspondientes a los ejercicios 2012 a 2016, podrán reducirse en el presente 

ejercicio, con sujeción a los límites máximos de reducción  

122
 La Ley 41/2003, de protección patrimonial de las personas con Discapacidad, crea la figura del patrimonio espe-

cialmente protegido que queda inmediata y directamente vinculado a la satisfacción de las necesidades vitales de las 

personas con discapacidad. Asimismo, establece un conjunto de medidas tendentes a favorecer la constitución de 

dichos patrimonios y la aportación, a título gratuito, de bienes y derechos a los mismos. Pueden ser beneficiarios titula-

res de los patrimonios protegidos exclusivamente las personas afectadas por los siguientes grados de discapacidad: 

Discapacidad psíquica igual o superior al 33 % o Discapacidad física o sensorial igual o superior al 65 %. Darán dere-

cho a reducir la base imponible general del IRPF del aportante, las aportaciones al patrimonio protegido de la persona 

con discapacidad efectuadas, en dinero o en especie, por los siguientes contribuyentes: a) Los que tengan con la per-

sona discapacitada una relación de parentesco en línea directa o colateral hasta el tercer grado inclusive. b)  El cónyu-

ge de la persona con discapacidad. c) Los que tuviesen a su cargo a la persona con discapacidad en régimen de tutela 

o acogimiento. No generan derecho a reducción las siguientes aportaciones: Las aportaciones de elementos afectos a 

la actividad efectuadas por los contribuyentes del IRPF que realicen actividades económicas. Las aportaciones respec-

to de las que el aportante tenga conocimiento, a la fecha de devengo del impuesto, que han sido objeto de disposición 

por el titular del patrimonio protegido. Las aportaciones efectuadas por la propia persona con discapacidad titular del 

patrimonio protegido. Las aportaciones realizadas en el ejercicio al patrimonio protegido de las personas con discapa-

cidad y, en su caso, el exceso de aportaciones realizadas y no reducidas en los ejercicios 2013 a 2016, podrán ser 

objeto de reducción en la base imponible del presente ejercicio con arreglo a los siguientes límites máximos. a) 10.000 

euros anuales para cada aportante y por el conjunto de patrimonios protegidos a los que efectúe aportaciones. b)  

24.250 euros anuales para el conjunto de las reducciones practicadas por todas las personas que efectúen aportacio-

nes a favor de un mismo patrimonio protegido. c) El importe positivo de la base imponible general del aportante, una 

vez practicadas las reducciones correspondientes a los conceptos hasta ahora comentados. Para la persona con dis-

capacidad titular del patrimonio protegido las aportaciones tienen la consideración de rendimientos del trabajo. 
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(ii) Deducciones que minoran la Cuota Diferencial del IRPF: deducciones por personas con dis-

capacidad a cargo (ascendientes y descendientes) (Art. 81 bis y disposición adicional cua-

dragésima segunda Ley IRPF; art. 60 bis Reglamento)
123

. Existen dos modalidades: 

1. Deducción por descendiente con discapacidad a cargo. Cantidades percibidas en con-

cepto de abono anticipado de la deducción por descendiente con discapacidad a cargo. 

2. Deducción por ascendientes con discapacidad a cargo. Cantidades percibidas en con-

cepto de abono anticipado de la deducción por ascendientes con discapacidad a cargo.  

La cuantía máxima de estas deducciones asciende hasta los 1.200 euros anuales por cada des-

cendiente con discapacidad con derecho a la aplicación del mínimo por descendientes y hasta 

1.200 euros anuales por cada ascendiente con discapacidad con derecho a la aplicación del 

mínimo por ascendientes. Cuando dos o más contribuyentes tengan derecho a la aplicación de 

alguna de las anteriores deducciones respecto de un mismo descendiente o ascendiente, su 

importe se prorrateará entre ellos por partes iguales, sin perjuicio de la solicitud de abono antici-

pado. Los contribuyentes con derecho a la aplicación de estas deducciones podrán solicitar a la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria su abono de forma anticipada. El abono anticipado 

se efectuará mensualmente sin prorrateo alguno, por importe de 100 euros por cada descen-

diente y ascendiente 

(iii) Mínimo Personal y Familiar, con los siguientes componentes: 

1. Mínimo por discapacidad: comprende la suma del mínimo por discapacidad del contri-

buyente y los mínimos por discapacidad de ascendientes o descendientes que corres-

pondan
124

. Los mínimos a aplicar dependen del grado de discapacidad del 

                                                      

123 Estas deducciones minorarán la cuota diferencial con independencia de que dicha cuota diferencial resulte positiva 

o negativa y pudiendo solicitarse su abono anticipado (incluso en el caso de los contribuyentes no obligados a decla-

rar).  En este sentido, es importante destacar que la simulación realizada solo recoge el importe de las deducciones a 

favor de los declarantes del IRPF, con lo cual la estimación obtenida a partir de la muestra del IRPF sería un límite 

inferior de la cuantía total. Podrán aplicar estas deducciones los contribuyentes que realicen una actividad por cuenta 

propia o ajena por la cual estén dados de alta en el régimen correspondiente de la Seguridad Social o mutualidad y los 

que perciban prestaciones contributivas y asistenciales del sistema de protección del desempleo. Asimismo, los que 

perciban pensiones abonadas por el Régimen General y los Regímenes especiales  de la Seguridad Social o por el 

Régimen de Clases Pasivas del Estado y los que perciban prestaciones análogas a las anteriores reconocidas a los 

profesionales no integrados en el régimen especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia por las 

Mutualidades de Previsión Social que actúen como alternativas al régimen especial de la Seguridad Social menciona-

do, siempre que se trate de prestaciones por situaciones idénticas a las previstas para la correspondiente pensión de 

la Seguridad Social. Tendrán derecho a minorar la cuota diferencial los contribuyentes que tengan derecho a la aplica-

ción del mínimo por descendientes previsto en el artículo 58 de la Ley del IRPF así como contribuyentes que tengan 

derecho a la aplicación del mínimo por ascendientes previsto en el artículo 59 de la Ley del IRPF. 

124
 La aplicación del mínimo por discapacidad de ascendientes o descendientes está condicionada a que cada uno de 

ellos genere derecho a la aplicación del respectivo mínimo. Entre las condiciones requeridas están la convivencia con 

el contribuyente al menos, la mitad del período impositivo y que el ascendiente o descendiente no haya obtenido en el 

ejercicio 2017 rentas superiores a 8.000 euros anuales, excluidas las exentas del impuesto. Cuando dos o más contri-

buyentes tengan derecho a la aplicación del mínimo por discapacidad respecto de los mismos ascendientes o descen-

dientes, su importe se prorrateará entre ellos por partes iguales. No procederá la aplicación de estos mínimos cuando 
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contribuyente, ascendiente o descendiente y ascienden a 3.000 euros anuales cuando 

sea una persona con un grado de discapacidad igual o superior al 33 % e inferior al 65 

% y a 9.000 euros anuales cuando sea una persona con un grado de discapacidad igual 

o superior al 65%. Estos mínimos por discapacidad se incrementarán, en concepto de 

gastos de asistencia, en 3.000 euros anuales cuando acredite necesitar ayuda de terce-

ras personas o movilidad reducida
125

, o un grado de discapacidad igual o superior al 65 

%. Hay que señalar que Baleares ha incrementado en un 10% las cuantías correspon-

dientes a los mínimos por discapacidad y los gastos por asistencia. 

2. Incremento del mínimo del contribuyente por edad (superior a 65 y 75 años): en el caso 

de contribuyentes de edad superior a 65 años, el mínimo del contribuyente se aumen-

tará en 1.150 euros anuales. El mínimo se aumentará adicionalmente en 1.400 euros 

anuales en el caso de contribuyentes de edad superior a 75 años
126

. En el caso de las 

Islas Baleares las cuantías por incremento de edad para el cálculo del gravamen auto-

nómico ascienden a 1.265 euros anuales por contribuyente mayor de 65 años, y 1.540 

euros anuales adicionales por contribuyente mayor de 75 años. 

3. Incremento del mínimo por ascendientes por edad superior a 75 años: el mínimo por 

ascendientes se incrementará en 1.400 euros anuales adicionales, por cada ascendien-

te de edad superior a 75 años. En caso de fallecimiento de un ascendiente que genere 

derecho al mínimo por este concepto, la cuantía aplicable es de 1.150 euros. 

(iv) Deducciones autonómicas en el IRPF relacionadas con la discapacidad, los cuidados de 

larga duración o la edad avanzada.  

A continuación se detallan las deducciones en la cuota autonómica del IRPF relacionadas con la 

discapacidad, la edad avanzada y los cuidados de larga duración que las distintas Comunidades 

Autónomas han establecido, y que el simulador de IRPF del Instituto de Estudios Fiscales permite 

simular. Las estimaciones realizadas suponen un límite inferior al gasto fiscal al existir deduccio-

nes que por falta de información o por englobar a colectivos adicionales a las personas depen-

dientes no puede simularse. 

                                                                                                                                                                      

los ascendientes o descendientes presenten declaración por el IRPF con rentas superiores a 1.800 euros. En el caso 

de los ascendientes es necesario que sean mayores de 65 años a la fecha de devengo del impuesto o, cualquiera que 

sea su edad, que se trate de una persona con un grado de discapacidad igual o superior al 33%. 

125
 La necesidad de ayuda de terceras personas para desplazarse a su lugar de trabajo o para desempeñar el mismo, o 

la movilidad reducida para utilizar medios de transporte colectivos, deberá acreditarse mediante certificado o resolu-

ción del IMSERSO o el órgano competente de las Comunidades Autónomas en materia de valoración de las discapaci-

dades. 

126
 Para la cuantificación del incremento del mínimo correspondiente a contribuyentes de edad igual o superior a 65 

años o a 75 años, se tendrán en cuenta las circunstancias personales de cada uno de los cónyuges integrados en la 

unidad familiar que presenten declaración conjunta. 
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Comunidad Autónoma de Andalucía
127

  

− Deducción por cada contribuyente con discapacidad igual o superior al 33 %: 100 euros. 

Para la aplicación de la deducción, es preciso que la suma de las bases imponibles ge-

neral y del ahorro del contribuyente no supere los 19.000 euros en tributación individual 

o los 24.000 euros en tributación conjunta. 

− Deducción de 100 euros para contribuyentes con cónyuges o parejas de hecho con dis-

capacidad que cumpla los siguientes requisitos: a) Que no sea declarante del impuesto 

en el ejercicio y b) Que tenga la consideración legal de personas con discapacidad en 

grado igual o superior al 65 %. No tendrán derecho a aplicar esta deducción los contri-

buyentes cuyos cónyuges o parejas de hecho con discapacidad hayan aplicado la de-

ducción para contribuyentes con discapacidad. 

− Deducción de 100 euros por cada persona con discapacidad que otorgue derecho a la 

aplicación del mínimo por discapacidad de ascendientes o descendientes, conforme a 

la normativa estatal del IRPF. La aplicación de la deducción está condicionada a que la 

suma de las bases imponibles general y del ahorro, no supere los 80.000 euros en tri-

butación individual o los 100.000 euros en tributación conjunta. 

− Deducción adicional cuando precisen ayuda de terceras personas: El 15 % del importe 

satisfecho a la Seguridad Social, en concepto de cuota fija que sea por cuenta del em-

pleador, de conformidad con lo establecido en el Sistema Especial para Empleados del 

Hogar del Régimen General de la Seguridad Social, con el límite de 500 euros anuales 

por contribuyente, cuando se acredite que las personas con discapacidad necesitan 

ayuda de terceras personas y generen derecho a la aplicación del mínimo en concepto 

de gastos de asistencia, conforme a la normativa estatal del IRPF. 

Comunidad Autónoma de Aragón
128

  

 Deducción por el cuidado de personas dependientes (Art. 110-5 Decreto Legislativo 

1/2005), cuya cuantía asciende a 150 euros por el cuidado de personas dependientes 

que convivan con el contribuyente al menos durante la mitad del período impositivo. Se 

                                                      
127

 Deducción no simulada: Para el padre o madre de familia monoparental y, en su caso, con ascendientes mayores 

de 75 años (Art. 13 Decreto Legislativo 1/2009). 

128
 Deducción no simulada: Deducción para mayores de 70 años (Art. 110-14 Decreto Legislativo 1/2005): 75 euros 

por cada contribuyente que cumpla los siguientes requisitos: Que el contribuyente tenga 70 o más años de edad y 

obtenga rendimientos integrables en la base imponible general, siempre que no procedan exclusivamente del capital. 

El contribuyente debe necesariamente obtener algún rendimiento que provenga de los rendimientos del trabajo y/o de 

las actividades económicas para que la deducción sea aplicable. Asimismo, ha de tenerse en cuenta que las ganancias 

patrimoniales que no derivan de transmisiones se considerarán rentas del capital a los efectos de determinar si se 

cumplen los requisitos para poder aplicar la deducción. Que la cantidad resultante de la suma de la base imponible 

general y la base imponible del ahorro no sea superior a 23.000 euros en declaración individual y 35.000 euros en 

declaración conjunta. Deducción no simulada: Por nacimiento o adopción de un hijo en atención al grado de discapaci-

dad de alguno de los hijos (Art. 110-3 Decreto Legislativo 1/2005). 
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considera persona dependiente, a efectos de esta deducción, al ascendiente mayor de 

75 años y al ascendiente o descendiente con un grado de discapacidad igual o superior 

al 65 %, cualquiera que sea su edad. Es requisito para la aplicación de la deducción que 

la persona dependiente no obtenga rentas anuales superiores a 8.000 euros, excluidas 

las exentas, y que la suma de las bases imponibles general y del ahorro, menos el 

mínimo del contribuyente y el mínimo por descendientes, no sea superior a 21.000 eu-

ros en declaración individual y 35.000 euros en declaración conjunta. 

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias 

 Deducción por acogimiento no remunerado de mayores de 65 años (Art. 3 Decreto Le-

gislativo 2/2014), siendo la cuantía de la deducción de 341 euros por cada persona 

mayor de 65 años que conviva con el contribuyente durante más de 183 días al año en 

régimen de acogimiento sin contraprestación. Siempre que la persona acogida no se 

halle ligada al contribuyente por un vínculo de parentesco de consanguinidad o de afini-

dad de grado igual o inferior al tercero, y que la suma de las bases imponibles general y 

del ahorro, no supere las siguientes cuantías: 25.009 euros en tributación individual y 

35.240 euros en tributación conjunta. 

 Deducción por adquisición o adecuación de vivienda habitual para contribuyentes con 

discapacidad (Art. 4 Decreto Legislativo 2/2014). El 3 % de las cantidades satisfechas 

durante el ejercicio en la adquisición o adecuación de la vivienda que constituya o vaya 

a constituir la residencia habitual en el Principado de Asturias del contribuyente que 

acredite un grado de discapacidad igual o superior al 65 %. La aplicación de esta de-

ducción es independiente de la deducción por inversión en vivienda habitual prevista en 

la disposición transitoria decimoctava de la Ley del IRPF. La base de la deducción está 

constituida por las cantidades satisfechas durante el ejercicio, excepción hecha de la 

parte de las mismas correspondiente a intereses, con un máximo de 13.664 euros, tan-

to en tributación individual como en la conjunta. 

 Deducción por adquisición o adecuación de la vivienda habitual para contribuyentes con 

los que convivan sus cónyuges, ascendientes o descendientes con discapacidad (Art. 5 

Decreto Legislativo 2/2014): similar a la deducción previa. 

Comunidad Autónoma de las Illes Balears: No es posible la simulación de la deducción exis-

tente
129.

 

                                                      
129

 Deducción no simulada: Por arrendamiento de la vivienda habitual en el territorio de las Illes Balears a favor de 

determinados colectivos (Art. 3 bis Decreto legislativo 1/2014): No se puede simular porque engloba a otros colectivos 

además de discapacitados: Menores de 36 años y familias numerosas. Deducción no simulada: Deducción para los 

declarantes con discapacidad física, psíquica o sensorial o con descendientes con esta condición (Art. 6 Decreto Legis-

lativo 1/2014): Por cada contribuyente y, en su caso, por cada miembro de la unidad familiar, residente en la Comuni-

dad Autónoma de las Illes Balears, que tengan la consideración legal de personas con discapacidad, se establecen las 

deducciones siguientes según la naturaleza y grado de su discapacidad: 80 euros en caso de discapacidad física o 

sensorial de grado igual o superior al 33 e inferior al 65 %. 150 euros en caso de discapacidad física o sensorial de 

grado igual o superior al 65 %.150 euros en caso de discapacidad psíquica de grado igual o superior al 33 %. La apli-
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Comunidad Autónoma de Canarias
130

 

 Deducción por contribuyentes con discapacidad y mayores de 65 años (Art. 11 Decreto 

Legislativo 1/2009). Cuantía de la deducción 300 euros por cada contribuyente con un 

grado de discapacidad igual o superior al 33% y 120 euros por cada contribuyente ma-

yor de 65 años, siendo ambas cuantías compatibles entre sí. Condiciones para la apli-

cación la deducción: que la suma de la base imponible general y la base imponible del 

ahorro de la declaración correspondiente al ejercicio en que se origina el derecho a la 

deducción, no sea superior a: 39.000 euros en tributación individual y 52.000 euros en 

tributación conjunta. 

 Deducción por obras de adecuación de la vivienda habitual por personas con discapaci-

dad (Art. 14 ter Decreto Legislativo 1/2009). Cuantía de la deducción asciende al 10% 

de las cantidades satisfechas en el período impositivo, por las obras e instalaciones de 

adecuación a la vivienda por razón de discapacidad. 

Comunidad Autónoma de Cantabria  

 Deducción por cuidado de familiares (Art. 2.2 Decreto Legislativo 62/2008): 100 euros 

por cada uno de los siguientes familiares, ya sea el parentesco por consanguinidad o 

por afinidad: Descendiente menor de 3 años, ascendiente mayor de 70 años, ascen-

diente, descendiente, cónyuge o hermano con un grado de discapacidad física, psíquica 

o sensorial igual o superior al 65%. Por descendiente menor de 3 años con un grado de 

discapacidad igual o superior al 65%, procederá aplicar una deducción de 100 euros 

por descendiente y otros 100 euros por discapacidad. De forma análoga cabe proceder 

con los ascendientes. Requisitos: que el ascendiente, descendiente, cónyuge o hermano 

conviva más de 183 días del año natural con el contribuyente y que descendiente o as-

cendiente no tenga rentas brutas anuales superiores a 6.000 euros. En los supuestos 

de discapacidad de ascendiente, descendiente, cónyuge o hermano el límite será de 1,5 

veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM). 

 Asimismo, la Comunidad de Cantabria establece otras deducciones relacionadas con la 

discapacidad que el simulador del IRPF del Instituto de Estudios Fiscales no permite si-

mular
131.

  

                                                                                                                                                                      

cación de esta deducción está condicionada a que la suma de la base imponible general y la base imponible del ahorro 

del contribuyente menos el mínimo del contribuyente y el mínimo por descendientes, no supere las siguientes cuantías: 

12.500 euros en tributación individual y 25.000 euros en tributación conjunta. 

130
 Deducción no simulada (sería de interés): Deducción por familiares dependientes con discapacidad (Art. 16 Decreto 

Legislativo 1/2009). Cuantía de la deducción 500 euros por cada ascendiente o descendiente con un grado de disca-

pacidad igual o superior al 65 %, que genere el derecho a la aplicación del mínimo por discapacidad. Similares requisi-

tos para la aplicación de la deducción que en el caso anterior.  

131
 Deducciones no simuladas: Deducción por arrendamiento de vivienda habitual por jóvenes, mayores y personas con 

discapacidad (Art. 2.1 Decreto Legislativo 62/2008): el 10% de las cantidades satisfechas en el período impositivo por 

el arrendamiento de la vivienda habitual, con el límite máximo de deducción de 300 euros anuales (600 euros en el 

caso de tributación conjunta). Deducción no simulada: Deducción  por gastos de enfermedad (Art. 2.7 Decreto Legisla-
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Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
132

 

 Deducción por discapacidad del contribuyente (Art. 4 Ley 8/2013): 300 euros por cada 

contribuyente que tenga un grado de discapacidad acreditado igual o superior al 65% y 

tengan derecho a la aplicación del mínimo por discapacidad del contribuyente. Condi-

ciones: Que la suma de la base imponible general y la del ahorro del contribuyente, no 

supere los 27.000 euros en tributación individual o los 36.000 euros en tributación con-

junta. 

 Deducción por discapacidad de ascendientes o descendientes (Art. 5 Ley 8/2013): igua-

les cuantías y requisitos que la deducción por discapacidad del contribuyente por cada 

ascendiente o descendiente con un grado de discapacidad acreditado igual o superior al 

65% que genere el derecho a la aplicación del mínimo por discapacidad de ascendien-

tes o descendientes. 

 Deducción para contribuyentes mayores de 75 años (Art. 6 Ley 8/2013): 150 euros pa-

ra los contribuyentes mayores de 75 años. 

 Deducción por cuidado de ascendientes mayores de 75 años (Art. 6 Ley 8/2013): 150 

euros para los contribuyentes por el cuidado de cada ascendiente mayor de 75 años, 

siempre que cause derecho a la aplicación del mínimo por ascendientes mayores de 75 

años. Requisitos comunes para las dos deducciones anteriores  No procederá la aplica-

ción de estas deducciones cuando los mayores de 75 años que generen el derecho a 

                                                                                                                                                                      

tivo 62/2008): El 10% de los gastos y honorarios profesionales, tanto propios como de las personas que se incluyan en 

el mínimo familiar, abonados durante el año por la prestación de servicios sanitarios por motivo de enfermedad, salud 

dental, embarazo y nacimiento de hijos, accidentes e invalidez. Esta deducción tendrá un límite anual de 500 euros en 

tributación individual y 700 euros en tributación conjunta. Estos límites se incrementarán en 100 euros en tributación 

individual cuando el contribuyente sea una persona con discapacidad y acredite un grado de discapacidad igual o 

superior al 65%. En el caso de tributación conjunta el incremento será de 100 euros por cada contribuyente con dicha 

discapacidad. Deducción no simulada Deducción por cuotas a mutualidades o sociedades de seguros médicos no 

obligatorios: el 5% de las cantidades pagadas durante el año en concepto de cuotas a mutualidades o sociedades de 

seguros médicos no obligatorios, tanto propios como de las personas que se incluyan en el mínimo familiar. Esta de-

ducción tendrá un límite anual de: 200 euros en tributación individual, 300 euros en tributación conjunta. Estos límites 

se incrementarán en 100 euros en tributación individual cuando el contribuyente sea una persona con discapacidad y 

acredite un grado de discapacidad igual o superior al 65%. En el caso de tributación conjunta el incremento será de 

100 euros por cada contribuyente con dicha discapacidad.  

132
 Deducción no simulada: Deducción por acogimiento no remunerado de mayores de 65 años o con discapacidad 

(Art. 8 Ley8/2013): 600 euros por cada persona mayor de 65 años o con un grado de discapacidad acreditado igual o 

superior al 33 %, que conviva con el contribuyente durante más de 183 días al año en régimen de acogimiento sin 

contraprestación, cuando no diera lugar a la obtención de ayudas o subvenciones de la Comunidad Autónoma de Casti-

lla-La Mancha. No se podrá practicar la presente deducción, en el supuesto de acogimiento de mayores de 65 años, 

cuando el acogido esté ligado al contribuyente por un vínculo de parentesco de consanguinidad o de afinidad hasta el 

cuarto grado incluido. Para la aplicación de la deducción será necesario que se cumplan los siguientes requisitos: Que 

la suma de la base imponible general y la del ahorro del contribuyente, no supere: 12.500 euros en tributación indivi-

dual, 25.000 euros en tributación conjunta. 
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las mismas, ya sea el contribuyente o el ascendiente, residan durante más de 30 días 

naturales del período impositivo en Centros Residenciales de Mayores de la Junta de 

Comunidades de Castilla-La Mancha o en plazas concertadas o subvencionadas por 

ésta en otros centros, a excepción de las estancias temporales derivadas de convale-

cencias debidamente acreditadas. Otro requisito es que la suma de la base imponible 

general y la del ahorro del contribuyente, no supere los 27.000 euros en tributación in-

dividual o los 36.000 euros en tributación conjunta. Incompatibilidad: La deducción por 

contribuyentes mayores de 75 años y la deducción por ascendientes mayores de 75 

años son incompatibles, respectivamente, con la deducción por discapacidad del con-

tribuyente y con la deducción por discapacidad de ascendiente, respecto de la misma 

persona mayor de 75 años. 

 También se ha estimado la deducción por Adquisición o rehabilitación de vivienda habi-

tual o por obras e instalaciones de adecuación de la misma a personas con discapaci-

dad
133.

 

Comunidad Autónoma de Castilla y León
134

 

 Deducciones para contribuyentes afectados por discapacidad (Art. 6 Decreto Legislativo 

1/2013): 300 euros por cada contribuyente de edad igual o superior a 65 años afecta-

do por un grado de discapacidad igual o superior al 33%. 656 euros por cada contribu-

yente de edad igual o superior a 65 años afectado por un grado de discapacidad igual o 

superior al 65%. 300 euros por cada contribuyente menor de 65 años afectado por un 

grado de discapacidad igual o superior al 65%. 

Comunidad Autónoma de Cataluña. No existen en dicha Comunidad Autónoma deducciones 

autonómicas relacionadas con la discapacidad, los cuidados de larga duración o la edad 

avanzada.  
  

                                                      

133
 Cuidado: esta deducción está aplicada en el microsimulador pero no está en la lista de deducciones de 2016 ni de 

2017.   

134
 Deducción no simulada: Deducciones por inversión en instalaciones medioambientales y de adaptación a personas 

con discapacidad en vivienda habitual (Art. 7.2 Decreto Legislativo 1/2013: El 15% de las inversiones que se realicen 

en las actuaciones de rehabilitación de vivienda que a continuación se relacionan, siempre que la vivienda este situa-

da en la Comunidad de Castilla y León y constituya o vaya a constituir la vivienda habitual del contribuyente. En concre-

to las obras e instalaciones de adecuación necesarias para la accesibilidad y comunicación sensorial que facilite el 

desenvolvimiento digno y adecuado de uno o varios ocupantes de la vivienda que sean personas con discapacidad, 

siempre que éstos sean el sujeto pasivo o su cónyuge o un pariente, en línea directa o colateral, consanguínea o por 

afinidad, hasta el tercer grado inclusive. 
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Comunidad Autónoma de Extremadura
135

 

 Deducción por cuidado de familiares con discapacidad (Art. 7 Decreto legislativo 

1/2013): Por cada ascendiente o descendiente con discapacidad física, psíquica o sen-

sorial que tenga la consideración legal de personas con discapacidad en grado igual o 

superior al 65%: 150 euros, con carácter general y 220 euros si el ascendiente o des-

cendiente con discapacidad ha sido evaluado por los servicios sociales y se le ha reco-

nocido el derecho a una ayuda a la dependencia, pero a 31 de diciembre aún no la 

percibe efectivamente. Requisitos: Que el ascendiente o descendiente con discapacidad 

conviva de forma ininterrumpida con el contribuyente al menos la mitad del período im-

positivo o se acredite la convivencia y que la renta general y del ahorro del ascendiente 

o descendiente con discapacidad no sean superiores al doble del indicador público de 

renta de efectos múltiples (IPREM), incluidas las exentas ni tenga obligación legal de 

presentar declaración por el Impuesto sobre el Patrimonio. Que la suma de las bases 

imponibles general y del ahorro del contribuyente, no sea superior a 19.000 euros en 

tributación individual o 24.000 euros en tributación conjunta. 

Comunidad Autónoma de Galicia
136

 

 Deducción por contribuyentes con discapacidad, de edad igual o superior a 65 años, 

que precisen ayuda de terceras personas (Art. 5.Seis Decreto Legislativo 1/2011): El 10 

% de las cantidades satisfechas a terceros por los contribuyentes de edad igual o supe-

rior a 65 años afectados por un grado de discapacidad igual o superior al 65% y que 

precisen ayuda de terceras personas, con el límite máximo de 600 euros. Requisitos: 

Que la suma de las bases imponibles general y del ahorro minorada en el importe de los 

mínimos personal y familiar, no supere los 22.000 euros en tributación individual y 

31.000 euros en tributación conjunta. Que acredite la necesidad de ayuda de terceras 

personas. Que el contribuyente no sea usuario de residencias públicas o concertadas de 

la Comunidad Autónoma de Galicia o beneficiario del cheque asistencial de la Xunta de 

Galicia. 

                                                      

135
 Deducción no simulada (al no poder desagregar): Deducción por arrendamiento de vivienda habitual a jóvenes, 

familias numerosas y discapacitados (Art. 3 Ley 1/2015): El 5% de las cantidades satisfechas por el contribuyente en 

el período impositivo en concepto de alquiler de su vivienda habitual, con el límite de 300 euros anuales. El 10% de las 

cantidades satisfechas por el contribuyente en el período impositivo con el límite de 400 euros en caso de alquiler de 

vivienda habitual en el medio rural. Requisitos: menores de 36 años, familias numerosas y personas con discapacidad 

física, psíquica o sensorial, con un grado de discapacidad igual o superior al 65%. 

136
 Deducción no simulada: Deducción por alquiler de la vivienda habitual (Art. 5.Siete Decreto Legislativo 1/2011): El 

10 % de las cantidades satisfechas durante el período impositivo en concepto de alquiler de la vivienda habitual, con 

un límite máximo de la deducción de 300 euros por contrato y año, tanto en tributación individual como en conjunta, 

cuando se cumplen determinados requisitos. Las cuantías fijadas para esta deducción se duplicarán en caso de que el 

arrendatario tenga reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33 %. 
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Comunidad de Madrid  

 Deducción por acogimiento no remunerado de mayores de 65 años y/o con discapaci-

dad (Art. 7 Decreto Legislativo 1/2010): 900 euros por cada persona mayor de 65 años 

o con discapacidad en grado igual o superior al 33%, que conviva durante más de 183 

días al año con el contribuyente n régimen de acogimiento sin contraprestación, cuando 

no diera lugar a la obtención de ayudas o subvenciones de la Comunidad de Madrid. En 

el supuesto de acogimiento de personas mayores de 65 años, la persona acogida no 

debe hallarse vinculada con el contribuyente por un parentesco de grado igual o inferior 

al cuarto, bien sea de consanguinidad o de afinidad. Requisitos: Que la suma de las ba-

ses imponibles general y del ahorro no supere 25.620 euros en tributación individual o 

36.200 euros en tributación conjunta. 

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. No existen en dicha Comunidad Autónoma 

deducciones autonómicas relacionadas con la discapacidad, los cuidados de larga du-

ración o la edad avanzada.  

Comunidad Autónoma de La Rioja: no es posible la simulación de la deducción existente
137

.  

Comunitat Valenciana
138

  

 Deducción por nacimiento o adopción de hijos con discapacidad [Art. 4.Uno.c) Ley 

13/1997]: 224 euros cuando se trate del único hijo que padezca una discapacidad físi-

                                                      
137

 Deducción por obras de adecuación de vivienda habitual en La Rioja para personas con discapacidad [Disposición 

transitoria primera.d) Ley 10/2017]: El 15% de las cantidades satisfechas en obras de adecuación de aquella vivienda 

que, radicando en la Comunidad Autónoma de La Rioja, constituya o vaya a constituir su residencia habitual, siempre 

que se trate de contribuyentes que tengan la consideración de personas con discapacidad. Solo tendrán derecho a la 

presente deducción los contribuyentes que hubieran satisfecho cantidades para la realización de obras e instalaciones 

de adecuación de la vivienda habitual de las personas con discapacidad con anterioridad a 1 de enero de 2013 siem-

pre y cuando las citadas obras o instalaciones estén concluidas antes de 1 de enero de 2017. La base máxima de esta 

deducción conjuntamente con la de rehabilitación de vivienda habitual se establece en 9.040 euros. 

138
 Deduccion no simulada: Deducción por arrendamiento de la vivienda habitual [Art. 4.Uno.n) Ley 13/1997]: Sobre 

las cantidades satisfechas en el período impositivo por arrendamiento de la vivienda habitual podrán aplicarse los 

porcentajes e importes máximos de deducción que se indican en el cuadro siguiente en función de la situación perso-

nal del arrendatario: 

Circunstancias personales del arrendatario Porcentaje de 

deducción 

Límite de de-

ducción 

En general 15 por 100 459 euros 

Edad igual o inferior a 35 años o con grado de discapacidad 

física o sensorial igual o superior al 65 por 100 o con grado de 

discapacidad psíquica igual o superior al 33 por 100. 

20 por 100 612 euros 

Edad igual o inferior a 35 años y, además, con grado de disca-

pacidad física o sensorial igual o superior al 65 por 100 o con 

grado de discapacidad psíquica igual o superior al 33 por 100  

25 por 10 765 euros 

Requisitos: Que la suma de la base liquidable general y de la base liquidable del ahorro del contribuyente, no sea supe-

rior a: 25.000 euros en declaración individual y 40.000 euros en declaración conjunta. 
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ca o sensorial en grado igual o superior al 65 %, o psíquica, con un grado de discapaci-

dad igual o superior al 33%. 275 euros, cuando el hijo, que padezca dicha discapacidad, 

tenga, al menos, un hermano con discapacidad física o sensorial en grado igual o supe-

rior al 65%, o psíquica, en grado igual o superior al 33%. Que la suma de la base liqui-

dable general y de la base liquidable del ahorro, no sea superior a: 25.000 euros en 

declaración individual y 40.000 euros en declaración conjunta. 

 Deducción por contribuyentes con discapacidad, en grado igual o superior al 33%, de 

edad igual o superior a 65 años. [Art. 4.Uno.g) Ley 13/1997]: 179 euros por contribu-

yente siempre que la suma de la base liquidable general y de la base liquidable del aho-

rro, no sea superior a 25.000 euros (40.000 euros en declaración conjunta). No 

procederá esta deducción si, como consecuencia de la situación de discapacidad referi-

da el contribuyente percibe algún tipo de prestación que se halle exenta del IRPF. Exis-

ten límites para esta deducción.  

 Deducción por ascendientes mayores de 75 años o mayores de 65 años con discapaci-

dad [Art. 4.Uno.h) Ley 13/1997]: 179 euros por cada ascendiente en línea directa,  

consanguinidad, afinidad o adopción, mayor de 75 años, o mayor de 65 años que tenga 

la consideración de persona con discapacidad en los términos establecidos por la Ley: 

discapacidad física o sensorial igual o superior al 65%, discapacidad psíquica: grado 

igual o superior al 33%. Requisitos: convivencia con el contribuyente, al menos la mitad 

del período impositivo. Se considerará que conviven con el contribuyente los ascendien-

tes con discapacidad que, dependiendo del mismo, vivan en centros especializados.  

Que los ascendientes no tengan rentas anuales, excluidas las exentas, superiores a 

8.000 euros. Que los ascendientes no presenten declaración por el IRPF con rentas su-

periores a 1.800 euros. Que la suma de la base liquidable general y de la base liquida-

ble del ahorro del contribuyente, no sea superior a: 25.000 euros en declaración 

individual y 40.000 euros en declaración conjunta. 

 Deducción por adquisición de vivienda habitual por personas con discapacidad [Art. 

4.Uno.l) Ley 13/1997]: El 5% de las cantidades satisfechas durante el período impositi-

vo para la adquisición de la vivienda habitual por contribuyentes con discapacidad física 

o sensorial, en grado igual o superior al 65%, o psíquica (grado igual o superior al 33%), 

con excepción de las cantidades que correspondan a intereses. Requisitos: Que la suma 

de la base imponible general y de la base imponible del ahorro no sea superior a 

15.039,18 euros, tanto en tributación individual como en tributación conjunta. 

V.2. Estimación de los gastos fiscales asociados a la dependencia y los cuidados de larga du-

ración en el IRPF con el microsimulador de IRPF del Instituto de Estudios Fiscales  

En este epígrafe se muestran los resultados de la simulación de los gastos fiscales asociados a la 

dependencia, la vejez y los cuidados de larga duración en el IRPF español descritos anteriormen-

te. Se utilizará el microsimulador del IRPF del Instituto de Estudios Fiscales aplicando la normati-

va del ejercicio 2016 sobre la muestra de declarantes del ejercicio 2011, última disponible en el 

momento de realizar este estudio.  
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Estudiaremos el impacto sobre la recaudación de cada partida por separado para ver posterior-

mente su impacto conjunto. No obstante, la información disponible en la muestra hace que algu-

nas partidas no puedan ser simuladas, como es el caso de las exenciones de las ganancias 

patrimoniales derivadas de la transmisión de la vivienda habitual por mayores de 65 años o per-

sonas en situación de dependencia
139

, las deducciones en la cuota estatal y autonómica para la 

realización de obras e instalaciones de  adecuación de la vivienda habitual para personas con 

discapacidad realizadas con anterioridad a 1 de enero de 2013
140

, así como determinadas de-

ducciones autonómicas dirigidas a personas con dependencia. Tampoco es posible simular el 

importe correspondiente a las exenciones de determinadas prestaciones relacionadas con la 

discapacidad
141

. También se ha optado por excluir algunas partidas, como el incremento en los 

gastos deducibles de los ingresos íntegros del trabajo al que tienen derecho los trabajadores 

activos con discapacidad, dado su carácter residual al centrarse este estudio en las personas 

mayores de 65 años.  

  

                                                      
139

 Están exentas las ganancias patrimoniales puestas de manifiesto con ocasión de la transmisión por mayores de 65 

años de su vivienda habitual, así como por las personas que se encuentren en situación de dependencia severa o de 

gran dependencia. La exención también se aplica a la transmisión de la nuda propiedad de la vivienda habitual por su 

titular, reservándose éste el usufructo vitalicio sobre dicha vivienda. Art. 33.4 b) Ley IRPF]. 

140
 A las que en la actualidad se aplica el régimen transitorio (Disposición transitoria decimoctava Ley IRPF; Disposición 

transitoria duodécima Reglamento). 

141
 En concreto, las pensiones reconocidas en favor de las personas que sufrieron lesiones o mutilaciones  con ocasión 

o como consecuencia de la Guerra Civil, las ayudas percibidas por afectados de VIH, las prestaciones reconocidas al 

contribuyente por la Seguridad Social  o por las entidades que la sustituyan, como consecuencia de incapacidad per-

manente absoluta o gran invalidez, así como pensiones procedentes del extranjero de similar naturaleza. Asimismo, se 

declaran exentas las prestaciones de similar naturaleza reconocidas a los profesionales no integrados en el régimen 

especial de la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta propia. Las pensiones por inutilidad o incapacidad per-

manente del régimen de clases pasivas, siempre que la lesión o enfermedad que hubiere sido causa de las mismas 

inhabilitare por completo al perceptor de la pensión para toda profesión u oficio. Las prestaciones económicas percibi-

das de instituciones públicas (incluyendo las autonómicas) con motivo del acogimiento de personas con discapacidad, 

mayores de 65 años o menores. Igualmente están exentas las ayudas económicas otorgadas por instituciones públicas 

a personas con un grado de discapacidad igual o superior al 65% o mayores de 65 años para financiar su estancia en 

residencias o centros de día, siempre que el resto de sus rentas no excedan del doble del IPREM. También están exen-

tos los rendimientos del trabajo derivados de las prestaciones obtenidas en forma de renta por las personas con dis-

capacidad correspondientes a las aportaciones a los sistemas de previsión social a las que se refiere el artículo 53 de 

la Ley del IRPF, hasta un importe máximo anual de tres veces el IPREM. Igualmente están exentos, con el mismo límite, 

los rendimientos del trabajo derivados de las aportaciones a patrimonios protegidos. Por su parte, también están exen-

tas las prestaciones económicas públicas vinculadas al servicio, para cuidados en el entorno familiar y de asistencia 

personalizada que se derivan de la Ley 39/2006.  
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Tabla AV.1  

ESTIMACIÓN DEL GASTO FISCAL EN IRPF ASOCIADO A PARTIDAS RELACIONADAS CON LA DEPENDENCIA 

(MILLONES DE EUROS) 

  Gasto fiscal (millones €) 

Reducción por aportaciones a sistemas de previsión social de discapa-

citados           

10,104 

Reducción por aportaciones a patrimonio protegido de discapacitados   4,019 

Mínimo discapacidad contribuyente 873,629 

Mínimo discapacidad ascendientes 39,443 

Mínimo discapacidad descendientes 184,629 

Suma total mínimo discapacidad  1.097,70 

Total mínimo por discapacidad 1.107,46 

Mínimo incremento edad mayores de 65 y mayores 75 años (contribu-

yentes y ascendientes) 

897,432 

Mínimo incremento edad >75 años (contribuyentes y ascendientes) 286,002 

Deducciones autonómicas por discapacidad  43,292 

Impuesto negativo total por discapacidad (ascendientes y descendien-

tes) 

287,305 

Impuesto negativo discapacidad sólo ascendientes 40,884 

AGREGADO 1: Aportaciones a SPS y Patrimonios protegidos de discapa-

citados, Mínimos por discapacidad (contribuyente, ascendientes y des-

cendientes), Mínimos por ascendientes, Deducciones autonómicas por 

discapacidad, Impuesto negativo por discapacidad  

1.484,92 

AGREGADO 2: AGREGADO 1 +Incrementos en los mínimos por edad 

únicamente para los mayores de 75 años (contribuyentes y ascendien-

tes) 

1.770,92 

AGREGADO 3: AGREGADO 1 +Incrementos en los mínimos por edad 

para los mayores de 65 y 75 años (contribuyentes y ascendientes) 

2.420,72 

Fuente: Simulador IRPF del Instituto de Estudios Fiscales. Normativa IRPF 2016 aplicada a la muestra de declarantes 

2011.  

De las partidas individuales relacionadas más directamente con la discapacidad, la que tiene un 

mayor coste (cerca de 1.100 millones de euros) son los Mínimos Personales y Familiares por 

discapacidad, en concreto los de los contribuyentes. Destaca el hecho de que dentro de esta 

partida los mínimos por discapacidad de los ascendientes (vinculados a los cuidados de larga 

duración y atención a los mayores dependientes)  son considerablemente menores que los de los 

descendientes.  

La eliminación en la normativa del IRPF de los incrementos en los Mínimos Personales y Familia-

res por edades mayores de 65 y 75 años, supondría un ahorro fiscal estimado cercano a los 900 

millones. Si se eliminaran únicamente los incrementos en los Mínimos Personales y Familiares a 

las personas mayores de 65 años pero menores de 75 años (tanto contribuyentes como ascen-
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dientes) por considerarse que es a partir de los 75 años cuando las situaciones de dependencia 

son más frecuentes, el ahorro alcanzaría alrededor de los 611 millones de euros.  

Por su parte las Deducciones que minoran la Cuota Diferencial del IRPF (impuestos negativos por 

discapacidad) ligadas a la discapacidad de ascendientes y descendientes tienen un coste de 

unos 287 millones de euros, cerca de 41 millones de euros cuando únicamente se tienen en 

cuenta las de los descendientes.  

Las deducciones autonómicas que se han podido estimar que como se ha visto en el epígrafe 

anterior presentan una gran diversidad, suponen un coste fiscal de unos 43 millones de euros. 

Por su parte, las reducciones en la Base Imponible del Impuesto ligadas a las aportaciones a 

sistemas de previsión social de discapacitados y a las aportaciones a patrimonio protegido de 

discapacitados, suponen un coste fiscal de unos 10 y 4 millones de euros respectivamente.  

Los resultados de la agregación de las partidas anteriormente consideradas, en concreto: las 

aportaciones a sistemas de previsión social y Patrimonios protegidos de discapacitados, Mínimos 

por discapacidad (contribuyente, ascendientes y descendientes), Mínimos por ascendientes, De-

ducciones autonómicas por discapacidad y los impuestos negativos por discapacidad, muestran 

un coste fiscal cercano a los 1.500 millones de euros (1.484,915). Si a estos resultados se le 

añadiera el coste de los incrementos en los mínimos por edad únicamente para los mayores de 

75 años (contribuyentes y ascendientes), al estar más vinculado a situaciones de dependencia, 

el coste total sería de 1.770,917 (resultado de sumar 1.484,915+286,002). Si adicionalmente 

se incluyera el coste de todos los incrementos en los mínimos por edad para los mayores de 65 y 

mayores 75 años (contribuyentes y ascendientes), el coste total alcanzaría los 2.420 millones de 

euros.  

Por otra parte, resulta interesante considerar el número de contribuyentes perjudicados por la 

eliminación de estas partidas, y su posición en la distribución de la renta.   
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Tabla AV.2  

ESTIMACIÓN DEL NÚMERO DE BENEFICIARIOS DE LAS DEDUCCIONES Y REDUCCIONES EN EL IRPF 

RELACIONADAS CON LA DEPENDENCIA  

 

Número de 

beneficiarios  

Reducciones SPS discapacidad 21.607 

Patrimonios protegidos 7.581 

Mínimo discapacidad contribuyente 893.498 

Mínimo discapacidad ascendientes 27.213 

Mínimo discapacidad descendientes 161.816 

Total mínimo por discapacidad 1.076.276 

Mínimo incremento edad mayores de 65 y mayores 75 años (contribuyentes y 

ascendientes) 2.237.022 

Mínimo incremento edad >75 años (contribuyentes y ascendientes) 901.973 

Impuesto negativo total por discapacidad (ascendientes y descendientes) 275.639 

Impuesto negativo discapacidad sólo ascendientes 34.698 

Deducciones autonómicas por discapacidad  395.815 

AGREGADO 1: Aportaciones a SPS y Patrimonios protegidos de discapacitados, 

Mínimos por discapacidad (contribuyente, ascendientes y descendientes), Míni-

mos por ascendientes, Deducciones autonómicas por discapacidad, Impuesto 

negativo por discapacidad  1.444.559 

AGREGADO 3: AGREGADO 1 +Incrementos en los mínimos por edad para los 

mayores de 65 y 75 años (contribuyentes y ascendientes) 3.251.946 

Fuente: Simulador IRPF del Instituto de Estudios Fiscales. Normativa IRPF 2016 aplicada a la muestra de declarantes 

2011.  

Las reducciones de la Base Imponible relacionadas con la discapacidad, en concreto las reduc-

ciones por aportaciones y contribuciones a sistemas de previsión social constituidos a favor de 

personas con discapacidad y por aportaciones a patrimonio protegido de discapacitados, benefi-

cian a un número relativamente reducido de contribuyentes, unos 29.000. Estos contribuyentes 

se sitúan en las decilas de rentas (Base Imponible) más elevadas (no hay beneficiarios de estas 

reducciones en las tres primeras decilas) y el beneficio fiscal del que disfrutan aumenta a medida 

que aumenta su renta, al ser deducciones que operan al tipo marginal del contribuyente. Así la 

ganancia media para los contribuyentes de la última decila de renta es de 1.170 euros para las 

por aportaciones y contribuciones a sistemas de previsión social, y de 1.822,18 euros en el caso 

de las aportaciones a patrimonio protegido de discapacitados, cuantías muy superiores a las del 

resto de decilas. 

El ahorro fiscal asociado a los mínimos personales y familiares por discapacidad beneficia a algo 

más de un millón de contribuyentes, y tanto el número de beneficiarios como la ganancia media 

crecen con la renta, especialmente a partir de la tercera decila (en las dos primeras decilas de 

renta apenas hay beneficiarios). Por su parte, el ahorro fiscal asociado al impuesto negativo por 
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discapacidad es similar en todas las decilas de renta aunque el número de beneficiarios en las 

dos primeras decilas es bastante menor que en el resto, mientras que el número de beneficiarios 

de las deducciones autonómicas es residual en las tres primeras decilas.  

En resumen, el coste para la Hacienda Pública de las deducciones en el IRPF por aportaciones a 

Sistemas de Previsión Social y Patrimonios protegidos de discapacitados, los Mínimos por disca-

pacidad (contribuyente, ascendientes y descendientes), los Mínimos por ascendientes (mayores 

de 65 años o discapacitados de cualquier edad), las deducciones autonómicas por discapacidad 

y las deducciones en la cuota diferencial (Impuesto negativo) asciende a cerca de 1.500 millones 

de euros, beneficiándose de estas partidas un total de 1.444.559 de contribuyentes. Se observa 

que el número de beneficiarios en las tres primeras decilas es relativamente reducido. Por su 

parte, la ganancia media crece con la renta a partir de la cuarta decila, aunque la ganancia me-

dia obtenida por los contribuyentes situados en las dos primeras decilas supera significativamen-

te las ganancias de las cuatro decilas siguientes. 

Añadiendo a las partidas anteriormente mencionadas, los incrementos en el Mínimo del contri-

buyente por edad mayor de 65 y 75 años, el coste asciende a unos 2.400 millones de euros, 

beneficiando a un total de 3.251.946 de contribuyentes (al incluir el incremento en el Mínimo 

personal y familiar de los mayores de 65 años, incluye a todos los contribuyentes mayores de esa 

edad). En este caso, el número de beneficiarios en las tres primeras decilas (como ocurría ante-

riormente) es relativamente reducido. Por su parte, la ganancia media alcanza su máximo valor 

en las dos primeras decilas (en torno a los mil euros), crece a partir de la tercera decila y alcanza 

valores medios similares en las 5 decilas de rentas más elevadas. 

En conclusión, a partir de las estimaciones realizadas de los gastos fiscales asociados a la de-

pendencia en el actual diseño del IRPF, que constituyen un límite inferior al gasto fiscal al existir 

deducciones que por falta de información o por englobar a colectivos adicionales a las personas 

dependientes no puede simularse, podemos concluir que los mismos son en su mayor parte re-

gresivos. Por un lado se concentran, en general, en los individuos con rentas más elevadas y por 

otro, únicamente benefician a las personas declarantes en el IRPF. El gasto que suponen este 

tipo de reducciones y deducciones fiscales, sin tener en cuenta otra sería de exenciones y gastos 

fiscales, tanto en el IRPF como en otros impuestos que no ha sido posible simular, se ha estima-

do entre los 1.500 y 2.400 millones de euros.  
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Tabla AV.3  

ESTIMACIÓN DEL NÚMERO DE BENEFICIARIOS DE LAS DEDUCCIONES Y REDUCCIONES EN EL IRPF RELACIONADAS CON LA DEPENDENCIA POR DECILAS DE BASE IMPONIBLE 

DEL IRPF  

   1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 TOTAL 

Reducción SPS 

discapacidad 

Nº Beneficiarios 3 0 0 872 903 3.988 2.710 3.699 3.907 5.525 21.607 

Ganancia media -135,2 0,0 0,0 -42,3 -70,4 -61,6 -185,3 -397,6 -336,7 -1170,2  

Patrimonios prote-

gidos 

Nº Beneficiarios 0 0 0 335 0 829 2.691 45 2.523 1.159 7.581 

Ganancia media 0 0 0 -20,17 0 -60,94 -473,89 -27,94 -226,28 -1.822,18  

Mínimo discapaci-

dad contribuyente 

Nº Beneficiarios 89 20 20.403 107.114 134.810 149.507 149.568 118.562 130.416 83.011 893.498 

Ganancia media -626,9 -458,1 -161,6 -454,3 -686,8 -913,5 -1082,4 -1230,9 -1330,3 -1338,5  

Mínimo discapaci-

dad ascendientes 

Nº Beneficiarios 1 1 118 2.580 3.174 4.358 3.877 3.520 5.487 4.097 27.213 

Ganancia media -1.417,5 -2.835,0 -102,6 -488,6 -829,7 -1.211,6 -1.324,9 -1.615,4 -1.983,8 -2.085,3  

Mínimo discapaci-

dad descendientes 

Nº Beneficiarios 13 0 582 9.935 19.638 28.244 24.108 24.171 24.525 30.598 161.816 

Ganancia media -792,9 0,0 -95,8 -330,6 -596,4 -810,8 -1171,6 -1455,1 -1549,3 -1478,9  

Total mínimo por 

discapacidad 

Nº Beneficiarios 103 21 21.379 120.461 159.045 182.891 176.319 144.440 156.908 114.710 1.076.276 

Ganancia media -656,3 -570,6 -159,0 -445,7 -680,0 -921,6 -1116,3 -1312,7 -1420,6 -1432,0  

Mínimo incremento 

edad mayores de 

65 y 75 años 

(ascendientes y 

contribuyentes) 

Nº Beneficiarios 402 41 154.921 248.138 237.804 288.535 332.298 319.136 362.834 292.913 2.237.022 

Ganancia media -313,9 -240,5 -165,7 -327,2 -442,0 -465,1 -443,8 -432,5 -419,6 -387,0  

Mínimo incremento 

edad mayores de 

75 años (ascen-

dientes y descen-

dientes) 

Nº Beneficiarios 118 12 31.102 102.679 121.245 139.382 148.965 124.525 131.744 102.200 901.973 

Ganancia media -275,3 -215,7 -88,9 -242,7 -309,5 -343,6 -343,4 -347,0 -342,4 -326,5  

Impuesto negativo 

discapacidad 

(Total)  

Nº Beneficiarios 15.559 18.044 22.879 29.098 30.553 37.447 28.826 28.574 29.988 34.671 275.639 

Ganancia media -1.046,1 -1.008,3 -976,1 -1.052,8 -1.066,8 -1.050,3 -1.110,0 -1.074,9 -1.088,5 -940,1  
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Impuesto negativo 

discapacidad 

ascendientes 

Nº Beneficiarios 1.756 1.606 1.727 3.902 3.768 4.900 3.877 3.578 5.487 4.097 34.698 

Ganancia media -1.206,6 -1.188,8 -1.172,4 -1.275,5 -1.185,5 -1.070,8 -1.191,4 -1.136,5 -1.312,9 -1.037,4  

Deducciones auto-

nómicas discapaci-

dad  

Nº Beneficiarios 34 1 726 29.324 67.975 71.530 70.387 73.687 57.505 24.645 395.815 

Ganancia media -108,0 -52,7 -45,5 -69,5 -87,8 -102,7 -115,4 -128,6 -121,0 -134,5  

AGREGADO 1: 

Aportaciones a SPS 

y Patrimonios 

protegidos de 

discapacitados, 

Mínimos por disca-

pacidad (contribu-

yente, 

ascendientes y 

descendientes), 

Mínimos por as-

cendientes, Deduc-

ciones 

autonómicas por 

discapacidad, 

Impuesto negativo 

por discapacidad 

Nº Beneficiarios 15.702 18.065 45.651 162.536 214.398 232.083 228.220 187.720 201.319 138.865 1.444.559 

Ganancia media -1.041,5 -1.007,8 -574,1 -561,1 -704,7 -951,9 -1.075,6 -1.238,9 -1.336,0 -1.540,6  

AGREGADO 3: 

AGREGADO 1 

+Incrementos en 

los mínimos por 

edad para los 

mayores de 65 y 

75 años (contribu-

yentes y ascendien-

tes) 

Nº Beneficiarios 16.043 18.114 217.393 394.026 394.168 448.771 475.043 428.685 484.544 375.158 3.251.946 

Ganancia media  -1.027,4 -1.005,7 -259,1 -475,0 -700,3 -825,0 -838,4 -857,5 -850,5 -848,5   

Fuente: Simulador IRPF del Instituto de Estudios Fiscales. Normativa IRPF 2016 aplicada a la muestra de declarantes 2011. 

 




